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CARTA DEL EDITOR

 El término «perspectiva de género» suele ser utilizado o confundido en muchas ocasio-
nes en diferentes ámbitos. Hay quienes piensan que este concepto beneficia específicamente 
al género femenino o a grupos vulnerables y, al verter opiniones sobre este, se suelen decantar-
se por su propio sexo.

En el derecho, las tendencias lo definen de una herramienta que se a los juzgadores para iden-
tificar factores que se le imputan a una persona o grupo de personas por las características 
propias del grupo o individuo.

Platicando con una juez de distrito, me contó un caso que puede ser un ejemplo claro de pers-
pectiva de género. Un hombre asistió con su abogado a denunciar a su esposa porque está lo 
golpeaba constantemente por llegar con aliento alcohólico. Las primeras preguntas del «Minis-
terio Público» fueron: ¿Cuánto mide su esposa y «por qué» toma tanto?

La situación no paraba ahí; en privado, el abogado le comentó a la juez, que era un caso que 
le avergonzaba un poco por diversas razones, entre las que destacaban en que el ofendido era 
hombre y físicamente superior, que en esa comunidad era muy común que las mujeres golpea-
ran a sus esposos y ninguno se quejara.

La juez comentaba la gran cantidad de factores que habían llevado este caso hasta sus instan-
cias, tanto por parte del hombre y de la mujer como por las dinámicas de comunidades con usos 
y costumbres.

Pero qué mejor, que nuestros expertos nos explique desde su perspectiva sus experiencias y 
conocimiento, para la portada se tomó en cuenta la colaboración de nuestro amigo de nuestro 
amigo, el doctor Daniel Olvera.

En estilo de vida mostramos accesorios que son tendencia para este regreso al trabajo y clases. 
No olviden visitar www.grupomultimedialegal.com suscribirse y checar el material adicional a 
la revista.
  

“Ser libre no es meramente deshacerse de las cadenas de uno, sino vivir de una forma que 
respete y mejore la libertad de los demás.”

Nelson Mandela

MIDO presentó 
el nuevo Ocean 
Star 200. Más que un 
lanzamiento, es una a des-
conectarse del ritmo cotidiano 
para reconectar con el presente y 
descubrir el verdadero significado de 
Treasure Your Time: atesorar cada instan-
te, vivir con intención y convertir cada expe-
riencia en un recuerdo que trasciende el paso del 
tiempo.

Diseñado para acompañar cada aventura dentro y fuera del 
agua, el Ocean Star 200 incorpora una hermeticidad de hasta 200 
metros, un movimiento automático Calibre 80 con hasta 80 horas 
de reserva de marcha, así como una construcción robusta que combina 
desempeño, confiabilidad y un diseño contemporáneo capaz de adaptarse a 
cualquier escenario.

MIDO reafirma su visión de que un reloj va mucho más allá de ser un ins-
trumento para medir el tiempo. El Ocean Star 200 representa un compañero 
para quienes buscan descubrir nuevos destinos, desafiar sus propios límites 
y construir historias memorables en cada paso del camino. Con el concepto 
Treasure Your Time la marca celebra el valor de invertir el tiempo en aque-
llo que realmente importa: compartir, explorar, aprender y crear recuerdos 
memorables.  Porque la verdadera precisión no consiste únicamente en mar-
car cada segundo con exactitud, sino en reconocer que los momentos más va-
liosos son aquellos que decidimos hacer nuestros y conservar para siempre.

https://www.midowatches.com/mx/

MIDO presenta el nuevo Ocean 
Star 200

Ad-Hoc   
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Especialidad y especialización en el sistema 
integral de justicia penal para adolescentes

La especialidad y especializa-
ción en el sistema integral de 
justicia penal para adolescen-

tes se enmarca en el ámbito legal y 
social enfocado en los jóvenes que 
han cometido algún tipo de delito. 
Este enfoque se centra en entender 
las particularidades y necesidades 
de los adolescentes en conflicto 
con la ley, considerando su proceso 
de desarrollo, contexto familiar y
social.

Los profesionales que se especia-
lizan en este campo suelen tener 
un enfoque más empático y reha-
bilitador, buscando alternativas al 
internamiento y promoviendo la 
reinserción social de los jóvenes 
infractores. Esto puede incluir pro-
gramas de prevención del delito, 
asesoramiento psicológico, media-
ción comunitaria y otras acciones 
destinadas a fomentar la resolución 
pacífica de conflictos y la rehabilita-
ción de los adolescentes involucra-
dos en el sistema de justicia.

La Ley Nacional Sistema Integral 
de Justicia Penal para Adolecentes, 
en sus artículos 23, 63 y 64 delimita 
el principio de especialización de 
los organos y operadores del Siste-
ma Integral de Justicia Penal para 
Adolecentes, al determinar que 
desde el inicio del procedimiento 
todas las actuaciones y diligencias 
estarán a cargo de órganos especia-
lizados en dicho sistema. 

Este principio se puede entender 
primeramente desde el punto de 
vista institucional: entendido des-
de un aspecto operativo, considera 
que el sistema deberá estar a cargo 
de instituciones, tribunales y auto-
ridades especializadas; en segundo 
termino, desde el punto de vista 
profesional, tomando en cuenta las 
cualidades específicas que deberán 

contener todas las autoridades y 
operadores del sistema, las cuales 
deberán estar formadas, capacita-
das y especializadas en el sistema y 
en temas afines.

En este sentido, podemos concluir 
que el concepto de especialización 
se encuentra directamente relacio-
nado con lo que se conoce como 
profesionalización.

La “especialidad del sistema” de 
acuerdo a la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en la acción 
de inconstitucionalidad 37/2006, 
la reconoce como una jurisdicción 
especializada, siendo una garantía 
para el adolescente el debido pro-
ceso modalizado.

De acuerdo con esta postura, algu-
nos autores, como Mauricio Duce, 
(2014) delimitan que las personas 
adolescentes tienen derecho a un 
juzgamiento especializado funda-
mentado en el reforzamiento del 
debido proceso; una estructura 
procesal distinta a la justicia penal 
ordinaria y política amplia de di-
versificación de respuestas y desju-
dicialización de casos.

Los sistemas internacional e inte-
ramericano de protección a los de-
rechos humanos establecen como 
derecho del adolescente, el ser juz-
gado de manera diferenciada a las 
personas adultas, tal y como lo se-
ñalan en la OG No. 24 del CDN pe-
nal para adolescentes y en el infor-
me sobre Justicia juvenil y derechos 
humanos en las Américas (2011), en 
donde, entre otras cosas, analizan 
el principio de especialidad de los 
sistemas de justicia juvenil, donde 
estén involucrados los niños meno-
res de 18 años.

En armonía con el mismo, los

Planteamiento teórico y marco normativo
La perspectiva de género opera como una 
técnica de adjudicación judicial vinculada 
con el derecho a la igualdad y a la no dis-
criminación. Su función consiste en revelar 
cómo determinadas relaciones sociales, 
institucionales o probatorias pueden re-
producir desigualdades históricas, particu-
larmente en controversias que involucran 
violencia contra las mujeres. Sin embargo, 
su fuerza normativa no es ilimitada: debe 
ejercerse dentro de la estructura constitu-
cional del proceso penal. En México, el Có-
digo Nacional de Procedimientos Penales 
reserva al Ministerio Público la facultad de 
plantear, bajo condiciones específicas, una 
reclasificación jurídica durante el alegato 
de apertura o de clausura, con la correla-
tiva obligación judicial de garantizar a la 
defensa la oportunidad de contradicción 
y, en su caso, suspensión del debate para 
preparar su intervención.

1. La perspectiva de género como meto-
dología judicial
La perspectiva de género no debe conce-
birse como una regla de decisión que con-
duzca automáticamente a la condena, ni 
como una presunción sustantiva en favor 
de alguna de las partes. Se trata, más bien, 
de una metodología racional de análisis 
que exige identificar posibles asimetrías de 
poder, contextos de violencia, estereotipos 
de género y obstáculos probatorios que 
puedan incidir en la comprensión judicial 
del caso. En ese sentido, el juzgador debe 
examinar si la controversia se encuentra 
atravesada por condiciones de desigual-
dad y, de ser así, neutralizar sus efectos 
mediante una valoración probatoria libre 
de prejuicios y una interpretación jurídica 
compatible con el derecho a la igualdad.

Ahora bien, el carácter obligatorio de esta 
metodología no permite convertirla en un 
mecanismo de suplencia de la acusación 
penal. La perspectiva de género no auto-
riza al tribunal a reconstruir la teoría del 
caso del órgano acusador ni a transfor-
mar, en perjuicio del acusado, el alcance 
de la pretensión punitiva. Su finalidad es 
corregir déficits de igualdad material en 
la función jurisdiccional, no alterar las 
cargas institucionales que definen al pro-
ceso penal acusatorio. Precisamente por 
ello, su aplicación rigurosa exige compa-
tibilizar la protección reforzada de las víc-
timas con las garantías que estructuran el 
enjuiciamiento penal democrático.

2. Principio acusatorio, congruencia y de-
recho de defensa
El principio acusatorio delimita el objeto 
del proceso y distribuye funciones entre 
acusación, defensa y órgano jurisdic-
cional. Conforme a dicho principio, la 
sentencia no puede desvincularse de los 
hechos y de la pretensión punitiva so-
metidos a debate en condiciones de con-
tradicción. La congruencia, por su parte, 
opera como garantía de racionalidad de-
cisoria y de defensa: impide que la perso-
na acusada sea condenada por una base 
fáctica o jurídica sustancialmente distinta 
de aquella frente a la cual pudo defen-
derse. De ahí que cualquier modificación 
relevante en la calificación jurídica deba 
producirse con oportunidad procesal su-
ficiente y mediante una intervención atri-
buible al sujeto legitimado para ejercer la 
acción penal.

Los alegatos de clausura cumplen una 
función argumentativa: permiten a las 
partes explicar la correspondencia entre 
la prueba producida en juicio y sus res-
pectivas teorías del caso. No constituyen, 
por regla general, una oportunidad para 
introducir una acusación sorpresiva o 
para modificar sustancialmente el objeto 
del debate sin garantías de contradicción. 
En materia de reclasificación jurídica, el 
artículo 398 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales atribuye expresa-
mente esa facultad al Ministerio Público y 
condiciona su ejercicio a que el imputado 
y su defensa puedan pronunciarse e, in-
cluso, solicitar la suspensión del debate 
para preparar adecuadamente su inter-
vención. Esta regulación evidencia que la 
reclasificación no es una potestad judicial 
autónoma ni una facultad disponible para 
cualquier interviniente procesal.

3. El papel del asesor jurídico de la víctima
El asesor jurídico de la víctima desempe-
ña un papel relevante en la tutela de los 
derechos de la víctima u ofendido, par-
ticularmente en la formulación de argu-
mentos, la intervención en audiencias y 
la promoción de la reparación integral del 
daño. Sin embargo, su participación tie-
ne naturaleza coadyuvante y no despla-
za la titularidad de la acción penal. Esta 
distinción resulta decisiva: si el asesor 
jurídico solicita en clausura una condena 
por un delito más grave que el sostenido 
por la fiscalía, dicha petición no puede 
equipararse a una reclasificación jurídica

Perspectiva de género y límites de la sentencia pe-
nal ante alegatos de clausura por un delito más grave

El deber jurisdiccional de juzgar con 
perspectiva de género constituye una 
exigencia constitucional, convencio-

nal y metodológica orientada a remover 
sesgos estructurales en la valoración de 
los hechos, de la prueba y del derecho 
aplicable. No obstante, en el ámbito penal 
dicha obligación debe articularse con las 
garantías propias del sistema acusatorio: 
legalidad, presunción de inocencia, contra-
dicción, defensa adecuada, imparcialidad 
judicial y congruencia entre acusación, de-
bate y sentencia. El problema surge cuan-
do, en los alegatos de clausura, el asesor 
jurídico de la víctima solicita una condena 
por un delito más grave que el sostenido 
por el Ministerio Público. La tesis que se 
defiende en este ensayo es que la perspec-
tiva de género no habilita al tribunal de en-
juiciamiento para agravar la clasificación 
jurídica en sentencia si esa pretensión no 
fue introducida válidamente por la fiscalía 
conforme a las reglas del proceso penal.
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válida en términos procesales. Lo contra-
rio implicaría atribuir al asesor una fun-
ción acusadora autónoma que el diseño 
constitucional y legal del proceso penal 
no le confiere.

La acusación penal exige legitimación, 
oportunidad y posibilidad efectiva de 
contradicción. Si el Ministerio Público 
formuló acusación por un delito determi-
nado y no planteó, conforme a las exigen-
cias legales, una reclasificación hacia una 
figura típica más grave, los alegatos del 
asesor jurídico carecen de aptitud para 
ampliar el objeto del juicio. Admitir una 
sentencia agravada con base exclusiva 
en esa solicitud produciría un desplaza-
miento indebido de la función acusadora 
y generaría una afectación directa al de-
recho de defensa, pues la estrategia de-
fensiva se habría construido frente a una 
imputación distinta y menos gravosa.

4. La perspectiva de género no desplaza el 
debido proceso
La perspectiva de género debe integrarse 
al razonamiento judicial como criterio de 
análisis contextual, no como excepción 
al debido proceso. En consecuencia, el

tribunal puede examinar la prueba aten-
diendo a dinámicas de violencia, depen-
dencia, dominación o silenciamiento; 
puede también descartar estereotipos 
sobre la conducta esperada de la víctima 
y valorar con especial cuidado las parti-
cularidades probatorias de este tipo de 
casos. Pero esa labor no lo faculta para 
suplir la omisión del órgano acusador 
ni para imponer una consecuencia penal 
más gravosa sin una acusación proce-
salmente válida. El deber de juzgar con 
perspectiva de género fortalece la legiti-
midad de la decisión judicial solo cuando 
se ejerce de manera compatible con las 
garantías del proceso penal.

Desde una perspectiva dogmática, la 
cuestión no reside en negar la relevancia 
de la violencia de género, sino en precisar 
los límites institucionales de la jurisdic-
ción penal. El tribunal de enjuiciamiento 
no actúa como parte acusadora; su fun-
ción es resolver, con imparcialidad, sobre 
la acusación que ha sido válidamente so-
metida a juicio. Por ello, aunque los argu-
mentos del asesor jurídico puedan orien-
tar la comprensión del contexto y reforzar 
la necesidad de una valoración probatoria 

libre de estereotipos, no pueden sustituir 
el presupuesto procesal indispensable de 
una reclasificación promovida por el Mi-
nisterio Público y debatida en condicio-
nes reales de contradicción.
Conclusión

En conclusión, la perspectiva de género 
constituye una obligación judicial de pri-
mer orden en los casos que involucran 
desigualdad estructural o violencia con-
tra las mujeres; sin embargo, su aplica-
ción no puede desnaturalizar el proceso 
penal acusatorio. Cuando el asesor jurí-
dico de la víctima solicita en alegatos de 
clausura una condena por un delito más 
grave que el sostenido por el Ministerio 
Público, el tribunal no puede fundar vá-
lidamente una sentencia agravada en esa 
petición si no existe una reclasificación 
formulada por el órgano acusador y so-
metida a contradicción. La justicia penal 
con perspectiva de género no exige sacri-
ficar garantías, sino aplicarlas de modo 
que la igualdad material y el debido pro-
ceso se refuercen recíprocamente. Solo así 
la sentencia puede aspirar a ser, al mismo 
tiempo, sensible al contexto de género y 
jurídicamente legítima.

La movilidad de los adul-
tos jóvenes concentra mu-
chas rutinas en un solo día: 
trabajo, universidad, gim-
nasio, compras, reuniones, 
vida social, escapadas de 
fin de semana y planes 
con mascotas. Esa agenda 
exige vehículos funcio-
nales, conectados y con 
suficiente personalidad 
para acompañar distintos 
momentos sin complicar 
el día.

Autos y no de vinculación



SUVs para unaSUVs para una
generación multitarea:generación multitarea:
diseño, tecnología ydiseño, tecnología y
versatilidad paraversatilidad para
adultos jóvenes adultos jóvenes 

Las SUVs han ganado rele-
vancia entre usuarios que 
buscan una propuesta prác-
tica para la ciudad, pero con 
diseño, tecnología y seguri-
dad suficientes para mover-
se con más libertad. OMO-
DA y JAECOO responden 
a esa conversación con mo-
delos como OMODA C5 y 
JAECOO 5, dos SUVs pen-
sadas para una generación 
que vive entre pantallas, 
rutas cambiantes, experien-
cias sociales y planes fuera 
de casa. 



Diseño para una identidad más activa
Para muchos adultos jóvenes, el vehículo también comunica es-
tilo. El diseño exterior, la cabina, la iluminación, los colores y la 
experiencia interior influyen porque forman parte de la manera en 
que el usuario se mueve, trabaja y convive. 

OMODA C5 conecta con un perfil urbano que busca una SUV 
con presencia, diseño expresivo y una experiencia interior más 
digital. JAECOO 5 lleva esa personalidad hacia un enfoque out-
door y pet-friendly, pensado para quienes combinan traslados 
diarios, actividades al aire libre y convivencia con animales de 
compañía. 

Tecnología que acompaña el día completo
La tecnología tiene valor cuando reduce fricción. Para un usua-
rio multitarea, eso significa conectar el celular sin cables, mante-
nerlo cargado, usar mapas, escuchar música, atender llamadas y 
maniobrar con mayor visibilidad. Así, los modelos resaltan por: 

• OMODA C5 integra dos pantallas LCD táctiles de 10.25”, 
conectividad inalámbrica con Android Auto y Apple Car-
Play, cargador inalámbrico de 50W, cámara 540° HD y hasta 
12 sistemas ADAS. 

• JAECOO 5 suma pantalla central de 13.2”, cargador inalám-
brico de 50W, Android Auto y Apple CarPlay inalámbricos, 
cámara 540°, más de 20 espacios de almacenamiento y una 
cabina pensada para usuarios que llevan objetos, accesorios, 
mascotas o equipo ligero durante el día. 

Versatilidad para trabajo, estudio y planes fuera de casa 
Una SUV para adultos jóvenes debe adaptarse a rutas que cam-
bian constantemente. Por eso, la organización interior se vuelve 
clave. JAECOO 5 ofrece más de 20 espacios de almacenamiento 

para objetos personales, botellas, bolsas, correas, juguetes, cables 
o accesorios de viaje. Su enfoque pet-friendly también aporta 
practicidad mediante materiales resistentes, asientos con trata-
miento certificado por TÜV SÜD y tecnología Super EcoClean 
Skin, diseñada para conservar mejor la cabina ante el uso coti-
diano. 

OMODA C5, por su parte, refuerza la experiencia urbana con 
una cabina tecnológica, conectividad inalámbrica y cámara 540° 
HD, atributos útiles para quienes semueven entre tráfico, estacio-
namientos, avenidas y recorridos cortos.

Seguridad para moverse con más confianza 
Los adultos jóvenes suelen combinar ciudad, carretera, trayec-
tos nocturnos, estacionamientos y planes espontáneos, por lo 
que las asistencias de manejo se vuelven parte importante de la 
decisión de compra. 

• OMODA C5 cuenta con hasta 12 sistemas ADAS, cámara 
540° HD, frenos de disco con ABS, control de estabilidad, 
monitoreo de presión de llantas y bolsas de aire frontales, 
laterales y tipo cortina. 

• JAECOO 5 integra hasta 19 sistemas ADAS, cámara 540°, 
frenos de disco en las cuatro ruedas con ABS, bolsas de aire 
frontales, laterales y tipo cortina, además de sistema ISO-
FIX.

Una SUV para más de una rutina 
OMODA C5 y JAECOO 5 permiten abordar la necesidad de 
los adultos jóvenes que buscan vehículos que acompañen va-
rias versiones de su vida desde dos perfiles complementarios: 
una SUV urbana con diseño expresivo y experiencia digital, y 
una SUV con carácter outdoor, soluciones pet-friendly y mayor 
orientación a la practicidad cotidiana. 

Así, la versatilidad se
vuelve parte central
de la movilidad actual:
vehículos con diseño,
tecnología y seguridad 
para usuarios que viven 
más de una rutina al día. 

www.jaecoo.mx   



esta metodología resulta especialmente rele-
vante cuando se discuten sucesiones, concu-
binato, posesión prolongada, dependencia 
económica, violencia patrimonial o exclusión 
de las mujeres de las decisiones ejidales y co-
munitarias.

Cuando una mujer sostiene haber vivido 
durante décadas con un ejidatario o comu-
nero y haber participado conjuntamente en 
el trabajo de la tierra, el análisis jurisdiccional 
no debería limitarse a determinar si aparece 
mencionada en determinado documento. De-
ben valorarse integralmente las pruebas sobre 
convivencia, domicilio común, descendencia, 
colaboración económica, reconocimiento co-
munitario y explotación de la tierra.

Esto no significa desconocer las formalida-
des de la Ley Agraria, sino evitar que una 
interpretación excesivamente formalista re-
produzca una desigualdad estructural. La 
perspectiva de género también resulta tras-
cendente en la valoración probatoria, pues 
las condiciones sociales de las comunidades 
rurales pueden ocasionar que determinados 
hechos familiares, patrimoniales o posesorios 
no hayan quedado documentados. Las prue-
bas deben analizarse de manera conjunta y 
contextualizada, evitando estereotipos sobre 
la conducta que supuestamente debería haber 
observado una mujer para conservar o recla-
mar sus derechos.

Especial atención requieren las mujeres indí-
genas integrantes de comunidades agrarias. 
El reconocimiento de los sistemas normativos 
indígenas y de la autonomía comunitaria no 
puede justificar prácticas contrarias a sus dere-
chos fundamentales. La autonomía de los pue-
blos debe coexistir con el derecho de las muje-
res a participar, poseer, heredar, administrar y 
disfrutar la tierra en condiciones de igualdad.

Los Tribunales Agrarios tienen una función 
social que trasciende la resolución formal de 
controversias. El acceso a la tierra no constitu-
ye únicamente una cuestión patrimonial; para 
las mujeres rurales representa vivienda, ali-
mentación, autonomía económica, identidad 
comunitaria y proyecto de vida.

El reto consiste en armonizar la seguridad ju-
rídica del régimen agrario con los principios 
de igualdad y no discriminación. Juzgar con 
perspectiva de género no significa inclinar la 
balanza de la justicia en favor de las mujeres, 
sino retirar de ella el peso de las desigualda-
des históricas que durante generaciones les 
impidieron acceder, ejercer y defender sus 
derechos sobre la tierra en condiciones de 
verdadera igualdad.

La perspectiva de género en el Derecho Agrario mexicano:
hacia una justicia rural sustantivamente igualitaria

Rosa Isabel
Monroy  Hernández
Maestra en Derecho por la Universidad 

Autónoma de Tlaxcala.
Ex Secretaria de Estudio y Cuenta de los 

Tribunales Unitarios Agrarios
Distritos 9, 12, 15, 16 y 37, con sede en 

las ciudades de Toluca; Chilpancingo 
Guerrero; Guadalajara Jalisco y Puebla 

Puebla, por un período de 25 años.

subdividir un terreno, es muy impor-
tante que cada lote cuente con acceso 
a los servicios públicos básicos de in-
fraestructura y acceso a vías públicas, 
así como contar con el título de pro-
piedad inscrito ante el Registro Pú-
blico de la Propiedad, libre de grava-
men y al corriente en todos sus pagos. 

Aunado a ello, una propiedad que se va 
a subdividir debe fomentar la protección 
ecológica de áreas verdes, áreas con mo-
numentos arqueológicos, históricos o 
artísticos y paisaje natural. Los principa-
les datos que debe contener un plano de 
subdivisión y/o lotificación son:Identifi-
cación con la firma del perito: El nombre 
de las calles propuestas, medidas, rum-
bos, colindancia, cuadro de superficies y 
sentidos viales.

•	 Trazo geométrico: Manzanas, lotes, 
vialidades y banquetas.

•	 Áreas de donación: Debe donarse al 
municipio entre un 12% a 13% al de 
superficie neta de fraccionamiento.

Se debe tomar en cuenta por el equipo de 
topografía que es el encargado de estu-
diar las condiciones del terreno, factores 
como el drenaje superficial y la tubería 
que va a existir. El costo de una subdi-
visión y/o lotificación de terrenos puede 
variar por factores como la zona y tama-
ño del terreno, los trámites a realizar, los 
proveedores contratados y el notario.

No se debe dejar de lado que se deben 
observar los siguientes requisitos:Cum-
plir con las reglas establecidas por la Se-
cretaría de Desarrollo Urbano.

•	 Licencia de subdivisión de predio.
•	 Verificar que cada predio cuente 

con acceso a la vía pública.
•	 Tramitar un Oficio de Factibilidad 

de División de Predio firmado por 
el propietario, para esto se debe 
acudir a las oficinas del Instituto de 
Seguridad Jurídica Patrimonial.

La Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción describe a la lotificación como la 
división de un terreno en lotes, con 
fines urbanos. Cuando el terreno di-
vidido es de grandes dimensiones, la 
lotificación se denomina normalmente 
fraccionamiento.

El proceso de aprobación y planificación 
de una lotificación varía según las leyes 
locales. Se debe pagar una tarifa para 
que el terreno sea inspeccionado y para 

Muchas veces preguntan si es 
posible subdividir una parcela 
ejidal y/o comunal, es decir de 

propiedad social, la respuesta es siem-
pre la misma, no, no es posible. Por Ley 
la parcela es indivisible y no acepta 
división. Sin embargo, una vez que se 
adquiere el Dominio Pleno, sobre ésta, 
se adquiere la titularidad y por lo tanto 
es posible realizar una subdivisión, lo 
cual se plantea a continuación.

Cuando ya se es dueño de un terreno, y 
por alguna razón se tiene la necesidad 
de dividirlo, por ejemplo, para que los 
hijos tengan una parte y sean terrenos 
individuales, es necesario seguir un 
proceso, pues no basta con decidir qué 
le toca a cada quien, al menos si se quie-
re ahorrar conflictos en el futuro.

Normalmente la división de un terre-
no se da en cierto número de lotes para 
fines urbanos. Para poder lotificar o

Lotificación y/o subdivisión de predios no sociales

que un arquitecto elabore un mapa. Es-
tos mapas detallan cómo se subdividirá 
el terreno con los límites incluidos para 
cada lote individual y, una vez aprobado 
el proyecto, este se registra en tu locali-
dad para legalizar la lotificación.

Después, un ingeniero revisa los detalles 
de la propuesta de subdivisión, desde 
las carreteras y los servicios públicos 
hasta los desagües y las alcantarillas. 
Este es el encargado también de elabo-
rar un plan detallado de construcción e 
infraestructura basado en su revisión de 
la propuesta de subdivisión. Luego se 
nivela el terreno, se construyen caminos 
y se instalan los servicios públicos. Una 
vez que se completa este proceso, el te-
rreno se puede preparar para la venta o 
para la construcción.

Es muy importante revisar el marco legal 
aplicable para seguir el procedimiento 
establecido legalmente para una subdivi-
sión y/o lotificación:Primero, es impor-
tante consultar leyes estatales relaciona-
das con el Registro de la Propiedad.

•	 También hay que considerar la nor-
mativa estatal, ya que es posible 
que algunos estados establezcan 
distintas condiciones en relación 
con la habitabilidad de las vivien-
das.

•	 Y, por supuesto, no podemos olvi-
darnos de la normativa urbanística 
municipal, que podría regular as-
pectos como las condiciones de ilu-
minación y ventilación, los accesos, 
la superficie mínima de las habita-
ciones, etc.

Lo cierto es que puede llegar a ser com-
plicado controlar toda la normativa, por 
lo que lo más recomendable es contratar 
a algún profesional, aunque haya que in-
vertir un poco más.

Asimismo, es necesario inscribir las pro-
piedades resultantes del proceso de sub-
división en el Registro de la Propiedad. 
Para ello, se debe acudir a un notario 
para que eleve la subdivisión a escritu-
ras públicas antes de acudir al Registro. 

Por otra parte, a pesar de que el requisito 
básico para poder subdividir una finca 
es que los inmuebles resultantes puedan 
constituirse como fincas independientes, 
lo cierto es que la normativa y las condi-
ciones pueden variar dependiendo de si 
se trata de una finca urbana o una finca 
rústica.

y evitar que normas aparentemente neutrales 
produzcan consecuencias discriminatorias.

Durante buena parte del siglo XX, las estruc-
turas familiares y agrarias mexicanas estuvie-
ron construidas sobre un modelo predomi-
nantemente patriarcal. La titularidad de los 
derechos agrarios generalmente recaía en los 
hombres considerados jefes de familia, mien-
tras que la participación de las mujeres se vin-
culaba principalmente con su condición de 
esposas, concubinas, viudas o sucesoras, bajo 
la concepción tradicional de que su función 
estaba relacionada con las labores domésticas 
y el cuidado familiar.

Esta realidad produjo una diferencia funda-
mental entre trabajar la tierra y ser jurídica-
mente reconocida como titular de ella. Mu-
chas mujeres participaron durante décadas en 
actividades agrícolas, ganaderas y comunita-
rias, contribuyeron al sostenimiento familiar 
y conservaron las parcelas ante la ausencia, 
migración o fallecimiento de sus parejas, sin 
adquirir necesariamente reconocimiento do-
cumental sobre los derechos agrarios.

Por ello, cuando se resuelve una controversia 
sobre sucesión, posesión, reconocimiento de 
derechos, nulidad de actos jurídicos o restitu-
ción, el órgano jurisdiccional no debe analizar 
los hechos aisladamente, sino dentro del con-
texto histórico y social en que se produjeron.

La perspectiva de género encuentra susten-
to en los artículos 1º y 4º de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
El primero reconoce los derechos humanos y 
prohíbe la discriminación, entre otros motivos, 
por género; mientras que el segundo consagra 
la igualdad jurídica entre mujeres y hombres. 
También resulta indispensable considerar el 
artículo 27 constitucional, pues el régimen de 
propiedad social debe interpretarse armónica-
mente con los derechos fundamentales.

A este marco se incorpora la Convención so-
bre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer (CEDAW), 
cuyo artículo 14 reconoce las problemáticas es-
pecíficas de las mujeres rurales y establece obli-
gaciones para garantizar su participación en 
condiciones de igualdad. Por tanto, la justicia 
agraria requiere una interpretación conjunta 
de la Ley Agraria, la Constitución y los instru-
mentos internacionales de derechos humanos.

Juzgar con perspectiva de género exige iden-
tificar si dentro de una controversia existen 
relaciones asimétricas de poder o condiciones 
estructurales que hayan colocado a alguna de 
las partes en desventaja. En materia agraria 

El Derecho Agrario mexicano nació con 
una profunda vocación social: proteger 
a quienes históricamente se encontra-

ron en condiciones de desigualdad frente a 
la concentración de la propiedad territorial 
y garantizar el acceso a la tierra como instru-
mento de justicia social. Sin embargo, dentro 
de las estructuras ejidales y comunales han 
persistido desigualdades que afectan particu-
larmente a las mujeres rurales, quienes duran-
te décadas han participado en la explotación, 
conservación y administración de la tierra sin 
que necesariamente se les haya reconocido la 
titularidad de los derechos agrarios.

Incorporar la perspectiva de género en ma-
teria agraria no significa otorgar privilegios 
procesales a las mujeres ni resolver automáti-
camente los conflictos a su favor. Implica iden-
tificar relaciones históricas, sociales, económi-
cas y familiares que han generado desigualdad 
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LA EVOLUCIÓN DE LO 
ATEMPORAL 

CAPTOE MONKSTRAP LOAFER 
El Captoe Monkstrap es un clási-
co con ritmo propio pensado para 
acompañar a una abogada dentro 
y fuera del despacho: la doble he-
billa y el detalle captoe en la punta 
proyectan seriedad y autoridad, sin 
perder un toque de distinción. Cons-
truido bajo el método Goodyear 
Welt, con corte y forro de piel, está 
hecho para resistir largas jornadas 
entre juntas, audiencias y oficina, 
ganando carácter con cada uso. Su 
plantilla interior de piel acolchada 
y su tacón de goma sobre entresue-
la y suela de cuero ofrecen el equili-
brio perfecto entre presencia profe-
sional y comodidad real para quien 
pasa el día de pie o en movimiento. 
 

B R I E F C A S E 
El Briefcase eleva el día a día de una 
abogada con un diseño tan atempo-
ral como funcional. Su silueta del-
gada esconde un interior amplio, 
capaz de transportar documentos, 
expedientes, laptop de hasta 14” 
y todo lo necesario para moverse 
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tencia y elegancia en una pieza que 
acompaña cada audiencia y cada 
cierre de caso. El Briefcase redefine 
la manera de litigar: más práctico, 
más sobrio y siempre impecable.
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Cumplimiento de las resoluciones de amparo 
por un particular

Doctor en Derecho.
Catedrático por más de 30 años 

en la UNAM e INACIPE. 
Abogado Postulante.

Autor de más de 30 libros y diversos 
artículos de circulación nacional 

e internacional.
Especialista y asesor en 

materia de Amparo.

Alberto del 
Castillo del Valle

nistros de la Suprema Corte de 
Justicia a los caprichos presiden-
ciales reflejados en actos incons-
titucionales que el alto Tribunal 
anuló por esa causa: la inconsti-
tucionalidad del acto, ignorando 
que los ministros no son emplea-
dos del Ejecutivo (ni depositarios 
del cuidado de un proyecto per-
sonal de Nación como para decir-
les que traicionaron el programa 
del partido), sino guardianes del 
orden constitucional a través de la 
resolución de juicios de amparo, 
juicios de controversia constitu-
cional y acciones de inconstitucio-
nalidad.

3. Resulta inadecuada una pro-
puesta de reforma constitucional 
que deriva de un ataque artero y 
cotidiano a jueces que han dictado 
resoluciones que no son del agra-
do del titular del ejecutivo, pero 
están sustentadas en la norma, til-
dando a los juzgadores de corrup-
tos, a pesar de haber ajustado sus 
actos a las disposiciones legales 
haciendo imperar el estado de De-
recho, inclusive cuando esos jue-
ces ajustan sus resoluciones a las 
sentencias de la Corte Americana 
de Derechos Humanos y hasta a 
ésta se le aribuyen calificativos 
despectivos (por ejemplo, el caso 
de la declaratoria de inconvencio-
nalidad de la prisión preventiva 
oficiosa).

4. Es inaceptable pretender una 
reforma a la Constitución, cuan-
do precede a la propuesta un sin-
número de críticas inatendibles 
a cuestiones del Derecho, como 
decir que sin la prisión preventiva 
oficiosa saldrán de prisión más de 
sesenta mil procesados, cuando lo 
procedente es que se pida una pri-
sión preventiva justificada; si no se 
entiende el Derecho, ¿cómo se pre-
tende reformar la Constitución?

5. La elección popular directa 
de jueces no debe prosperar, ya 
que la función jurisdiccional debe 
correr a cargo de especialistas en 
el Derecho como gente preparada 

en el mundo de la administración 
de justicia (porque la ha vivido 
como juzgador, como funcionario 
judicial o como abogado litigante) 
y no en improvisados, aunque ha-
yan estudiado la Licenciatura en 
Derecho. Ello se robustece cuan-
do el “elegido” deberá velar por 
el respeto a la Constitución, pre-
ferentemente en su capítulo de 
garantías del gobernado (juicio de 
amparo).

6. En el numeral 96 del pro-
yecto no se dejan esclarecidos los 
pormenores sobre la elección de 
ministros, pareciendo que habrá 
treinta candidatos a un cargo; la 
obscuridad de la propuesta la 
hace inaceptable por los proble-
mas que han de presentarse en su 
aplicación.

7. El proyecto de reducción de 
integrantes de la Suprema Corte 
de Justicia carece de sustento, lo 
que no permite apoyar la reforma, 
menos cuando hay tanta carga de 
trabajo en el máximo Tribunal 
Constitucional del país.

8. Tampoco se especifica cuál 
es la necesidad de reducir el plazo 
de duración de ministros.

9. Los candidatos a los cargos 
jurisdiccionales no serán personas 
del conocimiento público en quien 
recae la elección directa, por lo 
que la ciudadanía no votaría por 
el mejor candidato para tan alta 
encomienda como lo es ser guar-
dían del respeto a la Constitución; 
tal vez la ciudadanía votará por 
el candidato más carismático, el 
más jovial, el más simpático, pero 
no necesariamente el ideal para 
llevar adelante la defensa consti-
tucional y la dicción del Derecho 
entre las partes en controversia, 
para imponer la paz pública.

10. De acuerdo con el proyecto, 
los candidatos a los cargos judi-
ciales harán campaña en radio 
y televisión, pero, ¿quiénes ven 
los programas en que se tratan

Críticas a la pretendida reforma
Constitucional en materia judicial

1.Una venganza personal 
contra el Poder Judicial no 
es un proyecto de Estado 

ni una idea clara de Constitución 
(como norma que representa el ser 
y el querer ser de un pueblo); desde 
allí es criticable la reforma (lo que 
se robustece con la inconcebible 
idea “es más importante lo judicial que 
la economía” cuando ésta estaba en 
peligro por el proyecto de reforma en 
comento).

1. 
2. No es viable una reforma 
constitucional basada en un be-
rrinche por no someterse los mi-

I.El artículo 6° de la Ley Suprema. 
El artículo 6° constitucional es 
un precepto que establece sen-

das ideas:

a. La consagración de la garantía 
de la libertad de expresión de 
las ideas frente a los servidores 
públicos (quienes no pueden 
impedir a una persona que ex-
prese sus ideas); y,

b. La tutela de todos frente a los 
demás (al establecer límites a la 
libre expresión de las ideas).

Así, todas las personas podemos 
exponer nuestras ideas (garantía), 
pudiendo sancionarse a quien en el 
ejercicio de esa libertad dañe a otro 
en su vida privada o en sus derechos 
(restricción de la garantía).

II. Despenalización de conductas atenta-
torias del patrimonio moral. El Código 
Penal tipificó la injuria, la calumnia 
y la difamación como conductas de-
rivadas de la expresión de las ideas 
que afectaban a la víctima en lo más 
suyo de ella: su patrimonio moral (el 
honor, la reputación, el buen nom-
bre, el decoro y los sentimientos de 
las personas). Esa tipificación  “pro-
hibía” que alguien expresara una 
idea afectando los derechos de un 
tercero, protegiéndose penalmente 
el patrimonio de toda persona frente 
al actuar de los demás.

Erróneamente, estas conductas fue-
ron excluidas de los Códigos penales 
como delitos, por tanto ya no están 
tipificadas en México, dejando de 
penar a quien incida en una lesión 
de esa envergadura en perjuicio de 
otro, como en el caso de atribuir una 
conducta delictiva en que no incu-
rrió, causándole así un demérito al 
procurar una pena por un delito no 
cometido o una sentencia en mate-
ria laboral por una conducta no de-
sarrollada (hostigamiento laboral), 
cabiendo la aclaración de que ac-
tualmente se castiga la conducta de 
falsedad en declaraciones judiciales 

y en informes dados a una autori-
dad, sin representar la tutela al pa-
trimonio moral.

Es grave y delicado que no se pene 
a quien haya actuado dolosamente 
para desprestigiar a otro, procurán-
dole que purgue una pena (al atri-
buírsele un delito) o pretendiendo 
un beneficio que no le corresponde 
tener (una condena en materia labo-
ral, por ejemplo).

III. Acción a favor de la persona manci-
llada con la expresión de ideas. Quien 
fue agraviado con la expresión de las 
ideas puede demandar en la vía ci-
vil al agresor para que le pague una 
cantidad de dinero por la afectación 
al patrimonio moral, al dañarse el 
buen nombre o la reputación que se 
había construido, desmoronándose 
a una persona frente a la comuni-
dad. Ya no es la misma persona ante 
los demás por causa de una exposi-
ción eidética errónea y dolosa (una 
mentira), en que se dijo algo que no 
está ajustado a la verdad (por ende: 
no hubo delito, no hubo motivo de 
condena en la vía laboral).

El “quiero que lo penes”, se convierte 
hoy en una negativa: “no hay delito” 
porque el legislador que aprobó la 
reforma que despenaliza esas con-
ductas no tiene buena fama o buen 
nombre que proteger, a diferencia 
de quienes han ido forjando una 
buena imagen en la sociedad. Para 
quien ha trascendido en la vida, el 
patrimonio moral es lo que más vale, 
es de lo que vive, siendo necesaria 
su regulación penal. La pretensión 
de penar con cárcel a quien injurió, 
difamó o calumnió en agravio de 
una buena persona, no es delicada 
ni excesiva, porque quien mintió 
destrozó una esencia que costó años 
en formarse.

Por ello es válido reclamar que se ti-
pifique nuevamente esas conductas 
y que quien actuó fuera de la verdad 
vaya a la cárcel.

La falta de protección penal del patrimonio moral: 
un retroceso legislativo en México

(y un abuso en denuncias falsas)
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IV. ¿Cuántos pesos se necesitan para 
reconstruir lo que en tantos años se ha 
ido construyendo? El buen nombre no 
tiene precio, sino historia de vida y 
el daño causado es imposible de de-
terminar; la condena al pago de una 
cantidad de dinero no es lo que le in-
teresa a la víctima, siendo probable 
que el monto de la condena civil no 
satisfaga al afectado (a un profesor 
que entregó cincuenta años de su 
vida a la Universidad o a un empre-
sario que ha acreditado socialmente 
su negocio).

Considérese que quien destrozó esa 
imagen pública o social, no tenía de-
recho para derrumbar el patrimonio 
moral del agraviado, pero no tiene 
forma de restituir al afectado en su 
esfera jurídica: su reputación.

En términos del Código Civil la con-
dena a la reparación se da a través 
de una cantidad de dinero, basada 
en la capacidad económica del actor 
y en la del demandado; sin embargo, 
la capacidad económica de la vícti-
ma no representa su buen nombre y 
menos aún la capacidad económica 
de quien dañó el buen nombre del 
agraviado, estimando que el daño 
lo produjo por una mentira. ¿Qué 
puede esperarse de una persona sin 
moral -vive de la mentira-?

La reglamentación en nuestro régi-
men jurídico es mala, porque quien 
legisló no se ha procurado un buen 
nombre ni le preocupa que éste se 
proteja. Al legislador que no tiene 
una historia profesional o académica 
que defender, le importa muy poco 
el patrimonio moral; como brinca 
de un partido a otro y se contradice 
en una y otra forma, no le importa 
el tema de la reputación; pero quien 
ha ido formando a lo largo de las 
décadas un buen nombre se ve da-
ñado de manera plena, matándosele 
en vida al dejar de ser la misma per-
sona que había sido ante los ojos de 
la sociedad; así, se ha desprotegido 
a quien se ha forjado y formado una 
buena reputación.

V. “La mujer no miente”: una inje-
rencia en el ánimo judicial. La titular 
del ejecutivo federal ha dicho que 
la mujer no miente y por ello debe

sancionarse al varón acusado por 
delito sexual ¡sin prueba alguna, 
porque ahí está la declaración -la de-
nuncia o la demanda laboral- de la 
mujer!

Este argumento es falso y la conduc-
ta constante y reiterada de la presi-
dente de México es ejemplo de ello:

a. En 2006 llevó cajas vacías de 
pruebas del supuesto fraude 
electoral: mintió.

b. Ha sostenido que México tiene 
un excelente sistema de seguri-
dad social: miente.

c. Se prestó a la farsa del video del 
tren hacia el aeropuerto en Teca-
mac: mintió.

Y la niña que acusó de delito sexual 
a un profesor porque reprobó la ma-
teria que él impartía mintió.

Y la señora que acusó al chofer del 
taxi (que no sabía que estaba siendo 
grabada): mintió.

No por ser mujer, se tiene buena 
conducta.

VI. ¿Qué pasa con quien ha mentido? 
Ése es un planteamiento interesante 
en este momento. La libertad de ex-
presión de las ideas tiene límites por 
virtud de los cuales nadie puede ex-
presar una idea si con esa expresión 
afecta derechos de tercero, se entro-
mete en la vida privada, daña la mo-
ral pública, afecta el interés o el or-
den público, si comete un delito. En 
el caso de actuar desenfrenadamen-
te, debe haber una consecuencia que 
hoy es de índole pecuniraria, pero 
la víctima de la mentira quiere una 
sanción donde le duele más a quien 
mintió: la pérdida de su libertad de 
tránsito (al afectado se le daña en su 
patrimonio moral; al agraviante que 
se le castigue ejemplarmente).

VII. Juzgar con pruebas, no con prejui-
cios. En un caso de la vida real se con-
denó penalmente al director de una 
secundaria pública por un supuesto 
delito sexual, cuando la realidad es 
que se despidió de la escuela a una 
mala secretaria, quien amenazó con 
denunciarlo por “esa osadía”… y 
cumplió su palabra: denunció al

director por delito sexual. En el jui-
cio, no hubo pruebas sobre la con-
ducta delictiva, pero sí en torno al 
buen proceder del director (el ofe-
rente de testimoniales) a quien se ab-
solvió en primera instancia, pero en 
apelación se emitió sentencia de con-
dena bajo el estólido argumento de 
que la Organización de las Naciones 
Unidas dice que México es un país 
machista; por tanto, con perspectiva 
de género (o sea, con prejuzgamien-
to y abandonando el estado de Dere-
cho) se castigó a un inocente.

En ese caso, el Tribunal pasó por 
alto lo más esencial de un juicio: la 
temática probatoria (los juicios se 
ganan con pruebas) y dijo que debía 
haber una reprimenda por el delito 
(no acreditado, o sea, condenó ¡sin 
pruebas!) para proteger a una mujer 
¡que había mentido!

VIII. Conclusión: retroceso por la des-
protección penal al patrimonio moral. 
Las reformas a los Códigos Penales 
que excluyeron la calumnia, la difa-
mación y la injuria son un gran re-
troceso legislativo en México al no 
penar ejemplarmente a quien daña a 
otro en lo más suyo de cada quien: 
su patrimonio moral (su vida mis-
ma), error legislativo a pesar de que 
se haya establecido el pago de una 
cantidad en vía de daño moral.

La calidad de mujer en quien denun-
cia o demanda, no debe ser la base 
para substanciar y resolver un juicio 
(de la naturaleza que se quiera), ni 
excluir de responsabilidad a quien 
ha mentido al atribuir a una persona 
de bien la comisión de un ilícito, ya 
penal (abuso sexual, por ejemplo), 
ya laboral (hostigamiento laboral-se-
xual). Hay muchos ejemplos de mu-
jeres que han mentido y algunas han 
provocado desgracias en la vida de 
personas de sexo masculino a quie-
nes han orillado a la falsa salida: el 
suicidio.

¿Seguiremos con esta farsa de esta-
do de Derecho, protegiendo a quien 
miente por ser mujer y sancionan-
do a inocentes, solo por ser varones 
-justicia con prejuicios-?
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Licenciada en psicología.
Maestra en teoría psicoanalítica. 

Docente en diversas universidades  
públicas y privadas, en la 

Universidad del Ejército y Fuerza Aérea 
Mexicana y en la Escuela 

Militar de Oficiales de Sanidad. 
Perito en psicología forense.

Georgina 
Aguillón del Real

La psicología forense ocupa un lugar 
cada vez más relevante dentro de 
los sistemas de impartición de jus-

ticia. Su función no consiste únicamente 
en describir el estado psicológico de una 
persona, sino en aportar conocimientos 
especializados que permitan comprender 
determinados hechos con relevancia jurí-
dica. Sin embargo, cuando una evaluación 
forense se desarrolla en contextos atrave-
sados por violencia, discriminación o re-
laciones asimétricas de poder, surge una 
pregunta fundamental: ¿es suficiente eva-
luar a la persona sin considerar el contexto 
en el que ocurrieron los hechos?

La perspectiva de género plantea precisa-
mente la necesidad de ampliar esa mirada. 
Incorporar esta perspectiva en la psicolo-
gía forense no significa asumir de antema-

no que una mujer es víctima, ni construir 
conclusiones favorables a una de las par-
tes. Tampoco implica sustituir el análisis 
jurídico por una interpretación psicológi-
ca. Significa reconocer que las experien-
cias humanas no ocurren en condiciones 
sociales neutrales y que determinadas re-
laciones pueden encontrarse atravesadas 
por roles, estereotipos, desigualdades y 
formas de poder que inciden en la con-
ducta, en la percepción del riesgo y en las 
posibilidades reales de una persona para 
actuar. La Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha señalado que juzgar con pers-
pectiva de género exige identificar posi-
bles situaciones de desequilibrio de poder 
derivadas del género, cuestionar aquellos 
elementos que puedan estar influidos por 
estereotipos y considerar el contexto cuan-
do éste resulte relevante para comprender 
los hechos.

Por ejemplo, en una investigación por vio-
lencia de pareja, preguntar únicamente 
por qué la víctima permaneció en la rela-
ción puede conducir a interpretaciones es-
tereotipadas: dependencia, falta de carác-
ter, consentimiento o ausencia de temor. 
Una evaluación con perspectiva de género 
plantea una pregunta diferente: ¿qué con-
diciones psicológicas, sociales y relacio-
nales pudieron influir en la permanencia 
dentro de esa relación?

El miedo, la dependencia económica, el 
aislamiento, las amenazas, la manipula-
ción, la violencia previa, la presencia de hi-
jos, el control coercitivo o la percepción de 
ausencia de alternativas pueden modificar 
significativamente la manera en que una 
persona responde frente a una situación 
de violencia. Analizar estos elementos no 
significa justificar conductas ni determinar 
responsabilidades jurídicas; significa pro-
porcionar al órgano jurisdiccional infor-
mación psicológica contextualizada.

La psicología forense debe resistirse, por 
tanto, a convertir los estereotipos socia-
les en criterios de evaluación psicológica. 
Esto resulta especialmente relevante en 
la valoración del daño psíquico. El peri-
to debe diferenciar entre la existencia de 
síntomas, su posible etiología y la relación 
causal que pueda establecerse con los he-
chos materia del proceso. La perspectiva 
de género no sustituye esta rigurosidad 
metodológica. También obliga a recono-
cer que las relaciones de poder pueden 

Psicología forense y perspectiva de género:
cuando evaluar también implica mirar el contexto

expresarse de formas menos visibles que 
la violencia física. El control económico, 
la vigilancia, el aislamiento, las amena-
zas, la descalificación sistemática y otras 
formas de violencia psicológica pueden 
generar efectos importantes aun cuando 
no existan lesiones físicas. En este punto, 
la psicología forense puede aportar al sis-
tema de justicia una lectura que permita 
comprender la conducta dentro de su con-
texto, evitando explicaciones simplistas 
basadas exclusivamente en características 
individuales.

Pero existe otro desafío: la perspectiva de 
género también debe aplicarse cuando la 
persona investigada es una mujer. La pers-
pectiva de género no debe transformarse 
en una herramienta exclusivamente orien-
tada a identificar mujeres como víctimas. 
También puede contribuir a comprender 
las circunstancias en las que determinadas 
mujeres llegan a participar en conductas 
delictivas, particularmente cuando existen 
antecedentes de violencia, subordinación, 
explotación, dependencia o relaciones 
coercitivas. La propia discusión jurídica 
contemporánea ha comenzado a incorpo-
rar esta problemática en el análisis de mu-
jeres en conflicto con la ley penal.

En consecuencia, la psicología forense con 
perspectiva de género no consiste en tomar 
partido: consiste en hacer visible aquello 
que los estereotipos pueden ocultar. El 
desafío para el perito es mantener simul-
táneamente dos exigencias: sensibilidad 
frente al contexto y rigor científico. La pri-
mera permite comprender la complejidad 
de las experiencias humanas; la segunda 
impide convertir esa comprensión en una 
conclusión previamente determinada.

Incorporar la perspectiva de género a la 
psicología forense significa reconocer 
que evaluar no es simplemente observar 
síntomas: es interpretar información den-
tro de un contexto. Y en aquellos casos 
donde existen desigualdades, violencia o 
relaciones de poder, ignorar ese contexto 
también puede constituir una forma de 
sesgo.

La verdadera neutralidad pericial no con-
siste en cerrar los ojos frente al género, 
sino en identificar cuándo éste puede estar 
influyendo en los hechos, en las experien-
cias de las personas y en la propia inter-
pretación de la prueba.
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GENOVÉ estrena nueva imagen y da paso a una etapa más 
actual, clara y contemporánea, manteniendo intacto aquello 
que ha definido a la marca durante años: su compromiso con 
la innovación y el cuidado dermatológico. 

Dentro de esta renovación Pilopeptan, una de sus líneas más 
representativas de cuidado capilar, cobra especial protago-
nismo con una identidad visual renovada que refleja la evo-
lución de la gama y facilita la identificación de cada producto 
dentro de la rutina.  

La nueva imagen acompaña a sus fórmulas y soluciones es-
pecíficas para el cuidado del cabello y el cuero cabelludo, con 
productos diseñados para integrarse en distintas necesidades 
y momentos de la rutina capilar. 

Te invitamos a descubrir la nueva imagen de Pilopeptan, una 
evolución que actualiza la forma en la que la marca se pre-
senta sin perder de vista su experiencia y trayectoria en el 
cuidado de la piel y el cabello.  

RUTINA INTEGRAL 
DESCUBRE UNA NUEVA FORMA

DE CUIDAR TU CABELLO CON PILOPETAN 
El cuidado capilar va mucho más allá de elegir una buena 
rutina. La caída, la pérdida de densidad, la deshidratación o 
el quiebre pueden responder a necesidades diferentes y, por 
ello, requieren una rutina que actúe de forma específica en 
cada etapa. 

Pilopeptan, la línea especializada en cuidado capilar de 
GENOVÉ, reúne distintas soluciones pensadas para acom-
pañar al cabello desde la raíz hasta las puntas, combinando 

productos de uso diario, tratamientos intensivos y comple-
mentos para abordar sus principales necesidades. 

PILOPEPTAN WOMAN 
CHAMPÚ ANTICAÍDA 

El primer paso de la rutina. 

Indicado para la caída capilar femenina y el debilitamiento 
del cabello, es un shampoo de uso diario que ayuda a forta-
lecer la fibra capilar y contribuye a reducir la caída, mientras 
aporta volumen, brillo y suavidad. Se aplica sobre el cabello 
húmedo, masajeando la piel cabelluda durante unos minutos 
antes de enjuagar. 

PILOPEPTAN WOMAN
MASCARILLA CAPILAR REGENERADORA 

Porque un cabello fuerte también necesita una fibra capilar 
cuidada. 

Formulada para cabello seco, dañado o deshidratado, ofrece 
una hidratación intensiva que ayuda a nutrir y reparar la fi-
bra capilar, mejorando su elasticidad, suavidad y manejabi-
lidad. Se utiliza de medios a puntas sobre el cabello mojado, 
dejando actuar unos minutos antes de enjuagar.  

PILOPEPTAN WOMAN
SÉRUM REPARADOR CAPILAR 

El paso final para proteger y mejorar visiblemente las pun-
tas y largos. 
Su textura ligera está indicada para cabello dañado, quebra-
dizo y con puntas abiertas. Ayuda a reparar la fibra capilar, 
controlar el encrespamiento y proteger el cabello dañado y 
quebradizo. Puede aplicarse sobre el cabello húmedo o seco, 
de medios a puntas.

NUEVO LOOK, LA MISMA ESENCIA GENOVÉ 

Salutem   



Alberto Cazares 
Flores

 Doctorando en Derecho Procesal
Maestro en Derecho Corporativo

Maestro en Derecho Laboral
Asesor en el Congreso de la Unión

LXVI Legislatura
CEO & Founder Investigaciones

Jurídicas Comac A.C.
CEO & Founder Consultores

Empresariales Comac S.A. de C.V.

Perspectiva de genero,
su aplicación idónea sin desequilibrar el proceso

Alberto Cazares 
Flores

 Doctorando en Derecho Procesal
Maestro en Derecho Corporativo

Maestro en Derecho Laboral
Asesor en el Congreso de la Unión

LXVI Legislatura
Ceo & Founder Investigaciones

Jurídicas Comac A.C.
Ceo & Founder Consultores

Empresariales Comac S.A.De C.V.

El juez y las lagunas del derecho
Antes de continuar es necesario explicar 
Lex superior, lex specialis y lex posterior 
las cuales son principios legales que guían 
la interpretación de leyes o regulaciones en 
conflicto: 

Lex Superior: Este principio establece que 
una ley de rango superior prevalece sobre 
otra de rango inferior. Por ejemplo, una 
disposición constitucional tiene prioridad 
sobre una ley ordinaria. 

Lex Specialis: Cuando dos leyes entran en 
conflicto, la ley más específica o especiali-
zada prevalece sobre la más general. Por 
ejemplo, si existe una ley penal general y 
una ley específica relacionada con un deli-
to en particular, la ley específica prevalece-
ría en los casos que involucran ese delito. 

Lex Posterior: Este principio sostiene que 
una ley posterior prevalece sobre una an-
terior. Si dos leyes se contradicen, se consi-
dera que la promulgada más recientemen-
te es la ley aplicable. 

Ahora pasemos a las lagunas reconocidas: 

Laguna de reconocimiento; si un caso in-
dividual es subsumible o no a un caso ge-
nérico.  

Laguna axiológica, si y sólo si un caso tiene 
propiedades relevantes y estas no encuen-
tran solución en el caso general. 
Laguna normativa, si y sólo si no hay solu-
ción en el cuerpo normativo. 

Antinomias, casos cubiertos por dos nor-
mas incompatibles en los que no cabe re-
solver la incompatibilidad a través de las 
metarreglas de lex superior, lex posterior 
o lex specialis, mediante discreción, lo cual 
manifestamos inconformidad.  

Para entender estas lagunas y resolver 
controversias de índole jurídico Raz indi-
ca que existen dos criterios que sirven de 
base para la resolución siendo el primero; 
“razonamiento para establecer el conteni-
do del derecho” en el que no habría cabida 
alguna para evaluaciones y se goberna-
ría con puros argumentos de hecho y el 
segundo; “razonamiento con arreglo al 
derecho” que habría de integrar el dato, 
registrado por el “razonamiento para es-
tablecer el contenido del derecho” de que 
éste concede discreción a los jueces para 
apartarse de lo ordenado por el propio de-
recho siempre que haya razones morales 
importantes para hacerlo. 

Ante una laguna se debe actuar con fideli-
dad al derecho y coherencia valorativa de 
las decisiones jurídicas tomadas. 

Las lagunas del derecho, para este pun-
to es importante recalcar que no existen
lagunas en el derecho sin las teorías jurídi-
cas, pues las concibe y soluciona. 

Una laguna común es la normativa cuan-
do una conducta no está regulada por una 
normatividad, el juzgador acatando nor-
mas de moralidad debe juzgar discrecio-
nalmente (en una disputa, con dos partes 
actor y demandado, acuden al juez este 
debe recibir y juzgar, determina el estatus 
normativo de los hechos, si el actor acre-
dita los extremos y existe normatividad, 
debe condenar a la demandada, si acredita 
los hechos y estos no encuentran sustento 
en normatividad que obliguen al deman-
dado a hacer o dar, deberá absolver). 

La existencia de las lagunas en el derecho, 
no es por un sistema normativo deficiente, 
sino por el contrario, El derecho es comple-
to no porque existan reglas que contengan 
una solución normativa para todo caso 
posible, sino porque cualquier caso que 
se presente puede ser juzgado con el con-
junto de normas que integran un sistema 
jurídico. 

Una postura interesante es la de U. Schmi-
ll en que, como él dice, “si no existe una 
norma que determine el contenido de la 
sentencia en el sentido de obligar al de-
mandado a la conducta que le demanda el 
actor, el juez tiene que determinar esto y 
absolver al demandado”. 

Aquí discrepa el autor Eugenio Bulygin, 
el considera, en casos como el anterior, 
el juzgador goza de discrecionalidad, a 
fin de condenar o absolver al demanda-
do, así como rechazar la demanda. Esto 
en atención a la inexistencia en el cuerpo 
normativo de una norma que resuelva el 
caso genérico, resultando con esto que el 
juzgador condene al demandado o rechace 
una demanda creando una norma general 
resultando esto una usurpación de funcio-
nes del operador jurídico. 

En el derecho, de forma general, existen 
deberes concluyentes y deberes prima fa-
cie. Es claro que los deberes concluyentes 
contenidos en las reglas no pueden con-
vertirse en deberes derivados de los princi-
pios, pues estos son prima facie y aquéllos 
no lo son. 

Los deberes prima facie si pueden conver-
tirse en deberes concluyentes: “Tal deber 
prima facie se transforma en deber conclu-
yente siempre que, en relación con las pro-
piedades del caso no concurra otro princi-
pio que tenga, en relación con esas mismas 
propiedades, un mayor peso”.

Exponer sobre lagunas del derecho, 
implica analizar diversos autores y 
tratar de apuntalar sus ideas para dar 

claridad y entender que es una laguna; 
siendo una aproximación la que sostiene 
Bulygin, los casos no irrelevantes en rela-
ción con los cuales una regla jurídica no 
correlaciona una solución normativa, son 
casos de laguna normativa. Y, en tales 
casos ¿qué debe hacer el juez? Juzgar de 
manera discrecional. (considero que esto 
no es correcto tomando en cuenta que en 
diversos ejemplos hacen mención a an-
tinomias y que estas deben ser resueltas 
de manera discrecional por el juez, lo cual 
resulta ser erróneo si tenemos la pondera-
ción con reglas específicas lo cual deja la 
discreción en la oscuridad jurídica). 

Hablar de perspectiva de gé-
nero, concibe temor entre 
diversas esferas no solo ju-

rídicas sino políticas y sociales. El 
derecho busca sostener el equili-
brio social, limitar el comporta-
miento humano y permitir el uso 
de la libertad individual en colec-
tividad.

En las recientes dos décadas, en-
frentamos un fenómeno social im-
pulsado por reclamos minoritarios, 
quienes desconocen los cercos jurí-
dicos que garantizan sus derechos.

Utilizando términos como deuda 
social, intentan implementar figu-
ras jurídicas como la perspectiva 
de género, sin embargo, esta ha 
mutado hasta ser considerada el 
arma preferida en las contiendas 
jurídicas en las que se encuentran 
inmersos derechos de mujeres, la 
perspectiva de género no es sino 
entender las desventajas que pu-
diese poseer una persona de sexo 
femenino, quien, al entablar un 
proceso legal, necesita del ajuste 
idóneo a fin de hacer iguales a los 
desiguales.

Hoy con ausencia de un análisis 
profundo que permita a un juez 
entender si existe o no desventaja, 
se encuentra obligado bajo presión 
social a efecto de fortalecer la es-
fera jurídica de una mujer que en-
frenta proceso, no haciendo iguales 
a los contendientes sino concedien-
do preferencia a una parte litigan-
te en proceso, aquí trataremos de 
conseguir una manera correcta de 
aplicar la perspectiva de género sin 
caer en preferencia de género o in-
vención de derecho.

La perspectiva de género en el de-
recho mexicano comenzó a ser re-
conocida y aplicada en el contexto 
del derecho penal con intención de 
brindar protección a los derechos 

humanos. Este enfoque se ha de-
sarrollado a través de la jurispru-
dencia y la legislación, buscando 
garantizar la igualdad de derechos 
y la no discriminación por motivos 
de género.

La perspectiva de género en Méxi-
co comenzó a ser reconocida con 
la reforma al Artículo 4º constitu-
cional en 1974, que determinó la 
igualdad jurídica entre hombres y 
mujeres. 

Esta reforma marcó un hito im-
portante en la protección de los 
derechos de las mujeres en Méxi-
co, garantizando que ambos sexos 
sean iguales ante la ley. A lo largo 
de los años, se han implementado 
diversas leyes y reformas que bus-
can erradicar la discriminación y 
promover la igualdad de derechos 
entre hombres y mujeres. 

Entender el significado que tiene el 
concepto perspectiva de género, no 
confundirlo con poseer facultades 
que pueden ser extralimitadas en 
su alcance a efecto de inventar de-
recho o dar desequilibrio procesal 
bajo la premisa contraria, es decir, 
se juzga con perspectiva de género, 
ahora el contrario tiene más carga 
probatoria.

La preferencia de género es el co-
mún denominador en las contien-
das donde se encuentran inmersos 
intereses del sexo femenino, esto 
bajo el amparo del concepto pers-
pectiva de género, conceptos que 
se confunden, concluyendo en la 
invención de derecho y extralimi-
tando las facultades del juzgador, 
lejos de dar equilibro procesal, este 
se pierde en penumbra jurisdiccio-
nal, para acabarlo, se requiere de 
imponer gravámenes a quien lo so-
licita a fin de que se acrediten los 
extremos de sus dichos de necesi-
dad.
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Después de un verano único, lleno de his-
torias y fútbol, ahora toca regresar a la es-
cuela, al trabajo y a la rutina de siempre. 
Pero el volver no significa resignarse, sino 
es una oportunidad perfecta para probar 
algo nuevo y reinventarnos para esta nue-
va temporada. Miles & Louie tiene esas 
piezas que necesitas para este retorno. 

B R U B E C K  S H O R T  B O O T 
El trabajo, la escuela y el estilo dejaron 
de ser incompatibles y la Brubeck Short 
Boot lo demuestra. Construida con la 
técnica Goodyear welt y corte y forro de 
piel, ofrece una silueta robusta sin sacri-
ficar comodidad, gracias a su plantilla 
acolchada, entresuela de cuero y suela 
antiderrapante. Las agujetas de piel y 
algodón cierran la historia con carácter. 

T W O - T O N E  C H E L S E A 
Hay piezas que no piden permiso para 
pertenecer a dos mundos y la Two-Tone 
Chelsea es una de ellas. Mitad formal, mi-
tad libre, entera en su propia idea de esti-
lo. Dos cortes que conviven en un mismo 
botín, hecho también con la técnica Good-
year welt, con la comodidad de siempre 
y esa facilidad de ponérselo y salir. Por-
que no todo tiene que elegir un solo lado, 
a veces, lo mejor pasa justo en la mezcla. 

M E S S E N G E R  C L A S S I C 
Hay bolsos que solo cargan cosas, y hay 
bolsos que cargan una actitud. El Mes-
senger Classic es de los segundos: una 
declaración que la rutina volvió, pero 
tú vuelves aún mejor. Piel de res, herra-
jes con acabado antique y espacio para 
una laptop de 14 pulgadas conviven 
en una silueta que se ajusta a tu car-
ga sin perder su elegancia estructural. 

El nuevo ciclo regresa a la oficina, la escue-
la y la rutina de siempre: todo se repite, 
menos tú. Se acabó el verano, la actitud no.

h t t p s : / / m i l e s a n d l o u i e . c o m /  

EL UNIFORME
DEL REGRESO
(A LA REALIDAD) 

Ad-Hoc   
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Neurociencia y neuroderechos: límites
probatorios y garantías frente a la evidencia 

cerebral en el proceso penal
fundamentos epistemológicos sobre los 
cuales se construye la determinación 
judicial de los hechos. 

En un sistema que ha abandonado la 
idea de verdades evidentes y pruebas 
tasadas, la promesa de observar el ce-
rebro parece reactivar, bajo una nueva 
forma, la aspiración de certeza absoluta.

El proceso penal contemporáneo opera 
como un mecanismo institucional de 
reducción de incertidumbre, no como 
un instrumento de descubrimiento di-
recto de la realidad. Toda prueba es 
inferencial y su valor depende del razo-
namiento que conecta datos con hipó-
tesis fácticas. En este contexto, la neu-
rociencia no constituye una excepción 
metodológica, pues sus resultados no 
describen hechos jurídicos, sino corre-
laciones entre actividad neuronal y de-
terminadas tareas, estímulos o estados. 
La inferencia jurídica nunca es inme-
diata, y cualquier salto no justificado 
incrementa el riesgo de error.

Las técnicas de neuroimagen funcional, 
particularmente aquellas basadas en 
variaciones hemodinámicas cerebrales, 
han sido presentadas como instrumen-
tos capaces de identificar reconoci-
miento, engaño o predisposiciones con-
ductuales; sin embargo, tales técnicas 
no observan pensamientos ni intencio-
nes, sino patrones estadísticos de acti-
vación que requieren interpretación de 
un profesional. La relación entre dichos 
patrones y conceptos jurídicos como 
dolo, recuerdo veraz o peligrosidad no 
es directa, sino mediada por supuestos 
neurológicos que rara vez son explicita-
dos en sede judicial.

Desde una perspectiva científica, uno 
de los principales problemas radica en 
la validez conceptual de las inferencias 
propuestas. Que una persona muestre 
activación cerebral ante un estímulo 
no permite concluir, sin más, que haya 
participado en un hecho, que recuerde 
un evento o que esté ocultando informa-
ción relevante. La memoria humana es 
reconstructiva, dinámica y vulnerable 

a múltiples fuentes de distorsión, por 
lo que incluso la presencia de recono-
cimiento neuronal no garantiza corres-
pondencia con la realidad fáctica que el 
proceso busca establecer.

A ello se suma la dificultad de trasla-
dar resultados obtenidos en entornos 
experimentales controlados al contexto 
forense. La mayoría de los estudios neu-
rocientíficos se desarrollan con muestras 
pequeñas, tareas simplificadas y condi-
ciones artificiales que difieren sustan-
cialmente de las situaciones complejas 
y emocionalmente cargadas propias del 
proceso penal. Esta brecha compromete 
la validez ecológica de las técnicas cuan-
do se pretende utilizarlas como prueba 
de hechos individualizados.

El problema se agrava cuando se anali-
zan las tasas de error. En múltiples apli-
caciones propuestas de la neurociencia 
forense no existen datos claros sobre el 
margen de equivocación a nivel indivi-
dual, lo que impide evaluar el riesgo de 
falsos positivos o falsos negativos en un 
caso concreto. La ausencia de una tasa 
de error conocida debilita la fiabilidad 
de la técnica y convierte la prueba en 
un elemento opaco, incompatible con la 
exigencia de control racional del razo-
namiento judicial.

Los estándares de admisibilidad cientí-
fica derivados del caso Daubert v. Merre-
ll Dow Pharmaceuticals adquieren aquí 
un papel central, en tanto redefinen el 
rol del juzgador frente a la prueba ex-
perta al concebirlo como un verdadero 
guardián epistémico de la calidad del 
conocimiento que ingresa al proceso. 

La exigencia de que una teoría sea sus-
ceptible de falsación, haya sido some-
tida a revisión por pares, cuente con 
aceptación en una comunidad científica 
relevante y esté acompañada de infor-
mación verificable sobre su tasa de error 
no responde a formalismos ni a criterios 
de autoridad, sino a la necesidad de mi-
nimizar el riesgo de error en decisiones 
que afectan derechos fundamentales. 

La irrupción de la neurociencia en el 
ámbito jurídico ha modificado de 
manera profunda el horizonte de 

la prueba, al introducir la posibilidad 
de acceder a información cerebral que 
antes permanecía fuera del alcance del 
proceso penal. Este desarrollo no solo 
amplía el repertorio de medios técni-
cos disponibles, sino que tensiona los 

producen en contextos diferenciados 
puede reproducir la discriminación 
que el proceso pretende remediar; sin 
embargo, en materia penal esa metodo-
logía convive con garantías diseñadas 
para limitar el poder punitivo del Esta-
do, entre ellas la presunción de inocen-
cia y la imparcialidad judicial.

La tensión aparece con particular cla-
ridad en la audiencia inicial. Ante la 
imputación de un delito relacionado 
con violencia de género, existe el ries-
go de que la obligación de juzgar con 
esa perspectiva sea utilizada como una 
fórmula autosuficiente para justificar la 
vinculación a proceso.

Se invoca la desigualdad histórica, se 
califica el relato desde un contexto ge-
neral y, sin explicar la conexión entre 
los datos concretos y la intervención 
de la persona imputada, se tiene por 
satisfecho el artículo 316 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales. 
Ese modo de decidir no es perspectiva 
de género: es una sustitución del razo-
namiento probatorio por una categoría 
normativa.

Actualmente la perspectiva de género 
constituye un método de análisis obli-
gatorio cuando el caso revela relaciones 
de poder, violencia, vulnerabilidad o 
desigualdad basada en el sexo o el géne-
ro, pero no es, por sí misma, un dato de 
prueba, una presunción de veracidad ni 
una regla que invierta la carga probatoria. 

Puede orientar la identificación, pro-
ducción y valoración de los datos, mas 
no reemplazar la exigencia de que exis-
tan indicios razonables sobre el hecho 
delictivo y una inferencia racional acer-
ca de la probabilidad de que la persona 
imputada lo cometió o participó en él.

Aunque sus fundamentos se encuen-
tran en los derechos a la igualdad y a 
la no discriminación reconocidos en 
los artículos 1o. y 4o. constitucionales 
y en instrumentos como la Convención 
sobre la Eliminación de Todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer 
y la Convención de Belém do Pará, su 
construcción como metodología judi-
cial expresa es relativamente reciente 
en México. 

La presunción de inocencia y la perspectiva de
género: una visión de ponderación jurisprudencial

La Suprema Corte publicó un primer 
Protocolo para Juzgar con Perspecti-
va de Género en 2013, lo actualizó en 
2020 y consolidó jurisprudencialmente 
sus bases a partir del amparo directo 
en revisión 2655/2013, resuelto el 6 de 
noviembre de 2013. De ese precedente 
derivó, entre otros criterios, la jurispru-
dencia 1a./J. 22/2016.1

En la citada jurisprudencia la Primera 
Sala concibió esta perspectiva como 
una metodología para hacer efectivo el 
derecho a la igualdad, su aplicación exi-
ge: identificar si existen situaciones de 
poder que generen desequilibrio, cues-
tionar los hechos y valorar las prue-
bas desechando estereotipos, ordenar, 
cuando el material sea insuficiente, las 
pruebas necesarias para visibilizar la 
violencia o vulnerabilidad, detectar la 
desventaja por razón de género, aplicar 
los estándares de derechos humanos 
pertinentes y emplear lenguaje inclu-
yente. 

En el diverso criterio de rubro “PERS-
PECTIVA DE GÉNERO EN LA AD-
MINISTRACIÓN DE JUSTICIA. SU 
SIGNIFICADO Y ALCANCES”2 se le 
caracteriza como una herramienta que 
permite advertir y corregir los efectos 
discriminatorios del orden jurídico y de 
prácticas institucionales.

Su función obliga a formular preguntas 
que una lectura formalmente neutral 
podría omitir, permite analizar si el si-
lencio, la demora en denunciar, la per-
manencia en una relación o la ausencia 
de testigos responden a dinámicas de 
violencia, y evita desacreditar un relato 
mediante expectativas estereotipadas 
sobre cómo debería comportarse una 
víctima. 

1 Registro digital: 2011430. Instancia: Pri-
mera Sala. Décima Época. Materia(s): 
Constitucional. Tesis: 1a./J. 22/2016 
(10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Ju-
dicial de la Federación. Libro 29, Abril 
de 2016, Tomo II, página 836. Tipo: Ju-
risprudencia. 

2 Registro digital: 2005458. Instancia: Pri-
mera Sala. Décima Época. Materia(s): 
Constitucional. Tesis: 1a. XXIII/2014 
(10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Ju-
dicial de la Federación. Libro 3, Febrero 
de 2014, Tomo I, página 677. Tipo: Aisla-
da.

La incorporación y visibilización 
de la perspectiva de género a la 
función jurisdiccional mexicana 

ha permitido identificar desigualdades 
estructurales, relaciones asimétricas de 
poder y estereotipos que durante mu-
cho tiempo permanecieron ocultos bajo 
una aplicación aparentemente neutral 
del derecho. 

Su relevancia es indiscutible: juzgar sin 
advertir que determinados hechos se 
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También puede favorecer a una mujer 
imputada cuando el contexto revele 
coerción, dependencia o violencia que 
incida en la conducta atribuida. La te-
sis aislada II.4o.P.38 P (10a.)3, es clara 
al señalar, desde su propio rubro, que 
para emplear el método no es indispen-
sable que la parte interesada sea mujer 
ni que su aplicación deba generarle un 
beneficio.

Esta última precisión delimita su alcan-
ce, la perspectiva de género no autoriza 
a asumir que toda controversia entre 
un hombre y una mujer contiene, por 
ese solo dato, una relación asimétrica 
de poder. El contexto debe identificarse 
mediante circunstancias del caso; des-
pués debe explicarse de qué manera 
incide en la comprensión de los hechos 
o en la valoración de una información 
determinada. 

Sin esa conexión, la perspectiva se vuel-
ve una etiqueta dogmática, enuncia 
una finalidad constitucional histórica-
mente relevante, pero no demuestra la 
premisa fáctica necesaria para resolver.

La presunción de inocencia está reco-
nocida en el artículo 20, apartado B, 
fracción I, de la Constitución y en los 
artículos 8.2 de la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos y 14.2 
del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos. La Suprema Corte la 
ha calificado como un derecho “polié-
drico”, porque no se agota en una sola 
regla, sino que proyecta garantías sobre 
distintos momentos del procedimiento 
penal.

La tesis de rubro “INTERÉS SUPE-
RIOR DE LA PERSONA MENOR DE 
EDAD IDENTIFICADA COMO VÍCTI-
MA DEL DELITO. DEBE PONDERAR-
SE FRENTE A LA PRESUNCIÓN DE 
INOCENCIA, DEFENSA ADECUADA 
Y DEBIDO PROCESO PENAL DE LA 
PERSONA IMPUTADA”4 derivó del 
amparo directo en revisión 2902/2014. 
3 Registro digital: 2025120. Instancia: Tri-

bunales Colegiados de Circuito. Undé-
cima Época. Materia(s): Constitucional, 
Penal. Tesis: II.4o.P.38 P (10a.). Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Libro 16, Agosto de 2022, 
Tomo V, página 4463. Tipo: Aislada. 

4 Registro digital: 2019421. Instancia: Pri-
mera Sala. Décima Época. Materia(s): 
Constitucional, Penal. Tesis: 1a. XXI-
II/2019 (10a.). Fuente: Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación. Libro 64, 
Marzo de 2019, Tomo II, página 1402. 
Tipo: Aislada. 

Su importancia no reside únicamente 
en el resultado del caso, sino en la ra-
zón que limita el empleo expansivo de 
una tutela reforzada dentro del proceso 
penal.

Como se establece en su ejecutoria 
el interés superior de la niñez es un 
principio de primer rango y su tutela 
es prevalente; sin embargo, al ingresar 
al proceso penal debe ponderarse con-
forme a los principios del sistema ga-
rantista de un Estado democrático de 
derecho. 

La ejecutoria formula dos límites espe-
cialmente útiles: i) como se establece 
en sus párrafos 97 y 102, no es jurídi-
camente admisible que, bajo la tutela 
de los derechos de una de las partes, se 
vulneren los derechos fundamentales 
de la otra, ii) como se establece en el pá-
rrafo 103, la coadyuvancia de la víctima 
con el Ministerio Público vuelve toda-
vía más grave que el órgano jurisdiccio-
nal rebase las funciones del acusador o 
supla su actuación. 

La decisión no desconoce a la víctima 
ni neutraliza el interés superior de la 
niñez. Delimita el medio jurídicamen-
te disponible para protegerlo. Ésa es la 
diferencia entre ponderación y nega-
ción, se reconoce el peso del principio 
protector, pero se impide que su invo-
cación destruya la estructura acusatoria 
o las garantías que controlan el ejercicio 
del ius puniendi.

El razonamiento es trasladable con la 
perspectiva de género, pues la tesis 1a. 
XXIII/2019 (10a.) aporta una finalidad 
protectora, incluso dotada de tutela 
constitucional prevalente, no puede 
aplicarse de modo que sustituya a la 
acusación, suprima el equilibrio proce-
sal o vulnere la presunción de inocen-
cia.

El argumento cobra especial fuerza por-
que el interés superior de la niñez posee 
una protección doblemente reforzada: 
deriva de la condición de niña, niño o 
adolescente y de su identificación como 
víctima dentro del proceso penal. Si 
aún bajo esa intensidad la Primera Sala 
exige coexistencia, armonización y lí-
mites procesales, no existe fundamento 
para convertir la perspectiva de género 
(que es una metodología de igualdad y 
no una presunción probatoria) en una 
regla de prevalencia automática.

La perspectiva de género puede modi-
ficar la lectura de un dato, pero no crear 
el dato inexistente. Puede explicar por 
qué la ausencia de denuncia inmediata 
no destruye necesariamente la credibi-
lidad, pero no demuestra por sí misma 
que ocurrió el hecho. Puede impedir 
que se descarte una entrevista por no 
ajustarse al estereotipo de víctima 
ideal, pero no vuelve infalible el rela-
to ni exime de examinar su coherencia, 
persistencia, condiciones de percepción 
y corroboraciones periféricas disponi-
bles. 

La presunción de inocencia y la pers-
pectiva de género no deben plantearse 
como derechos fatalmente antagónicos. 
La primera fija garantías de trato y dis-
ciplina la carga y suficiencia del mate-
rial de cargo; la segunda depura el ra-
zonamiento de estereotipos y visibiliza 
desigualdades relevantes. La armoni-
zación correcta no consiste en que una 
“gane”, sino en impedir que cualquiera 
sea utilizada fuera de su función.

La perspectiva de género es una me-
todología indispensable para alcanzar 
igualdad sustantiva, pero su obliga-
toriedad no la convierte en medio de 
prueba ni en una regla de decisión fa-
vorable por definición. Su aplicación 
rigurosa exige identificar una desigual-
dad concreta, explicar su impacto en el 
caso y eliminar estereotipos de la valo-
ración.

La tesis invocada y su ejecutoria deri-
vada del amparo directo en revisión 
2902/2014 ofrecen la pauta decisiva, 
incluso una tutela prevalente y doble-
mente reforzada debe operar dentro de 
los límites del proceso penal, sin vulne-
rar derechos del imputado ni suplir al 
acusador. Por analogía, la perspectiva 
de género debe coexistir con la pre-
sunción de inocencia y no antecederla 
como una regla jerárquica absoluta.

Juzgar con perspectiva de género exige 
un razonamiento más riguroso, no una 
menor exigencia probatoria. Si se utili-
za para suplir la insuficiencia de los da-
tos de prueba, deja de ser una metodo-
logía de igualdad y se convierte en un 
ejercicio dogmático incompatible con la 
presunción de inocencia, la imparciali-
dad judicial y el debido proceso.
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institucionales oficiales, principalmente 
INEGI, CNBV, CONDUSEF y legislación 
federal vigente. No se pretende estable-
cer causalidad estadística; el propósito es 
identificar relaciones documentadas entre 
presupuestación, inclusión financiera y 
protección patrimonial.

Se distingue entre acceso a productos fi-
nancieros, registro o control de gastos y 
elaboración de un presupuesto. Esta dis-
tinción es necesaria porque las propias 
encuestas miden estos comportamientos 
de manera diferente. El tercer documento 
base propone, además, comprender el en-
foque jurídico-patrimonial como una ar-
ticulación interdisciplinaria entre decisio-
nes económicas, derechos, obligaciones y 
efectos sobre el patrimonio. 

3. El presupuesto como herramienta 
jurídico-patrimonial
Desde un enfoque interdisciplinario, el 
presupuesto puede definirse como un 
instrumento de planificación económica 
que, además de prever ingresos y egre-
sos, permite identificar derechos, obliga-
ciones y posibles efectos patrimoniales 
derivados de las decisiones de utilización 
de recursos. Antes de contratar crédito, 
adquirir bienes financiados o realizar 
una inversión, conocer ingresos, gastos, 
deudas y capacidad de pago permite va-
lorar las consecuencias económicas de la 
decisión. Esta función preventiva vincula 
presupuesto, autonomía de la voluntad y 
responsabilidad patrimonial. 

En las empresas familiares, la función se 
amplía. La mezcla de recursos persona-
les y empresariales dificulta conocer la 
situación financiera real y puede generar 
problemas de control, documentación 
y responsabilidad. Un presupuesto que 
contemple ventas, costos, nómina, im-
puestos, proveedores, cuentas por cobrar 
y pagar, inversiones, financiamiento y 
flujo de efectivo favorece la separación 
patrimonial y la profesionalización de la 
gestión. 

4. Evidencia sobre la evolución del pre-
supuesto, 2020–2026
La evidencia disponible no permite afir-
mar que el uso del presupuesto haya au-
mentado de forma continua. En 2021, 22.5 
% de la población de 18 a 70 años reportó 
llevar un presupuesto o registro de ingre-
sos y gastos; en 2024, el indicador fue 23.9 

El presupuesto como instrumento de protección patrimonial, 
inclusión financiera y responsabilidad económica en México: 

una aproximación jurídico-patrimonial, 2020–2026

adopción de prácticas formales de presu-
puestación: en 2024, 65.3 % de la pobla-
ción de 18 a 70 años llevó algún registro 
de sus gastos, mientras 23.9 % reportó lle-
var un presupuesto o registro de ingresos 
y gastos. Se sostiene que el presupuesto 
puede conceptualizarse como una herra-
mienta interdisciplinaria de prevención 
económica y jurídico-patrimonial, capaz 
de favorecer decisiones informadas, re-
ducir riesgos de sobreendeudamiento y 
fortalecer la separación patrimonial en 
empresas familiares.

Palabras clave: presupuesto; protección 
patrimonial; inclusión financiera; educa-
ción financiera; empresas familiares; digi-
talización financiera; México.

1. Introducción
La administración del patrimonio produ-
ce consecuencias económicas y jurídicas. 
Las decisiones sobre ingreso, gasto, aho-
rro, crédito, inversión y contratación de 
servicios financieros generan obligacio-
nes y riesgos que pueden afectar activos y 
pasivos. En este contexto, el presupuesto 
no debe reducirse a una relación matemá-
tica de ingresos y egresos: permite anti-
cipar necesidades, establecer prioridades, 
valorar la capacidad de pago y contro-
lar desviaciones. Los documentos base 
coinciden en que su utilidad trasciende 
el registro contable y se relaciona con la 
toma de decisiones y la prevención del 
sobreendeudamiento. 

El periodo 2020–2026 resulta pertinente 
por la transformación de los hábitos fi-
nancieros posterior a la pandemia y por 
la expansión de la banca digital, los pa-
gos electrónicos y las herramientas de 
administración del dinero. La cuestión 
central es determinar en qué medida la 
expansión de la inclusión financiera se ha 
acompañado de prácticas presupuesta-
rias capaces de contribuir a la protección 
patrimonial. La hipótesis sostiene que un 
mayor acceso a productos financieros no 
garantiza, por sí mismo, una adecuada 
planeación económica.

2. Metodología
El estudio es documental, descriptivo y 
analítico-interpretativo. Se integraron los 
tres documentos proporcionados como 
base, recuperando sus planteamientos 
conceptuales, datos y referencias. La in-
formación central se contrastó con fuentes 
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Resumen
El presupuesto suele estudiarse 
como una herramienta administra-

tiva para ordenar ingresos y gastos; sin 
embargo, su alcance puede ampliarse 
cuando se analiza como mecanismo pre-
ventivo de protección patrimonial. Este 
artículo examina la relación entre pre-
supuestación, inclusión financiera, edu-
cación financiera y digitalización de los 
servicios financieros en México durante 
2020–2026, con énfasis en personas, fami-
lias y empresas familiares. Se emplea una 
metodología documental, descriptiva y 
analítico-interpretativa, sustentada prin-
cipalmente en información oficial del Ins-
tituto Nacional de Estadística y Geografía 
(INEGI), la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores (CNBV), la Comisión Nacional 
para la Protección y Defensa de los Usua-
rios de Servicios Financieros (CONDU-
SEF) y el marco jurídico federal aplicable. 
La evidencia muestra una diferencia rele-
vante entre acceso al sistema financiero y 
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%, un incremento de 1.4 puntos porcen-
tuales. Por otra parte, la ENSAFI (Encues-
ta Nacional sobre Salud Financiera) 2023 
encontró que 53.2 % de la población de 18 
años y más llevaba algún tipo de registro 
o control de sus gastos. 

La ENIF (Encuesta Nacional de Inclusión 
Financiera) 2024 muestra que 65.3 % de la 
población de 18 a 70 años llevó un regis-
tro de sus gastos o los de su hogar. Dentro 
de este grupo, 51.8 % separó dinero para 
pagos o deudas, 39.5 % registró recibos o 
deudas pendientes, 24.8 % hizo anotacio-
nes de gastos, 23.9 % llevó un presupues-
to o registro de ingresos y gastos y 19.5 % 
utilizó pagos domiciliados, aplicaciones 
móviles o herramientas de administra-
ción financiera. 

Estos datos permiten identificar una 
brecha entre control financiero parcial y 
presupuestación formal. El resultado es 
relevante para la política de inclusión fi-
nanciera: tener una cuenta, tarjeta o apli-
cación no demuestra necesariamente que 
exista planeación económica. El segundo 
documento base llega a la misma conclu-
sión al comparar el crecimiento de la in-
clusión financiera con el uso relativamen-
te limitado del presupuesto.
 
5. Personas, familias y empresas 
familiares
En las familias, presupuestar permite es-
tablecer prioridades, determinar capaci-
dad de endeudamiento, construir ahorro 
y preparar recursos para contingencias. 
En el ámbito personal, facilita distinguir 
gastos indispensables de los discreciona-
les y permite evaluar si una nueva obli-
gación es compatible con los ingresos 
disponibles. En las empresas familiares, 
el presupuesto debe complementarse con 
flujo de efectivo y controles contables, ya 
que ventas elevadas no necesariamente 
significan liquidez suficiente. 

Además, establecer reglas para remu-
neraciones familiares, distribución de 
utilidades, reinversión y gastos extraor-
dinarios ayuda a separar decisiones fa-
miliares de decisiones empresariales. De 
este modo, el presupuesto puede funcio-
nar como instrumento de gobernanza, 
porque introduce criterios objetivos para 
el uso de los recursos y reduce la mezcla 
entre patrimonio familiar y patrimonio 
empresarial.

6. Digitalización financiera y protección 
del usuario

La digitalización facilita el seguimiento 
presupuestario mediante aplicaciones, 
alertas, transferencias y pagos progra-
mados. Sin embargo, también introduce 
riesgos como fraude electrónico, robo de 

identidad, operaciones no reconocidas, 
contratación digital poco comprendida 
y acceso inmediato a crédito. Por ello, la 
herramienta tecnológica no sustituye la 
disciplina presupuestaria: proporciona 
información que debe ser interpretada y 
utilizada para decidir.

El marco jurídico mexicano reconoce la 
importancia de la protección del usuario 
financiero. La Ley para Regular las Insti-
tuciones de Tecnología Financiera tiene 
como última reforma publicada la del 14 
de noviembre de 2025 y forma parte del 
marco que regula los servicios financieros 
tecnológicos.  La Ley para la Protección 
y Defensa al Usuario de Servicios Finan-
cieros también registra reforma al 14 de 
noviembre de 2025.  En este contexto, el 
presupuesto puede funcionar como me-
canismo de vigilancia personal y familiar 
frente a desviaciones y operaciones irre-
gulares.

7. Discusión y aportación
La principal aportación del análisis con-
siste en proponer que el presupuesto sea 
estudiado como punto de encuentro entre 
administración financiera y prevención 
jurídico-patrimonial. Una evaluación de 
inclusión financiera centrada solamente 
en cuentas, tarjetas o acceso digital puede 
sobreestimar la capacidad real de las per-
sonas para administrar sus recursos. Se 
propone complementar los indicadores 
de acceso con cuatro dimensiones: acce-
so, conocimiento de costos, obligaciones y 
riesgos; control presupuestario; y protec-
ción patrimonial.

Este enfoque permitiría fortalecer la edu-
cación financiera con contenido jurídico: 
no solo explicar cómo elaborar un presu-
puesto, sino también cómo comprender 
las consecuencias de créditos, contratos, 
seguros, inversiones y servicios digitales. 
En empresas familiares, la intervención 
debería incorporar separación de cuentas, 
flujo de efectivo y reglas internas de go-
bierno. La propuesta es consistente con el 
planteamiento de los documentos base de 
considerar el presupuesto como mecanis-
mo preventivo de protección patrimonial 
y no únicamente como herramienta admi-
nistrativa. 

8. Conclusiones
El presupuesto debe entenderse como 
algo más que una herramienta admi-
nistrativa. Su función preventiva puede 
contribuir a la protección patrimonial, 
al cumplimiento de obligaciones y a la 
reducción de riesgos de sobreendeuda-
miento. La evidencia muestra un cre-
cimiento moderado del presupuesto o 
registro de ingresos y gastos entre 2021 
y 2024, mientras que las formas más 
amplias de control financiero presentan

porcentajes mayores. La diferencia con-
firma que controlar determinados gastos 
no equivale necesariamente a elaborar un 
presupuesto integral.

El reto hacia 2026 en adelante no consiste 
solamente en ampliar el acceso financiero, 
sino en lograr que dicho acceso se traduz-
ca en conocimiento, control, protección 
y bienestar. En personas y familias, ello 
implica fortalecer hábitos presupuesta-
rios; en empresas familiares, separar pa-
trimonios y profesionalizar controles, y 
en el sistema financiero digital, combinar 
innovación con protección efectiva del 
usuario. En consecuencia, el presupues-
to puede ser estudiado como una herra-
mienta interdisciplinaria de prevención 
económica y jurídico-patrimonial.

En mi opinión, se necesita incrementar 
su uso,  puede lograr llevando educación 
financiera desde etapas tempranas, digi-
talización de las herramientas de planea-
ción y seguimiento, uso responsable de la 
inteligencia artificial, análisis predictivo, 
establecer mecanismos de seguimiento 
que permitan comparar presupuesto con-
tra resultados para corregir desviaciones, 
algo muy importante puede ser hacer 
campañas para dar a conocer las herra-
mientas digitales que se tienen hoy como 
es el del Banco de México, llamado Mi 
presupuesto, Mi presupuesto Plantillas 
de presupuestos en Excel Plantillas del 
manual para tu tranquilidad financiera.
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Marco introductorio.

La perfilación criminal constituye 
una herramienta de análisis utiliza-
da dentro de las ciencias crimino-
lógicas y de investigación criminal 
para identificar características psi-
cológicas, conductuales y sociales 
de un probable responsable a par-
tir de los indicios encontrados en 
un lugar de investigación de un 
hecho delictivo. Su importancia ha 
incrementado considerablemente 
en las últimas décadas debido al 
crecimiento de la violencia y a la 
complejidad de ciertos delitos en 
México, particularmente aquellos 
relacionados con delincuencia or-
ganizada, homicidios seriales, fe-
minicidios y delitos de alto impac-
to.

En el contexto mexicano, la perfila-
ción criminal representa un apoyo 
significativo para las instituciones 
encargadas de la procuración de 
justicia, ya que permite comple-
mentar los métodos tradicionales 
de investigación mediante el análi-
sis de patrones conductuales. Aun-
que esta técnica no sustituye las 
pruebas jurídicas ni determina por 
sí misma la culpabilidad de una 
persona, sí contribuye a orientar 
líneas de investigación y compren-
der mejor la conducta delictiva.

La perfilación criminal y el análi-
sis conductual

La perfilación criminal tiene sus ba-
ses en disciplinas como la crimino-
logía, la psicología, la sociología, la 
criminalística, entre otras. Su finali-
dad consiste en estudiar la conduc-
ta del agresor a partir de elementos 
como el lugar de investigación, el 
modo de operar, la selección de 

víctimas y las características par-
ticulares del delito. Mediante este 
análisis es posible establecer hipó-
tesis sobre la personalidad, motiva-
ciones y posibles comportamientos 
futuros del responsable.

El desarrollo de esta técnica ha ad-
quirido relevancia internacional 
debido a su utilización en investi-
gaciones complejas. En muchos ca-
sos, la perfilación criminal permite 
identificar patrones y prevenir nue-
vos delitos. Asimismo, el análisis 
conductual favorece una compren-
sión más profunda de las dinámi-
cas criminales y de los factores 
biológicos, psicológicos y sociales 
que intervienen en determinadas 
conductas antisociales.

En México, la aplicación de la perfi-
lación criminal ha comenzado a in-
tegrarse progresivamente en áreas 
especializadas de investigación, 
especialmente en delitos relaciona-
dos con violencia de género y delin-
cuencia organizada. Sin embargo, 
su implementación aún enfrenta 
importantes limitaciones derivadas 
de la falta de recursos, capacitación 
y protocolos especializados.

Aplicación de la perfilación crimi-
nal en México.

La realidad social mexicana exige 
mecanismos de investigación cada 
vez más especializados debido a 
la diversidad y complejidad de los 
fenómenos criminales. En este con-
texto, la perfilación criminal puede 
convertirse en una herramienta es-
tratégica para fortalecer la procura-
ción de justicia y optimizar los pro-
cesos de investigación.

Uno de los ámbitos donde esta téc-
nica ha demostrado mayor utilidad 

La perfilación criminal en México: utilidad,
alcances y desafíos contemporáneos
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es en la investigación de feminici-
dios y homicidios en serie. El análi-
sis de patrones de conducta permite 
identificar similitudes entre casos y 
generar hipótesis relacionadas con 
el agresor. De igual manera, en de-
litos vinculados con la delincuencia 
organizada, la perfilación criminal 
contribuye a comprender estructu-
ras de comportamiento, relaciones 
jerárquicas y métodos de operación.

Además, esta herramienta favorece 
la toma de decisiones dentro de las 
investigaciones. Y la incorporación 
de análisis científicos y psicológi-
cos fortalece la objetividad en la 
investigación penal y permite un 
abordaje multidisciplinario de los 
hechos delictivos.

Alcances y limitaciones dentro del 
sistema de justicia
A pesar de sus beneficios, la perfila-
ción criminal presenta importantes 
limitaciones que deben ser recono-
cidas. En primer lugar, no se trata 
de una ciencia exacta, ya que sus 
resultados se basan en probabilida-
des y análisis interpretativos. Por 
esta razón, la información obtenida 
mediante perfiles criminales debe 
ser utilizada únicamente como apo-
yo complementario dentro de una 
investigación.

Otro desafío importante radica en 
la falta de especialización institu-
cional en México. Muchas depen-
dencias de seguridad y procura-
ción de justicia carecen de personal 
capacitado en análisis conductual y 
criminología avanzada. Asimismo, 
la insuficiencia de recursos tecnoló-
gicos y científicos dificulta la apli-
cación adecuada de estas técnicas.

Por otra parte, también existen ries-
gos relacionados con la elaboración 

de perfiles basados en estereotipos 
o prejuicios sociales. Cuando la 
perfilación criminal se aplica sin ri-
gor científico, puede generar discri-
minación o afectar derechos funda-
mentales. En consecuencia, resulta 
indispensable que su utilización 
se encuentre respaldada por prin-
cipios éticos, conocimientos espe-
cializados y respeto a los derechos 
humanos.

Desafíos contemporáneos

Los desafíos actuales en materia 
de seguridad pública y criminali-
dad exigen la modernización de los 
métodos de investigación penal en 
México. El incremento de delitos de 
alto impacto, así como el uso de tec-
nologías por parte de organizacio-
nes criminales, obliga a las institu-
ciones a desarrollar estrategias más 
sofisticadas y multidisciplinarias.

En este escenario, la perfilación cri-
minal puede desempeñar un papel 
relevante si se fortalece la capa-
citación profesional y se fomenta 
la colaboración entre áreas como 
criminología, psicología forense, 
medicina legal y análisis de inteli-
gencia. Asimismo, resulta funda-
mental promover investigaciones 
académicas que permitan adaptar 
estas técnicas a las particularidades 
sociales y culturales del contexto 
mexicano.

La incorporación de herramientas 
tecnológicas, bases de datos espe-
cializadas y análisis estadísticos 
también representa una oportuni-
dad para mejorar la eficacia de la 
perfilación criminal. No obstante, 
el desarrollo de estas estrategias 
debe realizarse bajo criterios cien-
tíficos y legales que garanticen el 
respeto a la dignidad humana y a 

los principios del debido proceso.

Consideraciones finales.

La perfilación criminal representa 
una herramienta de gran utilidad 
para el fortalecimiento de la inves-
tigación delictiva en México. Su 
capacidad para analizar patrones 
de conducta y generar hipótesis so-
bre posibles responsables permite 
complementar los métodos tradi-
cionales de procuración de justicia. 
En un contexto marcado por altos 
índices de violencia y criminalidad, 
esta técnica puede contribuir signi-
ficativamente a mejorar la eficacia 
de las investigaciones.

Sin embargo, su aplicación tam-
bién enfrenta importantes desafíos 
relacionados con la capacitación 
profesional, la falta de recursos y la 
necesidad de evitar interpretacio-
nes basadas en prejuicios. Por ello, 
resulta indispensable promover un 
uso ético y científico de la perfila-
ción criminal dentro del sistema de 
justicia mexicano.

El fortalecimiento de la investiga-
ción multidisciplinaria y la profe-
sionalización de las instituciones 
encargadas de la seguridad pública 
constituyen elementos esenciales 
para aprovechar adecuadamente 
los alcances de esta herramienta 
criminológica en la realidad con-
temporánea de México.

edicta-julio-2026- 23



Tras las vacaciones de verano, miles de perso-
nas retoman sus actividades con la intención de 
“ponerse al corriente” y recuperar los hábitos 
que dejaron en pausa. Sin embargo, especia-
listas coinciden en que el principal error no es 
haber interrumpido la rutina, sino querer com-
pensarlo con entrenamientos intensos desde 
el primer día, una práctica que puede generar 
frustración, lesiones e incluso provocar el aban-
dono del ejercicio apenas unas semanas des-
pués.

Este panorama cobra relevancia si se conside-
ra que la Organización Mundial de la Salud 
(OMS) estima que 31% de los adultos en el 
mundo y el 80% de los adolescentes no reali-
zan la actividad física recomendada, mientras 
que las personas físicamente inactivas presen-
tan entre 20 y 30% más riesgo de mortalidad en 
comparación con quienes mantienen un estilo 
de vida activo. Además, el organismo recuerda 
que cualquier cantidad de actividad física es 
mejor que ninguna, por lo que la constancia tie-
ne un mayor impacto que la intensidad con la 
que se comienza.

En México, aunque cada vez más personas in-
corporan el ejercicio a su tiempo libre, el reto si-
gue siendo mantener ese hábito de forma cons-
tante. Datos recientes muestran que la práctica 
de actividad física ha alcanzado su mejor nivel 
de la última década; sin embargo, todavía una 
proporción importante de la población no logra 
cumplir con las recomendaciones internaciona-
les de actividad física, siendo la falta de tiempo 
una de las principales razones para abandonar 
el ejercicio.

En este contexto, Sports World comparte cin-
co recomendaciones para hacer del regreso a 
la rutina una experiencia positiva y sostenible.

DESPUÉS DEL VERANO,
EL VERDADERO RETO NO ES VOLVER

AL GIMNASIO, SINO CONVERTIR EL EJERCICIO
EN UN HÁBITO DURADERO

Derecho pero al GYM



1. Comienza con metas alcanzables
El entusiasmo de los primeros días suele llevar a muchas personas a entrenar todos los 
días o a realizar sesiones de alta intensidad desde el inicio. Sin embargo, el cuerpo también 
necesita un periodo de adaptación.

Lo ideal es iniciar con dos o tres sesiones semanales e incrementar gradualmente la fre-
cuencia conforme mejora la condición física. Este enfoque disminuye el riesgo de lesiones 
y facilita que la actividad se convierta en parte de la rutina diaria.

2. Cambia el enfoque: ejercítate para sentirte mejor, no para compensar
Después del verano es frecuente relacionar el ejercicio únicamente con la pérdida de peso 
o con “quemar” los excesos de las vacaciones. No obstante, la actividad física aporta bene-
ficios mucho más amplios.

Realizar ejercicio de forma constante ayuda a mejorar la calidad del sueño, reducir el estrés, 
fortalecer el sistema cardiovascular, aumentar la energía y favorecer el bienestar emocio-
nal. Cuando el objetivo deja de ser únicamente estético y se convierte en una herramienta 
para sentirse mejor, es más fácil mantener la motivación a largo plazo.

3. Agenda el ejercicio como cualquier otro compromiso
Uno de los principales obstáculos para mantener una rutina es esperar a “tener tiempo”. La 
realidad es que ese momento pocas veces llega.

Reservar un horario específico para entrenar, ya sea por la mañana, durante la hora de 
comida o al finalizar la jornada laboral, incrementa significativamente las probabilidades 
de cumplir con el hábito. La disciplina suele ser más efectiva que la motivación cuando se 
trata de construir constancia.

4. Encuentra una actividad que realmente disfrutes
No existe un entrenamiento ideal para todas las personas. Mientras algunos prefieren tra-
bajar fuerza en gimnasio, otros encuentran mayor motivación en clases grupales, natación, 
yoga, pilates, cycling o entrenamiento funcional.

Explorar distintas opciones permite descubrir actividades que se adapten a los gustos, ob-
jetivos y estilo de vida de cada persona, haciendo que el ejercicio deje de sentirse como una 
obligación y se convierta en una experiencia que genere satisfacción.

5. No busques la perfección; apuesta por la constancia
Uno de los errores más comunes al retomar el ejercicio es pensar que una sesión perdida 
significa haber fracasado.

Actualmente, especialistas en salud promueven abandonar el llamado pensamiento del 
“todo o nada”. Si un día no fue posible entrenar, siempre existe la oportunidad de retomar 
la rutina al día siguiente. Incluso caminatas cortas, subir escaleras o realizar algunos mi-
nutos de actividad física representan beneficios para la salud, ya que, como señala la OMS, 
todo movimiento cuenta.

“En Sports World 
creemos que el ejer-
cicio debe conver-
tirse en un hábito 
que acompañe a las 
personas durante 
todo el año, no úni-
camente después 
de las vacaciones 
o al inicio de un 
nuevo propósito. 
Nuestro compro-
miso es ofrecer es-
pacios, programas 
y acompañamiento 
profesional para 
que cada persona 
encuentre una for-
ma de mantenerse 
activa de acuerdo 
con sus objetivos 
y estilo de vida”, 
concluye Gabrie-
la Vieira do Pra-
do, CEO de Sports 
World.

El regreso a clases, 
al trabajo y a las ac-
tividades cotidia-
nas representa una 
oportunidad para 
comenzar de nue-
vo, pero también 
para replantear la 
manera en que en-
tendemos el ejerci-
cio. Más que per-
seguir resultados 
inmediatos, cons-
truir una rutina 
sostenible, flexible 
y disfrutable será 
la mejor estrategia 
para cuidar la sa-
lud física y mental 
durante el resto del 
año.
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La declaratoria general
de inconstitucionalidad como medio de con-

trol constitucional

E l Control Constitucional 
puede definirse de acuer-
do con Alberto del Castillo 

del Valle, como:

“El proceso el procedi-
miento merced al cual 
se estudia la validez 
constitucional de ac-
tos jurídicos, sean de 
autoridad, se trate de 
actos de gobernado o 
se impugnen actos de 
particulares (estos ex-
cepcionalmente), a fin 
de que se determine 
si este acto viola o no 
contraviene la Consti-
tución”1. 

El Doctor del Castillo también 
ha analizado la llamada defen-
sa subsidiaria2 de la Consti-
tución la cual, asegura se con-
forma con aquellos procesos 
tendentes a salvaguardarla de 
manera preventiva o correctiva 
y que encontramos en la propia 
Carta Magna, como ocurre con 
el orden Constitucional que im-
pone el Senado de la Repúbli-
ca, con base en el artículo 76 de 
ésta o la anulación de decretos 
de observancia general (leyes 
1 Del Castillo del Valle Alberto, 
Compendio de Amparo, Ediciones 
Jurídicas Alma, Segunda Edición, 
México, Página 31. 
2 Eentendiéndose por subsidiario, 
y de conformidad con el dicciona-
rio de la real academia española de 
la lengua, aquello que suple o ro-
bustece a otra acción principal. 

de emergencia), que hayan sido 
emitidos por el presidente de la 
República durante el Estado de 
suspensión de garantías, consi-
derados inconstitucionales por 
la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación como lo  prescribe el 
artículo 29, por citar algunos 
ejemplos. 

Con base en el alcance del con-
cepto, se considera que la De-
claratoria General  de Inconsti-
tucionalidad al implementarse 
con motivo de la reforma  en 
materia de Derechos Humanos 
en 2011, y que se materializara 
en la ley de Amparo publicada 
el 02 de abril de 2013; constitu-
yó un  mecanismo subsidiario 
de control Constitucional, ya 
que si bien deriva de juicios de 
Amparo que en su caso se ha-
yan promovido  para impug-
nar normas en la vía indirecta 
y que al resolverse en segunda 
instancia  por la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación, ésta 
puede eventualmente hacer la 
declaratoria General de Incons-
titucionalidad quedando supe-
rado en tales casos el principio 
de relatividad de la Sentencia 
cuyo objetivo incide en el res-
peto a la división de poderes y 
que el poder judicial no invada 
la facultad del poder legislati-
vo, con motivo de la reforma 
mencionada, el  máximo tribu-
nal del país tiene la posibilidad 
de quitar del sistema jurídico 
normas que resultan violatorias 
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de la constitución, por una vía 
distinta a la Acción de Incons-
titucionalidad o la Controversia 
Constitucional contempladas 
en el artículo 105.  

El procedimiento de la decla-
ratoria se encuentra en los pre-
ceptos del 231 al 235 de la Ley 
de Amparo: 

“Artículo 231. Cuando 
el Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la 
Nación, en los juicios 
de amparo indirecto 
en revisión, resuelvan 
la inconstituciona-
lidad de una norma 
general, la persona ti-
tular de la Presidencia 
de la Suprema Corte 
de Justicia de la Na-
ción deberá informar-
lo a la autoridad emi-
sora de la norma en un 
plazo de quince días. 

Lo dispuesto en el pre-
sente Capítulo no será 
aplicable a normas en 
materia tributaria. 

Artículo 232. Cuando 
el Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la 
Nación, en los juicios 
de amparo indirecto 
en revisión, establez-
can jurisprudencia en 
la que determinen la 
inconstitucionalidad 

de una norma gene-
ral, se procederá a la 
notificación a que se 
refiere el tercer pá-
rrafo de la fracción II 
del artículo 107 de la 
Constitución Política 
de los Estados Unidos 
Mexicanos3. 

Una vez que se hu-
biere notificado al 
órgano emisor de la 
norma y transcurrido 
el plazo de 90 días 
naturales, sin que se 
modifique o derogue 
la norma declarada 
inconstitucional, el 
Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la 
Nación emitirá la de-
claratoria general de 
inconstitucionalidad. 

Cuando el órgano emi-
sor de la norma sea el 
órgano legislativo fe-
deral o local, el plazo 
referido en el párrafo 
anterior se computa-
rá dentro de los días 
útiles de los periodos 
ordinarios de sesiones 
determinados en la 
Constitución Federal,

3 …Cuando en los juicios de ampa-
ro indirecto en revisión se resuelva 
la inconstitucionalidad de una nor-
ma general, la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación lo informará 
a la autoridad emisora correspon-
diente.

en el Estatuto de Go-
bierno del Distrito 
Federal, o en la Cons-
titución Local, según 
corresponda…4.

Actualmente existen diversos 
casos en los que la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, 
ha materializado esta facultad,5 
a la que se oponían los defenso-
res de la llamada fórmula Ote-
ro, que si bien no desapareció 
con la reforma en 2013  como se 
argumentaba, sí puede decirse 
que se atenuó en beneficio de 
los gobernados, pues la figura 
de la declaratoria general de In-
constitucionalidad, fortalece el 
control constitucional y al Esta-
do de Derecho sin menoscabar 
el principio de División de po-
deres.

4 Ley de Amparo. (Declaratoria Ge-
neral de Inconstitucionalidad). 
5 https://www2.scjn.gob.mx/de-
nunciasincumplimiento/consulta-
generales.aspx  
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altere o destruya pruebas, influya en 
las autoridades o realice actos de inti-
midación a peritos o influya en otras 
personas, como los testigos  en relación 
al procedimiento penal.

No hay duda que, independientemen-
te del sexo o identidad de género de 
las personas, todas tenemos derecho 
a la libertad deambulatoria, así como 
que se garanticen los principios cons-
titucionales y convencionales de con-
gruencia, proporcionalidad, necesidad 
e idoneidad de las medidas cautelares. 

Por ello, la prisión preventiva como 
la medida cautelar más lesiva, busca 
asegurar la presencia de una persona 
procesada, generalmente, indepen-
dientemente de otros riesgos proce-
sales que pudieran actualizarse, pero 
en su imposición debe de realizarse el 
test de proporcionalidad para concluir 
que al no existir riesgo objetivo, ni fun-
dado de sustracción de la acción de 
la justicia, que ya no hay necesidad y 
tampoco es la idónea, tornándose por 
ello desproporcional su imposición. 
Sin embargo, se considera que al no re-
solverse estos aspectos, sino está debi-
damente fundada y motiva la decisión 
que motiva su aplicación, lo que impli-
ca una violación sustantiva por afectar 
el derecho constitucional a la libertad 
persona justiciable, tornándose en una 
detención ilegal y arbitraria a la luz de 
los que la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos ha señalado. 

De tal manera que, la imposición y 
prolongación de una medida caute-
lar debe cumplir con los requisitos 
de un fin legítimo, excepcionalidad, 
necesidad y proporcionalidad, atento 
a los parámetros de un derecho pe-
nal mínimo, esto es, buscar una míni-
ma intervención y menor lesividad a 
los derechos fundamentales; lo cual, 
exige privilegiar la medida cautelar 
que repare en un menor perjuicio y 
que sea más idónea para contener el 
riesgo procesal del que se hable. Así, 
la Corte Interamericana ha señalado 
que las medidas cautelares deben ser 
estrictamente proporcionales, lo que 
implica que, además, una relación ra-
cional entre la medida cautelar y el fin 

perseguido, el sacrificio inherente a la 
restricción del derecho a la libertad o 
su limitación no resulte exagerado o 
desmedido frente a las ventajas que 
se obtienen mediante tal restricción. 
Es así que se considera que la medida 
cautelar impugnada en esta vía consti-
tucional no resulta proporcional, sobre 
todo considerando que la quejosa tie-
ne a su cargo una menor de edad que 
es su hija y otra mujer, las cuales son 
estudiantes, además de que el Juez de 
Control paso por alto que la Fiscalía 
no cumplió con su carga probatoria de 
justificar la necesidad de mantener di-
cha medida y que esa fuese necesaria y 
proporcional, pues carga de la prueba 
es responsabilidad del órgano acusa-
dor (onus probandi), ya que la persona 
imputada o procesada no tiene la obli-
gación de construir, y mucho menos 
probar, su inocencia, pues se trata de 
un estado o situación de la que goza 
antes y a lo largo del proceso.

En esta armonía, en la aplicación de es-
tos principios, en México, la Corte ha 
determinado que aplicar la perspecti-
va de género en las medidas cautelares 
obliga a los jueces a evaluar contextos 
de violencia y asimetrías de poder, 
garantizando la protección reforzada 
de las víctimas —especialmente mu-
jeres y niñas— y ponderando de for-
ma crítica la imposición de la prisión 
preventiva o alternativas sin caer en 
estereotipos.

Por ello se ha sugerido analizar en to-
dos los casos estas implicaciones prin-
cipalmente:

Análisis de riesgo real: Evaluar la si-
tuación de vulnerabilidad y el peligro 
de intimidación o agresión hacia la 
víctima antes de fijar o modificar una 
medida cautelar.  Tópicos cuyo análi-
sis es imprescindible en tratándose de 
mujeres víctimas de violencia de géne-
ro. Las condiciones de vulnerabilidad 
de las mujeres que viven violencia son 
variadas, por ejemplo: hay mujeres que 
han vivido contextos de violencia con-
tinuos desde que son niñas, que requie-
ren de procesos largos de recuperación 
y de deconstrucción, por ello, no siem-
pre están en posibilidad de identificar 

Perspectiva de genero en la imposición de
medidas cautelares

Existe consenso en determinar que 
en la imposición de las medidas 
cautelares,  tiene como fin el cese 

o mitigación de los siguientes riesgos 
procesales:

  Riesgo de fuga: El peligro de que el 
imputado y/o acusado se sustraiga de 
la justicia y no asista a las audiencias, 
no dé cumplimiento a sus obligaciones 
procesales.  

Peligro para la víctima u ofendido: El 
riesgo de que el imputado realice al-
gún daño, amenace o realice actos de 
molestia a la víctima, a los testigos o a 
la comunidad.

Obstaculización del procedimiento: El 
peligro de que el imputado o acusado 
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el riesgo en el que se encuentran en la 
convivencia con las personas agresoras 
o, normalizan o minimizan la violencia 
que ejercen en su agravio, por lo que, 
la cercanía con aquellas, las coloca en 
gran riesgo, máxime si ya existe un 
evento relevante para el derecho penal.  
El avistamiento del peligro que impli-
ca la persona agresora a las víctimas, 
constituye un ejercicio responsable de 
la perspectiva de género, que deviene 
del análisis detallado y puntual de los 
antecedentes de violencia que ha vi-
vido la mujer por parte de la persona 
agresora y de escuchar las necesidades 
de las víctimas.

Obligación de debida diligencia: Evi-
tar la “ceguera de género” que ignora 
antecedentes de violencia familiar, de 
género o desequilibrios económicos 
previos.  Esta obligación implica la 
aplicación de la perspectiva de géne-
ro como un ejercicio analítico, crítico, 
de discernimiento o de comprensión 
del capital cultural, sus implicaciones 
en las relaciones de convivencia y de 
desigualdad entre los hombres y las 
mujeres, el impacto en la vivencia de la 
mujer que se encuentra en situación de 
violencia, sus antecedentes, sus condi-
ciones de vulnerabilidad y la actuación 
con base en ese conocimiento.

Uso racional de la prisión preventi-
va: Considerar contextos específicos 
(por ejemplo, si la procesada es madre 
primigenia o cuidadora primaria, viu-
da etc) y priorizar medidas que prote-
jan a la víctima sin desproteger los de-
rechos humanos básicos.

Articulación con órdenes de protec-
ción: Combinar medidas del proceso 
penal con los mecanismos previstos en 
la Ley de Acceso de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia.  Las órdenes 
de protección constituyen un derecho 
convencional que tienen las mujeres 
para ser protegidas y salvaguardadas 
en su vida e integridad, por ende, es 
obligación del Estado, a través de sus 
autoridades, emitirlas el momento de 
advertir que una mujer se encuentra 
en riesgo por la violencia que vive, de 
tal manera que, en caso de que la Au-
toridad advierta que las medidas cau-
telares que emite no son suficientes, 
está facultada para otorgar las órdenes 
de protección necesarias y suficientes 
para garantizar la vida e integridad de 
las mujeres.

30 años de Italianni’s en México:
una historia de tradición
y evolución de la pasta

Italianni’s cumple 30 años en México y lo celebra 
agradeciendo a sus huespedes y colaboradores, 

quienes han sido parte de su historia. Bajo el con-
cepto “30 años de gracias, te lo decimos con pasta”, 
la marca presenta una colaboración con Barilla que 

suma por tiempo limitado una colección de platillos 
a su propuesta de pasta, renueva su logotipo e invi-
ta a sus invitados a compartir las historias que han 
vivido alrededor de su mesa. Una celebración que 
pone en el centro aquello que Italianni’s ha perfec-

cionado durante tres décadas: la pasta, la mesa
y los momentos compartidos.

Recinto del sabor 



Desde 1996, Italianni’s ha construido su propuesta alrede-
dor de la pasta, la pizza y el vino; y de una premisa que 
permanece vigente: compartir alrededor de la mesa. 

Como parte de esta celebración, la innovación culinaria 
tendrá un papel central, ya que Italianni’s presenta una 
colección de platillos que rinde homenaje a la categoría 
más representativa de la marca y refleja la evolución de su 
propuesta gastronómica. Desarrolladas en colaboración 
con Barilla, dos de los platillos protagonistas del menú in-
corporan Al Bronzo, una pasta italiana premium elabora-
da mediante un proceso que favorece su textura y permite 
una mejor adherencia de las salsas, para realzar el sabor y 
la experiencia en cada bocado.

Entre las propuestas Al Bronzo se encuentran Spaghettoni 
al Pomodoro con Pollo a la Romana y Rigatoni ai Fun-
ghi, además de dos innovaciones adicionales como Penne 
ai Calamari Fritti e Limone y Lasagna alla Bolognese & 
Alfredo, sumando los icónicos platillos de Linguini Fra 
Diavolo y Fettuccini Alfredo. Este menú conmemorativo 
estará disponible hasta el 15 de noviembre de 2026.

La colaboración contará también con la participación de 
Lorenzo Boni, Executive Chef de Barilla, Maestri della 
Pasta que representa el conocimiento y la experiencia de-
trás de la preparación de la pasta. A través de distintas 
experiencias, compartirá su expertise y las técnicas detrás 
de la cocina italiana.



Desde 1996, Italianni’s ha construido su propuesta alrede-
dor de la pasta, la pizza y el vino; y de una premisa que 
permanece vigente: compartir alrededor de la mesa. 

Como parte de esta celebración, la innovación culinaria 
tendrá un papel central, ya que Italianni’s presenta una 
colección de platillos que rinde homenaje a la categoría 
más representativa de la marca y refleja la evolución de su 
propuesta gastronómica. Desarrolladas en colaboración 
con Barilla, dos de los platillos protagonistas del menú in-
corporan Al Bronzo, una pasta italiana premium elabora-
da mediante un proceso que favorece su textura y permite 
una mejor adherencia de las salsas, para realzar el sabor y 
la experiencia en cada bocado.

Entre las propuestas Al Bronzo se encuentran Spaghettoni 
al Pomodoro con Pollo a la Romana y Rigatoni ai Fun-
ghi, además de dos innovaciones adicionales como Penne 
ai Calamari Fritti e Limone y Lasagna alla Bolognese & 
Alfredo, sumando los icónicos platillos de Linguini Fra 
Diavolo y Fettuccini Alfredo. Este menú conmemorativo 
estará disponible hasta el 15 de noviembre de 2026.

La colaboración contará también con la participación de 
Lorenzo Boni, Executive Chef de Barilla, Maestri della 
Pasta que representa el conocimiento y la experiencia de-
trás de la preparación de la pasta. A través de distintas 
experiencias, compartirá su expertise y las técnicas detrás 
de la cocina italiana.

“Cumplir 30 años significa reconocer todo lo que hemos apren-
dido y perfeccionado durante este camino, pero, sobre todo, 
utilizar esa experiencia para seguir evolucionando. ‘30 años de 
gracias, te lo decimos con pasta’ celebra la maestría que hemos 
construido alrededor de nuestra cocina y a nuestros huéspedes 
y colaboradores, quienes lo han hecho posible. Después de tres 
décadas, este conocimiento y experiencia nos permite continuar 
innovando y construir lo que queremos que sea Italianni’s en los 
próximos 30 años”, señaló Joel Ornelas, Director General 
de Italianni’s México.

La celebración también reconoce a quienes han acompa-
ñado a Italianni’s durante estos 30 años. Como parte de la 
campaña, la marca invitará a sus huéspedes a compartir 
en redes sociales una historia que haya sucedido alrede-
dor de una de sus mesas: una celebración, un reencuentro, 
una despedida o alguno de esos momentos que adquieren 
un significado especial cuando se comparten.

Entre las historias participantes, el equipo de Italianni’s 
seleccionará a las finalistas y una de ellas llegará hasta 
Italia, donde dos personas vivirán una experiencia vincu-
lada con la gastronomía, cultura y tradición del país. La 
elección dependerá de la historia que mejor represente el 
vínculo construido entre la marca y sus huéspedes. Los 
detalles, fechas y requisitos de participación se darán a 
conocer a través de los canales oficiales de Italianni’s.

De esta manera, Italianni’s convierte su 30 aniversario en 
un agradecimiento a quienes han compartido su mesa 
durante estas tres décadas y los invita a seguir formando 
parte de las historias que están por venir.

www.italiannis.com.mx
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El algoritmo que no pregunta si eres mujer:
crédito, inteligencia artificial y la paradoja de la 

discriminación invisible
por Banco de México en 2025 sobre crédito 
a personas físicas con actividad empresa-
rial: en promedio, los créditos nuevos otor-
gados a mujeres fueron 22.7% menores y 
sus tasas 1.4 puntos porcentuales más al-
tas. Tras controlar por características de la 
empresa, garantías, historial, banco, sector 
y región, una parte de la diferencia persis-
tió; además, las empresas de mujeres no 
mostraron mayor morosidad.

La pregunta incómoda es entonces esta: 
¿qué ocurre cuando trasladamos esas di-
ferencias históricas a una máquina entre-
nada precisamente con datos históricos?

I. La ficción del algoritmo neutral
Los modelos de riesgo crediticio contem-
poráneos pueden procesar numerosas 
variables: ingreso, ocupación, estabilidad 
laboral, historial crediticio, domicilio, com-
portamiento de pago, tipo de comercio, 
patrones de consumo o interacción digital. 
No necesitan recibir una variable denomi-
nada “mujer” para aproximarse a ella.

Imagine que una institución elimina el 
sexo de su base de datos. El modelo, sin 
embargo, aprende que determinados sec-
tores laborales tienen menor ingreso pro-
medio; que ciertas interrupciones laborales 
correlacionan con determinados perfiles; 
que algunas zonas geográficas concentran 
ciertos patrones socioeconómicos; o que 
determinadas trayectorias de ahorro y en-
deudamiento se asocian estadísticamente 
con un grupo. Ninguna variable dice “gé-
nero”, pero su combinación puede funcio-
nar como sustituto.

Aquí surge la primera paradoja: un sistema 
puede ser jurídicamente ciego al género y 
matemáticamente capaz de reconstruirlo.

Esto importa porque la inteligencia artifi-
cial no necesita “querer” discriminar. Basta 
con optimizar una función aparentemente 
legítima —predecir incumplimiento, ren-
tabilidad o pérdida esperada— utilizando 
datos que contienen las huellas de des-
igualdades previas. El algoritmo no inven-
ta la historia; la convierte en probabilidad.

II. Cuando el pasado se convierte en riesgo
El derecho financiero parte de una premi-
sa razonable: una institución debe medir

adecuadamente el riesgo antes de prestar. 
El problema aparece cuando una condi-
ción histórica de desigualdad se transfor-
ma automáticamente en una variable de 
riesgo individual.

Una menor acumulación patrimonial 
puede significar menor capacidad para 
ofrecer garantías. Una trayectoria laboral 
interrumpida puede reducir antigüedad 
o ingreso comprobable. Una empresa más 
pequeña puede recibir un límite de crédito 
inferior. Individualmente, estas variables 
pueden ser financieramente relevantes. 
Pero cuando todas ellas reflejan, simultá-
neamente, una estructura social previa, el 
algoritmo puede terminar cobrando hoy 
el costo financiero de la desigualdad de 
ayer.

No toda diferencia estadística constituye 
discriminación. Esa precisión es indis-
pensable. Un banco no está obligado a 
ignorar diferencias reales de riesgo ni a 
conceder crédito inviable. Pero tampoco 
debería bastar con afirmar que “lo decidió 
el modelo”. La automatización no puede 
convertirse en una causa de exoneración 
jurídica.

El artículo 1° constitucional prohíbe la 
discriminación motivada, entre otros fac-
tores, por el género. El desafío consiste en 
trasladar ese mandato a decisiones priva-
das cada vez más opacas, probabilísticas y 
automatizadas. La cuestión ya no es única-
mente probar que alguien trató de manera 
distinta a una mujer, sino determinar si un 
sistema aparentemente neutral produce 
consistentemente un resultado adverso ca-
rente de justificación financiera suficiente.

III. El punto ciego mexicano
México dispone de distintos ordenamien-
tos aplicables al crédito, la protección de 
datos, los servicios financieros y las institu-
ciones de tecnología financiera. Sin embar-
go, durante 2026 el propio Senado conti-
nuaba trabajando en la construcción de un 
marco general específico para inteligencia 
artificial, lo que evidencia que la arquitec-
tura normativa en esta materia permanece 
en desarrollo.

La Ley Federal de Protección de Datos 
Personales en Posesión de los Particulares 

La transformación digital del sistema 
financiero ha instalado una idea se-
ductora: sustituir la discrecionalidad 

humana por modelos automatizados po-
dría hacer al crédito más eficiente y, aca-
so, más imparcial. Un algoritmo no tiene 
prejuicios, no conoce estereotipos y, si se le 
impide utilizar el sexo o el género de una 
persona, parecería incapaz de discriminar 
por esa razón. El problema es que esa con-
clusión confunde ignorancia formal con 
neutralidad real.

En México, la discusión no es teórica. La 
Encuesta Nacional de Inclusión Financiera 
(ENIF) 2024 reportó que 36.1% de las mu-
jeres de 18 a 70 años contaba con algún cré-
dito formal, frente a 38.8% de los hombres. 
Más revelador resulta el análisis publicado 

-edicta-julio-202632



resulta especialmente relevante. Su texto 
vigente considera dato personal cualquier 
información concerniente a una persona 
identificada o identificable, incluso cuando 
la identificación pueda realizarse indirec-
tamente. Asimismo, establece principios 
de licitud, finalidad, lealtad, consentimien-
to, calidad, proporcionalidad, información 
y responsabilidad en su tratamiento.

Pero aquí aparece otra distinción funda-
mental: proteger el dato no equivale ne-
cesariamente a controlar el resultado pro-
ducido por un modelo.

Podemos tener un tratamiento formalmen-
te lícito y, aun así, un resultado sistemáti-
camente desigual.

Europa ha adoptado una posición más 
frontal. El Reglamento de Inteligencia Ar-
tificial de la Unión Europea clasifica como 
de alto riesgo los sistemas utilizados para 
evaluar la solvencia de personas físicas o 
establecer su puntuación crediticia, con 
excepción de los utilizados para detectar 
fraude. Más interesante todavía, admite 
excepcionalmente el tratamiento de cate-
gorías especiales de datos cuando resulte 
estrictamente necesario para detectar y 
corregir sesgos en sistemas de alto riesgo, 
sujeto a estrictas salvaguardas.

La idea parece contradictoria: utilizar in-
formación especialmente protegida para 
impedir la discriminación. En realidad, 
revela el centro del problema.

IV. La propuesta polémica: para que el 
algoritmo no discrimine, quizá tenga que 
saber a quién está discriminando
Mi tesis es deliberadamente contraintuiti-
va: prohibir absolutamente que las insti-
tuciones financieras conozcan variables 
protegidas durante la auditoría de sus al-
goritmos puede dificultar la detección de 
discriminación.

¿Cómo puede un banco demostrar que su 
modelo no perjudica sistemáticamente a 
las mujeres si no puede medir sus resulta-
dos diferenciados? ¿Cómo identifica que, 
frente a probabilidades semejantes de in-
cumplimiento, un grupo recibe menores 
líneas de crédito, mayores tasas de interés 
o porcentajes superiores de rechazo?

La neutralidad no puede auditarse a ciegas.

Esto no significa que el género deba in-
corporarse libremente al cálculo del score. 
Propongo exactamente lo contrario: sepa-
rar jurídicamente dos usos de la informa-
ción.

En el modelo de decisión, el género no 
debería utilizarse para castigar, premiar 
o modificar por sí mismo la solvencia de 
una persona. En un sistema independiente 
de auditoría, en cambio, debería permitir-
se —e incluso exigirse para determinadas 
instituciones y modelos— analizar los re-
sultados desagregados por variables pro-
tegidas, bajo controles estrictos, finalidad 
exclusiva de detección y corrección de ses-
gos, acceso restringido y reglas precisas de 
conservación y eliminación.

Podría denominarse principio de doble 
ciego regulatorio: el algoritmo que decide 
no necesita conocer el género; el sistema 
que vigila al algoritmo sí debe poder co-
nocerlo.

V. De la explicación del crédito a la expli-
cación del algoritmo
La regulación futura tampoco debería exi-
gir que los bancos revelen públicamente 
su código fuente. Ello podría comprome-
ter secretos industriales, seguridad tec-
nológica y mecanismos antifraude. Pero 
entre revelar el código y responder sim-
plemente “su solicitud no cumple nues-
tras políticas”, existe un enorme espacio 
regulatorio.

El usuario debería tener derecho a una 
explicación material de la decisión: cuá-
les fueron las categorías principales que 
determinaron el rechazo o las condiciones 
del crédito; si existió una intervención au-
tomatizada relevante; y qué mecanismo 
tiene disponible para solicitar una revisión 
humana cuando la decisión produzca con-
secuencias significativas.

El supervisor financiero, por su parte, 
debería poder exigir información mucho 
más profunda: variables utilizadas, pro-
cedencia y calidad de los datos, pruebas 
de sesgo, estabilidad del modelo, tasas de 
falsos positivos y negativos entre distintos 
grupos, mecanismos de corrección y tra-
zabilidad de las diferentes versiones del 
algoritmo.

Aquí convendría introducir una regla 
adicional y necesariamente controversial: 
cuando un modelo produzca durante un 
periodo sostenido diferencias estadística-
mente relevantes en perjuicio de un gru-
po protegido, debería activarse una carga 
reforzada de justificación.

No se presumiría automáticamente la exis-
tencia de discriminación. La institución 
tendría, sin embargo, que demostrar que 
la diferencia responde a factores de riesgo 
legítimos, necesarios y proporcionales, y 

que no existe una alternativa razonable-
mente disponible que permita alcanzar un 
nivel semejante de gestión del riesgo con 
menor impacto adverso.

La consecuencia sería importante: el secre-
to algorítmico dejaría de funcionar como 
una muralla frente al escrutinio jurídico.

VI. El verdadero riesgo no es que la má-
quina piense como un humano
Suele advertirse que la inteligencia artifi-
cial puede reproducir nuestros prejuicios. 
El peligro puede ser todavía mayor: pue-
de institucionalizarlos sin que exista una 
persona claramente identificable como 
autora de la decisión.

Cuando un ejecutivo niega un crédito uti-
lizando un estereotipo, existe una conduc-
ta potencialmente identificable. Cuando 
miles o millones de parámetros producen 
una puntuación, la responsabilidad parece 
evaporarse entre el desarrollador, el pro-
veedor tecnológico, la institución financie-
ra, los datos utilizados y el propio modelo.

El derecho no debería aceptar esa disper-
sión.
La institución que utiliza el algoritmo para 
decidir sobre el acceso al financiamiento 
debe conservar la responsabilidad por la 
decisión. Comprar tecnología no puede 
equivaler a externalizar obligaciones 
constitucionales, regulatorias o de protec-
ción al usuario.

La discusión sobre género e inteligencia ar-
tificial en el crédito, por tanto, no debería 
reducirse a exigir algoritmos “neutrales”. 
Ese objetivo es insuficiente e incluso puede 
resultar contraproducente. El verdadero 
reto consiste en construir algoritmos au-
ditables, explicables y jurídicamente res-
ponsables.

La paradoja final es incómoda, pero qui-
zá inevitable: para conseguir un sistema 
financiero que deje de decidir injustifica-
damente en función del género, primero 
necesitamos mecanismos capaces de medir 
exactamente qué está haciendo con él.

En la era del crédito algorítmico, la igual-
dad no consistirá simplemente en que la 
máquina ignore quiénes somos. Consistirá 
en poder demostrar que saberlo —directa 
o indirectamente— no determina injusti-
ficadamente cuánto vale nuestra palabra 
financiera.
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excesiva para el deudor,  puesto 
que tienen que ajustar al procedi-
miento legislado, siendo necesa-
rio realizar una investigación por 
el mismo Juzgador que sea más 
eficaz y justa.

Debemos considerar que los ali-
mentos constituyen el elemento 
económico que permite al indi-
viduo obtener su sustento, por 
lo que se debe establecer un sis-
tema más completo y exhaustivo 
sobre los factores que se deben 
considerar para determinar las 
necesidades de los acreedores 
alimentistas, debiendo tomar en 
consideración todos los factores 
que los rodean, para encontrar 
un mecanismo que pudiese ser 
eficiente para la mayoría de la 
población, sin violentar los dere-
chos personales.

Actualmente, se tiene que consi-
derar que la obligación alimenta-
ria, deberá ser fijada en función 
de la capacidad económica del 
deudor, sin embargo, en este as-
pecto, se deben tomar en cuenta 
el sueldo que percibe el obligado 
alimentario, el entorno de vida 
y signos exteriores de riqueza 
(titularidad de bienes muebles 
o inmuebles, los frutos o pro-
ductos producidos o generados 
por éstos, etc.); en otras pala-
bras, la capacidad económica 
no sólo debe calcularse con base 
en el ingreso manifestado por el 
deudor, ya que éste, en muchos 
casos, puede falsear la informa-
ción o incluso ocultar bienes; es 
por ello complica la función del 
juzgador, quien tendrá que ana-
lizar cuál era el entorno de vida 
del deudor al momento del  in-
cumplimiento y valorar si cambia-
ron las circunstancias reales para 
considerar que sí puede cubrir los 
montos a los que estaba acostum-
brada la familia.

Como consecuencia, debemos 
considerar que la problemáti-
ca no se encuentra al momento 

El tema del presente análisis 
gira en torno a la dificultad 
para el establecimiento de 

una adecuada pensión alimenti-
cia, ya que en el procedimiento 
actual obliga a transitar por un 
trámite tedioso y complicado, 
pues para los Tribunales, es una 
práctica constante exigir la de-
mostración de la necesidad del 
peticionante de los alimentos y 
la posibilidad del obligado de 
proporcionarlos, situación por la 
que se ven impedidos de fijar una 
medida que sea eficiente, ya que 
con la finalidad de no cometer 
alguna arbitrariedad o violar los 
Derechos Humanos de alguna de 
las partes, señalan una obligación 
insuficiente para el acreedor o 

en el cual el obligado alimen-
tario cuenta con un trabajo 
estable, económicamente re-
munerado y que se encuentra 
percibiendo el pago mediante 
una nómina, ya que el ingreso es
comprobable y se acredita con el 
informe de ingresos de la fuente 
de trabajo.

El problema real es cuando el 
deudor alimentario no cuenta 
con una comprobación de sus 
ingresos, dificultando la función 
judicial, teniendo que apoyarse 
de los recursos que se encuen-
tran a su alcance y que en la 
mayoría de los casos, hace com-
plicado establecer una cantidad 
justa y proporcional, violando el 
derecho inalienable del acreedor, 
lo que pone en riesgo la vida, la 
integridad y la salud de quien 
debe recibir alimentos, pues al 
no contar de manera inmedia-
ta con los elementos necesarios 
para procurar los satisfactores de 
sus necesidades, fija una medida 
precautoria de alimentos insufi-
ciente, violando los principios de 
claridad, certeza y celeridad.

Debemos considerar los factores 
sociales, culturales, económicos, 
tecnológicos y demográficos que 
han venido impactando al grupo 
fundamental de la sociedad, que 
son importantes para realizar un 
intento por perfeccionar la Ley en 
materia de alimentos, por consi-
guiente, debemos considerar que 
en cada caso personal, se deben 
tomar en cuenta las necesidades 
que los menores hijos tienen, 
dependiendo de su edad, grado 
escolar, actividades fuera de la 
escuela, actividades deportivas, 
actividades recreativas, necesi-
dades médicas y demás que se 
vayan requiriendo, mismas que 
son cambiantes dependiendo del 
crecimiento del acreedor.

Tenemos que destacar que exis-
ten cada vez más personas que 
se encuentran conscientes de la 
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“Análisis de las restricciones al proyecto de vida 
del deudor alimentario moroso en México”

en una constante evolución, conce-
diendo una protección cada vez más 
amplia en los últimos años, con la fi-
nalidad de garantizar el bienestar de 
los niños y adolescentes, pero fue has-
ta el año 2011 cuando surge en la Ciu-
dad de México el Registro Nacional 
de Deudores Alimentarios Morosos, 
cuya finalidad fue la implementación 
de mecanismos innovadores para ase-
gurar el cumplimiento de los derechos 
alimentarios, posteriormente, surge 
para el año 2015 la Ley de la Pensión 
Alimenticia, la cual se realizó para 
impulsar un procedimiento más ágil 
y eficiente para la obtención justa de 
la pensión, dentro de dicha obligación 
se extiende de “los padres a sus hijos 
menores de edad o discapacitados, de 
los hijos a los padres mayores de edad 
o incapacitados y entre los cónyuges 
y concubinos”1, estableciendo clara-
mente las modalidades, condiciones 
y cantidades que deben ser otorgadas, 
así como la forma y el procedimiento 
que se tiene que seguir en apoyo a los 
acreedores alimentarios.

Ante tal condición, con la finalidad de 
garantizar el cabal cumplimiento de 
las obligaciones alimentarias, surgen 
diferentes restricciones a los deudores 
alimentarios en México, por lo que, 
con el nacimiento del Registro Na-
cional de Obligaciones Alimentarias 
(RNOA), imponen cargas severas, 
que buscan garantizar el cumpli-
miento de la pensión alimenticia, 
afectando diversos aspectos del pro-
yecto de vida personal, profesional 
y financiero de quienes incumplen 
con esta obligación; dentro de las 
cuales podemos encontrar las si-
guientes Restricciones:

1.- Licencia de conducir: Impedi-
mento para tramitar o renovar la 
licencia de conducir, lo que por sí 
solo limita el desempeño de sus 
actividades profesionales, al no 
permitir el desempeño de laborar 
en el transporte público o privado, 
impidiendo el libre ejercicio de una 
actividad remunerada, indepen-
dientemente de las infracciones o 
1LPA. Ley de la Pensión Alimenticia.2020. Cá-
mara de Diputados. México. 

sanciones por circular sin el citado 
documento.

2.- Pasaporte: Restricción para ob-
tener o renovar el pasaporte, lo que 
limita la capacidad de viajar al ex-
tranjero, impidiendo el libre tránsi-
to, siendo contrario a los derechos 
otorgados en la Constitución.

3.- Credencial INE: Dificultades o 
restricciones para tramitar y reno-
var la credencial para votar, afec-
tando la libertad de postularse para 
cargos públicos que sean de elección 
popular, negándole el derecho a 
elegir a sus gobernantes, siendo un 
impedimento para ser contratado en 
dependencias públicas o empresas 
privadas que verifiquen el registro 
electoral.

4.- Trámites notariales: Limitacio-
nes para realizar trámites ante Nota-
rio Público, como la compraventa de 
bienes inmuebles, realizar testamen-
tos o constituirse en asociaciones o 
sociedades mercantiles, restringien-
do la facultad de ampliar un patri-
monio o una actividad laboral.

5.- Matrimonio: En caso de preten-
der contraer matrimonio, ante el 
Registro Civil se deberá presentar 
un certificado de no inscripción en 
el Registro Nacional de Deudores 
Alimentarios, ya que en caso de en-
contrarse inscrito, podrá ser un im-
pedimento legal para contraer nup-
cias, además de que se cuenta con 
la obligación de notificar a la pareja 
que la persona figura en el registro 
de deudores alimentarios.

6.- Créditos: Limitaciones para ac-
ceder a créditos bancarios o apoyos 
económicos del gobierno, así como 
podrán inmovilizar y asegurar sus 
cuentas bancarias como garantía ali-
mentaria.

7.- Sanciones penales: Siendo es-
pecíficamente contemplado como 
delito, el Incumplimiento de 
Obligaciones Alimentarias, se en-
contraba previamente contempla-
do en los Códigos Penales de los

En México, desde el año de 1917 se 
estableció en el artículo 4o. de la 
Constitución Federal, las obliga-

ciones alimentarias a los ascendientes, 
tutores y custodios, quienes tienen 
la obligación de preservar y exigir el 
cumplimiento de los derechos en fa-
vor de sus hijos, disposición que se 
encuentra vigente hasta la actualidad, 
contemplando desde las necesidades 
más básicas a las más complejas, como 
vivienda digna, acceso a la salud, ali-
mentación y educación, entre otras, 
por lo que, la obligación alimentaria 
se convirtió en un derecho fundamen-
tal para los menores de edad.

No obstante, el otorgamiento de la 
Pensión Alimenticia, se ha encontrado 

Los límites y fallas legales al fijar una pensión 
alimenticia en México

-edicta-julio-202634



Los y fallas legales al fijar una pensión
alimenticia en México

Luis Herrera
Galicia

Doctorante en Derecho Civil, con
Maestría en Derecho Procesal Civil y

Juicio Oral Familiar.
Licenciado en Derecho por la Universi-

dad Nacional Autónoma de México.
Abogado Postulante y Consultor, Socio 

Director de “Herrera y Asociados 

excesiva para el deudor,  puesto 
que tienen que ajustar al procedi-
miento legislado, siendo necesa-
rio realizar una investigación por 
el mismo Juzgador que sea más 
eficaz y justa.

Debemos considerar que los ali-
mentos constituyen el elemento 
económico que permite al indi-
viduo obtener su sustento, por 
lo que se debe establecer un sis-
tema más completo y exhaustivo 
sobre los factores que se deben 
considerar para determinar las 
necesidades de los acreedores 
alimentistas, debiendo tomar en 
consideración todos los factores 
que los rodean, para encontrar 
un mecanismo que pudiese ser 
eficiente para la mayoría de la 
población, sin violentar los dere-
chos personales.

Actualmente, se tiene que consi-
derar que la obligación alimenta-
ria, deberá ser fijada en función 
de la capacidad económica del 
deudor, sin embargo, en este as-
pecto, se deben tomar en cuenta 
el sueldo que percibe el obligado 
alimentario, el entorno de vida 
y signos exteriores de riqueza 
(titularidad de bienes muebles 
o inmuebles, los frutos o pro-
ductos producidos o generados 
por éstos, etc.); en otras pala-
bras, la capacidad económica 
no sólo debe calcularse con base 
en el ingreso manifestado por el 
deudor, ya que éste, en muchos 
casos, puede falsear la informa-
ción o incluso ocultar bienes; es 
por ello complica la función del 
juzgador, quien tendrá que ana-
lizar cuál era el entorno de vida 
del deudor al momento del  in-
cumplimiento y valorar si cambia-
ron las circunstancias reales para 
considerar que sí puede cubrir los 
montos a los que estaba acostum-
brada la familia.

Como consecuencia, debemos 
considerar que la problemáti-
ca no se encuentra al momento 

El tema del presente análisis 
gira en torno a la dificultad 
para el establecimiento de 

una adecuada pensión alimenti-
cia, ya que en el procedimiento 
actual obliga a transitar por un 
trámite tedioso y complicado, 
pues para los Tribunales, es una 
práctica constante exigir la de-
mostración de la necesidad del 
peticionante de los alimentos y 
la posibilidad del obligado de 
proporcionarlos, situación por la 
que se ven impedidos de fijar una 
medida que sea eficiente, ya que 
con la finalidad de no cometer 
alguna arbitrariedad o violar los 
Derechos Humanos de alguna de 
las partes, señalan una obligación 
insuficiente para el acreedor o 

en el cual el obligado alimen-
tario cuenta con un trabajo 
estable, económicamente re-
munerado y que se encuentra 
percibiendo el pago mediante 
una nómina, ya que el ingreso es
comprobable y se acredita con el 
informe de ingresos de la fuente 
de trabajo.

El problema real es cuando el 
deudor alimentario no cuenta 
con una comprobación de sus 
ingresos, dificultando la función 
judicial, teniendo que apoyarse 
de los recursos que se encuen-
tran a su alcance y que en la 
mayoría de los casos, hace com-
plicado establecer una cantidad 
justa y proporcional, violando el 
derecho inalienable del acreedor, 
lo que pone en riesgo la vida, la 
integridad y la salud de quien 
debe recibir alimentos, pues al 
no contar de manera inmedia-
ta con los elementos necesarios 
para procurar los satisfactores de 
sus necesidades, fija una medida 
precautoria de alimentos insufi-
ciente, violando los principios de 
claridad, certeza y celeridad.

Debemos considerar los factores 
sociales, culturales, económicos, 
tecnológicos y demográficos que 
han venido impactando al grupo 
fundamental de la sociedad, que 
son importantes para realizar un 
intento por perfeccionar la Ley en 
materia de alimentos, por consi-
guiente, debemos considerar que 
en cada caso personal, se deben 
tomar en cuenta las necesidades 
que los menores hijos tienen, 
dependiendo de su edad, grado 
escolar, actividades fuera de la 
escuela, actividades deportivas, 
actividades recreativas, necesi-
dades médicas y demás que se 
vayan requiriendo, mismas que 
son cambiantes dependiendo del 
crecimiento del acreedor.

Tenemos que destacar que exis-
ten cada vez más personas que 
se encuentran conscientes de la 

obligación alimentaria, quienes 
de manera voluntaria cumplen 
sin la necesidad de la interven-
ción de los Tribunales, sin em-
bargo, existe una gran parte 
de obligados alimentarios, que 
tienen una postura renuente a 
cumplir con sus obligaciones, en 
muchas ocasiones motivados por 
el odio derivado de la separa-
ción con su pareja, encontrando 
un punto vulnerable en los hijos, 
por lo que, evitan por cualquier 
medio el pago de una cantidad 
suficiente de dinero, dañando a 
personas que no tienen injeren-
cia en la problemática familiar.

Aunado a esto, existe una difi-
cultad en la aplicación de una 
Ley promulgada por el legisla-
dor, ya que en la mayoría de las 
ocasiones, estos no cuentan con 
la experticia para su exacta apli-
cación, por lo que una vez que 
es una norma vigente, limita al 
Juzgador para adoptar un pro-
cedimiento, que no siempre es 
positivo, por lo que es necesario 
adecuar la norma a un procedi-
miento que haga efectivo el de-
recho de todo aquel que tiene 
necesidad de una pensión ali-
menticia.

La norma jurídica obliga al deu-
dor alimentario a cumplir con su 
obligación, ya que en caso con-
trario se podrán usar medidas 
de apremio, con la finalidad de 
obligar al pago de una pensión 
alimenticia, por lo que es im-
portante analizar la capacidad 
económica del deudor alimen-
tario, para imponer una carga, 
así como de las necesidades del 
acreedor, para que el juzgador, 
con base a su experiencia pueda 
fijar una cantidad de dinero, pero 
que, en la mayoría de las ocasio-
nes, es insuficiente para las nece-
sidades o excesiva a la capacidad 
económica.

Debemos considerar que tene-
mos una variedad de estratos so-
ciales, con características peculia-
res y necesidades distintas, por lo 
que es casi imposible que, en una 
medida precautoria, pueda ser 
generalmente eficiente para to-
dos los casos, ya que el legislador 

emite una orden para resolver 
de manera inmediata el otorga-
miento de una pensión alimen-
ticia, sin embargo, eso no quiere 
decir de ninguna manera que la 
misma cantidad sea eficaz. Es tan 
simple como tratar de comparar a 
un obrero que percibe un salario 
mínimo y tiene que proporcionar 
medio salario mínimo de pensión 
alimenticia para cuatro acreedores 
alimentarios, los cuales tendrán 
que sobrevivir con una cantidad 
de dinero que claramente será 
insuficiente, al lado de un profe-
sionista que percibe cuatro veces 
el salario mínimo y solo tiene un 
acreedor alimentario.

Ante esta medida que claramente 
es arbitraria, ya que no se cuenta 
con los elementos o las pruebas 
suficientes para determinar un 
monto que sea adecuado, su-
ficiente y justo para las partes, 
tendrá que ser acompañado de 
diferentes medios de prueba ex-
hibidos por la parte actora, mis-
mos que sirven para acreditar 
las necesidades alimentarias, 
así como el nivel económico de 
vida de las partes involucradas, 
lo que en la práctica no sucede, 
ya que se encuentra viciado, vio-
lando el principio de lealtad, por 
lo que las partes se conducen de 
manera falsa en beneficio de sus 
intereses.

Por lo que no es hasta el mo-
mento en el que el Tribunal 
competente pueda allegarse de 
elementos suficientes, respecto 
de la necesidad alimentaria de 
los acreedores y de la capacidad 
económica del deudor alimenta-
rio, a través de girar oficios a su 
centro de trabajo para que infor-
me de sus ingresos mensuales a 
la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores para que informe los 
montos que tiene en sus cuentas 
bancarias al Registro Público, a 
fin de que informe si es que exis-
ten bienes inscritos a su nombre, 
al Sistema de Administración 
Tributaria (SAT), a fin de que in-
forme respecto de sus declaracio-
nes fiscales, en fin, a las diferen-
tes dependencias, tanto públicas 
como privadas, quienes sin pre-
texto alguno de confidencialidad

o falta de recursos, nieguen infor-
mación al Juzgador, para lo cual 
se requerirá de una reforma es-
tructural para obligar a cualquier 
persona que cuente con informa-
ción, que en realidad pueda ser 
oportuna para la fijación, que la 
rinda de manera inmediata, eso 
tendría como consecuencia que di-
cha medida alimentaria sea lo más 
personalizada posible.

Es importante destacar que, du-
rante el transcurso del proce-
dimiento, el Juez, cuenta con la 
facultad que la Ley le confiere, 
“puede en todo tiempo, en cual-
quier juicio, ordenar la práctica, 
repetición o ampliación de cual-
quier diligencia probatoria”, por 
lo que, haciendo uso de dicha fa-
cultad discrecional, ordena como 
pruebas oficiosas y por parte de 
los peritos que se encuentran 
dentro del mismo Tribunal, las 
PERICIALES EN PSICOLOGIA Y 
TRABAJO SOCIAL. Dichos me-
dios de convicción, son indispen-
sables con la finalidad de que el 
Juzgador cuente con un panora-
ma amplio sobre la situación eco-
nómica de las partes, su modo de 
vivir y sus necesidades alimen-
tarias, sin embargo, nuevamente 
caemos en los vicios de un satu-
rado sistema de impartición de 
justicia, en el que los desahogos 
de dichas periciales pueden tar-
dar hasta 4 o 5 meses, situación 
que ocasiona que se pierda credi-
bilidad en la prontitud y exacti-
tud de los Tribunales.

Por consiguiente, es importan-
te destacar la importancia de la 
modificación y adecuación de 
nuestra legislación vigente, con 
la finalidad de que se ajuste a 
las necesidades de ambas par-
tes en un procedimiento, para 
que en realidad se realice una 
vasta consideración de los argu-
mentos vertidos por las partes, 
concatenando cada uno de los 
medios de prueba y emitiendo 
resoluciones más justas y apega-
das a derecho.
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Mejora de la gestión pública en México: eficiencia 
institucional, integridad y valor público

desigualdad territorial y baja satis-
facción con determinados servicios. 
La Encuesta Nacional de Calidad e 
Impacto Gubernamental 2023 repor-
tó que sólo 50% de la población adul-
ta urbana manifestó satisfacción con 
los servicios públicos básicos y bajo 
demanda; además, apenas 16.2% 
de pagos, trámites o solicitudes de 
servicios públicos se realizó por in-
ternet (INEGI, 2024). Estos datos re-
velan una brecha persistente entre el 
diseño institucional y la experiencia 
real de los usuarios de los servicios 
públicos. 

La gestión pública debe entenderse 
como una función estratégica del 
Estado. Su finalidad no es conservar 
estructuras burocráticas, sino resol-
ver problemas públicos mediante 
decisiones organizadas, técnicamen-
te justificadas y normativamente 
válidas. Desde esta perspectiva, la 
eficiencia administrativa no debe 
confundirse con simple reducción 
del gasto. Un gobierno puede gastar 
menos y, al mismo tiempo, funcio-
nar peor si debilita áreas sustantivas, 
precariza al personal o cancela capa-
cidades técnicas indispensables. La 
verdadera eficiencia consiste en usar 
los recursos públicos de manera ra-
cional, orientada a resultados, con 
control democrático y con impacto 
verificable en la población.

El Programa Especial para la Efi-
ciencia de la Gestión Pública 2025-
2030 plantea una ruta relevante al 
vincular eficiencia del gasto, redi-
seño institucional, simplificación 
administrativa, uso de tecnologías, 
aprovechamiento de bienes públicos 
y mejora en la entrega de servicios. 
Este programa parte de la necesidad 
de evitar duplicidades, racionalizar 
estructuras y fortalecer el desempe-
ño de las dependencias y entidades 
de la Administración Pública Fe-
deral (Presidencia de la República, 
2025). Sin embargo, su éxito depen-
derá de que no se limite a una po-
lítica de compactación administrati-
va, sino que incorpore diagnósticos,

indicadores, responsabilidades cla-
ras y evaluación permanente.
 
Un primer eje para mejorar la ges-
tión pública es fortalecer la planea-
ción institucional. Muchas políticas 
públicas fracasan porque nacen sin 
diagnóstico suficiente, sin informa-
ción territorial, sin presupuesto ade-
cuado o sin indicadores de segui-
miento. La planeación debe permitir 
que cada programa público respon-
da a preguntas básicas: qué proble-
ma atiende, a quién beneficia, con 
qué recursos opera, cómo se medirá 
su avance y qué evidencia demostra-
rá su utilidad. La ausencia de estas 
respuestas favorece la improvisa-
ción, la duplicidad de programas y 
la dispersión del gasto.

El segundo eje es la profesionaliza-
ción del servicio público. Una admi-
nistración pública eficiente requiere 
personas servidoras públicas con co-
nocimientos jurídicos, técnicos, pre-
supuestales, digitales y sociales. No 
basta con la lealtad política ni con 
la experiencia informal: se necesi-
tan perfiles adecuados, capacitación 
continua, evaluación del desempeño 
y condiciones laborales dignas. La 
profesionalización también implica 
fortalecer la ética pública, prevenir 
conflictos de interés y consolidar 
mecanismos de responsabilidad 
administrativa. En este sentido, la 
OCDE ha señalado que las políticas 
anticorrupción requieren no sólo 
marcos normativos, sino mecanis-
mos efectivos de implementación, 
seguimiento y control (OCDE, 2024).
 
Un tercer eje es la simplificación ad-
ministrativa. En México, gran parte 
de la ciudadanía experimenta al Es-
tado a través de trámites: licencias, 
permisos, registros, pagos, solicitu-
des, actas, constancias y autoriza-
ciones. Cuando esos procedimientos 
son lentos, repetitivos o confusos, 
se produce una pérdida de tiem-
po, dinero y confianza. Además, la 
complejidad administrativa puede 
abrir espacios para la corrupción. 

La mejora de la gestión públi-
ca en México constituye uno 
de los problemas centrales del 

Estado contemporáneo. No se tra-
ta únicamente de reducir trámites, 
digitalizar servicios o reorganizar 
oficinas gubernamentales, sino de 
transformar la manera en que las 
instituciones producen valor públi-
co, administran recursos, atienden 
a la ciudadanía y garantizan dere-
chos. Una gestión pública moderna 
debe ser legal, eficiente, transpa-
rente, profesional, tecnológicamen-
te capaz y socialmente sensible. En 
otras palabras, debe servir para que 
el Estado funcione mejor en la vida 
cotidiana de las personas.

En México, la relación entre ciuda-
danía y administración pública con-
tinúa marcada por problemas de 
confianza, lentitud, discrecionalidad, 

Más allá de la pensión alimenticia: corresponsabilidad
parental y valoración de la carga económica, temporal y 
de cuidados asumida por el progenitor custodio en México

Introducción

La separación de una pareja no extin-
gue las responsabilidades derivadas 
de la maternidad y la paternidad. 
Cuando existen hijas o hijos menores 
de edad, ambos progenitores conser-
van el deber de garantizar su alimen-
tación, salud, educación, vivienda, 
seguridad y desarrollo integral. El 
artículo 4.º de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos es-
tablece que el interés superior de la 
niñez debe orientar las decisiones y 
actuaciones del Estado, y que niñas y 
niños tienen derecho a satisfacer sus 
necesidades de alimentación, salud, 
educación y sano esparcimiento.1

En los conflictos familiares, esta obli-
gación suele materializarse median-
te una pensión a cargo de quien no 
ejerce la guarda y custodia. El meca-
nismo es indispensable, pero puede 
transmitir la idea equivocada de que 
las responsabilidades quedan divi-
didas entre una persona que paga 
y otra que administra. En realidad, 
quien convive diariamente con los 
menores aporta recursos propios, 
vivienda, servicios, alimentación di-
recta, traslados, acompañamiento 
escolar, atención médica, organiza-
ción y disponibilidad permanente. 
La desigualdad surge cuando tales 
contribuciones se vuelven invisibles 
y la pensión se calcula como si fuera 
la única forma jurídicamente relevan-
te de cumplimiento.

1. La obligación alimentaria como 
responsabilidad integral
El Código Civil Federal dispone que 
la obligación de proporcionar ali-
mentos es recíproca y que éstos com-
prenden comida, vestido, habitación, 
asistencia en caso de enfermedad 
y los gastos necesarios para la edu-
cación de las personas menores de 
edad. También exige que su cuantía 
sea proporcional a las posibilidades 
de quien debe proporcionarlos y a 
1 México, Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, art. 4.º, texto vigente, 
Cámara de Diputados del H. Congreso de 
la Unión, consultado el 3 de agosto de 2026.

las necesidades de quien los recibe2. 
Estas reglas operan como referencia 
general, sin perjuicio de la legislación 
civil o familiar aplicable en cada enti-
dad federativa.

La proporcionalidad no debe redu-
cirse a comparar el ingreso del pro-
genitor no custodio con una relación 
mensual de gastos. La obligación ali-
mentaria comprende todos los recur-
sos, servicios y actividades necesarios 
para asegurar una vida digna. Cuan-
do un progenitor incorpora a sus hijos 
a su hogar, cumple parcialmente me-
diante la vivienda, los servicios, la ali-
mentación y los cuidados cotidianos. 
La Ley General de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes refuerza esta in-
terpretación al ordenar que quienes 
ejercen patria potestad, tutela, guarda 
o custodia cumplan coordinadamen-
te sus deberes, aun cuando habiten en 
domicilios distintos3.

La Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha establecido que la aporta-
ción alimentaria del progenitor que 
incorpora a la persona acreedora a 
su hogar debe valorarse de manera 
integral y oficiosa. La autoridad no 
puede limitarse al dinero desembol-
sado; debe ponderar el trabajo rea-
lizado para procurar el bienestar de 
niñas, niños y adolescentes4. De este 
modo, la incorporación al hogar no 
equivale solamente a proporcionar 
una habitación: incluye preparación 
de alimentos, supervisión, atención 

2 México, Código Civil Federal, arts. 301, 308, 
309, 311 y 312, última reforma publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 14 de 
noviembre de 2025, Cámara de Diputados 
del H. Congreso de la Unión.
3 México, Ley General de los Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes, arts. 104 y 105, 
última reforma publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 15 de enero de 2026, 
Cámara de Diputados del H. Congreso de 
la Unión.
4 Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
Primera Sala, tesis 1a./J. 96/2023 (11a.), 
“Alimentos. La aportación alimentaria 
del progenitor que incorpora a la persona 
acreedora a su hogar debe valorarse de 
manera integral y oficiosa”, registro digital 
2027001.
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médica, acompañamiento y adminis-
tración de la vida diaria.

2. La carga económica, temporal y 
mental de la custodia
Quien ejerce la guarda y custodia 
enfrenta gastos previsibles, como 
alimentación, vivienda, ropa, trans-
porte y materiales escolares, pero 
también necesidades imprevistas que 
no pueden esperar una autorización 
o un nuevo depósito. Medicamentos, 
consultas urgentes, estudios clínicos, 
reparaciones, materiales solicitados 
por la escuela y sustitución de obje-
tos indispensables suelen ser cubier-
tos inicialmente por la persona con 
quien viven los menores. Aunque 
posteriormente pueda solicitarse 
una aportación adicional, la urgen-
cia obliga a resolver con los recursos 
disponibles. La custodia implica, por 
tanto, asumir el riesgo económico in-
mediato de la crianza.

A esa carga se añade el tiempo. Pre-
parar desayunos, comidas y cenas; 
llevar a los menores a la escuela; revi-
sar tareas; asistir a reuniones; atender 
enfermedades; acompañar a consul-
tas; organizar horarios y permane-
cer disponible ante emergencias son 
actividades indispensables. También 
existe una carga mental: recordar 
citas, tratamientos, vacunas, pagos, 
materiales, actividades y necesidades 
emocionales. Aunque muchas de es-
tas tareas no producen comproban-
tes, tienen valor económico y social.

3. Igualdad formal y equidad ma-
terial
Dividir todos los gastos por mitades 
puede generar apariencia de justicia 
sin producir equidad material. La 
igualdad formal supone cantidades 
semejantes; la equidad exige conside-
rar ingresos, patrimonio, tiempo de 
convivencia, aportaciones en especie 
y trabajo de cuidados. Si el progeni-
tor custodio proporciona vivienda, 
alimentación, transporte y atención 
directa, esas contribuciones deben in-
corporarse al cálculo. De lo contrario, 
puede cubrir una proporción econó-
mica comparable a la del otro proge-
nitor y, además, asumir casi todas las 
actividades cotidianas.

El trabajo de cuidados no debe en-
tenderse como una expresión es-
pontánea de afecto carente de valor

jurídico. Es una actividad indispen-
sable para la reproducción de la vida, 
el ejercicio de derechos y el funcio-
namiento familiar5. Reconocerlo no 
significa fijar un salario por cada co-
mida o por cada hora de acompaña-
miento, sino admitir que quien cuida 
ya cumple una parte sustancial de la 
obligación alimentaria. Esa valora-
ción puede incidir en el porcentaje de 
la pensión, en la distribución de gas-
tos extraordinarios o en la asignación 
de obligaciones directas al progeni-
tor no custodio. La pensión tampoco 
puede convertirse en el precio de la 
desvinculación cotidiana. La corres-
ponsabilidad comprende informarse 
sobre la salud y educación de los hi-
jos, participar en decisiones relevan-
tes, atender emergencias, cumplir el 
régimen de convivencia y colaborar 
en actividades compatibles con las 
circunstancias familiares. El interés 
superior de la niñez exige que estas 
responsabilidades se distribuyan sin 
convertir a los menores en instru-
mentos de conflicto.

4. Participación, transparencia y 
mecanismos de distribución
La Suprema Corte ha determinado 
que, como regla general, el progeni-
tor custodio no está obligado a rendir 
una contabilidad detallada de cada 
cantidad recibida. Exigir compro-
bantes de todas las erogaciones sería 
desproporcionado, porque numero-
sos gastos cotidianos y cuidados in-
materiales son difíciles de documen-
tar6. No obstante, la inexistencia de 
una rendición contable permanente 
no autoriza la opacidad: el otro pro-
genitor debe tener una participación 
activa, equitativa y transparente en 
la crianza y recibir información rele-
vante sobre salud, educación y nece-
sidades extraordinarias.

Las sentencias y convenios deberían 
5 Laura C. Pautassi, El cuidado como cuestión 
social desde un enfoque de derechos, Serie 
Mujer y Desarrollo 87 (Santiago de Chile: 
Comisión Económica para América Latina 
y el Caribe, 2007).
6Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
Primera Sala, tesis 1a./J. 3/2023 (11a.), 
“Pensión alimenticia de la persona menor 
de edad. No es una obligación para el 
progenitor que ejerce la guarda y custodia 
rendir cuentas de su administración al 
deudor alimentario, pero sí debe brindarle 
a éste participación activa, equitativa y 
transparente en la crianza del menor de 
edad”, registro digital 2026288.

distinguir entre gastos ordinarios, ex-
traordinarios y urgentes. Los prime-
ros son periódicos y previsibles; los 
segundos derivan de acontecimien-
tos relevantes no comprendidos en 
la pensión habitual, y los terceros re-
quieren atención inmediata. También 
conviene precisar qué porcentaje co-
rresponde a cada progenitor, cómo 
se comunicarán las emergencias y en 
qué plazo deberán reembolsarse las 
cantidades cubiertas inicialmente por 
uno de ellos.

La autoridad tendría que elaborar 
un diagnóstico integral de la diná-
mica familiar. Además de investigar 
los ingresos y bienes de ambos pro-
genitores, debe determinar quién 
proporciona vivienda, quién efectúa 
traslados, quién atiende enfermeda-
des, quién supervisa tareas y cuánto 
tiempo permanece cada persona con 
los menores. Las resoluciones pue-
den asignar obligaciones directas, 
como cubrir seguro médico, colegia-
turas, tratamientos o actividades for-
mativas, y deben prever revisiones 
cuando cambien sustancialmente las 
necesidades infantiles o las posibili-
dades económicas y laborales de los 
progenitores.

Conclusiones
La pensión alimenticia no debe es-
tudiarse como una transferencia ais-
lada, sino como parte de un sistema 
integral de corresponsabilidad pa-
rental. El progenitor custodio no es 
un simple administrador de recursos: 
aporta dinero, bienes, servicios, tiem-
po, organización y cuidados. Una 
distribución jurídicamente equitativa 
exige valorar todas esas contribu-
ciones, con independencia de que la 
custodia corresponda a la madre o al 
padre, y requiere que el progenitor 
no custodio participe activamente y 
asuma proporcionalmente los gastos 
extraordinarios y urgentes.

Reconocer la carga integral de la cus-
todia no pretende beneficiar a uno 
de los progenitores en perjuicio del 
otro. Su finalidad es impedir que las 
responsabilidades diarias recaigan 
injustificadamente sobre una sola 
persona y garantizar que las necesi-
dades de niñas, niños y adolescentes 
sean satisfechas de manera continua, 
suficiente y corresponsable. 
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dos mundos que aparentemente son 
distintos: la prevención jurídica empre-
sarial y la perspectiva de género. Como 
abogada corporativa, mi trabajo con-
siste en identificar riesgos antes de que 
se conviertan en contingencias. Aplicar 
perspectiva de género exige algo seme-
jante: mirar antes de decidir, cuestionar 
aquello que hemos normalizado y de-
tectar si una estructura aparentemente 
neutral está generando consecuencias 
que nunca nos propusimos producir. 
No se trata de asumir que toda diferen-
cia es discriminación. Una mirada seria 
exige contexto, hechos y evidencia; pre-
cisamente por eso resulta compatible 
con el rigor jurídico. 

También debemos evitar convertir la 
perspectiva de género en una consigna. 
Si partimos de que todas las mujeres vi-
ven la misma realidad, dejamos de mi-
rar. Si suponemos que cualquier resul-
tado desigual necesariamente deriva de 
discriminación, dejamos de analizar. Y 
si pensamos que incorporar esta pers-
pectiva significa renunciar al mérito, 
construimos una falsa oposición. El ob-
jetivo no es sustituir criterios empresa-
riales, sino enriquecerlos con informa-
ción que antes podía quedar fuera de la 
decisión. 

Después de trabajar con empresas, em-
prendedoras y organizaciones de muje-
res, mi conclusión es que el avance no 
puede medirse solamente por cuántas 
mujeres logran entrar a determinados 
espacios. También debemos observar 
bajo qué condiciones pueden permane-
cer, crecer, decidir y liderar dentro de 
ellos. Ahí es donde la ley encuentra a 
la realidad. 

La perspectiva de género no termina 
cuando conocemos la norma; empieza 
cuando aprendemos a mirar con ella. 
La ley establece derechos, obligaciones 
y principios. Nosotros, desde las em-
presas, las organizaciones y los espa-
cios de liderazgo, decidimos todos los 
días cómo convertirlos en realidad. Y 
quizá ése sea el cambio más profundo: 
comprender que mirar distinto no sig-
nifica decidir a favor de alguien, sino 
decidir con una visión más completa de 
aquello que tenemos frente a nosotros. 

Perspectiva de género: de lo que dice la ley a cómo miramos 
la realidad y aplicamos el Derecho

la manera en que somos capaces de lle-
varla a nuestras decisiones cotidianas. 

Porque una empresa puede afirmar que 
trata igual a todas las personas y, aun 
así, conservar prácticas que producen 
resultados diferentes. Puede tener una 
política de no discriminación y mante-
ner procesos de contratación, promo-
ción o desarrollo profesional que nunca 
han sido revisados desde esta mirada. 
Ahí es donde la perspectiva de género 
deja de ser un concepto y se convierte 
en una herramienta de decisión empre-
sarial. La pregunta no es únicamente 
“¿cumplo con la ley?”, sino también 
“¿estoy viendo aquello que mi forma 
habitual de decidir me impide ver?”. 

Esta reflexión tiene además una di-
mensión práctica. La Norma Mexicana 
NMX-R-025-SCFI-2015 en Igualdad La-
boral y No Discriminación, actualmen-
te vigente y de adopción voluntaria, lle-
va esta materia a procesos verificables 
dentro de los centros de trabajo: reclu-
tamiento, selección, movilidad, capaci-
tación, igualdad salarial, prevención de 
violencia laboral y corresponsabilidad 
entre la vida laboral, familiar y perso-
nal. Es una muestra de algo que consi-
dero fundamental: la igualdad deja de 
ser discurso cuando entra en los proce-
sos mediante los cuales una organiza-
ción toma decisiones. 

Lo he visto también desde otra posi-
ción: acompañando a mujeres empren-
dedoras y empresarias. Durante años 
se ha hablado de “empoderar a las muje-
res”. Yo prefiero otra idea. Toda mujer 
es poderosa. No necesita que alguien le 
otorgue poder; muchas veces necesita 
condiciones, conocimiento y estructura 
para poder ejercerlo. Una emprende-
dora puede tener talento y visión, pero 
también necesita herramientas para 
constituir correctamente su empresa, 
proteger su patrimonio, negociar con-
tratos, entender sus derechos y obliga-
ciones, acceder a espacios de decisión y 
construir redes que amplíen sus opor-
tunidades. Para mí, esa también es una 
forma concreta de trabajar la perspecti-
va de género. 

Esta experiencia me ha hecho conectar 

Vero Bonilla 
Abogada corporativa, empresaria
y fundadora de Emprende Mujer 

Perspectiva de género es, para mí, 
aprender a mirar antes de decidir. 
Es preguntarnos, de manera cons-

ciente, si una misma regla, una misma 
oportunidad o una misma decisión im-
pacta realmente igual a una mujer que 
a un hombre. No significa favorecer a 
las mujeres por serlo, ni sustituir una 
desigualdad por otra. Significa recono-
cer algo que el Derecho ha ido incorpo-
rando con mayor claridad: una regla 
aparentemente neutral puede producir 
efectos distintos cuando las condicio-
nes de partida también son distintas. 

México cuenta hoy con un marco jurí-
dico que reconoce la igualdad sustan-
tiva y define la perspectiva de género 
como una metodología para identificar, 
cuestionar y valorar la discriminación, 
la desigualdad y la exclusión de las mu-
jeres. La Ley General para la Igualdad 
Sustantiva entre Mujeres y Hombres, 
reformada en enero de 2026, forma 
parte de ese andamiaje. Pero, después 
de años ejerciendo como abogada y 
acompañando empresas, estoy conven-
cida de que el verdadero reto comienza 
donde termina la lectura de la ley: en 
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ELEGANCIA Y VERSATILIDAD
QUE SE ADAPTAN EN CUALQUIER VIAJE 
 
Tras el verano, el regreso a la rutina representa una 
oportunidad para reorganizarse, retomar proyectos 
y comenzar con una mentalidad renovada. Pen-
sando en las necesidades del profesional moderno, 
Victorinox presenta su colección Altmont Modern, 
una colección de mochilas y bolsos diseñada para 
acompañar cada jornada con estilo, funcionalidad y 
versatilidad.  

Inspirada en un estilo de vida dinámico y urbano, 
Altmont Modern destaca por su amplia variedad de 
modelos que se adaptan a distintas actividades, desde 
el trabajo en oficina hasta la movilidad diaria, viajes 
cortos o jornadas híbridas.  

DISEÑO VERSÁTIL Y CONTEMPORÁNEO 
Uno de los grandes diferenciales de Altmont Modern 
es su estética minimalista y contemporánea, que la 
convierte en una colección completamente unisex, 
adaptable a cualquier estilo personal. Disponible en 
una gama de colores neutros y sofisticados — como 
negro, azul y tonos modernos— cada pieza se integra 
fácilmente en cualquier entorno, desde el corporativo 
hasta el casual. 
 
FUNCIONALIDAD PENSADA EN CADA DETALLE 
Cada producto está diseñado para optimizar la expe-
riencia del usuario:  
●	 Compartimentos acolchados para dispositivos 

electrónicos  
●	 Organización interna inteligente  
●	 Materiales resistentes para el uso diario  
●	 Diseño ligero que facilita la movilidad  
 
UNA SOLUCIÓN PARA CADA ESTILO DE VIDA 
La colección ofrece diferentes formatos pensados para 
cubrir necesidades:  

BACKPACKS (MOCHILAS)  
Ideales para el día a día laboral o académico, con 
compartimentos inteligentes para laptop, documen-
tos y accesorios. Perfectas para quienes se mueven 
constantemente entre casa, oficina y espacios de tra-
bajo flexibles.  

CROSSBODY Y BOLSAS COMPACTAS  
Opciones ligeras para quienes buscan movilidad y ac-
ceso rápido a sus pertenencias esenciales, ideales para 
desplazamientos urbanos o reuniones rápidas.  

 
MALETAS 
Mochilas 2 en 1 y deportivas que te acompañarán 
para tus viajes de negocios, brindando espacio de 
almacenamiento y estilo a cada paso. 

COLECCIÓN
ALTMONT
MODERN
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El alegato de oreja

Javier Romo
Michaud

Profesor de la Facultad de Derecho de 
la Universidad Nacional Autónoma de 

México.
Presidente del Colegio de Profesores de 

Teoría y Filosofía del Derecho

En un audio de clase en la Uni-
versidad Nacional Autónoma 
de México, nuestro colabora-

dor Alberto del Castillo del Valle 
hizo referencia a los alegatos de 
oreja, surgiendo de ellos esta cola-
boración de uno de sus colegas y 
amigos.

Hace unos días escuché un pod-
cast de mi amigo, el prestigiado 
profesor universitario, Dr. Alber-
to del Castillo del Valle, autor de 
múltiples libros sobre el juicio de 
amparo y muy experimentado li-
tigante. El tema de ese día trataba 
sobre la importancia y los benefi-
cios del llamado “alegato de ore-
ja”. Explicó que eso como muchas 
otras cosas, lo aprendió de su men-
tor académico y profesional, el afa-
mado también Dr. Ignacio Burgoa 
Orihuela, de quien tuve la oportu-
nidad de ser alumno en la especia-
lidad en Derecho Constitucional y 
Administrativo.

En seguida que escuché su diser-
tación le escribí para felicitarlo e 
intercambiamos unos cuantos men-
sajes amistosos. Le dije entre otras 
cosas, que su alocución me recordó 
cierto artículo publicado en la re-
vista Nexos hace algunos años por 
dos académicos, uno de los cuales 
entiendo que no es abogado (lo cual 
lo disculpa en parte), en donde ana-
lizan el mismo tema y concluyen 
todo lo contrario, que es injusto, 
antidemocrático y que debería ser 
ilegal como se practica en México, 
o bien, que debería regularse como 
en los Estados Unidos.

Creo que esa opinión revela falta de 
experiencia en el litigio. Desde lue-
go hay que saber hacer el alegato de 
oreja, se requiere mucho tacto, pru-
dencia, mesura y recomiendo ser 
breve; y por supuesto, que lo que 
no se haga valer en tiempo y forma 
en el expediente, carece de validez 
jurídica. Este es uno de esos casos 
en donde, desde el cubículo del in-
vestigador exclusivamente teórico, 
las cosas se ven de cierta manera, 

que es muy diferente a la visión 
que deja el aprendizaje proveniente 
de la experiencia en la práctica ju-
rídica.

Sin duda yo coincido con mi ami-
go Alberto. En la práctica profe-
sional como litigante he confirma-
do su gran utilidad en múltiples 
ocasiones e incluso los juzgadores 
la mayoría de las veces lo agrade-
cen, aunque también me topé con 
alguno que no simpatizaba con esa 
práctica tan común en nuestro foro.

Cuando ejercí la función jurisdiccio-
nal por seis años, del otro lado del 
escritorio, pude ver sus ventajas y 
nunca sentí amenazada mi libertad 
de conciencia ni comprometida mi 
imparcialidad y objetividad para 
impartir justicia, como lo apuntan 
los coautores del artículo referi-
do, cuya liga electrónica dejo para 
quien se interese en leerlo. Confieso 
que algunas veces lo que me decían 
los justiciables, cuando ejercían su 
derecho a ser literalmente escucha-
dos, eran solo desahogos anodinos 
o ajenos a la litis, más apropiados 
para su sesión de psicoterapia.

ht tps ://el juegodelacorte .ne -
xos.com.mx/¿son-democrati -
cas-las-audiencias-de-oreja-u-oi-
do/

El podcast de mi colega y amigo a 
quien saludo y felicito, no lo pue-
do agregar a esta publicación, dado 
que no cuento con la referencia 
electrónica, ya que la compartió en 
su efímero estado de Whats App de 
aquel día.

“ALEGATOS DE OREJA. Razo-
namientos que se esbozan de viva 
voz ante el juzgador, fuera de au-
diencia, en una plática informal, 
en que se hacen ver los pormeno-
res del asunto. Son comunes en 
amparo directo, cuando el aboga-
do visita al juzgador en su ofici-
na y le plantea las bondades del 
asunto para su cliente”.  Alberto 
del Castillo del Valle
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o bien, que debería regularse como 
en los Estados Unidos.

Creo que esa opinión revela falta de 
experiencia en el litigio. Desde lue-
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no se haga valer en tiempo y forma 
en el expediente, carece de validez 
jurídica. Este es uno de esos casos 
en donde, desde el cubículo del in-
vestigador exclusivamente teórico, 
las cosas se ven de cierta manera, 

que es muy diferente a la visión 
que deja el aprendizaje proveniente 
de la experiencia en la práctica ju-
rídica.

Sin duda yo coincido con mi ami-
go Alberto. En la práctica profe-
sional como litigante he confirma-
do su gran utilidad en múltiples 
ocasiones e incluso los juzgadores 
la mayoría de las veces lo agrade-
cen, aunque también me topé con 
alguno que no simpatizaba con esa 
práctica tan común en nuestro foro.

Cuando ejercí la función jurisdiccio-
nal por seis años, del otro lado del 
escritorio, pude ver sus ventajas y 
nunca sentí amenazada mi libertad 
de conciencia ni comprometida mi 
imparcialidad y objetividad para 
impartir justicia, como lo apuntan 
los coautores del artículo referi-
do, cuya liga electrónica dejo para 
quien se interese en leerlo. Confieso 
que algunas veces lo que me decían 
los justiciables, cuando ejercían su 
derecho a ser literalmente escucha-
dos, eran solo desahogos anodinos 
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El podcast de mi colega y amigo a 
quien saludo y felicito, no lo pue-
do agregar a esta publicación, dado 
que no cuento con la referencia 
electrónica, ya que la compartió en 
su efímero estado de Whats App de 
aquel día.

“ALEGATOS DE OREJA. Razo-
namientos que se esbozan de viva 
voz ante el juzgador, fuera de au-
diencia, en una plática informal, 
en que se hacen ver los pormeno-
res del asunto. Son comunes en 
amparo directo, cuando el aboga-
do visita al juzgador en su ofici-
na y le plantea las bondades del 
asunto para su cliente”.  Alberto 
del Castillo del Valle

En pláticas de café, grupos de mensajería y pasillos 
de juzgados se repite una idea arraigada: «En Mé-
xico, la ley siempre favorece a la mujer y deja desarmado 
al hombre». Del otro lado, se asume que las normas 
son terreno exclusivo del machismo tradicional. La 
práctica jurídica real, sin embargo, desmiente ambos 
extremos.

Lejos de los mitos, ¿qué trato da verdaderamente la 
legislación mexicana a los varones? ¿Cuáles son sus 
derechos reales de paternidad y debido proceso, y 
dónde marca la ley una línea infranqueable cuando 
se busca perjudicarlos usando información privada?

La frontera digital: Revisar celulares y tomar fotos 
no es prueba, es delito
Uno de los escenarios más comunes en litigios de 
divorcio, custodia o acusaciones penales ocurre en el 
terreno íntimo: una expareja toma el teléfono móvil 
del hombre sin su consentimiento, desbloquea el dis-
positivo o aprovecha un descuido, y toma fotografías 
de conversaciones de WhatsApp, correos electróni-
cos, imágenes personales o registros bancarios para 
presentarlos ante el juez “como prueba contundente”.

En la legislación mexicana, esta conducta choca de 
frente con la Constitución y el Código Penal Federal. 

1. La inviolabilidad de las comunicaciones privadas
El Artículo 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos es categórico: las comu-
nicaciones privadas son inviolables. La ley sancionará 
penalmente cualquier acto que atente contra la li-
bertad y la privacidad de las mismas, salvo que sean 
aportadas de forma voluntaria por alguno de los 
individuos que participan directamente en la conver-
sación.

Esto significa que si una persona no forma parte de 
una conversación y toma capturas o fotos de la pan-
talla de un teléfono ajeno sin autorización judicial ni 
consentimiento expreso, está cometiendo una viola-
ción directa de derechos humanos fundamentales.

Francisco Áureo 
Acevedo Castro

Licenciado en Derecho.
Especialista en materia Penal.

Miembro de NITA (National Institute 
for Trial Advocacy).

Conferencista en diferentes foros.

La Asesoría Jurídica

En esta ocasión considero im-
portante hablar de la figura del 
asesor jurídico, esto en razón 

de que me he encontrado con auto-
ridades que no acuerdan de confor-
midad promociones firmadas por 
la asesoría y exigen que la firmen 
las víctimas.

La figura del asesor jurídico tiene 
como finalidad la representación 
de las víctimas u ofendidos ante la 
autoridad, con las mismas faculta-
des del defensor, es decir, así como 
el defensor firma las promociones 
en representación, transcribo el ar-
tículo 110 del CNPP 

Artículo 110. Designación de 
Asesor jurídico 
…
La intervención del Asesor jurí-
dico será para orientar, asesorar 
o intervenir legalmente en el 
procedimiento penal en repre-
sentación de la víctima u ofen-
dido. 
En cualquier etapa del procedi-
miento, las víctimas podrán ac-
tuar por sí o a través de su Asesor 
jurídico, quien sólo promoverá 
lo que previamente informe a 
su representado. El Asesor jurí-
dico intervendrá en representa-
ción de la víctima u ofendido en 
igualdad de condiciones que el 
Defensor.

Ahora, esto sumado al principio de 
igualdad de partes e igualdad pro-
cesal, que se contiene en los artícu-
lo 10 y 11 todos del CNPP.

Resulta importante esta circuns-
tancias, puesto que me encontré 
con un acuerdo donde un Juez 
Administrador, no tuvo por pre-
sentado el escrito de acusación 
coadyuvante que firmó la asesora 
jurídica, ya que para el Juez ten-
dría que firmarlo la víctima, y en 
ese asunto, la víctima es una me-
nor representada por su madre, 
luego resulta que la menor no sabe 
firmar, la madre no sabe derecho y 
a ambas las representa la asesora 
juridica; parece algo mas de forma, 

en su caso de fondo, pero afecta el 
acceso a la justicia.

No se puede exigir a la víctima la 
firma de documentos cuando para 
eso se crea la figura del asesor, 
para la representación de la misma 
forma que el defensor. 

Desde mi punto de vista esa postu-
ra es regresiva, sería como cuando 
solo existía la figura del coadyu-
vante, que todo lo tenía que hacer 
por medio de la fiscalía o entonces 
procuraduría, sin embargo esa no 
es la finalidad del legislador.

Ejemplo de tesis para fines ilustra-
tivos:

Registro digital: 2021104
Instancia: Tribunales Colegiados 
de Circuito
Tipo: Aislada

DESCUBRIMIENTO PROBA-
TORIO DE LA PRUEBA PERI-
CIAL EN EL SISTEMA PENAL 
ACUSATORIO. CONFORME 
AL ARTÍCULO 337 DEL CÓDI-
GO NACIONAL DE PROCEDI-
MIENTOS PENALES, LA VÍCTI-
MA U OFENDIDO, EL ASESOR 
JURÍDICO, EL ACUSADO O SU 
DEFENSOR, DEBEN REALI-
ZARLO A MÁS TARDAR TRES 
DÍAS ANTES DEL INICIO DE 
LA AUDIENCIA INTERME-
DIA, DE LO CONTRARIO, PRE-
CLUYE SU DERECHO A OFRE-
CERLA.

Conclusión; es importante que 
quien juzga tenga muy presente 
y determinada la labor del Asesor 
Jurídico, es una figura que se erigió 
con la finalidad de que la víctima 
u ofendido tengan una representa-
ción real y objetiva, puede firmar 
las promociones en representa-
ción, sí, claro, limitar su ejercicio es 
limitar el acceso a la justicia.

Lic. Francisco Áureo
Acevedo Castro

aureoac28@gmail.com

-edicta-Febrero-202354

La proteccion de la indentidad en materia penal
El artículo transcrito no habla de perso-
na moral, sino de física o ¿lo interpreta-
remos ambiguo?, ¿y sí se usurpan ban-
cos, principalmente para defraudar o 
robar el patrimonio?, y ¿esa figura como 
se podría cotemplar como fraude?, o ¿se 
requiere un tipo penal especial?

Considero que es importante que la le-
gislación penal alcance a la teconología 
en cuanto a los delitos que se estan y 
seguiran cometiendo precisamente por 
avances tecnológicos.

La protección de datos, la ciberseguri-
dad, etc., deben tomarse en serio en las 
empresas de cualquier tamaño, para 
prevenir y no ser o ser lo menos posbile 
vulneradas.

Al respecto dejo la siguiente tesis para 
reflexión, por identidad jurídica sustan-
cial, por cierto:

Registro digital: 2022198
Instancia: Primera Sala
Décima Época
Materias(s): Administrativa
Tesis: 1a. XLII/2020 (10a.)
Tipo: Aislada
INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. 
CONFORME A LO ESTABLECIDO 
EN LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCU-
LO 113 DE LA LEY FEDERAL DE 
TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA, PUEDE 
SER CONSIDERADA LA DE LAS 
PERSONAS JURÍDICAS QUE CON-
TENGA LOS DATOS SOBRE SU DO-
MICILIO, SUS COMUNICACIONES, 
O CIERTOS INFORMES ECONÓMI-
COS, COMERCIALES Y AQUELLOS 
INHERENTES A SU IDENTIDAD 
QUE DEBEN ESTAR PROTEGIDOS 
FRENTE A INTROMISIONES ILEGÍ-
TIMAS.

Hechos: En un procedimiento ad-
ministrativo seguido a una empresa 
por parte de la Comisión Federal de 
Competencia Económica (COFECE), 
se emitió una resolución mediante la 
que se sancionó a la misma por haber-
se estimado la comisión de prácticas 
económicas absolutas; dicha empre-
sa reclamó en amparo indirecto la 
versión pública de la resolución de 
mérito, mediante la que se ordenó la 
publicación y difusión de sus datos 
de identificación, por haberse tratado 
de una persona jurídica; así como lo 
establecido en el artículo 113, fracción 
I, de la Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública, al 
haber estimado que resultaba incons-
titucional al sólo proteger la infor-
mación que contuviera los datos de

identificación de las personas físicas, 
y no así los de las personas jurídicas, 
como era su caso.

Criterio jurídico: La Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción determina que del contenido lite-
ral de la porción normativa en comen-
to, que establece como información 
confidencial aquella que contenga 
datos personales concernientes a una 
persona física identificada o identifi-
cable, no se advierte que excluya ex-
presamente de esa tutela a las perso-
nas jurídicas en cuanto a su domicilio 
y sus comunicaciones, o bien, ciertos 
informes económicos, comerciales 
o inherentes a su identidad que, de 
suyo, sí deben estar protegidos frente 
a intromisiones ilegítimas.

Justificación: Lo que se obtiene de la 
norma no explicitada, derivada de lo 
establecido en el diverso ordenamien-
to al que, precisamente, se debe tal 
disposición, por deferencia jerárquica, 
es decir, por virtud del entendimiento 
que confiere la Ley General de Trans-
parencia y Acceso a la Información 
Pública, en su artículo 116, respec-
to a que los datos que se consideran 
confidenciales son los concernientes 
a cualquier persona en términos am-
plios, esto es, tanto a las físicas como 
a las jurídicas. Además, en atención al 
principio pro persona, al que hacen 
alusión tanto el artículo 1o. constitu-
cional como la parte final del artículo 
6 de la aludida Ley General, de los 
posibles significados que puedan atri-
buírsele a la fracción I del artículo 113 
en cuestión, el que mayor beneficio 
genera es aquel que no acota la pro-
tección de datos confidenciales a un 
tipo de persona, sino a las personas 
físicas y jurídicas, en términos gene-
rales. Sin que lo anterior exima de la 
posibilidad de ponderar la protección 
de los datos confidenciales de las per-
sonas jurídicas, con la posibilidad de 
conculcar los derechos de terceros.

Amparo en revisión 884/2018. 15 
de mayo de 2019. Cinco votos de los 
de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Luis María Aguilar Mo-
rales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernán-
dez. Secretario: Luis Mauricio Rangel 
Argüelles.

Esta tesis se publicó el viernes 09 de 
octubre de 2020 a las 10:19 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación.

El Código Penal de la Ciudad de Mé-
xico, establece que:

“CAPÍTULO III
USURPACIÓN DE IDENTIDAD

Artículo 211 Bis.- Al que por cualquier 
medio usurpe, con fines ilícitos, la 
identidad de otra persona, u otorgue 
su consentimiento para llevar a cabo 
la usurpación en su identidad, se le 
impondrá una pena de uno a cinco 
años de prisión y de cuatrocientos a 
seiscientos días multa. 

Se aumentaran en una mitad las pe-
nas previstas en el párrafo anterior, a 
quien se valga de la homonimia, pare-
cido físico o similitud de la voz para 
cometer el delito establecido en el pre-
sente artículo.”

La pregunta es, ¿está completo este artí-
culo del Código Penal de la Ciudad de 
México protege en forma completa el fin 
que persigue el Derecho Penal? ¿abarca 
todas o la mayoría de las hipotesis que 
se pueden presentar o que ya se presen-
tan? yo considero que no. La tecnología 
camina demasiado rápido, se aprecian 
conductas que en ocasiones no contem-
pla el Código Penal, y la analogía está 
prohibida, luego esto lleva a impunidad. 
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2. La regla de exclusión probatoria: Lo ilícito 
no vale en juicio
Tanto en materia penal como en materia civil 
y familiar, opera la doctrina del fruto del ár-
bol envenenado:

•	 Toda prueba obtenida mediante la vulne-
ración de derechos humanos es nula de 
pleno derecho.

•	 Si la contraparte presenta fotos tomadas 
a escondidas de la pantalla de un celular 
ajeno, la defensa técnica debe solicitar 
de inmediato la inadmisión o exclusión 
probatoria. El juez no puede fundar una 
sentencia, una pérdida de custodia o una 
fijación de alimentos en evidencia extraí-
da mediante espionaje conyugal o inva-
sión a la intimidad.

Custodia y familia: El fin de la preferencia 
materna automática
Durante décadas, los juzgados asumieron por 
inercia que la madre debía conservar automá-
ticamente a los hijos pequeños, reduciendo al 
padre al papel de proveedor económico.

Ese criterio fue declarado inconstitucional 
por la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción (SCJN). La justicia familiar se rige hoy 
por el Interés Superior de la Niñez (Artículo 
4° Constitucional). Los jueces están obligados 
a evaluar aptitudes reales y no roles tradicio-
nales de género:
 
Disponibilidad de tiempo y calidad de los cui-
dados diarios.
•	 Estabilidad emocional y entorno libre de 

violencia o manipulación parental.
•	 El régimen de visitas y convivencias no es 

una concesión ni un premio de la madre: 
es un derecho humano inalienable del 
menor a convivir con su padre.

3. Consecuencias penales para quien sustrae 
la información
Espiar un teléfono no es una simple falta me-
nor:

•	 El Código Penal Federal y las legisla-
ciones estatales tipifican delitos contra 
la inviolabilidad de las comunicaciones 
privadas, revelación de secretos y acceso 
ilícito a sistemas y equipos de informática.

•	 Tomar esas fotografías faculta al hom-
bre afectado a iniciar una carpeta de 
investigación penal en el Ministerio 
Público contra quien sustrajo y difundió 
la información, cambiando radicalmente 
la correlación de fuerzas en la mesa de 
negociación.



Medidas cautelares y denuncias: 
Firmeza procesal sin caer en pro-
vocaciones
Cuando surge una denuncia fami-
liar o penal, suelen dictarse medi-
das cautelares precautorias (como 
la separación del domicilio conyu-
gal o restricciones de acercamien-
to). Esto no equivale a una senten-
cia de culpabilidad; busca contener 
riesgos inmediatos.

Para salvaguardar su posición ju-
rídica, el hombre debe actuar con 
estricta prudencia:

1. Respete las medidas precau-
torias al pie de la letra: Inten-
tar aclarar las cosas en persona 
o insistir por teléfono ante una 
orden de restricción puede de-
rivar en desacato y prisión pre-
ventiva justificada.

2. Defienda su privacidad: Man-
tenga sus dispositivos blo-
queados mediante autentica-
ción biométrica y contraseñas 
seguras. Si sospecha que su 
información fue vulnerada, 
certifique con peritos en in-
formática forense los accesos 
indebidos.

3. Registre el pago de alimentos: 
Jamás entregue dinero en efec-
tivo sin acuse. Toda aportación 
debe hacerse vía transferencia 
bancaria con el concepto exac-
to: “Pensión Alimenticia [Mes/
Año] [Nombre del menor]”.

4. Acuda a los Centros de Justi-
cia Alternativa: La mediación 
formal permite resolver con-
troversias mediante convenios 
que tienen categoría de cosa 
juzgada, evitando años de des-
gaste en tribunales.

Paternidad y trabajo: 
Derechos en evolución
El acceso a la corres-
ponsabilidad en el cui-
dado avanzó de forma 
sustancial tras históri-
cas batallas legales:
 
Guarderías del IMSS: 
La SCJN invalidó las 
normas que exigían al 
trabajador varón acre-
ditar viudez o divorcio 
para inscribir a sus hi-
jos en estancias infan-
tiles. Hoy, el hombre 
cotizante goza de este 
servicio en igualdad de 
condiciones que la mu-
jer trabajadora.

•	 Licencias de pa-
ternidad: La Ley 
Federal del Trabajo 
reconoce días de 
permiso pagado 
por nacimiento o 
adopción. Aunque 
las exigencias so-
ciales empujan a 
homologar estos 
plazos con están-
dares internacio-
nales más amplios, 
la ley reconoce 
formalmente que 
el padre debe estar 
presente desde el 
primer momento 
de vida del hijo.

La legislación mexicana no opera bajo una consigna de 
castigo al varón, pero exige abandonar la pasividad proce-
sal. Comprender que la intimidad digital está blindada por 

la Constitución y que la paternidad activa es un derecho 
tutelado por la Corte permite al hombre enfrentar cualquier 
litigio con argumentos sólidos, legalidad y dignidad, sí se 

puede defender a un hombre.

Quedo a tus órdenes,
Lic. Francisco Áureo Acevedo Castro



Secretaría Técnica en la PRODECON.
Maestra en Materia Fiscal y Especialista 

en Fiscalización de Impuestos.

Rocío Medina
Padilla

mujeres y hombres, por lo que pueden 
contribuir a ampliar o reducir las bre-
chas de género existentes.1 

En este ámbito se distingue entre sesgos 
tributarios explícitos —cuando las nor-
mas establecen directamente un trato 
diferente para mujeres y hombres— y 
sesgos implícitos, que aparecen cuando 
disposiciones formalmente neutrales 
producen efectos desiguales debido a 
patrones diferenciados de ingreso, con-
sumo y uso del tiempo. El trabajo de 
cuidados no remunerado, asumido ma-
yoritariamente por las mujeres, consti-
tuye uno de los ejemplos más claros de 
este fenómeno.

Capacidad contributiva y mínimo vital
La Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción ha sostenido que existe proporcio-
nalidad tributaria cuando el gravamen 
guarda congruencia con la capacidad 
contributiva del sujeto, es decir, con 
su potencialidad real para contribuir 
al sostenimiento del gasto público. En 
consecuencia, la carga fiscal debe co-
rresponder a la riqueza efectivamente 
manifestada por la persona contribu-
yente.2 

Esta concepción se encuentra estre-
chamente relacionada con el derecho 
al mínimo vital. En materia tributaria, 
este derecho exige que el legislador 
respete un umbral libre o reducido de 
imposición, integrado por los recursos 
indispensables para satisfacer las ne-
cesidades elementales de las personas. 
Por debajo de ese umbral, el Estado ca-
rece de legitimidad constitucional para 
imponer cargas fiscales que comprome-
tan una existencia digna.3 

La propia Suprema Corte ha reconoci-
do que el mínimo vital constituye un 
límite a la potestad tributaria y que 
encuentra sustento en valores constitu-
cionales como la dignidad humana, la 
1 Centro Interamericano de Administraciones 
Tributarias (CIAT). (2025). Estudio de tributación 
y género. https://www.ciat.org/Biblioteca/Estu-
dios/2025_estudio_trib_genero.pdf
2 Suprema Corte de Justicia de la Nación. (2003). 
Tesis P./J. 10/2003. Registro digital 184291.
3 Suprema Corte de Justicia de la Nación. (2013). 
Tesis P. VIII/2013 (9a.). Registro digital 159819.

libertad, la igualdad material y la soli-
daridad.4 La cuestión relevante consiste 
en determinar qué recursos y necesida-
des deben considerarse indispensables 
para garantizarlo.

Una interpretación tradicional suele 
concentrarse en gastos de alimenta-
ción, vivienda, salud y educación. Una 
lectura con perspectiva de género debe 
incorporar también los costos económi-
cos y temporales derivados del cuida-
do de niñas y niños, personas mayores, 
enfermas o con discapacidad. Estas ac-
tividades son esenciales para el sosteni-
miento de la vida y condicionan direc-
tamente la disponibilidad económica 
de quienes las realizan.

No obstante, la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación ha considerado que 
los límites aplicables a las deducciones 
personales del impuesto sobre la ren-
ta no vulneran el derecho al mínimo 
vital. De acuerdo con este criterio, el 
Estado puede satisfacer las necesida-
des básicas mediante distintas políticas 
públicas, sin que deba hacerlo exclusi-
vamente a través de deducciones o be-
neficios fiscales5. En este contexto, cabe 
preguntarse si una adecuada aplica-
ción del principio de proporcionalidad 
tributaria exige considerar los costos 
económicos y temporales del cuidado 
al determinar la capacidad contributiva 
de las personas.

Las cargas de cuidados como expre-
sión de desigualdad

La necesidad de replantear este proble-
ma no es meramente teórica. De acuer-
do con la Encuesta Nacional sobre Uso 
del Tiempo 2024 del INEGI, las mujeres 
dedicaron, en promedio, 39.7 horas se-
manales al trabajo doméstico, de cuida-
dos y voluntario no remunerado, frente 
a 18.2 horas de los hombres.6

Además, la Cuenta Satélite del Trabajo 
4 Suprema Corte de Justicia de la Nación. (2007). 
Tesis 1a. XCVIII/2007. Registro digital 172546.
5 Suprema Corte de Justicia de la Nación. (2017). 
2a./J. 27/2017 (10a.). Registro digital 2013872.
6 INEGI. (2025). Disponible en: https://www.
snieg.mx/2025/08/29/resultados-de-la-encues-
ta-nacional-sobre-uso-del-tiempo-2024/

El principio de proporcionalidad tributaria desde una 
perspectiva de género: capacidad contributiva,

mínimo vital y cargas de cuidado

Introducción
El principio de proporcionalidad tri-
butaria es uno de los pilares consti-

tucionales del sistema fiscal mexicano. 
El artículo 31, fracción IV, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establece la obligación de 
contribuir al gasto público de manera 
proporcional y equitativa. Este manda-
to se ha interpretado a partir de la capa-
cidad contributiva, entendida como la 
aptitud económica real de una persona 
para soportar las cargas fiscales.

Sin embargo, valorar esa capacidad 
únicamente con base en los ingresos, 
el patrimonio u otras manifestaciones 
formales de riqueza resulta insuficien-
te cuando se incorpora la perspectiva 
de género. La literatura especializada 
ha demostrado que los sistemas tribu-
tarios no son neutrales: sus efectos re-
distributivos varían de acuerdo con los 
roles sociales y culturales asignados a 
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No Remunerado de los Hogares reportó que, durante 2024, 
el valor económico de estas actividades representó 23.9 % 
del PIB nacional. El INEGI también estimó que cada mujer 
aportó, en promedio, el equivalente a 82,339 pesos anuales 
al bienestar de su hogar mediante este trabajo.7

Estos datos evidencian que las labores de cuidado tienen un 
valor económico considerable, aunque no generen ingresos 
monetarios para quienes las realizan. Al mismo tiempo, re-
ducen las posibilidades de incorporarse al mercado laboral, 
ampliar las jornadas remuneradas, capacitarse, ascender 
profesionalmente o desarrollar actividades empresariales.

Por ello, dos personas con ingresos nominales semejantes 
pueden encontrarse en situaciones económicas material-
mente distintas si una de ellas debe destinar una parte con-
siderable de sus recursos y de su tiempo al cuidado de per-
sonas dependientes. Estas responsabilidades reducen sus 
recursos disponibles y pueden limitar sus posibilidades de 
generar ingresos, por lo que ignorarlas puede producir una 
forma de inequidad tributaria indirecta.

Hacia una proporcionalidad tributaria con perspectiva de 
género
Incorporar la perspectiva de género al principio de pro-
porcionalidad no significa establecer automáticamente im-
puestos distintos para mujeres y hombres. Implica recono-
cer que la igualdad sustantiva en materia tributaria exige 
analizar las circunstancias económicas reales que condicio-
nan la posibilidad de contribuir.

Actualmente, la Ley del Impuesto sobre la Renta permite 
deducir algunos gastos relacionados con la salud y el cui-
dado de la persona contribuyente y de determinados fa-
miliares, como honorarios médicos y de enfermería, gastos 
hospitalarios, rehabilitación, prótesis y ciertos aparatos 
para el restablecimiento de la salud.8 Sin embargo, estas 
deducciones médicas reconocen solamente una parte de 
los costos del cuidado.

Una vía para avanzar consistiría en reconocer fiscalmen-
te las cargas que exceden el ámbito estrictamente médico. 
Entre ellas se encuentran los servicios cotidianos de super-
visión y acompañamiento, el cuidado infantil, los centros 
de día para personas mayores, la asistencia domiciliaria 
no médica, el transporte especializado y el apoyo para la 
alimentación, la higiene o la movilidad de personas depen-
dientes.

En conclusión, una política tributaria con perspectiva de 
género debería reconocer que las cargas de cuidado influ-
yen directamente en la capacidad contributiva. Incorporar 
esta realidad no supone otorgar privilegios, sino procurar 
que personas con circunstancias económicas distintas no 
reciban un tratamiento fiscal idéntico que, en los hechos, 
reproduzca desigualdades. El reto consiste en articular de-
ducciones, devoluciones y políticas públicas que distribu-
yan de manera más justa los costos indispensables para el 
sostenimiento de la vida.

7 INEGI. (2025). Disponible en: https://inegi.org.mx/app/saladeprensa/
noticia/10354
8 Servicio de Administración Tributaria. (s. f.). Gastos médicos y hospita-
larios. Deducciones personales. Disponible en: https://www.sat.gob.mx/
minisitio/DeduccionesPersonales/index.html

Aunque levantarse varias veces por la noche para 
orinar sentir un charro débil, presentar urgencia 

urinaria y la sensación de no vaciar completa-
mente la vejiga suelen atribuirse al crecimiento 

de la próstata por envejecimiento masculino, 
estos malestares no son “normales”, sino que 

responden a lo que los médicos llaman “Síntomas 
del Tracto Urinario Inferior” (STUI), un conjunto 
de manifestaciones asociadas principalmente a la 
hiperplasia prostática benigna (HPB) y la prosta-
titis, enfermedades comunes en los varones que 

afectan de manera importante la calidad de vida 
y el bienestar sexual.

Ante este panorama y con el propósito de impul-
sar el conocimiento y diagnóstico oportuno de los 

Síntomas del Tracto Urinario Inferior, al tiempo 
de promover la atención médica temprana en la 
población masculina, se lanza el website Hable-
mos de la Próstata (hablemosdelaprostata.com). 
plataforma digital diseñada especialmente para 
hombres mayores de 40 años que desean enten-

der y cuidar su salud prostática

Con información clara y respaldada cientifica-
mente, el sitio web ofrece un espacio seguro y 

confidencial donde los hombres pueden conocer 
sobre los síntomas urinarios más comunes. ade-

más de ofrecer herramientas de autoevaluación y 
orientación con el objetivo de motivarlos a tomar 

decisiones informadas y acudir al médico para 
recibir atención oportuna. 

 
Hablemos de la Próstata invitó a los hombres a 

romper el tabú del silencia, reconociendo que 
cuidar la próstata no disminuye la masculinidad, 

por el contrario, la fortalece al permitirles interve-
nir tempranamente en favor de su salud integral, 

bienestar sexual y calidad de vida”, expresa el 
Dr. Gustavo Hernández Verde, Director Médico 

de Schwabe Pharma México.

HABLEMOS
DE LA PRÓSTATA

Plataforma
que rompe el silencio

sobre los trastornos 
urinarios en los varones

Salutem   
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No se puede ser un mando “buen pedo”

En la policía hay frases que se 
aprenden antes que los regla-
mentos. No vienen en los ma-

nuales, pero se repiten en academias, 
guardias, operativos y oficinas. Una 
de ellas es clara, directa y hasta in-
cómoda: “no se puede ser un mando 
buen pedo”.

La frase, hay que decirlo, no nació 
mal. Surgió como una adverten-
cia legítima: el mando no está para 
caer bien, está para conducir. No 
está para negociar órdenes, sino 
para tomar decisiones. No está para 
ser compadre, sino responsable. El 
problema vino después, cuando esa 
idea se fue torciendo hasta conver-
tirse, en muchos casos, en permiso 
para el abuso.

Con el tiempo, “no ser buen pedo” 
dejó de significar “no ser permisivo” 
y empezó a usarse como excusa para 
gritar, humillar, exhibir, descalificar 
y descargar frustraciones personales 
con el uniforme puesto. Ahí es don-
de se rompió algo importante: la di-
ferencia entre autoridad y maltrato.

En la calle, el policía entiende rápido 
cuando un mando sabe lo que hace y 
cuando no. El respeto no se decreta; 
se gana. Y se gana, paradójicamen-
te, no desde la dureza gratuita, sino 
desde la claridad, la coherencia y el 
ejemplo. Porque todos lo notan, un 
mando que grita todo el tiempo no 
es fuerte; es inseguro. Un mando 
que humilla no controla; provoca 
silencio. Y el silencio, en la función 
policial, es peligroso.

Cuando el policía tiene miedo de su 
mando, no reporta fallas. No dice 
que el equipo no sirve. No avisa que 
el procedimiento se salió de con-
trol. No reconoce errores. Prefiere 
“aguantar” antes que exponerse. Así 
se crean zonas ciegas, se acumulan 
riesgos y se toman malas decisiones 
operativas. No por falta de capaci-
dad, sino por falta de confianza in-
terna.

Aquí hay que decir algo incómodo: 
el policía no necesita un jefe duro, 
necesita un mando legítimo. La le-
gitimidad no viene de los títulos ni 

del cargo, sino de la conducta diaria. 
De saber ordenar y también saber es-
cuchar. De corregir sin destruir. De 
exigir sin denigrar.

Ser un mando “buen pedo”, enten-
dido como permisivo, sí es un pro-
blema. Pero ser un mando abusivo 
es otro problema mayor. Ambos ex-
tremos debilitan la función policial. 
Uno por falta de control; el otro por 
exceso de ego.

La doctrina policial es clara, aunque 
a veces no se diga con esas palabras: 
el mando tiene responsabilidad je-
rárquica, pero también responsabi-
lidad humana. La disciplina no se 
opone a la dignidad. Al contrario, 
una disciplina sólida se sostiene me-
jor cuando hay reglas claras, trato 
firme y respeto profesional.

Un buen mando no es el que grita 
más fuerte, sino el que da órdenes 
que se entienden y se cumplen. No 
es el que infunde miedo, sino el que 
genera certeza. No es el que presume 
control, sino el que mantiene cohe-
sión operativa incluso bajo presión.

En la calle, cuando las cosas se com-
plican, el policía no piensa en el re-
glamento; piensa en si su mando lo 
va a respaldar si actúa conforme a la 
instrucción. Esa certeza es oro puro. 
Y no se construye desde el maltrato.
Decir que “no se puede ser un man-
do buen pedo” debería significar 
esto: no puedes ser irresponsable, no 
puedes ser ambiguo, no puedes ser 
débil en la toma de decisiones. Pero 
nunca debería significar que puedes 
ser injusto, abusivo o incapaz de 
auto controlarte.

La policía no necesita mandos per-
fectos. Necesita mandos profesio-
nales. Mandos que sepan que la au-
toridad no se grita, se ejerce. Y que 
entiendan que, en la función policial, 
el respeto no se exige: se sostiene to-
dos los días con conducta, criterio y 
responsabilidad.

Perspectiva de género y función policial;
la metodología jurídica convertida

en herramienta operativa
El artículo 1º constitucional, a partir de la 
reforma de derechos humanos de 2011, 
consolidó la obligación de todas las auto-
ridades de promover, respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos bajo 
los principios de universalidad, interde-
pendencia, indivisibilidad y progresivi-
dad, además de prohibir toda forma de 
discriminación. El artículo 4º reconoce, 
por su parte, la igualdad entre mujeres y 
hombres. Sobre esta base constitucional 
se desarrolló un entramado legislativo y 
jurisprudencial que progresivamente in-
corporó la igualdad sustantiva y la pers-
pectiva de género. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha sido fundamental para transformar es-
tos principios en una metodología jurídi-
ca. Su Protocolo para juzgar con perspectiva de 
género desarrolla categorías como género, 
relaciones de poder, asimetrías, roles, este-
reotipos y violencia por razón de género. 
El valor doctrinal de este desarrollo consis-
te en comprender que el género no debe 
utilizarse como una conclusión anticipada, 
sino como una categoría de análisis. Por-
que la existencia de una mujer involucrada 
en un hecho no convierte automáticamen-
te el caso en un asunto de género; sino que 
la metodología exige identificar, a partir 
de las circunstancias concretas, si existen 
factores que puedan producir una situa-
ción de desigualdad o afectar la valoración 
jurídica. 

Esta distinción adquiere especial impor-
tancia en la función policial, ya que el po-
licía constituye frecuentemente el primer 
contacto entre la persona y el Estado. Su 
intervención puede determinar la protec-
ción de una víctima, la preservación de 
indicios, la documentación de los hechos, 
la valoración del riesgo y, en determina-
dos casos, el rumbo de una investigación. 
Por ende, el estereotipo incorporado a 
esa primera intervención puede producir 
consecuencias mucho más graves que una 
simple apreciación equivocada.

Un agente que considera que una víctima 
exagera porque continúa relacionada con 
su agresor puede omitir información re-
levante. Quien supone que un hombre no 
puede ser víctima de violencia puede dejar 
de identificar un delito. Quien presume 
que una mujer carece de capacidad para 
enfrentar determinadas funciones poli-
ciales puede restringir injustificadamente 
su desarrollo profesional. En todos estos 

casos, el estereotipo deja de ser una opi-
nión personal y se transforma en un factor 
capaz de afectar la calidad de la decisión 
institucional. 

En materia, la perspectiva de género per-
mite precisamente controlar ese riesgo, 
porque su finalidad no es ordenar al poli-
cía creer automáticamente a una persona, 
presumir culpabilidad o abandonar los 
principios de legalidad, objetividad y de-
bido proceso. Por el contrario, lo vincula a 
exigencias en la toma de decisiones que se 
construyan a partir de hechos verificables 
y que los estereotipos no sustituyan el aná-
lisis individual. Esta cuestión resulta par-
ticularmente evidente en la investigación 
criminal. En los casos de muertes violentas 
de mujeres, la obligación de investigar con 
perspectiva de género no significa afirmar 
anticipadamente que existe feminicidio ni 
identificar de antemano a un responsable. 
Significa evitar que la hipótesis de género 
sea descartada por prejuicios y garantizar 
que las circunstancias relevantes sean in-
vestigadas. La perspectiva de género mo-
difica la calidad de las preguntas investi-
gativas, no predetermina sus respuestas. 

De ahí surge su importancia para la doc-
trina policial. Una institución que emplea 
legítimamente la fuerza, detiene personas, 
preserva lugares, interviene en conflictos y 
participa en investigaciones necesita me-
canismos que reduzcan los sesgos capaces 
de afectar esas decisiones. La perspectiva 
de género puede contribuir a ello median-
te la identificación de factores de riesgo, 
relaciones de poder, antecedentes de vio-
lencia, condiciones de vulnerabilidad y 
estereotipos que pudieran interferir con la 
intervención. 

La perspectiva de género no sustituye la 
legalidad, no corrompe la objetividad y 
por supuesto, no presume culpabilidades. 
En una policía profesional, debe entender-
se como una herramienta de calidad en la 
toma de decisiones públicas. Su verdadera 
utilidad no está en el discurso que la rodea, 
sino en su capacidad para producir inter-
venciones más objetivas, investigaciones 
más completas, protección más eficaz y un 
ejercicio del poder público compatible con 
la dignidad humana. 

La función policial no necesita una pers-
pectiva de género para abandonar la ley. 
La necesita precisamente para cumplirla 
mejor. 

Abogado especializado en seguridad 
estratégica, inteligencia operativa y 

prevención del crimen.
Durante años participó en labores de 
investigación criminal y cooperación

policial internacional, incluyendo
funciones dentro de INTERPOL.

La expresión perspectiva de género se 
ha incorporado con tal intensidad 
al lenguaje jurídico contemporáneo 

que existe el riesgo de utilizarla sin com-
prender exactamente qué significa. En 
el ámbito policial, esta precisión resulta 
indispensable. La perspectiva de género 
no es una corriente moral, una posición 
política ni una autorización para susti-
tuir la ley por apreciaciones personales. 
Es, fundamentalmente, una herramienta 
metodológica para identificar si el sexo, 
los roles, los estereotipos, las relaciones 
asimétricas de poder o determinadas con-
diciones sociales están influyendo en el 
ejercicio de derechos y en la actuación de 
las autoridades. 

Su incorporación al derecho mexicano res-
ponde a una evolución jurídica concreta. 
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Se estima que 14.8% de los hombres de 40 años presentan hiper-
plasia prostática benigna, pero a medida que aumenta la edad el 
riesgo se incrementa, hasta llegar a 36.8% en mayores de 80 años. 
La HPB se caracteriza por un crecimiento benigno de la próstata, 
es decir, diferente al cáncer, el cual reduce progresivamente el 
diámetro de la uretra, que es el conducto por el cual sale la orina 
y, en consecuencia, genera las molestias descritas anteriormente, 
siendo la más frecuente la dificultad para orinar, señala el Dr. 
Adrián Gutiérrez González, director del Programa de Neurouro-
logía y Urodinamia en la Universidad Autónoma de Monterrey.

De no tratarse oportunamente, la HPB puede generar complica-
ciones como retención urinaria, insuficiencia renal y presencia de 
cálculos en la vejiga. Aunado a ello, los STUI asociados a esta 
enfermedad suelen ir acompañados de disfunción eréctil y pro-
blemas de eyaculación, agrega.

La prostatitis, por su parte, se presenta entre el 2% y el 97% de 
los hombres, y se caracteriza por la inflamación de la próstata 
originada generalmente por una enfermedad infecciosa o por 
síndrome de dolor pélvico, lo que provoca urgencia y molestia al 
orinar, molestias en pelvis, así como disfunción sexual.

Si bien, el manejo de los Síntomas del Tracto Urinario inferior 
(STUI) puede variar según su intensidad, la edad y el perfil de 
cada paciente, actualmente existen alternativas naturales con res-
paldo clínico que actúan sobre las causas funcionales del agran-
damiento prostático y pueden acompañar al tratamiento médico 
desde las fases tempranas hasta las más avanzadas

Entre las alternativas terapéuticas naturales de grado farmacéu-
tico disponibles en México, destaca la combinación de extractos 
estandarizados de Serenoa repens y Urtica dioica, formulación 
que ha demostrado seguridad y eficacia clínica comprobada en 
el manejo de los síntomas del tracto urinario inferior (STUI) por 
HPB y algunos tipos de prostatitis, al promover efectos antioxi-
dantes y anti-inflamatorios en favor de la próstata 

“La combinación de estos dos extractos naturales representa una 
opción prometedora, ya que diversos estudios han demostrado 
que actúan en sinergia para reducir la inflamación prostática, 
mejorar el flujo urinario y disminuir el volumen de orina resi-
dual, todo ello con un perfil de seguridad favorable asevera el 
Dr. Gutiérrez González, también vicepresidenta de la Asociación 
Latinoamericana de Piso Pélvico (ALAPP)

Además –abunda- por sus características naturales, la combina-
ción de Serenoa repens y Urtica dioica es bien tolerada y eficaz 
a largo plazo, lo que permite un óptimo apego al tratamiento, al 
presentar un perfil bajo de efectos adversos, en contraste con los 
medicamentos sintéticos que pueden promover el desarrollo de 
hipotensión postural (descenso brusco de la presión arterial al 
ponerse de pie) y disfunción eréctil.

Incluso, en los últimos años el número de cirugías para resolver 
la hiperplasia prostática benigna (HPB) se han reducido con el 
uso de medicamentos sintéticos y fitomedicamentos, estos últi-
mos de uso frecuente en Europa y Estados Unidos.

“El primer paso para cuidar la salud prostática es reconocer que 
los síntomas urinarios persistentes no son una consecuencia in-
evitable de la edad. Por ello, si estos interfieren con el sueño, el 
trabajo a la vida diaria, es momento de visitar al médico para 
obtener un diagnóstico oportuno que permita identificar la causa 
e iniciar el tratamiento más adecuado que devuelva la tranquili-
dad en quienes lo presentan”, enfatiza el Dr. Hernández Verde, 
también miembro de la Asociación Mexicana de Médicos Espe-
cialistas en la Industria Farmacéutica (AMEIFAC).

Y es que la salud prostática no solo está vinculada al varón, sino 
también tiene un impacto en la relación conyugal “Los hombres 
suelen asociar las enfermedades de la próstata con una pérdida 
de masculinidad, lo que dificulta la comunicación y genera ten-
sión con la pareja”, advierte el Dr. Luis Daniel Alviso de la Ser-
na, neuropsiquiatra y miembro del Comité Científico Consorcio 
Mexicano de Neurofarmacología (MCNP).

Así, la imagen corporal, la autoestima y el sentido de la masculinidad 
se ven afectados por diagnósticos vinculados a la próstata y, a menu-
do, suelen ser el detonante para episodios de depresión y ansiedad 
por miedo al desarrollo de disfunción eréctil. Aunado a que los varo-
nes se sienten reacios a buscar atención médica cuando se trata de en-
fermedades que ellos consideran se relacionan con su masculinidad.

Finalmente, los especialistas aconsejan a todos los varones que, 
ante cambios al orinar, como frecuencia, urgencia, flujo débil, 
dolor o necesidad de levantarse al baño en la noche, acudan de 
inmediato a una valoración médica y hablen abiertamente so-
bre las opciones de tratamiento naturales y farmacológicas más 
convenientes para su caso. ¡Es momento de empoderar la salud 
masculina y alzar la voz en el cuidado de la salud de la próstata!
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los impulsos desglobalizadores, aun-
que aumenten los costos de la aper-
tura y las dificultades para sostener 
bienes públicos globales.2

Este contexto obliga a revisar el pa-
pel de la administración pública. Las 
dependencias estatales ya no pue-
den limitarse a ejecutar programas 
domésticos dentro de fronteras rela-
tivamente estables. Deben anticipar 
disrupciones logísticas, evaluar de-
pendencias críticas, coordinar sancio-
nes, administrar reservas, proteger 
infraestructura, regular tecnologías y 
participar en negociaciones interna-
cionales. La OCDE ha señalado que 
los gobiernos operan en un entorno 
marcado por restricciones fiscales, 
cambios tecnológicos y demandas de 
seguridad, lo que exige capacidades 
institucionales, datos confiables y en-
foques integrales de gobierno.3

1. Desglobalización selectiva y nue-
vas funciones del estado
La desglobalización contemporá-
nea debe entenderse como una frag-
mentación selectiva. Los Estados no 
abandonan todos los intercambios; 
distinguen entre sectores ordinarios 
y sectores considerados estratégicos. 
Semiconductores, energía, minerales 
críticos, alimentos, medicamentos, 
infraestructura digital y defensa re-
ciben controles especiales, subsidios, 
reglas de contenido nacional o res-
tricciones a la inversión. En conse-
cuencia, la eficiencia económica deja 
de ser el único criterio de política 
pública y comparte espacio con la 
continuidad operativa, la seguridad 
nacional y la autonomía tecnológica.
Esta transformación amplía las fun-
ciones administrativas. Los ministe-
rios de economía deben identificar 
vulnerabilidades productivas; las 
autoridades aduaneras implementan 
regímenes arancelarios complejos; las 
2 Peter A. G. Van Bergeijk, “Deglobaliza-
tion and Resilience: A Historical Perspecti-
ve,” Critical Sociology 51, nos. 4–5 (2025): 
849–865.
3 Organisation for Economic Co-operation 
and Development, Government at a Glance 
2025 (Paris: OECD Publishing, 2025).

Introducción

Desde la crisis financiera de 2008, la 
pandemia de COVID-19, la invasión 
rusa de Ucrania y la intensificación 
de las rivalidades entre grandes po-
tencias, la globalización ha perdido 
la apariencia de un proceso lineal e 
irreversible. Sin embargo, la eviden-
cia disponible tampoco permite afir-
mar que el comercio y la cooperación 
transfronteriza estén desapareciendo. 
Goldberg y Reed advierten que el fe-
nómeno es desigual: algunas formas 
de integración se estancan, mientras 
otras se reorientan por razones po-
líticas y estratégicas.1 Van Bergeijk 
sostiene, desde una perspectiva his-
tórica, que la economía mundial ha 
mostrado mayor resiliencia frente a 
1 Pinelopi K. Goldberg and Tristan Reed, 
“Is the Global Economy Deglobalizing? If 
So, Why? And What Is Next?,” Brookings 
Papers on Economic Activity (Spring 2023): 
347–396;

agencias de competencia vigilan con-
centraciones en mercados esenciales; 
las áreas de protección civil elaboran 
planes para interrupciones energéti-
cas; y las oficinas de compras públi-
cas deben equilibrar precio, origen, 
seguridad y capacidad de suminis-
tro. Khan ha mostrado que la globa-
lización ya exigía coordinación entre 
instituciones públicas, empresas y 
actores sociales; la fragmentación 
actual hace esa coordinación todavía 
más necesaria, porque las decisiones 
sectoriales producen efectos simultá-
neos en empleo, precios, seguridad y 
relaciones exteriores.4

El riesgo consiste en convertir la so-
beranía en una justificación para el 
aislamiento o la discrecionalidad. 
Una política de resiliencia respon-
sable requiere diagnósticos verifica-
bles, evaluación de costos y controles 
democráticos. No toda importación 
genera dependencia peligrosa ni 
toda producción nacional garantiza 
seguridad. La administración debe 
diferenciar entre diversificar provee-
dores, mantener inventarios, crear 
capacidades propias y cerrar merca-
dos. La respuesta adecuada será dis-
tinta según el bien, la probabilidad 
de interrupción y el costo social de la 
medida.

2. Instrumentos económicos y con-
flictos contemporáneos
Los conflictos recientes muestran que 
los instrumentos económicos forman 
parte de la estrategia de seguridad. 
Aranceles, sanciones financieras, res-
tricciones tecnológicas y controles de 
exportación pueden perseguir objeti-
vos que antes correspondían princi-
palmente a la diplomacia o a la de-
fensa. En abril de 2026, el presidente 
Donald Trump amenazó con imponer 
aranceles de 50 por ciento a los países 
que suministraran armamento a Irán. 
La medida fue anunciada después de 
4 Haroon A. Khan, Globalization and the 
Challenges of Public Administration: Gov-
ernance, Human Resources Management, 
Leadership, Ethics, E-Governance and Sus-
tainability in the 21st Century (Cham: Pal-
grave Macmillan, 2018).

un alto al fuego temporal y estuvo 
rodeada de dudas sobre la autoridad 
jurídica disponible para aplicarla.5 
El episodio resulta relevante porque 
muestra cómo una declaración co-
mercial puede exigir acciones inme-
diatas de aduanas, comercio, tesoro, 
inteligencia y relaciones exteriores.

La guerra entre Estados Unidos, Is-
rael e Irán también evidenció la cone-
xión entre conflicto militar y adminis-
tración económica. Tras los ataques 
iniciados el 28 de febrero de 2026 y 
el anuncio iraní de restricciones a la 
navegación en el estrecho de Ormuz, 
empresas petroleras y navieras sus-
pendieron o redujeron operaciones. 
Por esa ruta circulaba aproximada-
mente una quinta parte del petróleo 
mundial, por lo que la interrupción 
obligó a gobiernos y empresas a re-
visar reservas, rutas y planes de 
contingencia.6 Una burocracia prepa-
rada debe transformar información 
geopolítica en decisiones sobre ener-
gía, transporte, inflación, protección 
consular y continuidad de servicios 
esenciales.

No obstante, la utilización de instru-
mentos económicos plantea límites 
jurídicos y administrativos. Las medi-
das coercitivas pueden elevar precios 
internos, afectar a terceros países y 
producir incentivos para crear redes 
comerciales alternativas. También 
generan problemas de coordinación, 
porque una sanción efectiva requiere 
definiciones precisas, mecanismos de 
cumplimiento, excepciones huma-
nitarias y evaluación periódica. La 
administración pública deja de ser 
un ejecutor neutral: se convierte en 
el espacio institucional donde se tra-
ducen objetivos geopolíticos en actos 
regulatorios con consecuencias para 
personas y empresas.

3. México y América Latina ante la 
fragmentación
Para México y América Latina, la 
reconfiguración global ofrece opor-
tunidades y riesgos. La cercanía con 
el mercado estadounidense, la relo-
calización productiva y la disponi-
bilidad de recursos pueden atraer
5 Reuters, “Trump Threatens 50% Tariffs on 
Countries Supplying Iran with Weapons,” 
April 8, 2026.
6 Reuters, “Oil and Gas Majors and Traders 
Suspend Shipments via Hormuz, Sources 
Say,” February 28, 2026

inversiones. Pero una estrategia ba-
sada únicamente en ventajas geo-
gráficas reproduciría dependencias. 
Se requieren infraestructura, energía 
confiable, capacitación, certeza regu-
latoria, innovación y coordinación 
entre niveles de gobierno.

La administración mexicana debería 
desarrollar mapas de dependencias 
críticas, protocolos de respuesta y 
sistemas de información que integren 
comercio, energía, salud, seguridad y 
ciencia. También necesita fortalecer 
el servicio profesional, pues la inte-
ligencia estratégica no puede depen-
der exclusivamente de coyunturas 
políticas. La diplomacia económica 
debe diversificar relaciones sin des-
conocer la profundidad de la integra-
ción norteamericana. La autonomía 
posible no consiste en colocarse a 
igual distancia de todas las potencias, 
sino en preservar márgenes de deci-
sión mediante capacidades naciona-
les y cooperación selectiva. Además, 
la política industrial debe incorporar 
evaluaciones de riesgo, metas veri-
ficables y mecanismos de revisión 
para evitar subsidios permanentes, 
capturas regulatorias o proyectos sin 
viabilidad. 

4. Recursos espaciales y gobernanza 
pública emergente
La competencia por los recursos es-
paciales amplía estas tensiones. La 
presencia de hielo de agua en las 
regiones polares de la Luna tiene 
importancia científica y operativa: el 
recurso podría contribuir al soporte 
vital y, mediante su separación en 
hidrógeno y oxígeno, a la produc-
ción de combustible. La misión china 
Chang’e-7 fue diseñada para estudiar 
el polo sur lunar y mejorar la detec-
ción de agua congelada, lo que con-
firma que la cuestión ya forma parte 
de programas estatales concretos.7

El problema no es únicamente tecno-
lógico. El Tratado del Espacio Ultra-
terrestre establece que la exploración 
debe realizarse en beneficio de todos 
los países y prohíbe la apropiación 
nacional de la Luna y otros cuerpos 
celestes.8 Sin embargo, no resuelve 
7 Yingzhuo Jia et al., “Research of Lunar 
Water-Ice and Exploration for China’s Fu-
ture Lunar Water-Ice Exploration,” Space: 
Science & Technology 3 (2023).
8 United Nations Office for Outer Space 
Affairs, Treaty on Principles Governing the 

con detalle cómo deben extraerse, 
utilizarse o distribuirse los recursos. 
Los Acuerdos Artemis, promovidos 
por Estados Unidos desde 2020, sos-
tienen que la utilización de recursos 
puede ser compatible con el tratado 
y proponen transparencia, coordina-
ción y zonas de seguridad para evitar 
interferencia.9 Aunque son instru-
mentos no vinculantes, influyen en la 
formación de prácticas y expectativas 
regulatorias.

Para la administración pública, la 
gobernanza espacial exige capaci-
dades que hoy suelen encontrarse 
dispersas: derecho internacional, 
ciencia, telecomunicaciones, defensa, 
regulación empresarial y diplomacia. 
Los Estados con menor capacidad 
tecnológica también tienen intereses 
en juego, porque las reglas iniciales 
pueden determinar el acceso futuro a 
recursos y datos. México no necesita 
reproducir los presupuestos de las 
potencias, pero sí formar especialis-
tas, participar en foros multilaterales 
y vincular universidades, agencias 
públicas y sector productivo.

CONCLUSIONES
La desglobalización contemporánea 
no elimina la interdependencia; la so-
mete a criterios de seguridad, poder 
y resiliencia. La administración pú-
blica se encuentra en el centro de esta 
reconfiguración porque debe conver-
tir decisiones geopolíticas en políti-
cas comerciales, energéticas, indus-
triales, científicas y regulatorias. Los 
conflictos de 2026 muestran que una 
medida arancelaria o una interrup-
ción marítima puede modificar en 
horas las prioridades gubernamenta-
les. La competencia por el agua lunar 
revela, además, que la soberanía y la 
gobernanza ya se discuten fuera del 
territorio terrestre. Frente a ello, Mé-
xico y América Latina necesitan ad-
ministraciones capaces de anticipar 
riesgos, diversificar dependencias y 
participar en la elaboración de reglas. 

Activities of States in the Exploration and 
Use of Outer Space, Including the Moon and 
Other Celestial Bodies, arts. I–II, adopted 
December 19, 1966.
9 National Aeronautics and Space Admi-
nistration, “Artemis Accords: Principles for 
a Safe, Peaceful, and Prosperous Future in 
Space,” 2020.
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un alto al fuego temporal y estuvo 
rodeada de dudas sobre la autoridad 
jurídica disponible para aplicarla.5 
El episodio resulta relevante porque 
muestra cómo una declaración co-
mercial puede exigir acciones inme-
diatas de aduanas, comercio, tesoro, 
inteligencia y relaciones exteriores.

La guerra entre Estados Unidos, Is-
rael e Irán también evidenció la cone-
xión entre conflicto militar y adminis-
tración económica. Tras los ataques 
iniciados el 28 de febrero de 2026 y 
el anuncio iraní de restricciones a la 
navegación en el estrecho de Ormuz, 
empresas petroleras y navieras sus-
pendieron o redujeron operaciones. 
Por esa ruta circulaba aproximada-
mente una quinta parte del petróleo 
mundial, por lo que la interrupción 
obligó a gobiernos y empresas a re-
visar reservas, rutas y planes de 
contingencia.6 Una burocracia prepa-
rada debe transformar información 
geopolítica en decisiones sobre ener-
gía, transporte, inflación, protección 
consular y continuidad de servicios 
esenciales.

No obstante, la utilización de instru-
mentos económicos plantea límites 
jurídicos y administrativos. Las medi-
das coercitivas pueden elevar precios 
internos, afectar a terceros países y 
producir incentivos para crear redes 
comerciales alternativas. También 
generan problemas de coordinación, 
porque una sanción efectiva requiere 
definiciones precisas, mecanismos de 
cumplimiento, excepciones huma-
nitarias y evaluación periódica. La 
administración pública deja de ser 
un ejecutor neutral: se convierte en 
el espacio institucional donde se tra-
ducen objetivos geopolíticos en actos 
regulatorios con consecuencias para 
personas y empresas.

3. México y América Latina ante la 
fragmentación
Para México y América Latina, la 
reconfiguración global ofrece opor-
tunidades y riesgos. La cercanía con 
el mercado estadounidense, la relo-
calización productiva y la disponi-
bilidad de recursos pueden atraer
5 Reuters, “Trump Threatens 50% Tariffs on 
Countries Supplying Iran with Weapons,” 
April 8, 2026.
6 Reuters, “Oil and Gas Majors and Traders 
Suspend Shipments via Hormuz, Sources 
Say,” February 28, 2026

inversiones. Pero una estrategia ba-
sada únicamente en ventajas geo-
gráficas reproduciría dependencias. 
Se requieren infraestructura, energía 
confiable, capacitación, certeza regu-
latoria, innovación y coordinación 
entre niveles de gobierno.

La administración mexicana debería 
desarrollar mapas de dependencias 
críticas, protocolos de respuesta y 
sistemas de información que integren 
comercio, energía, salud, seguridad y 
ciencia. También necesita fortalecer 
el servicio profesional, pues la inte-
ligencia estratégica no puede depen-
der exclusivamente de coyunturas 
políticas. La diplomacia económica 
debe diversificar relaciones sin des-
conocer la profundidad de la integra-
ción norteamericana. La autonomía 
posible no consiste en colocarse a 
igual distancia de todas las potencias, 
sino en preservar márgenes de deci-
sión mediante capacidades naciona-
les y cooperación selectiva. Además, 
la política industrial debe incorporar 
evaluaciones de riesgo, metas veri-
ficables y mecanismos de revisión 
para evitar subsidios permanentes, 
capturas regulatorias o proyectos sin 
viabilidad. 

4. Recursos espaciales y gobernanza 
pública emergente
La competencia por los recursos es-
paciales amplía estas tensiones. La 
presencia de hielo de agua en las 
regiones polares de la Luna tiene 
importancia científica y operativa: el 
recurso podría contribuir al soporte 
vital y, mediante su separación en 
hidrógeno y oxígeno, a la produc-
ción de combustible. La misión china 
Chang’e-7 fue diseñada para estudiar 
el polo sur lunar y mejorar la detec-
ción de agua congelada, lo que con-
firma que la cuestión ya forma parte 
de programas estatales concretos.7

El problema no es únicamente tecno-
lógico. El Tratado del Espacio Ultra-
terrestre establece que la exploración 
debe realizarse en beneficio de todos 
los países y prohíbe la apropiación 
nacional de la Luna y otros cuerpos 
celestes.8 Sin embargo, no resuelve 
7 Yingzhuo Jia et al., “Research of Lunar 
Water-Ice and Exploration for China’s Fu-
ture Lunar Water-Ice Exploration,” Space: 
Science & Technology 3 (2023).
8 United Nations Office for Outer Space 
Affairs, Treaty on Principles Governing the 

con detalle cómo deben extraerse, 
utilizarse o distribuirse los recursos. 
Los Acuerdos Artemis, promovidos 
por Estados Unidos desde 2020, sos-
tienen que la utilización de recursos 
puede ser compatible con el tratado 
y proponen transparencia, coordina-
ción y zonas de seguridad para evitar 
interferencia.9 Aunque son instru-
mentos no vinculantes, influyen en la 
formación de prácticas y expectativas 
regulatorias.

Para la administración pública, la 
gobernanza espacial exige capaci-
dades que hoy suelen encontrarse 
dispersas: derecho internacional, 
ciencia, telecomunicaciones, defensa, 
regulación empresarial y diplomacia. 
Los Estados con menor capacidad 
tecnológica también tienen intereses 
en juego, porque las reglas iniciales 
pueden determinar el acceso futuro a 
recursos y datos. México no necesita 
reproducir los presupuestos de las 
potencias, pero sí formar especialis-
tas, participar en foros multilaterales 
y vincular universidades, agencias 
públicas y sector productivo.

CONCLUSIONES
La desglobalización contemporánea 
no elimina la interdependencia; la so-
mete a criterios de seguridad, poder 
y resiliencia. La administración pú-
blica se encuentra en el centro de esta 
reconfiguración porque debe conver-
tir decisiones geopolíticas en políti-
cas comerciales, energéticas, indus-
triales, científicas y regulatorias. Los 
conflictos de 2026 muestran que una 
medida arancelaria o una interrup-
ción marítima puede modificar en 
horas las prioridades gubernamenta-
les. La competencia por el agua lunar 
revela, además, que la soberanía y la 
gobernanza ya se discuten fuera del 
territorio terrestre. Frente a ello, Mé-
xico y América Latina necesitan ad-
ministraciones capaces de anticipar 
riesgos, diversificar dependencias y 
participar en la elaboración de reglas. 

Activities of States in the Exploration and 
Use of Outer Space, Including the Moon and 
Other Celestial Bodies, arts. I–II, adopted 
December 19, 1966.
9 National Aeronautics and Space Admi-
nistration, “Artemis Accords: Principles for 
a Safe, Peaceful, and Prosperous Future in 
Space,” 2020.
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la vida utilizando cualquier medio que 
le provoque un sufrimiento extremo o 
prolongue su agonía;

II. Provoque lesiones que le generen 
una incapacidad parcial o total perma-
nente que disminuyan alguna de sus 
facultades, que afecten el normal fun-
cionamiento de un órgano o miembro, 
o que pongan en riesgo su vida;

III. La vivisección fuera de norma o 
con fines que no sean científicamente 
necesarios para realizar investigación 
con el fin de preservar la vida o salud 
humana;

IV. Realice actos eróticos-sexuales a un 
animal o le introduzca por vía vaginal 
o rectal el miembro viril, cualquier par-
te del cuerpo, objeto o instrumento; así 
como la promoción y difusión que inci-
te a la zoofilia o la venta, distribución 
y exhibición de material pornográfico 
donde participen animales;

V. Mutile órganos o altere la integridad 
física o modifique negativamente sus 
instintos naturales que no se efectúe 
bajo causa justificada, recomendación 
o prescripción médica comprobada y 
cuidado de un médico veterinario zoo-
tecnista con cédula profesional; y

VI. Organice, participe o sea copartíci-
pe en peleas de seres sintientes públicas 
o privadas, con o sin apuestas, así como 
en rituales, actos de culto o públicos 
que pongan en riesgo su vida.

El delito de crueldad hacia los seres 
sintientes previsto en el presente artí-
culo se perseguirá de oficio. De igual 
forma, incurre en responsabilidad pe-
nal, quien participe o sea copartícipe o 
espectador en peleas de seres sintientes 
públicas o privadas.

Artículo 235 Quáter CPEM. No se con-
siderarán como actos de maltrato y 
crueldad de los seres sintientes:

I. Las charreadas, jaripeos, rodeos, lidia 
de toros, novillos o becerros; peleas de 
gallos, el adiestramiento de animales; 
las actividades con fines cinegéticos, de 

pesca o de rescate, siempre y cuando 
estas actividades se realicen en térmi-
nos de las disposiciones jurídicas apli-
cables;

II. La especie catalogada como plaga, 
para lo cual se solicitará la opinión de 
la Secretaría del Medio Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, la Procuraduría 
de Protección al Ambiente y/o la Co-
misión Estatal de Parques Naturales y 
de la Fauna;

III. La muerte o mutilación resultado de 
actividades lícitas; y

IV. La muerte o mutilación por causa 
justificada y cuidado de un especialis-
ta o persona debidamente autorizada y 
que cuente con conocimientos técnicos 
de la materia.

Artículo 235 Quinquies CPEM. Las 
personas que resulten responsables 
por los delitos previstos perderán todo 
derecho sobre los animales que hayan 
tenido bajo su custodia o resguardo. 
También quedarán inhabilitadas para 
desempeñar encargos o laborar en cen-
tros de trabajo cuyo giro involucre el 
trato o manejo de animales, hasta por 
un periodo igual al de la pena de pri-
sión impuesta o hasta haber concluido 
el tratamiento psicológico o trabajo en 
favor de la comunidad decretado por la 
autoridad.

Las penas se incrementarán hasta en 
una mitad, cuando el delito sea come-
tido por personas servidoras públicas 
que tengan por encargo el manejo de 
animales o cuando la conducta sea fo-
tografiada, videograbada o difundida 
por cualquier medio. En cualquier caso, 
se procederá inmediatamente al deco-
miso de los animales.

Por su parte, el artículo 855 Bis del 
Código Civil de la Ciudad de México, 
señalan que se reconoce a los anima-
les como seres sintientes, por lo tanto, 
son sujetos de consideración moral y tra-
to digno. Toda persona tiene la obli-
gación jurídica de respetar la vida de 
los animales y velar por su bienestar, 
según las necesidades y características

Artículo 235 Ter CPEM. Para los 
efectos de presente Código se 
entenderá por crueldad hacia los 

seres sintientes a todo acto doloso de 
brutalidad, sádico o zoofílico, cometido 
en contra de cualquier animal que no 
sea considerado como plaga.

Comete el delito de crueldad del ser 
sintiente, al que intencionalmente rea-
lice un acto en contra de cualquier ani-
mal de compañía domiciliado o aban-
donado, semi domiciliado, en situación 
de calle o feral, por alguna de las si-
guientes circunstancias:

I. Causar la muerte injustificadamen-
te o sacrificarlo empleando métodos 
diversos a los establecidos en las nor-
mas oficiales mexicanas, o privarlo de 
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biológicas de cada especie. La protec-
ción y el bienestar de los animales se 
regirá por lo que disponga la legisla-
ción y la normativa aplicable, así como 
por lo dispuesto en este Código, en 
todo aquello que sea pertinente y en la 
medida en que sea compatible con su 
naturaleza. 

Tratándose de los actos jurídicos que 
involucren a los animales, serán apli-
cables las reglas relativas a los bienes 
muebles o inmuebles, según correspon-
da, siempre que no se contravenga a su 
naturaleza como seres sintientes.

El artículo 1916 del Código Civil capi-
talino dispone que por daño moral se 
entiende la afectación que una perso-
na sufre en sus sentimientos, afectos, 
creencias, decoro, honor, reputación, 
vida privada, configuración y aspectos 
físicos, o bien en la consideración que 
de sí misma tienen los demás. Se presu-
mirá que hubo daño moral cuando se 
vulnere o menoscabe ilegítimamente la 
libertad o la integridad física o psíquica 
de las personas.

Cuando un hecho u omisión ilícitos 
produzcan un daño moral, el responsa-
ble de este tendrá la obligación de re-
pararlo mediante una indemnización 
en dinero, con independencia de que 
se haya causado daño material, tanto 
en responsabilidad contractual como 
extracontractual. Dentro de las pruebas 
periciales para acreditar el daño moral 
y su cuantificación se encuentran, la 
prueba psicológica, victimología y va-
luación en bienes intangibles.

Si el daño ocasionado a un particular 
se trata de la prestación de un servicio 
público en la Ciudad de México, apli-
ca la Responsabilidad Patrimonial del 
Estado y cuyo artículo 1 menciona que, 
la presente Ley es de orden público e 
interés general y tiene por objeto nor-
mar la responsabilidad patrimonial del 
Gobierno del Distrito Federal, fijar las 
bases, límites y procedimiento para re-
conocer el derecho a la indemnización 
a las personas que sufran un daño en 
cualquiera de sus bienes y derechos, 
como consecuencia de la actividad ad-
ministrativa irregular del Gobierno del 
Distrito Federal. 

La responsabilidad patrimonial a car-
go del Gobierno del Distrito Federal 
es objetiva y directa, la indemnización 

deberá ajustarse a los términos y con-
diciones señalados en esta ley y en las 
demás disposiciones legales a que la 
misma hace referencia.

El artículo 3 menciona que, I. Activi-
dad administrativa irregular: aquella que 
cause daño a los bienes y derechos de 
los particulares, siempre que sea con-
secuencia del funcionamiento irregular 
de la actividad o servicios públicos, que 
no se haya cumplido con los estánda-
res promedio de funcionamiento de la 
actividad o servicio público de que se 
trate y que exista la relación causa-efec-
to entre el daño ocasionado y la acción 
administrativa irregular imputable a 
los entes públicos.

IV. Entes Públicos: Los órganos loca-
les de gobierno, los órganos autóno-
mos, las dependencias, los órganos 
político-administrativos, los órganos 
desconcentrados y las entidades de la 
Administración Pública del Distrito Fe-
deral; 

V. Reparación: Es la que comprende 
daño emergente, lucro cesante, daño 
personal y daño moral;

Artículo 16. Los montos de las indemni-
zaciones se calcularán de la siguiente 
forma: 

I. En el caso de daños emergentes, lucro 
cesante, daños personales o muerte, la au-
toridad administrativa o jurisdiccional 
según sea el caso, calculará el monto 
de la indemnización de acuerdo con el 
daño causado al bien o derecho del par-
ticular afectado, y 

II. En caso de daño moral, la autoridad 
administrativa o jurisdiccional, en su 
caso, calculará el monto de la indem-
nización de acuerdo con los criterios 
establecidos por el Código Civil para el 
Distrito Federal, tomando igualmente 
en consideración la magnitud del daño. 

La indemnización por daño moral que 
el Ente Público esté obligado a cubrir, 
no excederá del equivalente a 10,000 
veces la Unidad de Cuenta de la Ciu-
dad de México vigente, por cada recla-
mante afectado.

Artículo 17. La cuantificación de la in-
demnización se calculará de la fecha en 
que sucedieron los daños a la fecha en 
que hayan cesado éstos cuando sean de 

carácter continuo, sin perjuicio de la ac-
tualización de los valores al tiempo de 
su efectivo pago, de conformidad con el 
Código Fiscal.

El criterio de la SCJN vinculado con la 
“familia multiespecie” lo encontramos 
en el registro digital 2026709.

“Familia multiespecie o interespecie. 
Al estar reconocida, en términos del ar-
tículo 13, Apartado b, puntos 1, 2 y 3, 
inciso e), de la Constitución Política de 
la Ciudad de México, los giros mercan-
tiles de albergue y cuidado de los ani-
males domésticos que viven en los ho-
gares como parte integrante de ese tipo 
de familia, se deben considerar de bajo 
impacto, conforme a la fracción XVI del 
artículo 35 de la Ley de Establecimien-
tos Mercantiles local”.

Propuestas y datos adicionales
- Evitar el antropocentrismo con la fau-
na.
- Generar una cultura social del respeto 
y protección animal.
- Obligación del Estado de prevenir y 
sancionar.
- Instituir Juzgados especializados en 
derecho animal (España).
- Analizar el caso de la orangutana San-
dra en Argentina “Sujeto de derecho, 
no objeto” (persona no humana en sen-
tencia).
- Analizar el caso de la Ley Mincho 
(Delfín en Quintana Roo).
- Analizar el caso de los perros Athos y 
Tango por maltrato animal.
- En Chile establecieron que los anima-
les son sujetos de protección.
- Procurar el animal y evitar el especis-
mo por discriminación.
- Ponderar entre libertad de culto reli-
gioso o costumbres culturales vs bien-
estar animal.
- Legados con cargas notariales.
- Explotación laboral de animales.
- Medellín, un ejemplo de protección 
animal.
- Obligación de registro animal (mas-
cotas).
- Daño moral en personas por lesiones 
de una mascota. 
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Este mandato modificó sustancial-
mente la concepción tradicional de 
la pena privativa de libertad. En la 
lógica constitucional vigente, el en-
cierro no legitima una disminución 
general de la condición jurídica de la 
persona. La Ley Nacional de Ejecu-
ción Penal refuerza esta premisa al 
definir la reinserción como la restitu-
ción del pleno ejercicio de las liber-
tades después del cumplimiento de 
una sanción ejecutada con respeto a 
los derechos humanos, y establece 
como función de la autoridad peni-
tenciaria procurar una reinserción 
social efectiva mediante programas 
institucionales.2

2. Estructura institucional y déficit 
de información
La Ciudad de México administra tre-
ce centros de reclusión para personas 
adultas: once destinados a población 
masculina y dos a población femeni-
na. En esta estructura se encuentran 
los reclusorios preventivos varoni-
les Norte, Oriente y Sur, estableci-
mientos para ejecución de sanciones, 
centros de seguridad penitenciaria y 
centros femeniles. La Ley de Centros 
Penitenciarios de la Ciudad de Mé-
xico y su reglamento complementan 
el marco nacional y regulan la orga-
nización, administración y funciona-
miento de estos establecimientos.3

3. Sobrepoblación, prisión preven-
tiva y capacidad institucional
La sobrepoblación sigue siendo un 
riesgo estructural. La ficha oficial del 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBi-
blio/pdf/CPEUM.pdf.
2 Cámara de Diputados del H. Congreso de 
la Unión, Ley Nacional de Ejecución Penal, 
arts. 1, 4, 15 y 72, Diario Oficial de la Fede-
ración, 16 de junio de 2016, texto vigente, 
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBi-
blio/pdf/LNEP.pdf.
3 Subsecretaría del Sistema Penitenciario de 
la Ciudad de México, “Centros de Reclu-
sión”, consultado el 10 de agosto de 2026, 
https://penitenciario.cdmx.gob.mx/cen-
tros-de-reclusion; Congreso de la Ciudad de 
México, Ley de Centros Penitenciarios de la 
Ciudad de México, Gaceta Oficial de la Ciu-
dad de México, 2 de septiembre de 2021 y 
reformas posteriores.

1. Introducción

El sistema penitenciario de la Ciu-
dad de México constituye una de las 
áreas más sensibles de la política cri-
minal local. Su evaluación no puede 
reducirse a la capacidad institucional 
para mantener bajo custodia a per-
sonas procesadas o sentenciadas. El 
artículo 18 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos or-
dena que el sistema penitenciario se 
organice sobre la base del respeto a 
los derechos humanos, el trabajo, la 
capacitación, la educación, la salud y 
el deporte, con el propósito de lograr 
la reinserción social y procurar que la 
persona no vuelva a delinquir.1

1 Cámara de Diputados del H. Congreso de 
la Unión, Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, art. 18, texto vigente, 
última reforma publicada en el Diario Ofi-
cial de la Federación el 2 de junio de 2026, 

Reclusorio Preventivo Varonil Norte 
registra una capacidad instalada de 
5,430 espacios y reconoce un índice 
de sobrepoblación superior a 60 por 
ciento. La saturación no significa so-
lamente falta de espacio: presiona 
dormitorios, servicios sanitarios, ali-
mentación, atención médica, áreas 
de visita, clasificación penitenciaria, 
seguridad y acceso a programas de 
reinserción.4 El contexto nacional 
permite dimensionar la presión. Al 
cierre de 2025, el INEGI contabili-
zó 231,436 personas privadas de la 
libertad o internadas; 42.2 por cien-
to no contaba con sentencia. En los 
centros estatales la tasa promedio 
de ocupación fue de 119.2 personas 
por cada cien espacios disponibles. 
Es indispensable subrayar que esos 
resultados no permiten atribuir a 
la Ciudad de México la misma pro-
porción, precisamente porque faltó 
la información de sus centros para 
adultos; sí muestran, sin embargo, 
un entorno nacional en el que la 
prisión preventiva y la saturación 
continúan condicionando el funcio-
namiento penitenciario.5

Desde la política criminal, la prisión 
preventiva debe conservar una natu-
raleza cautelar y excepcional compa-
tible con la presunción de inocencia. 
Su uso expansivo traslada al sistema 
penitenciario costos materiales y hu-
manos antes de una sentencia defi-
nitiva y reduce la capacidad de cla-
sificación, gobernabilidad y atención 
individualizada.

4. Derechos humanos, gobernabili-
dad y salud
La gobernabilidad penitenciaria exi-
ge seguridad, pero no puede confun-
dirse con un modelo exclusivamente
4 Subsecretaría del Sistema Penitenciario de 
la Ciudad de México, “Reclusorio Preventi-
vo Varonil Norte”, consultado el 10 de agos-
to de 2026, https://penitenciario.cdmx.gob.
mx/centros-de-reclusion/reclusorio-pre-
ventivo-varonil-norte.
5 INEGI, CNSIPEF-E 2026, 6–8. El comuni-
cado advierte que para la Ciudad de México 
la información de 2025 solo incluyó centros 
especializados para adolescentes.
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disciplinario. Prevenir violencia, 
extorsiones, objetos prohibidos y 
autogobierno requiere personal pro-
fesionalizado, controles legales y 
mecanismos confiables de denuncia. 
Además, el Estado mantiene una 
posición reforzada de garante. El 
Diagnóstico Nacional de Supervisión 
Penitenciaria de la CNDH examina 
condiciones de estancia, integridad, 
gobernabilidad, reinserción y aten-
ción a grupos con necesidades espe-
cíficas.6

La literatura especializada coinci-
de en que la dignidad en prisión 
comprende derechos económicos y 
sociales que no desaparecen con la 
sentencia. Fonseca Luján subraya 
que la privación de libertad coloca 
a las personas en una situación de 
dependencia frente al Estado y, por 
ello, hace especialmente exigibles 
las condiciones mínimas de aloja-
miento, salud, alimentación y acceso 
a medios de reinserción. Esta lectura 
es congruente con las Reglas Nelson 
Mandela, que establecen estándares 
internacionales sobre trato digno, 
servicios de salud, disciplina, con-
tacto con el exterior y preparación 
para la puesta en libertad.7 8

5. Reinserción social: educación, 
trabajo y vínculos comunitarios
La eficacia sustantiva del sistema 
debe medirse en la reinserción. Tra-
bajo, capacitación, educación, salud 
y deporte son bases legales del plan 
de actividades, pero la existencia 
de talleres o cursos no demuestra 
resultados. La evaluación debe con-
siderar cobertura, permanencia, cer-
tificación, continuidad educativa,
6 Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos (CNDH), Diagnóstico Nacional de 
Supervisión Penitenciaria 2024 (México: 
CNDH, 2024), https://www.cndh.org.mx/
sites/default/files/documentos/2024-12/
DNSP_2024.pdf.
7 Oficina de las Naciones Unidas contra la 
Droga y el Delito (UNODC), Reglas mínimas 
de las Naciones Unidas para el tratamiento 
de los reclusos (Reglas Nelson Mandela), 
Resolución 70/175 de la Asamblea General 
de las Naciones Unidas, 17 de diciembre 
de 2015, https://www.unodc.org/unodc/
justice-and-prison-reform/nelsonmandela-
rules.html.
8 Roberto Carlos Fonseca Luján, “Vida dig-
na en prisión y reinserción social: derechos 
económicos y sociales de la población pri-
vada de libertad en México”, Revista Lati-
noamericana de Derecho Social 21, núm. 41 
(2025): 235–256, https://doi.org/10.22201/
iij.24487899e.2025.41.19694.

empleabilidad y reincidencia. El 
desafío de la Ley Nacional de Eje-
cución Penal es convertir su diseño 
garantista en capacidades institucio-
nales efectivas.9

Existen experiencias positivas. En 
agosto de 2025, la Subsecretaría del 
Sistema Penitenciario y la Universi-
dad Autónoma de la Ciudad de Mé-
xico informaron de 402 estudiantes 
activos en la licenciatura en Dere-
cho impartida en seis centros. Estos 
programas fortalecen capacidades y 
expectativas de desarrollo si cuentan 
con continuidad después de la libe-
ración.10

Los vínculos familiares son tam-
bién un componente de reinserción. 
Estudios en centros penitenciarios 
capitalinos muestran que la familia 
cumple funciones materiales y afec-
tivas durante el internamiento; su 
debilitamiento puede aumentar la 
vulnerabilidad al egreso. Las políti-
cas de visita, comunicación, trabajo 
social y preparación familiar deben, 
por ello, considerarse parte de una 
integración comunitaria sostenible.11

6. El problema postpenitenciario y 
los enfoques diferenciados
Uno de los mayores déficits apare-
ce después de la excarcelación. La 
persona liberada puede enfrentar 
estigmatización, desempleo, ruptu-
ra familiar, falta de documentos, vi-
vienda precaria y problemas de sa-
lud o adicciones. La Ley Nacional de 
Ejecución Penal contempla servicios 

9 Gerardo Hernández y Reyna Mondragón 
Esquivel, “Los desafíos de la Ley Nacio-
nal de Ejecución Penal en México”, Cues-
tiones Constitucionales. Revista Mexica-
na de Derecho Constitucional 1, núm. 40 
(2019): 425–450, https://doi.org/10.22201/
iij.24484881e.2019.40.13240.
10 Subsecretaría del Sistema Penitenciario 
de la Ciudad de México, “La Subsecreta-
ría del Sistema Penitenciario de la SSC y la 
UACM dieron inicio al nuevo ciclo escolar 
de la Licenciatura en Derecho en los centros 
de reclusión de la Ciudad de México”, 17 de 
agosto de 2025, https://penitenciario.cdmx.
gob.mx/comunicacion/nota/la-subsecreta-
ria-del-sistema-penitenciario-de-la-ssc-y-la-
uacm-dieron-inicio-al-nuevo-ciclo-escolar-
de-la-licenciatura-en-derecho-en-los-cen-
tros-de-reclusion-de-la-ciudad-de-mexico.
11 Diego Aguilar Villarreal, “La familia y 
la sobrevivencia del interno en los centros 
penitenciarios de la Ciudad de México”, 
Trabajo Social UNAM, núm. 9 (2015): 89–
106, https://repositorio.unam.mx/conteni-
dos/49306.

postpenales de orientación y apoyo 
personal, laboral, educativo y social, 
también para las familias. Esta eta-
pa debe asumirse como parte de la 
reinserción y de la prevención de la 
reincidencia.12

La atención penitenciaria exige en-
foques diferenciados. Las mujeres 
privadas de la libertad presentan 
necesidades específicas de salud, 
maternidad, vínculo con hijas e hi-
jos, higiene, prevención de violencia 
y capacitación laboral. En 2024 el 
Congreso capitalino reformó la le-
gislación local para fortalecer la pro-
tección de niñas y niños vinculados 
con mujeres internas. La atención 
diferenciada debe extenderse a per-
sonas mayores, con discapacidad, 
indígenas, extranjeras y población 
LGBTIQ+.13

Conclusiones
El sistema penitenciario de la Ciu-
dad de México enfrenta una ten-
sión central: garantizar seguridad y 
control sin abandonar la reinserción 
social. La sobrepoblación en estable-
cimientos relevantes, la prisión pre-
ventiva, las necesidades de salud, 
los problemas de gobernabilidad y 
la insuficiente actualización de datos 
revelan restricciones estructurales 
persistentes.

La solución no consiste en construir 
más espacios o endurecer el régi-
men. Una política penitenciaria de-
mocrática requiere uso racional de la 
prisión, condiciones dignas, clasifi-
cación adecuada, educación y traba-
jo acreditables, protección de víncu-
los familiares, atención diferenciada 
y acompañamiento postpenal. Sobre 
todo, exige medir resultados: la rein-
serción debe valorarse por su capa-
cidad de reducir vulnerabilidades y 
reincidencia.

12 Cámara de Diputados, Ley Nacional de 
Ejecución Penal, art. 207, relativo a servicios 
postpenales y apoyo a personas liberadas, 
externadas y sus familias.
13 Congreso de la Ciudad de México, “Con-
greso CDMX modificó Ley de Centros Peni-
tenciarios”, 23 de agosto de 2024, https://
www.congresocdmx.gob.mx/comsoc-con-
greso-cdmx-modifico-ley-centros-peniten-
ciarios-5433-1.html.
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Nótese que, a pesar de las críticas y 
aplausos de esta transición, no sería 
la primera ocasión en que nuestro tri-
bunal sufre una metamorfosis en su 
integración, tan radical como aconte-
ce en los momentos que se viven, ya 
que incluso en su momento, la Corte 
y su Semanario, fueron suspendidos, 
a consecuencia de cambios de régi-
men, aparentemente como los que vi-
vimos hoy en día; sin embargo, bajo 
el riesgo de parecer ridículo, por lo 
menos las puertas de la Corte “están 
abiertas”, bajo figuras como las “ga-
rantías de audiencias” y la “solicitu-
des de facultad de atracción”. 
    
De hecho, los antecedentes nos de-
muestran que, en la actualidad, esta-
mos ante una metamorfosis sosegada 
y criticable como cualquier cambio 
en el Poder; sin embargo, recordemos 
que de octubre de 1875 a diciembre 
de 1880, surgió la primera suspen-
sión del SJF y de la Corte misma, 
atendiendo a las revueltas iniciadas 
por Porfirio Díaz y su Plan de Tux-
tepec; y, posteriormente, la Corte 
también fue clausurada el 14 de agos-
to de 1914, al triunfo de la revuelta 
revolucionaria, prolongándose hasta 
el año de 1918. Parafraseando a Vico 
(citado por Bobbio) y su “teoría cícli-
ca de la historia”, la “nueva” SCJN 
“madurará”, ajustándose a su tiempo 
y contexto.
  
Derivado de lo anterior, actualmente 
estamos frente a la duodécima Época 
del SJF, denominada “De la Justicia 
Pluricultural, la Igualdad Sustantiva 
y la Inclusión en México”, misma que 
inició una etapa en la historia de la 
justicia, donde están surgiendo (bajo 
contextos de reivindicación histó-
rica), figuras importantes, como el 
constitucionalismo austral y el plu-
ralismo jurídico, sustentados en el 
derecho indigenista que tanto nos 
pidió estudiar el Dr. Oscar Correas 
Vázquez en sus clases de Epistemo-
logía Jurídica.

Por tanto, se advierte un esfuerzo del 
máximo tribunal, por decantarse en 
materia pluricultural, sustentada en 

Constitucionalismo austral, el juicio
de amparo y el “Sur” político

los pueblos, comunidades indígenas 
y afromexicanos. 
 
Finalmente, la propuesta de Ley Ge-
neral de Derechos de los Pueblos In-
dígenas y Afromexicanos, regula un 
capítulo sobre el juicio de amparo en 
materia de protección a estos grupos 
vulnerados, donde se regulan nuevos 
principios rectores al proceso consti-
tucional por excelencia, al punto de 
llegar a regularse una suplencia ab-
soluta de la queja (a favor de estos 
grupos vulnerados históricamente), 
pruebas para mejor proveer (contra-
rio al principio de limitación de prue-
bas, en materia de amparo indirecto y 
directo [véase el artículo 75 de la Ley 
de Amparo]), y un principio que ya 
había sido materia de jurisprudencia 
(emitida por la antigua integración 
del Tercer Tribunal Colegiado en ma-
teria civil del Primer Circuito), sobre 
la tópica de flexibilizar lo procesal 
y privilegiar lo sustantivo, a mane-
ra de una reivindicación -insisto- de 
muchas figuras que fueron abroga-
das en la Ley de Amparo derivadas 
de la reforma constitucional del 6 de 
junio de 2011 en materia de derecho 
agrario, como la representación sus-
tituta y los parámetros flexibiliza-
dores que se tenían regulados en la 
antigua Ley de Amparo de 1936 (bajo 
“políticas de masas”, evidentemente 
cardenistas). 
   
En fin, seguimos en momentos de 
cambio, donde por lo menos, se 
advierte un interés por la pluricul-
turalidad que se verá reflejada en 
este nuevo proceso de amparo es-
pecializado en materia indígena y 
afromexicanos que sentará las bases 
de nuevos e interesantes criterios en 
el Semanario Judicial de la Federa-
ción y que, sin duda, será el sustento 
del denominado constitucionalismo 
austral como política reivindicadora 
de las comunidades antes dichas y el 
“Sur” Político. 

Irving Ambriz 
Gaytan

Secretario de la Presidencia en la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación 

y profesor de la FES-Aragón de la 
UNAM

La génesis y evolución del dere-
cho positivo mexicano se puede 
y debe analizar desde la óptica 

de las épocas del Semanario Judicial 
de la Federación y la historia misma 
de nuestra Corte, donde podemos 
advertir los criterios aislados, juris-
prudenciales y ahora precedentes 
que se gestan, evolucionan e incluso 
cambian en el Pleno del máximo tri-
bunal del país.

Por el momento, nuestro tribunal se 
encuentra en un proceso de trans-
formación, derivado de las reformas 
constitucionales de los últimos años, 
dado el evidente cambio de régimen; 
nótese, la transición resulta criticable 
pero históricamente está demostrado 
que “las aguas se calmarán” y se logra-
rá una restructura del Estado de De-
recho, ya sea con la integración actual 
o en otra etapa. 
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Abogado civil y familiar especializado, asesoría 
estratégica en materia mercantil y corporativa, 

participación en procesos legislativos y
colaboración en asuntos de defensa penal.

Daniel Castañeda 
Hernández

México atraviesa una transfor-
mación profunda en la forma 
de comprender la materni-

dad, la paternidad y la crianza. La in-
corporación efectiva del principio de 
igualdad, la constitucionalización del 
derecho familiar y el reconocimiento 
de niñas, niños y adolescentes como 
titulares plenos de derechos han de-
bilitado progresivamente el modelo 
tradicional que asignaba a la madre 
el papel de cuidadora principal y al 
padre la función casi exclusiva de 
proveedor económico. 

En este contexto surge el fenómeno 
social de la paternidad participativa: 
una forma de ejercer la paternidad 
basada en la presencia afectiva, el 
cuidado cotidiano, la intervención 
en la educación, el acompañamiento 
médico y la participación en las de-
cisiones fundamentales de los hijos. 
Su reconocimiento jurídico no pre-
tende sustituir la antigua preferencia 

materna por una superioridad mas-
culina. Busca eliminar la idea de que 
la capacidad para criar depende del 
sexo de una persona. 

La Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha construido una línea ju-
risprudencial consistente en esta di-
rección. Desde el Amparo Directo 
en Revisión 1573/2011 sostuvo que 
no existe una presunción absoluta 
de idoneidad a favor de alguno de 
los progenitores y que, en principio, 
tanto el padre como la madre se en-
cuentran capacitados para atender a 
sus hijos. Posteriormente, en el Am-
paro en Revisión 331/2019, declaró 
inconstitucional la preferencia legal 
que atribuía anticipadamente la cus-
todia de niñas y niños menores de 
doce años a la madre. 

Estos precedentes modificaron el 
punto de partida del análisis judicial. 
La madre dejó de ser considerada 
cuidadora natural por disposición 
legal y el padre dejó de ocupar una 
posición secundaria por razón de gé-
nero. Corresponde ahora al juzgador 
valorar las condiciones concretas de 
cada persona: su historia de cuida-
dos, disponibilidad, estabilidad, ca-
pacidad emocional, redes de apoyo, 
ausencia de violencia y disposición 
para preservar la relación del hijo con 
el otro progenitor. 

Esta evolución forma parte de un 
cambio más amplio: el tránsito de la 
patria potestad entendida como po-
der hacia la responsabilidad parental 
concebida como función de protec-
ción. La jurisprudencia mexicana ha 
establecido que la guarda y custodia 
no constituye un premio para alguno 
de los progenitores ni una declara-
ción de superioridad sobre el otro. Es 
una forma de organizar el cuidado 
cotidiano en beneficio de la persona 
menor de edad. 

Quien ejerce la custodia administra 
ordinariamente la residencia, los ho-
rarios y las necesidades inmediatas 
del hijo, pero no adquiere exclusi-
vidad sobre su crianza, identidad o 
relaciones afectivas. El progenitor 

no custodio tampoco debe quedar 
reducido al pago de una pensión ali-
menticia y a encuentros ocasionales. 
La responsabilidad parental subsis-
te después de la separación y exige, 
cuando las condiciones de seguridad 
lo permiten, una participación activa, 
equitativa y transparente de ambos 
progenitores. 

Esta transformación adquiere su ex-
presión más clara en el régimen de 
visitas y convivencias. La palabra 
“visita” conserva una carga adulto-
céntrica: parece describir una autori-
zación concedida a quien permanece 
fuera de la vida cotidiana del niño. La 
doctrina constitucional contemporá-
nea reconoce, en cambio, un verdade-
ro derecho a la convivencia familiar. 
El titular primordial de ese derecho 
es la niña, niño o adolescente. El pro-
genitor no custodio posee un dere-
cho-deber de presencia, cuidado y 
participación; quien ejerce la guarda 
y custodia tiene la obligación de res-
petar, facilitar y fomentar la relación; 
y el Estado debe garantizar que el 
vínculo pueda desarrollarse de ma-
nera directa, regular, significativa y 
segura. 

La Suprema Corte ha señalado que la 
separación de la pareja no debe sig-
nificar la desaparición de alguno de 
los progenitores de la vida del hijo. 
En el Amparo Directo en Revisión 
392/2018 reconoció la corresponsabi-
lidad parental y sostuvo que la con-
vivencia debe permitir, como regla 
general, un contacto amplio y fluido 
con ambos padres. En el Amparo Di-
recto en Revisión 1463/2016 determi-
nó que la obstaculización reiterada e 
injustificada puede justificar medidas 
judiciales intensas, pues la afectación 
recae primordialmente sobre el dere-
cho del niño y no únicamente sobre la 
pretensión del adulto excluido. 

La primera infancia exige una pro-
tección especialmente oportuna. Para 
un adulto, algunos meses pueden 
representar una etapa dentro de un 
litigio; para un niño pequeño cons-
tituyen una parte significativa de su 
vida. La demora puede impedir que 

El fenómeno social de la paternidad participativa. 
Hacia un derecho familiar centrado en la niñez 
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un vínculo se forme o provocar que 
una relación existente se debilite has-
ta convertirse en extrañeza. El tiempo 
procesal, por tanto, no es neutral. 

Las convivencias deben diseñarse 
conforme a la edad, rutinas, historia 
de cuidados, grado de familiaridad 
y necesidades concretas del niño. La 
corta edad puede justificar gradua-
lidad, frecuencia especial o ajustes 
derivados de condiciones médicas y 
alimentarias, pero no autoriza a pre-
sumir que el padre debe ocupar un 
lugar secundario. 

La protección de la convivencia en-
cuentra un límite inequívoco en la 
seguridad de la persona menor de 
edad. La violencia, el abuso, la negli-
gencia o un riesgo concreto pueden 
justificar supervisión, restricción o 
suspensión. Estas medidas deben ser 
individualizadas, proporcionales, 
temporales y revisables. El conflicto 
entre los adultos, la comodidad del 
progenitor custodio o los estereotipos 
de género carecen, por sí mismos, de 
suficiencia constitucional. 

Debemos permear esta evolución en 
todas las áreas de la sociedad y no li-
mitarla a los tribunales. Las escuelas, 
los centros de trabajo, los servicios 
de salud y las instituciones públicas 
deben reconocer que el cuidado no 
pertenece naturalmente a la mujer y 
que la provisión económica no agota 
la paternidad. 

La paternidad participativa no cons-
tituye una disputa entre hombres y 
mujeres. Es una oportunidad para 
distribuir de manera más equitativa 
las responsabilidades familiares, li-
berar a las madres del mandato de 
cuidado exclusivo y permitir que los 
padres asuman plenamente su fun-
ción. 

La decisión verdaderamente justa 
no es aquella que concede mayores 
facultades al adulto que reclama con 
más fuerza. Es aquella que construye 
la estructura familiar que mejor pro-
tege la dignidad, estabilidad, salud 
psicoemocional y desarrollo integral 
de la persona menor de edad. 

La convivencia no es un permiso con-
cedido al padre o a la madre. Es una 
garantía reconocida al hijo. 

El regreso a las actividades representa el comienzo de nuevos retos, 
aprendizajes y experiencias. Para quienes se preparan para convertir su 
pasión por la gastronomía en una profesión, contar con las herramientas 
adecuadas es fundamental para desarrollar cada técnica con seguridad, 

precisión y confianza. 

Bajo esta inspiración, Victorinox presenta el Estuche de Chef de 9 piezas, 
una solución completa y portátil diseñada para acompañar a estudiantes 
de gastronomía, chefs y expertos culinarios durante sus prácticas, clases 
y primeras experiencias profesionales. Su propuesta combina funcionali-
dad, resistencia y el diseño preciso que caracteriza a la marca, siguiendo 
el estilo directo y aspiracional empleado en el comunicado de referencia. 

 
Cuchillería 

El Estuche de chef de 9 piezas está preparado para afrontar diferentes 
técnicas y tipos de preparación culinaria. En su interior incorpora cu-

chillos profesionales para tareas que van desde mondar y decorar hasta 
trinchar, deshuesar, filetear o cortar pan, permitiendo que cada persona 
pueda encontrar la herramienta adecuada para perfeccionar sus habili-

dades dentro y fuera de su profesión. 

Gracias a su funda enrollable de nylon negro, el equipo puede trans-
portarse y mantenerse organizado con facilidad. Fabricada en Suiza con 
nylon reforzado, esta cocina portátil reúne cuchillos de acero inoxidable 
con mangos Fibrox o de polipropileno, pensados para ofrecer un manejo 

práctico durante cada preparación. 

• Funda de nylon negro para cuchillos
• Cuchillo Swiss Classic de 6cm decorador 
• Cuchillo Swiss Classic de 8 cm mondador 
• Cuchillo Fibrox para trinchar 
• Cuchillo Fibrox flexible para filetear 
• Cuchillo Fibrox para deshuesar
• Cuchillo Fibroxpara pan
• Pelador de papas
• Chaira para cuchillos de 12 pulgadas

ALCANCE DE LA GARANTÍA DE POR VIDA VICTORINOX

La garantía de por vida Victorinox se aplica a navajas, cuchillos y 
cubiertos, productos de cuidado personal, herramientas de afilado y 

utensilios de cocina; p. ej., tablas de corte, excepto para colecciones de 
marca y productos de marca de terceros, que están cubiertos por la 

garantía de dos años Victorinox. 

PRECISIÓN SUIZA PARA VOLVER A LAS AULAS 

www.victorinox.com

Domum



Reforma al poder judicial federal en méxico: 
elección popular de ministros, magistrados y jueces.

Leonardo
Fragoso Cruz

La corrupción, la falta de transpa-
rencia y la percepción de una justicia 
elitista y distante de la ciudadanía 
han erosionado la confianza en las 
instituciones judiciales. En este esce-
nario, la elección popular se presenta 
como una solución para democrati-
zar el acceso a estos cargos y hacerlos 
más responsables ante la ciudadanía. 
Los defensores de esta medida ar-
gumentan que permitir a los ciu-
dadanos elegir a sus jueces y ma-
gistrados fomentaría una mayor 
transparencia y rendición de cuentas. 
Sostienen que, al ser electos por el 
pueblo, estos funcionarios estarían 
más comprometidos con las necesi-
dades y expectativas de la sociedad, 
y menos susceptibles a las presiones 
de intereses políticos y económicos. 
Dentro de los beneficios potencia-
les de la elección popular  a que se 
hace referencia y  que es sostenida 
por quienes apoyan el algumento de 
la necesidad de una reforma de esta 
profundidad, destacan las siguientes: 
  
1. Rendición de cuentas: La elección 
popular podría hacer que los jueces y 
magistrados sean más responsables 
ante la ciudadanía, ya que su continui-
dad en el cargo dependería del respal-
do público. Esto podría incentivar un 
desempeño más ético, transparente y 
con un mayor  compromiso social.

2. Democratización del Poder Judicial: 
La medida contribuiría a democratizar 
el acceso a los cargos judiciales, per-
mitiendo que la ciudadanía tenga una 
participación directa en la selección de 
quienes administran la justicia.

3. Reducción de la corrupción: Al ser 
elegidos por voto popular, los jueces 
y magistrados podrían sentirse me-
nos obligados a responder a intereses 
políticos o económicos, lo que podría 
reducir la corrupción y el tráfico de in-
fluencias.

4. Mayor confianza en el sistema ju-
dicial: La elección directa por parte de 
la ciudadanía podría aumentar la legi-
timidad y la confianza en el sistema ju-
dicial, al percibirse en el entorno social 
como más cercano y accesible.

Doctor en Cultura de Derechos
Humanos Leonardo Fragoso Cruz, Juez 
de Tribunal de Enjuciamiento Penal del 
Tribunal Superior de Justicia del Estado 

de México en retiro.

En México, el Poder Judicial federal 
ha sido objeto de numerosas refor-
mas con el objetivo de garantizar 

la justicia y la equidad en la sociedad. 

Una de las propuestas más controver-
tidas y discutidas en la arena política y 
social es la elección popular de minis-
tros de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación (SCJN), magistrados y jue-
ces. Esta idea ha generado un amplio 
debate sobre sus posibles beneficios y 
desafíos, así como sus implicaciones 
para la independencia judicial y la ca-
lidad de la justicia en un país con una 
problemática creciente de acceso a la 
justicia por parte de la ciudadanía.

La propuesta de elegir a ministros, jue-
ces y magistrados por voto popular sur-
ge en un contexto de descontento gene-
ralizado con el sistema judicial actual.

En contra de éstos argumentos y de 
los posibles beneficios, la propuesta de 
elegir a ministros, jueces y magistrados 
por voto popular enfrenta numerosos 
desafíos y problematicas, tanto que ha 
sido objeto de críticas significativas:
 
1. Independencia judicial: Uno de los 
principales argumentos en contra es que 
la elección popular podría comprometer 
la independencia judicial. Los jueces y 
magistrados podrían sentirse presiona-
dos a tomar decisiones populares en lu-
gar de decisiones justas y basadas en la 
ley, para asegurar su reelección.

2. Politización de la justicia: La cam-
paña electoral y la búsqueda de votos 
podrían llevar a la politización del Po-
der Judicial. Los candidatos a jueces y 
magistrados podrían depender de par-
tidos políticos y grupos de interés para 
financiar sus campañas, comprome-
tiendo  su imparcialidad y los demas 
valores éticos.

3. Competencia y preparación: La 
elección popular podría favorecer a 
candidatos con habilidades de campa-
ña y popularidad sobre aquellos con 
mayor competencia técnica y prepara-
ción jurídica. Esto podría afectar nega-
tivamente la calidad de la justicia.
 
4. Costos y logística: Organizar eleccio-
nes para jueces y magistrados podría 
implicar costos significativos y una com-
plejidad logística considerable. Además, 
la ciudadanía tendría que estar adecua-
damente informada sobre las competen-
cias y propuestas de los candidatos, lo 
cual podría ser un desafío en sí mismo.
 
Ahora bien,  cabría ante este escenario,  
hacer la pregunta, de ¿Cuáles serían las 
implicaciones para el Futuro del Siste-
ma Judicial Mexicano?
 
Y una posible respuesta, es que la im-
plementación de la elección popular 
de ministros, jueces y magistrados 
representaría un cambio radical en el 
sistema judicial mexicano. Es esencial 
considerar cuidadosamente las impli-
caciones y los posibles efectos no solo 
al corto y mediano plazo, si no al largo 
plazo de esta medida.

Doctor en Cultura de Derechos
Humanos,

Juez de Tribunal de Enjuiciamiento Penal 
del Tribunal Superior de Justicia del 

Estado de México en retiro.

Perspectiva de género: un deber esencial al
impartir justicia y formar juristas 

Poder Judicial del Estado de Méxi-
co, pude advertir que juzgar exige 
mucho más que conocer el tipo pe-
nal, valorar las pruebas y aplicar 
una sanción. En cada asunto exis-
ten personas con historias particu-
lares, entornos familiares comple-
jos y relaciones de poder que no 
siempre aparecen expresamente 
descritas en las carpetas de inves-
tigación, pero que de su contenido 
hecho saber al juzgador no debe 
de pasar inadvertido para éste. 
La función jurisdiccional obliga a 
mirar con cuidado esas circunstan-
cias, sin abandonar la imparciali-
dad ni sustituir a las partes en sus 
responsabilidades procesales. 
 
La perspectiva de género adquie-
re especial importancia en delitos 
como feminicidio, violencia fami-
liar, violación, abuso sexual, trata 
de personas y lesiones cometidas 
dentro de relaciones afectivas. Sin 
embargo, sería un error pensar que 
únicamente debe utilizarse en esos 
casos. También puede resultar ne-
cesaria cuando una mujer inter-
viene como acusada, cuando una 
persona pertenece a la diversidad 
sexual o cuando existen condicio-
nes de dependencia económica, 
discriminación o sometimiento 
que influyeron en los hechos. 
 
Como juzgador comprendí que 
uno de los principales desafíos 
consiste en identificar los estereo-
tipos que pueden contaminar la 
valoración probatoria. Durante 
mucho tiempo se consideró, por 
ejemplo, que una víctima “verda-
dera” debía denunciar inmediata-
mente, recordar todos los detalles, 
mostrar una determinada reacción 
emocional o romper de manera 
definitiva cualquier vínculo con su 
agresor. La experiencia demues-
tra que las personas reaccionan de 
maneras distintas frente a la vio-
lencia. Algunas guardan silencio, 
otras regresan con quien las agre-
de y muchas tardan en denunciar 

por miedo, dependencia económi-
ca, amenazas o preocupación por 
sus hijas e hijos. 
 
Eliminar esos prejuicios no signi-
fica reducir el estándar probatorio 
ni prescindir de la presunción de 
inocencia. En materia penal, una 
sentencia condenatoria requiere 
prueba suficiente para acreditar la 
responsabilidad más allá de toda 
duda razonable. La perspectiva de 
género no puede utilizarse para 
suplir deficiencias de la investiga-
ción ministerial, inventar pruebas 
inexistentes o trasladar al acusado 
la carga de demostrar su inocen-
cia. Su verdadera función consiste 
en evitar que las pruebas disponi-
bles sean interpretadas mediante 
ideas preconcebidas sobre cómo 
debe comportarse una mujer, una 
víctima o una persona sometida a 
violencia. 
 
Tampoco debe asumirse que toda 
controversia entre un hombre y 
una mujer contiene necesaria-
mente violencia de género. El de-
ber judicial consiste en analizar 
el contexto, determinar si existe 
una relación asimétrica de poder, 
identificar posibles situaciones de 
discriminación y establecer si esas 
condiciones influyeron en la con-
ducta examinada. Juzgar con pers-
pectiva de género exige argumen-
tación, no afirmaciones generales. 
Una sentencia debe explicar qué 
desigualdad se encontró, cómo fue 
acreditada y cuál es su relación 
con la decisión adoptada. 
 
Actualmente, como académico de 
la carrera de Derecho en la Facul-
tad de Estudios Superiores Aragón 
de la UNAM, considero indispen-
sable transmitir estas reflexiones 
a las nuevas generaciones. En las 
aulas no basta con enseñar con-
ceptos, artículos legales o criterios 
jurisprudenciales. Es necesario 
formar profesionistas capaces de 
comprender que detrás de cada

Hablar de perspectiva de gé-
nero en la impartición de 
justicia no significa intro-

ducir preferencias personales en 
las resoluciones judiciales ni con-
ceder automáticamente la razón 
a una mujer por el solo hecho de 
serlo. Significa reconocer que las 
personas no siempre llegan ante 
los tribunales en condiciones de 
igualdad y que determinadas re-
laciones históricas, culturales, 
económicas y familiares pueden 
colocar a algunas de ellas en una 
situación de desventaja, subordi-
nación o vulnerabilidad. 
 
Durante los años en que me des-
empeñé como juez de Tribunal 
de Enjuiciamiento Penal en el
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expediente existen seres huma-
nos y que una aplicación aparen-
temente neutral de la ley puede 
perpetuar desigualdades cuando 
se ignora el contexto en que ocu-
rrieron los hechos. 
 
Procuro que mis estudiantes com-
prendan que la perspectiva de gé-
nero no es una consigna política 
ni una moda jurídica. Es una he-
rramienta metodológica derivada 
de los principios de igualdad, no 
discriminación, dignidad humana 
y acceso efectivo a la justicia. Tam-
bién les insisto en que su aplica-
ción debe ser rigurosa, objetiva y 
compatible con el debido proceso. 
Una justicia que protege los dere-
chos de las mujeres, pero desco-
noce la presunción de inocencia, 
no es auténtica justicia; de igual 
manera, una justicia que invoca 
la neutralidad para ignorar la vio-
lencia estructural tampoco cumple 
con su función constitucional. 
 
Mi experiencia como juez y profe-
sor me ha enseñado que la transfor-
mación de la justicia comienza en 
la manera de observar los hechos. 
Juzgar con perspectiva de género 
implica escuchar sin prejuicios, 
valorar sin estereotipos y resolver 
con sensibilidad, pero también con 
estricto apego a la Constitución 
y a la prueba. Enseñarla significa 
formar juristas conscientes de que 
la igualdad no siempre se alcanza 
tratando a todas las personas de 
manera idéntica, sino reconocien-
do las desigualdades reales que 
condicionan sus vidas. 
 
Ése es, a mi juicio, uno de los ma-
yores compromisos de quienes 
hemos tenido la responsabilidad 
de impartir justicia y ahora partici-
pamos en la formación de futuros 
abogados: contribuir a una prác-
tica jurídica más humana, crítica 
y consciente, en la que ninguna 
persona sea juzgada a partir de 
prejuicios y en la que el Derecho 
funcione verdaderamente como 
un instrumento de dignidad e 
igualdad. 

Más allá del síntoma: 
especialistas presentan 
una nueva visión sobre 

el abordaje de la tos

La tos es uno de los síntomas respiratorios más frecuentes 
en niños y adultos; a nivel mundial tiene una prevalencia 

de hasta el 12% de manera general, mientras que la tos cró-
nica afecta aproximadamente al 10% de la población adulta. 
En este contexto surge “La tos: un enfoque integral en niños 
y adultos”, una obra médica codirigida por el Dr. José Luis 

Sandoval Gutiérrez, neumólogo, internista y especialista 
en medicina crítica, y el Dr. Carlos de la Torre González, 

otorrinolaringólogo pediatra, y apoyados por la marca Tro-
ferit® de Chinoin Productos Farmacéuticos.

El libro busca brindar a los profesionales de la salud una 
visión actualizada que permita comprender la tos no sólo 

como un síntoma, sino como un fenómeno clínico complejo 
que puede estar relacionado con procesos respiratorios, 

inflamatorios, neurológicos, inmunológicos e incluso sisté-
micos. Consecuentemente, su estudio y tratamiento requie-
ren un enfoque multidisciplinario tanto en niños como en 

adultos.

Comprender la tos como un reto clínico es una exigencia 
para la medicina actual especialmente después de las lec-

ciones que dejó la pandemia por Covid-19. De acuerdo con 
los especialistas, durante 2021, las infecciones respiratorias 
contribuyeron al 25.9% de las muertes. Además de su im-
pacto en la salud pública, la tos persistente puede generar 

alteraciones del sueño, afectar la actividad física, disminuir 
la productividad laboral y repercutir significativamente en 

la calidad de vida de quienes la padecen.

Salutem   



La falsa idea de la perspectiva de género
la perspectiva de género constituye 
una categoría analítica -concepto- que 
acoge las metodologías y mecanismos 
destinados al estudio de las construc-
ciones culturales y sociales entendi-
das como propias para hombres y 
mujeres, es decir, lo que histórica, so-
cial y culturalmente se ha entendido 
como “lo femenino” y “lo masculino” 
-Tesis: 1a. XXVII/2017 (10a.)-. En tal 
sentido, debe entenderse que si bien 
la perspectiva de género surgió como 
una forma de visibilizar la desigual-
dad que existía entre hombres y mu-
jeres, actualmente no es aceptable que 
dicho concepto se aplique en benefi-
cio de un solo género -o sexo-, en este 
caso, a favor de la mujer.

La misma Corte ha señalado que la 
obligación de juzgar con perspectiva 
de género exige a quienes imparten 
justicia que actúen remediando los 
potenciales efectos discriminatorios 
que el ordenamiento jurídico y las 
prácticas institucionales pueden tener 
en detrimento de las personas, para 
ello ha desarrollado algunos elemen-
tos para juzgar con perspectiva de 
género entre los que se encuentran: I) 
identificar primeramente si existen si-
tuaciones de poder que por cuestiones 
de género den cuenta de un desequi-
librio entre las partes de la controver-
sia; II) cuestionar los hechos y valorar 
las pruebas desechando cualquier es-
tereotipo o prejuicio de género, a fin 
de visualizar las situaciones de des-
ventaja provocadas por condiciones 
de sexo o género; III) en caso de que el 
material probatorio no sea suficiente 
para aclarar la situación de violencia, 
vulnerabilidad o discriminación por 
razones de género, ordenar las prue-
bas necesarias para visibilizar dichas 
situaciones; IV) de detectarse la situa-
ción de desventaja por cuestiones de 
género, cuestionar la neutralidad del 
derecho aplicable, así como evaluar el 
impacto diferenciado de la solución 
propuesta para buscar una resolución 
justa e igualitaria de acuerdo al con-
texto de desigualdad por condiciones 
de género; V) para ello debe aplicar 
los estándares de derechos humanos 
de todas las personas involucradas, 
especialmente de los niños y niñas; 
y, VI) considerar que el método exige 
que, en todo momento, se evite el uso 

del lenguaje basado en estereotipos o 
prejuicios, por lo que debe procurarse 
un lenguaje incluyente con el obje-
to de asegurar un acceso a la justicia 
sin discriminación por motivos de 
género. -Tesis: 1a./J. 22/2016 (10a.)- 
Como se puede observar, juzgar con 
perspectiva de género no implica que 
en automático se deba dar la razón o 
favorecer -en todo- a la mujer. Juzgar 
con perspectiva de género significa 
reconocer la particular situación de 
desventaja en la cual históricamente 
se han encontrado las mujeres como 
consecuencia de la construcción que 
socioculturalmente se ha desarrolla-
do en torno a la posición y al rol que 
debieran asumir. Empero, como esa 
situación de desventaja no necesaria-
mente está presente en todos los ca-
sos, debe atenderse a las circunstan-
cias de cada asunto, para determinar 
si el ordenamiento jurídico o las prác-
ticas institucionales tienen un efecto 
discriminatorio (directo o indirecto) 
hacia las mujeres (o los hombres). -Te-
sis: XXVII.3o.56 P (10a.)-.

En tal sentido, como parte de la meto-
dología de juzgar con perspectiva de 
género, al establecer los hechos y valo-
rar las pruebas en un asunto, la autori-
dad jurisdiccional debe procurar des-
echar cualquier estereotipo o prejuicio 
de género que impida el pleno y efecti-
vo ejercicio del derecho a la igualdad.

Como se puede observar, la perspec-
tiva de género, si bien nació y tiene el 
objetivo de eliminar cualquier situa-
ción donde haya visos de desigual-
dad y discriminación, -principalmen-
te contra la mujer- actualmente su 
objetivo es establecer una igualdad 
sustantiva donde se evite precisa-
mente el favorecimiento automático 
a un género en específico ya que eso 
generaría una discriminación en con-
tra del género desfavorecido.

De lo anterior se concluye que la pers-
pectiva de género no autoriza a favo-
recer automáticamente a una persona 
por pertenecer a determinado géne-
ro; juzgar bajo esta perspectiva exige 
identificar las condiciones concretas 
de desigualdad y, cuando estas exis-
tan, adoptar las medidas necesarias 
para alcanzar una igualdad sustantiva.

Como lo mencionamos en la pri-
mera parte de este artículo pu-
blicado en el número anterior, 

Perelman parte de diversas premisas 
para el desarrollo de su teoría, den-
tro de estos supuestos, el concepto 
de auditorio es básico en su teoría.

La utilidad del concepto de audito-
rio, señala el autor, es que al conocer 
al auditorio esto le da oportunidad 
al orador de conocer cuáles son los 
medios idóneos para influir en él. No 
es lo único, existen otras formas y su-
puestos para influir y condicionar al 
auditorio, entre ellos se encuentran la 
música, la iluminación, el tono dema-
gógico, el control teatral y más.1 

Todo lo anterior tiene el fin de influir 
en el auditorio y éste no sea el mismo 
al final del discurso argumentativo. 
Como se puede observar, el objetivo 
central de Perelman está, en el con-
vencimiento del auditorio de ahí que 
lo importante es saber cuál es la opi-
nión de aquellos a quien va dirigida 
la argumentación y no la opinión del 
orador. De ahí que señale que en la 
argumentación solo existe una regla: 
“la adaptación del discurso al audito-
rio, cualquiera que sea; pues, el fondo 
y la forma de ciertos argumentos. que 
son apropiados para ciertas circuns-
tancias, pueden parecer ridículos en 
otras.”2

 
Como ya se señaló al hablar de audi-
torios, su variedad es casi infinita, por 
ello en este ocurso nos ocuparemos 
sólo del auditorio universal, sin per-
der de vista que para Perelman pue-
den existir una gran variedad de au-
ditorios y explicar cada uno de ellos 
sería prácticamente imposible, de ahí 
que en este ocurso nos enfocaremos a 
su idea de auditorio universal, ya que 
este concepto y su desarrollo ocupan 

1  PERELMAN, Chaim y L. Olbrechts-Tyte-
ca, Tratado de la Argumentación. La 
nueva Retórica, Traducción española de 
Julia Sevilla Muñoz, Biblioteca Románi-
ca Hispánica dirigida por Dámaso Alon-
so; Madrid, Ed. Gredos, 1989 pág. 60
2Ibidem, pág. 63

un parte fundamental en su obra. 
El concepto de auditorio ha sido sin 
duda el más conocido de Perelman, 
no obstante, a pesar del conocimiento 
y propagación de su teoría, este con-
cepto no es claro, en parte porque el 
mismo autor no define bien a que se 
refiere al hablar de un auditorio uni-
versal, de hecho, en principio habla 
del acuerdo del auditorio universal3 y 
no sólo de un auditorio universal.

Perelman señala que el acuerdo de 
un auditorio universal no es una 
cuestión de hecho. sino de derecho. 
“Porque se afirma lo que es conforme 
a un hecho objetivo, lo que constituye 
una aserción verdadera e incluso ne-
cesaria, se cuenta con la adhesión de 
quienes se someten a los datos de la 
experiencia o a las luces de la razón”.4 
Fiel a su teoría, nuestro autor señala 
también que “Una argumentación di-
rigida a un auditorio universal debe 
convencer al lector del carácter apre-
miante  de las razones aducidas de su 
evidencia, de su validez intemporal y 
absoluta independientemente de las 
contingencias locales o históricas.”5

Pero, ¿qué es el auditorio universal? 
Perelman indica que:

El auditorio universal, lo consti-
tuye cada uno a partir de lo que 
sabe de sus semejantes, de ma-
nera que trascienden las pocas 
oposiciones de las que tiene con-
ciencia. Así, cada cultura, cada 
individuo posee su propia con-
cepción del auditorio universal, 
y el estudio de estas variaciones 

3  Perelman señala de manera expresa que: 
“Es obvio que el valor de esta unanimidad 
depende del número y de la calidad de quie-
nes la manifiestan, dado que, en este campo, 
el límite lo alcanza el acuerdo del auditorio 
universal. Evidentemente, en este caso, no 
se trata de un hecho probado por la expe-
riencia, sino de una universalidad y de una 
unanimidad que se imagina el orador, del 
acuerdo de un auditorio que debería ser uni-
versal y que, por razones justificadas, pue-
den no tomarlo en consideración quienes no 
participan en él.
4  Ibidem, pág. 72
5  Ídem

Teoría de la argumentación -jurídica- 
De chaim perelman 

Segunda Entrega

Socio fundador en Ramírez Neri
& Asociados. SJE.

Doctorante en CIJUREP.
Maestro por la UNAM e INACIPE.

Docente en la UNAM y diversas
universidades del país

Heriberto
Ramirez Neri

Actualmente, es común escuchar 
a mucha gente que desempeña 
diversos roles sociales -estu-

diantes, profesionistas, periodistas, 
comunicadores, etc.- hablar sobre la 
perspectiva de género, con la idea de 
que aplicar la perspectiva de género 
es favorecer a la mujer en todos los 
aspectos, lo que es una idea generali-
zada pero falsa.

La perspectiva de género constituye 
una metodología jurídica de análisis 
orientada a hacer efectiva la igualdad 
sustantiva, mediante la identificación 
y eliminación de estereotipos, relacio-
nes asimétricas de poder y condicio-
nes estructurales de discriminación 
que pueden afectar la interpretación 
normativa, la determinación de los 
hechos, la valoración probatoria y el 
acceso efectivo a la justicia.

De acuerdo con la doctrina de la Pri-
mera Sala de la SCJN sobre el tema, 
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Nuevos hallazgos en el 
abordaje médico de la tos

Entre las principales inno-
vaciones que aborda el libro 
destacan los avances en el 
entendimiento de la biología 
de la tos y de los mecanismos 
que explican su persistencia 
en determinados pacientes; 
por ejemplo, estudios recien-
tes sobre la tos crónica repor-
tan que cerca de 40% de los 
pacientes con este diagnós-
tico no logran una mejoría 
definitiva mediante un diag-
nóstico convencional, indica 
el Dr. José Luis Sandoval, 
Expresidente de la Sociedad 
Mexicana de Neumología y 
Cirugía de Tórax (SMNyCT)

A partir de estos hallazgos, 
conceptos como la hiper-
sensibilidad de la tos, la 
neuroinflamación vagal y 
la medicina personalizada 
que transforman la prácti-
ca clínica con herramientas 
de monitoreo digital. Por su 
parte la medicina de preci-
sión explora el potencial de 
biomarcadores respiratorios, 
así como terapias dirigidas 
como los antagonistas P2X3, 
una nueva generación de 
tratamientos que busca ac-
tuar sobre los mecanismos 
neurológicos asociados con 
la persistencia de la tos cró-
nica y logre reducir la señal 
nerviosa de toser.

El Dr. Carlos de la Torre, 
miembro titular del Colegio 
de Otorrinolaringología y 
Cirugía de Cabeza y Cuello 
Pediátricas de México (CO-
PeMe), destaca como uno de 
los principales mensajes que 
el abordaje de la tos en niños 
y adultos no se debe analizar 
con los mismos criterios del 
adulto, pues en la evaluación 
clínica pediátrica considera 
particularidades anatómicas, 
inmunológicas y epidemio-
lógicas que influyen en el 
origen de la tos y el tiempo 
de evolución, por lo que las 
decisiones terapéuticas va-
rían significativamente. Este 
enfoque también incorpora 
medidas preventivas clave, 
entre ellas la vacunación y 
estrategias específicas para 
enfermedades como la tos 
ferina.

Escuchar las señales de la tos es el primer paso

Los especialistas coinciden en que el mayor desafío en la práctica médica consiste en 
determinar cuándo la tos debe preservarse como un mecanismo fisiológico de defensa 
y cuándo se convierte en una condición que requiere intervención médica, lo que re-
presenta un cambio relevante en la comprensión del síntoma, y nos aleja de la idea de 
que toda tos debe ser suprimida.

En este contexto, la valoración oportuna es fundamental, especialmente cuando la tos 
afecta la calidad de vida, interfiere con las actividades cotidianas o se prolonga por un 
lapso mayor a lo esperado. Asimismo, como medida de autocuidado, los especialistas 
recomiendan mantenerse atentos a las alertas oficiales relacionadas con la calidad del 
aire en cada región del país, ya sea por contaminación ambiental o por fenómenos 
naturales que puedan incrementar la exposición a irritantes respiratorios.

Con la participación de 36 especialistas como coautores y conformado por 20 capítu-
los, el libro “La tos: un enfoque integral en niños y adultos” forma parte de las acciones 
de Chinoin Productos Farmacéuticos por promover la educación médica continua, a 
través de iniciativas como Conexión Chinoin https://emc.chinoin.com/, una plata-
forma que ofrece a los profesionales de la salud acceso al libro en formato digital, ade-
más de conferencias, literatura científica, casos clínicos y recursos especializados de 
actualización que contribuyen a una atención médica sustentada en la mejor evidencia 
disponible.

“Además de desarrollar soluciones terapéuticas innovadoras, mantenemos un compromiso 
constante con la actualización médica y con iniciativas que contribuyan a fortalecer la calidad 
de la atención a los pacientes. Como empresa orgullosamente mexicana, trabajamos todos los 
días con un propósito claro: poner la salud de los mexicanos en el centro de nuestras acciones”, 
concluye el Ing. Ricardo Mendoza Puig, Gerente de Producto Sr. de Chinoin Productos 
Farmacéuticos.
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Las reformas laborales mexica-
nas de 2026 forman parte de 
un proceso de reconstrucción 

del modelo laboral iniciado con la 
reforma constitucional de 2017 y 
profundizado con la reforma legal 
de 2019 en justicia laboral, libertad 
sindical y negociación colectiva. 
En 2026, sin embargo, el centro de 
gravedad se desplazó hacia la cali-
dad material del empleo: tiempo de 
trabajo, igualdad sustantiva, pre-
vención de violencias, protección 
frente a nuevas tecnologías y acre-
ditación del cumplimiento laboral 
en cadenas productivas vinculadas 
al comercio exterior.

La Cámara de Diputados registra, 
hasta agosto de 2026, cuatro decre-
tos que modificaron la Ley Federal 
del Trabajo durante el año. Esta 
constatación permite distinguir las 
reformas vigentes de las numero-
sas iniciativas aún en discusión. 
En materia laboral, confundir una 
iniciativa con una norma publicada 
puede producir errores sobre las 
obligaciones patronales y los dere-
chos exigibles.1

La jornada de cuarenta horas: re-
forma constitucional y transición 
legal
La reforma más trascendente fue 
publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 3 de marzo de 2026. 
Mediante ella se reformaron las 
fracciones IV y XI del apartado A 
del artículo 123 constitucional. La 
Constitución establece ahora que 
la jornada laboral será de cuaren-
ta horas semanales en los términos 
que determine la ley y conserva, 
como mínimo, un día de descanso 
con salario íntegro por cada seis 
días de trabajo.2

1 Cámara de Diputados del H. Congreso de 
la Unión, “Ley Federal del Trabajo. Decre-
tos de reforma”, texto vigente, consultado 
el 10 de agosto de 2026, https://www.di-
putados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lft.htm.
2 México, “Decreto por el que se reforman 

Sin embargo, una precisión es esen-
cial: la reforma no instauró automá-
ticamente una semana obligatoria 
de cinco días laborables y dos de 
descanso. El texto constitucional 
mantiene al menos un día de des-
canso por cada seis días, por lo que 
la distribución del tiempo depende 
de la legislación secundaria y de 
los acuerdos permitidos por ella. El 
desarrollo legal se publicó el 1 de 
mayo de 2026. El nuevo artículo 59 
de la Ley Federal del Trabajo dis-
pone que la duración máxima de la 
jornada ordinaria será de cuarenta 
horas semanales. No obstante, el 
segundo transitorio estableció una 
transición escalonada: 48 horas en 
2026; 46 en 2027; 44 en 2028; 42 en 
2029, y 40 a partir de 2030. Por con-
siguiente, en 2026 la jornada máxi-
ma semanal continúa siendo de 48 
horas.3

La gradualidad busca reducir cos-
tos de adaptación. Si la disminución 
de horas se acompaña de reorgani-
zación de turnos, capacitación y 
mejores procesos, puede favorecer 
productividad y bienestar. La Or-
ganización Internacional del Traba-
jo ha señalado que las jornadas ex-
cesivamente largas suelen asociarse 
con menor productividad por hora, 
mientras que una reducción racio-
nal puede contribuir al equilibrio 
entre vida laboral y personal.

Horas extraordinarias, registro 
electrónico y protección salarial
La reforma de mayo también modi-
ficó los artículos 66 y 68. El nuevo

las fracciones IV y XI del Apartado A del 
Artículo 123 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en materia 
de reducción de la jornada laboral”, Dia-
rio Oficial de la Federación, 3 de marzo de 
2026, art. 123, apartado A, fraccs. IV y XI.
3 “Decreto por el que se reforman, adicio-
nan y derogan diversas disposiciones de la 
Ley Federal del Trabajo, en materia de re-
ducción de la jornada laboral”, Diario Ofi-
cial de la Federación, 1 de mayo de 2026, 
art. 59 y transitorios segundo y tercero.

Las reformas laborales en México durante 2026: 
jornada, igualdad, inteligencia artificial y

nuevos mecanismos de cumplimiento
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de 2019 en justicia laboral, libertad 
sindical y negociación colectiva. 
En 2026, sin embargo, el centro de 
gravedad se desplazó hacia la cali-
dad material del empleo: tiempo de 
trabajo, igualdad sustantiva, pre-
vención de violencias, protección 
frente a nuevas tecnologías y acre-
ditación del cumplimiento laboral 
en cadenas productivas vinculadas 
al comercio exterior.

La Cámara de Diputados registra, 
hasta agosto de 2026, cuatro decre-
tos que modificaron la Ley Federal 
del Trabajo durante el año. Esta 
constatación permite distinguir las 
reformas vigentes de las numero-
sas iniciativas aún en discusión. 
En materia laboral, confundir una 
iniciativa con una norma publicada 
puede producir errores sobre las 
obligaciones patronales y los dere-
chos exigibles.1

La jornada de cuarenta horas: re-
forma constitucional y transición 
legal
La reforma más trascendente fue 
publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 3 de marzo de 2026. 
Mediante ella se reformaron las 
fracciones IV y XI del apartado A 
del artículo 123 constitucional. La 
Constitución establece ahora que 
la jornada laboral será de cuaren-
ta horas semanales en los términos 
que determine la ley y conserva, 
como mínimo, un día de descanso 
con salario íntegro por cada seis 
días de trabajo.2

1 Cámara de Diputados del H. Congreso de 
la Unión, “Ley Federal del Trabajo. Decre-
tos de reforma”, texto vigente, consultado 
el 10 de agosto de 2026, https://www.di-
putados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lft.htm.
2 México, “Decreto por el que se reforman 

Sin embargo, una precisión es esen-
cial: la reforma no instauró automá-
ticamente una semana obligatoria 
de cinco días laborables y dos de 
descanso. El texto constitucional 
mantiene al menos un día de des-
canso por cada seis días, por lo que 
la distribución del tiempo depende 
de la legislación secundaria y de 
los acuerdos permitidos por ella. El 
desarrollo legal se publicó el 1 de 
mayo de 2026. El nuevo artículo 59 
de la Ley Federal del Trabajo dis-
pone que la duración máxima de la 
jornada ordinaria será de cuarenta 
horas semanales. No obstante, el 
segundo transitorio estableció una 
transición escalonada: 48 horas en 
2026; 46 en 2027; 44 en 2028; 42 en 
2029, y 40 a partir de 2030. Por con-
siguiente, en 2026 la jornada máxi-
ma semanal continúa siendo de 48 
horas.3

La gradualidad busca reducir cos-
tos de adaptación. Si la disminución 
de horas se acompaña de reorgani-
zación de turnos, capacitación y 
mejores procesos, puede favorecer 
productividad y bienestar. La Or-
ganización Internacional del Traba-
jo ha señalado que las jornadas ex-
cesivamente largas suelen asociarse 
con menor productividad por hora, 
mientras que una reducción racio-
nal puede contribuir al equilibrio 
entre vida laboral y personal.

Horas extraordinarias, registro 
electrónico y protección salarial
La reforma de mayo también modi-
ficó los artículos 66 y 68. El nuevo

las fracciones IV y XI del Apartado A del 
Artículo 123 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en materia 
de reducción de la jornada laboral”, Dia-
rio Oficial de la Federación, 3 de marzo de 
2026, art. 123, apartado A, fraccs. IV y XI.
3 “Decreto por el que se reforman, adicio-
nan y derogan diversas disposiciones de la 
Ley Federal del Trabajo, en materia de re-
ducción de la jornada laboral”, Diario Ofi-
cial de la Federación, 1 de mayo de 2026, 
art. 59 y transitorios segundo y tercero.

Las reformas laborales en México durante 2026: 
jornada, igualdad, inteligencia artificial y

nuevos mecanismos de cumplimiento
diseño permite que el trabajo ex-
traordinario alcance hasta doce 
horas semanales, distribuidas en 
un máximo de cuatro horas dia-
rias y cuatro días por semana. Sin 
embargo, los transitorios imponen 
gradualidad: el límite es de nue-
ve horas extraordinarias en 2026 y 
2027; diez en 2028; once en 2029, y 
doce en 2030. La suma de jornada 
ordinaria y extraordinaria no podrá 
exceder doce horas diarias.4

Un elemento de especial interés 
probatorio es la nueva fracción 
XXXIV del artículo 132, que obliga 
a registrar electrónicamente la jor-
nada de cada persona trabajadora, 
incluidos los horarios de inicio y 
terminación, y a proporcionar esa 
información a la autoridad cuan-
do sea requerida. La Secretaría del 
Trabajo y Previsión Social deberá 
definir el ámbito de aplicación y 
las excepciones; las disposiciones 
correspondientes entrarán en vigor 
el 1 de enero de 2027. El incum-
plimiento podrá sancionarse con 
multa de 250 a 5,000 Unidades de 
Medida y Actualización.5 A ello 
se suma una garantía decisiva: el 
séptimo transitorio prohíbe que la 
reducción de la jornada implique 
disminución de sueldos, salarios o 
prestaciones. El problema será evi-
tar que esa finalidad protectora se 
neutralice mediante horas extraor-
dinarias permanentes, esquemas si-
mulados o una intensificación des-
medida de las cargas de trabajo.6

Igualdad sustantiva y prevención 
de violencias
El 15 de enero de 2026 se publicó un 
decreto amplio en materia de igual-
dad sustantiva que también modi-
ficó la Ley Federal del Trabajo. Los 
artículos 2 y 3 reforzaron la exigen-
cia de que el trabajo digno se desa-
rrolle en un entorno libre de violen-
cias y discriminación, con respeto a 
los derechos humanos. El artículo 
16 añadió obligaciones específicas 
para trabajadores y empleadores 
respecto del mantenimiento de un 
4 “Decreto por el que se reforman, adicio-
nan y derogan diversas disposiciones de 
la Ley Federal del Trabajo, en materia de 
reducción de la jornada laboral”, arts. 66 
y 68 y transitorio cuarto.
5 Ibid., art. 132, fracc. XXXIV; art. 994, 
fracc. IV Bis; y transitorio quinto.
6 Ibid., transitorio séptimo.

entorno laboral libre de discrimina-
ción y violencias hacia las mujeres, 
e impuso a las personas empleado-
ras la capacitación de su personal 
para prevenir y eliminar esas con-
ductas.7

También se modificó el artículo 56 
para reafirmar que las condiciones 
laborales deben responder al prin-
cipio de igualdad sustantiva entre 
mujeres y hombres, ser iguales 
para trabajos iguales y evitar di-
ferencias o exclusiones por causas 
prohibidas.

Inteligencia artificial y derechos 
de artistas
El 14 de mayo de 2026 se publicó 
otra reforma dirigida a las personas 
trabajadoras artistas, intérpretes o 
ejecutantes. El nuevo artículo 305 
Bis exige que los contratos labo-
rales establezcan específicamente 
las condiciones y la remuneración 
correspondiente por el uso de la 
imagen o la voz mediante sistemas 
de inteligencia artificial o cualquier 
otra tecnología.8 La norma respon-
de a la posibilidad de reproducir 
voces, rostros e interpretaciones 
mediante herramientas generati-
vas. Evita que una autorización la-
boral genérica sea entendida como 
consentimiento ilimitado para usos 
tecnológicos posteriores y obliga a 
asociar dichos usos con una remu-
neración determinada. Su aplica-
ción será relevante en doblaje, cine, 
televisión, publicidad, videojuegos 
y contenidos digitales.
L
Certificación laboral para la 
agroexportación
También el 1 de mayo se adicionó 
el artículo 283 Quáter de la Ley Fe-
deral del Trabajo. La disposición 
faculta a la Secretaría del Trabajo y 
7 “Decreto por el que se reforman, adicio-
nan y derogan diversas disposiciones de 
la Ley General para la Igualdad entre Mu-
jeres y Hombres [...] y de la Ley Federal 
del Trabajo”, Diario Oficial de la Federa-
ción, 15 de enero de 2026, artículo décimo 
cuarto, arts. 2, 3, 16 y 56 de la Ley Federal 
del Trabajo.
8 “Decreto por el que se reforman y adi-
cionan diversas disposiciones de la Ley 
Federal del Trabajo y de la Ley Federal 
del Derecho de Autor, en materia de dere-
chos de las personas trabajadoras artistas 
intérpretes o ejecutantes”, Diario Oficial 
de la Federación, 14 de mayo de 2026, art. 
305 Bis de la Ley Federal del Trabajo.

Previsión Social para expedir cer-
tificados de cumplimiento de obli-
gaciones laborales y de seguridad 
social conforme a disposiciones 
generales emitidas por las auto-
ridades competentes. El decreto 
se vincula expresamente con la 
agroexportación y la protección de 
ecosistemas forestales.9 Este me-
canismo muestra una dimensión 
novedosa de la política laboral: el 
cumplimiento deja de observar-
se sólo como una relación interna 
entre empleador, trabajador y au-
toridad inspectora y se integra a 
exigencias de comercio exterior y 
cadenas de suministro.

Conclusiones
Las reformas laborales de 2026 
muestran un derecho del trabajo 
que intenta responder simultá-
neamente a problemas clásicos y 
emergentes. La jornada de cuaren-
ta horas recupera la cuestión his-
tórica de los límites al tiempo de 
trabajo; las obligaciones contra la 
violencia y la discriminación pro-
fundizan la igualdad sustantiva; 
la regulación de artistas introduce 
al derecho laboral en el debate so-
bre inteligencia artificial; y la cer-
tificación para la agroexportación 
vincula condiciones laborales con 
comercio y sostenibilidad.

Su éxito no dependerá únicamen-
te del diseño normativo. Será ne-
cesario fortalecer inspección, in-
formación, negociación colectiva 
y acceso efectivo a la justicia. En 
especial, debe mantenerse una dis-
tinción rigurosa entre vigencia for-
mal y aplicación gradual: en 2026 
la reforma de cuarenta horas ya 
existe jurídicamente, pero el máxi-
mo semanal continúa en 48 horas y 
sólo llegará a 40 en 2030.

9 “Decreto por el que se reforman los ar-
tículos 40, fracción I, de la Ley Orgánica 
de la Administración Pública Federal; 15, 
fracciones IV y VI, de la Ley de Comercio 
Exterior y se adiciona el artículo 283 Quá-
ter a la Ley Federal del Trabajo”, Diario 
Oficial de la Federación, 1 de mayo de 
2026, art. 283 Quáter.
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Las reformas laborales mexica-
nas de 2026 forman parte de 
un proceso de reconstrucción 

del modelo laboral iniciado con la 
reforma constitucional de 2017 y 
profundizado con la reforma legal 
de 2019 en justicia laboral, libertad 
sindical y negociación colectiva. 
En 2026, sin embargo, el centro de 
gravedad se desplazó hacia la cali-
dad material del empleo: tiempo de 
trabajo, igualdad sustantiva, pre-
vención de violencias, protección 
frente a nuevas tecnologías y acre-
ditación del cumplimiento laboral 
en cadenas productivas vinculadas 
al comercio exterior.

La Cámara de Diputados registra, 
hasta agosto de 2026, cuatro decre-
tos que modificaron la Ley Federal 
del Trabajo durante el año. Esta 
constatación permite distinguir las 
reformas vigentes de las numero-
sas iniciativas aún en discusión. 
En materia laboral, confundir una 
iniciativa con una norma publicada 
puede producir errores sobre las 
obligaciones patronales y los dere-
chos exigibles.1

La jornada de cuarenta horas: re-
forma constitucional y transición 
legal
La reforma más trascendente fue 
publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 3 de marzo de 2026. 
Mediante ella se reformaron las 
fracciones IV y XI del apartado A 
del artículo 123 constitucional. La 
Constitución establece ahora que 
la jornada laboral será de cuaren-
ta horas semanales en los términos 
que determine la ley y conserva, 
como mínimo, un día de descanso 
con salario íntegro por cada seis 
días de trabajo.2

1 Cámara de Diputados del H. Congreso de 
la Unión, “Ley Federal del Trabajo. Decre-
tos de reforma”, texto vigente, consultado 
el 10 de agosto de 2026, https://www.di-
putados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lft.htm.
2 México, “Decreto por el que se reforman 

Sin embargo, una precisión es esen-
cial: la reforma no instauró automá-
ticamente una semana obligatoria 
de cinco días laborables y dos de 
descanso. El texto constitucional 
mantiene al menos un día de des-
canso por cada seis días, por lo que 
la distribución del tiempo depende 
de la legislación secundaria y de 
los acuerdos permitidos por ella. El 
desarrollo legal se publicó el 1 de 
mayo de 2026. El nuevo artículo 59 
de la Ley Federal del Trabajo dis-
pone que la duración máxima de la 
jornada ordinaria será de cuarenta 
horas semanales. No obstante, el 
segundo transitorio estableció una 
transición escalonada: 48 horas en 
2026; 46 en 2027; 44 en 2028; 42 en 
2029, y 40 a partir de 2030. Por con-
siguiente, en 2026 la jornada máxi-
ma semanal continúa siendo de 48 
horas.3

La gradualidad busca reducir cos-
tos de adaptación. Si la disminución 
de horas se acompaña de reorgani-
zación de turnos, capacitación y 
mejores procesos, puede favorecer 
productividad y bienestar. La Or-
ganización Internacional del Traba-
jo ha señalado que las jornadas ex-
cesivamente largas suelen asociarse 
con menor productividad por hora, 
mientras que una reducción racio-
nal puede contribuir al equilibrio 
entre vida laboral y personal.

Horas extraordinarias, registro 
electrónico y protección salarial
La reforma de mayo también modi-
ficó los artículos 66 y 68. El nuevo

las fracciones IV y XI del Apartado A del 
Artículo 123 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en materia 
de reducción de la jornada laboral”, Dia-
rio Oficial de la Federación, 3 de marzo de 
2026, art. 123, apartado A, fraccs. IV y XI.
3 “Decreto por el que se reforman, adicio-
nan y derogan diversas disposiciones de la 
Ley Federal del Trabajo, en materia de re-
ducción de la jornada laboral”, Diario Ofi-
cial de la Federación, 1 de mayo de 2026, 
art. 59 y transitorios segundo y tercero.

Las reformas laborales en México durante 2026: 
jornada, igualdad, inteligencia artificial y

nuevos mecanismos de cumplimiento
diseño permite que el trabajo ex-
traordinario alcance hasta doce 
horas semanales, distribuidas en 
un máximo de cuatro horas dia-
rias y cuatro días por semana. Sin 
embargo, los transitorios imponen 
gradualidad: el límite es de nue-
ve horas extraordinarias en 2026 y 
2027; diez en 2028; once en 2029, y 
doce en 2030. La suma de jornada 
ordinaria y extraordinaria no podrá 
exceder doce horas diarias.4

Un elemento de especial interés 
probatorio es la nueva fracción 
XXXIV del artículo 132, que obliga 
a registrar electrónicamente la jor-
nada de cada persona trabajadora, 
incluidos los horarios de inicio y 
terminación, y a proporcionar esa 
información a la autoridad cuan-
do sea requerida. La Secretaría del 
Trabajo y Previsión Social deberá 
definir el ámbito de aplicación y 
las excepciones; las disposiciones 
correspondientes entrarán en vigor 
el 1 de enero de 2027. El incum-
plimiento podrá sancionarse con 
multa de 250 a 5,000 Unidades de 
Medida y Actualización.5 A ello 
se suma una garantía decisiva: el 
séptimo transitorio prohíbe que la 
reducción de la jornada implique 
disminución de sueldos, salarios o 
prestaciones. El problema será evi-
tar que esa finalidad protectora se 
neutralice mediante horas extraor-
dinarias permanentes, esquemas si-
mulados o una intensificación des-
medida de las cargas de trabajo.6

Igualdad sustantiva y prevención 
de violencias
El 15 de enero de 2026 se publicó un 
decreto amplio en materia de igual-
dad sustantiva que también modi-
ficó la Ley Federal del Trabajo. Los 
artículos 2 y 3 reforzaron la exigen-
cia de que el trabajo digno se desa-
rrolle en un entorno libre de violen-
cias y discriminación, con respeto a 
los derechos humanos. El artículo 
16 añadió obligaciones específicas 
para trabajadores y empleadores 
respecto del mantenimiento de un 
4 “Decreto por el que se reforman, adicio-
nan y derogan diversas disposiciones de 
la Ley Federal del Trabajo, en materia de 
reducción de la jornada laboral”, arts. 66 
y 68 y transitorio cuarto.
5 Ibid., art. 132, fracc. XXXIV; art. 994, 
fracc. IV Bis; y transitorio quinto.
6 Ibid., transitorio séptimo.

entorno laboral libre de discrimina-
ción y violencias hacia las mujeres, 
e impuso a las personas empleado-
ras la capacitación de su personal 
para prevenir y eliminar esas con-
ductas.7

También se modificó el artículo 56 
para reafirmar que las condiciones 
laborales deben responder al prin-
cipio de igualdad sustantiva entre 
mujeres y hombres, ser iguales 
para trabajos iguales y evitar di-
ferencias o exclusiones por causas 
prohibidas.

Inteligencia artificial y derechos 
de artistas
El 14 de mayo de 2026 se publicó 
otra reforma dirigida a las personas 
trabajadoras artistas, intérpretes o 
ejecutantes. El nuevo artículo 305 
Bis exige que los contratos labo-
rales establezcan específicamente 
las condiciones y la remuneración 
correspondiente por el uso de la 
imagen o la voz mediante sistemas 
de inteligencia artificial o cualquier 
otra tecnología.8 La norma respon-
de a la posibilidad de reproducir 
voces, rostros e interpretaciones 
mediante herramientas generati-
vas. Evita que una autorización la-
boral genérica sea entendida como 
consentimiento ilimitado para usos 
tecnológicos posteriores y obliga a 
asociar dichos usos con una remu-
neración determinada. Su aplica-
ción será relevante en doblaje, cine, 
televisión, publicidad, videojuegos 
y contenidos digitales.
L
Certificación laboral para la 
agroexportación
También el 1 de mayo se adicionó 
el artículo 283 Quáter de la Ley Fe-
deral del Trabajo. La disposición 
faculta a la Secretaría del Trabajo y 
7 “Decreto por el que se reforman, adicio-
nan y derogan diversas disposiciones de 
la Ley General para la Igualdad entre Mu-
jeres y Hombres [...] y de la Ley Federal 
del Trabajo”, Diario Oficial de la Federa-
ción, 15 de enero de 2026, artículo décimo 
cuarto, arts. 2, 3, 16 y 56 de la Ley Federal 
del Trabajo.
8 “Decreto por el que se reforman y adi-
cionan diversas disposiciones de la Ley 
Federal del Trabajo y de la Ley Federal 
del Derecho de Autor, en materia de dere-
chos de las personas trabajadoras artistas 
intérpretes o ejecutantes”, Diario Oficial 
de la Federación, 14 de mayo de 2026, art. 
305 Bis de la Ley Federal del Trabajo.

Previsión Social para expedir cer-
tificados de cumplimiento de obli-
gaciones laborales y de seguridad 
social conforme a disposiciones 
generales emitidas por las auto-
ridades competentes. El decreto 
se vincula expresamente con la 
agroexportación y la protección de 
ecosistemas forestales.9 Este me-
canismo muestra una dimensión 
novedosa de la política laboral: el 
cumplimiento deja de observar-
se sólo como una relación interna 
entre empleador, trabajador y au-
toridad inspectora y se integra a 
exigencias de comercio exterior y 
cadenas de suministro.

Conclusiones
Las reformas laborales de 2026 
muestran un derecho del trabajo 
que intenta responder simultá-
neamente a problemas clásicos y 
emergentes. La jornada de cuaren-
ta horas recupera la cuestión his-
tórica de los límites al tiempo de 
trabajo; las obligaciones contra la 
violencia y la discriminación pro-
fundizan la igualdad sustantiva; 
la regulación de artistas introduce 
al derecho laboral en el debate so-
bre inteligencia artificial; y la cer-
tificación para la agroexportación 
vincula condiciones laborales con 
comercio y sostenibilidad.

Su éxito no dependerá únicamen-
te del diseño normativo. Será ne-
cesario fortalecer inspección, in-
formación, negociación colectiva 
y acceso efectivo a la justicia. En 
especial, debe mantenerse una dis-
tinción rigurosa entre vigencia for-
mal y aplicación gradual: en 2026 
la reforma de cuarenta horas ya 
existe jurídicamente, pero el máxi-
mo semanal continúa en 48 horas y 
sólo llegará a 40 en 2030.

9 “Decreto por el que se reforman los ar-
tículos 40, fracción I, de la Ley Orgánica 
de la Administración Pública Federal; 15, 
fracciones IV y VI, de la Ley de Comercio 
Exterior y se adiciona el artículo 283 Quá-
ter a la Ley Federal del Trabajo”, Diario 
Oficial de la Federación, 1 de mayo de 
2026, art. 283 Quáter.
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Implementación Práctica de IA en la
Práctica Legal: Guía Estratégica

herramientas pueden reducir hasta un 
60% el tiempo dedicado a tareas docu-
mentales repetitivas.

La implementación exitosa de estos asis-
tentes requiere el desarrollo de bibliote-
cas de prompts específicos para cada tipo 
de documento legal. Por ejemplo, un 
prompt para contratos de arrendamiento 
debe incluir variables específicas como 
tipo de inmueble, jurisdicción aplicable 
y cláusulas particulares según la legisla-
ción local. Es fundamental crear planti-
llas que incorporen el lenguaje jurídico 
específico de cada jurisdicción, ya que 
las herramientas entrenadas principal-
mente en inglés pueden generar traduc-
ciones inexactas o utilizar terminología 
no reconocida en el sistema jurídico 
mexicano.

Adicionalmente, estas herramientas re-
quieren un proceso de “entrenamiento” 
mediante la alimentación constante de 
ejemplos de documentos bien redacta-
dos de la firma. Esto permite que la IA 
adapte su estilo al lenguaje corporativo 
y mantenga consistencia en la redacción. 
Empero, es crucial establecer controles 
de calidad que incluyan revisiones alea-
torias de documentos generados, espe-
cialmente durante los primeros meses 
de implementación.

Análisis de Documentos: Soluciones 
como Kira Systems o Relativity emplean 
machine learning para revisar contratos, 
identificar cláusulas problemáticas y ex-
traer información relevante de grandes 
volúmenes documentales.

Estas herramientas son especialmente 
valiosas en procesos de due diligence, 
donde pueden analizar cientos de con-
tratos en horas en lugar de semanas. 
La tecnología de procesamiento de 
lenguaje natural permite identificar no 
solo cláusulas específicas, sino también 
inconsistencias terminológicas, fechas 
conflictivas y obligaciones cruzadas en-
tre diferentes documentos. Por ejemplo, 
en una fusión empresarial, la IA puede 
detectar automáticamente cláusulas de 
cambio de control que podrían activarse 
con la transacción.

La implementación efectiva requiere 
la creación de taxonomías personali-
zadas que reflejen las particularidades 

del derecho mexicano. Esto incluye el 
reconocimiento de figuras jurídicas es-
pecíficas como el fideicomiso (hoy muy 
de moda), cláusulas de jurisdicción en 
tribunales mexicanos, y terminología 
comercial en español. Las firmas más 
avanzadas están desarrollando modelos 
híbridos que combinan herramientas co-
merciales con desarrollos internos para 
abordar las especificidades del sistema 
jurídico nacional.

Investigación Jurisprudencial: Herra-
mientas como Westlaw Edge o vLex 
utilizan IA para analizar patrones en 
decisiones judiciales y sugerir preceden-
tes relevantes, optimizando la investiga-
ción legal tradicional.

La investigación jurisprudencial asistida 
por IA va más allá de la búsqueda por 
palabras clave tradicional. Estas herra-
mientas pueden identificar patrones ar-
gumentativos exitosos, analizar la evo-
lución de criterios judiciales a lo largo 
del tiempo, y sugerir estrategias argu-
mentativas basadas en casos similares. 
En México, donde la jurisprudencia por 
contradicción de tesis tiene particular 
relevancia, la IA puede identificar au-
tomáticamente criterios contradictorios 
entre diferentes tribunales colegiados.

La implementación requiere integración 
con las bases de datos jurisprudenciales 
nacionales, incluyendo el Semanario 
Judicial de la Federación y las bases de 
datos del Poder Judicial Federal. Es fun-
damental que las herramientas reconoz-
can la jerarquía normativa mexicana y 
puedan diferenciar entre jurisprudencia 
obligatoria, criterios orientadores y pre-
cedentes aislados. Las firmas especiali-
zadas están desarrollando sistemas que 
no solo encuentran precedentes, sino 
que evalúan su solidez argumentativa 
y probabilidad de éxito según patrones 
históricos.

Gestión de Cumplimiento: Plataformas 
como Complawiance o Lemontech mo-
nitorean cambios normativos en tiempo 
real y alertan sobre nuevas obligaciones 
regulatorias.

Estas herramientas son especialmente 
críticas en el entorno regulatorio mexi-
cano, donde la publicación de nue-
vas normas en el Diario Oficial de la

En la entrega anterior, afirmé que la 
evolución tecnológica no espera a 
quienes dudan. Así que siguiendo 

con este tema que debe ser prioridad 
para toda la industria legal, me parece 
que la transformación digital del dere-
cho ya no es una posibilidad futura, sino 
una realidad presente. Con el 33% de 
los departamentos jurídicos mexicanos 
utilizando IA generativa según datos re-
cientes, surge la pregunta fundamental: 
¿cómo implementar estas tecnologías de 
manera práctica y ética?

Herramientas de IA Disponibles para 
el Sector Legal
Asistentes de Redacción Legal: Platafor-
mas como Claude, ChatGPT Professio-
nal o LawGeex permiten automatizar 
la creación de contratos básicos, minu-
tas y comunicaciones rutinarias. Estas

La ventana que abrió el algoritmo
(y la puerta que todavía no sabemos cerrar)

herramientas de inteligencia artificial 
hicieron algo profundamente político 
disfrazado de eficiencia: desacopla-
ron el mérito del lugar. Hoy una abo-
gada en Tepic litiga ante un tribunal 
de la Ciudad de México sin negociar 
entre la audiencia y la salida de la 
escuela. Una asociada resuelve en 
cuatro horas la investigación que an-
tes tomaba cuatro días. Y esas horas, 
en la aritmética real de la vida de las 
mujeres, son con frecuencia el mar-
gen exacto que separa la permanen-
cia del abandono de la carrera.

La reforma constitucional del 15 de 
noviembre de 2024 elevó a rango 
constitucional la igualdad sustanti-
va y la obligación de ejercer la pro-
curación de justicia con perspectiva 
de género. Excelente. Pero conviene 
distinguir: la norma ordena; la tecno-
logía habilita. La ventana la abrió la 
pantalla.

El asterisco que nadie quiere leer
Aquí termina la buena noticia.

«Un estudio sobre 133 sistemas de 
inteligencia artificial reveló que el 
44 por ciento presentaba sesgos de 

género.»

ONU Mujeres, julio de 2026
Un algoritmo aprende de nuestro 
pasado. Y nuestro pasado, en mate-
ria de género, no es precisamente un 
buen maestro. Un sistema de reclu-
tamiento entrenado con veinte años 
de decisiones de despachos donde 
los socios eran hombres aprenderá —
sin instrucción expresa, sin una sola 
línea de código malintencionada— 
que una interrupción por maternidad 
es un defecto del perfil. Los sistemas 
biométricos registran más falsos po-
sitivos en rostros de mujeres. Los 
modelos de crédito penalizan trayec-
torias laborales discontinuas.

La discriminación dejó de necesitar 
un discriminador. Ahora se hereda.
Y luego esta lo otro
El Congreso de Jalisco reformó el ar-
tículo 176 Bis 3 de su Código Penal 
para sancionar con hasta ocho años 
de prisión la creación y difusión de 
contenido sexual generado con inte-
ligencia artificial sin consentimiento. 

Durante décadas, el ejercicio del 
Derecho en México se organizó 
alrededor de una arquitectu-

ra silenciosa: la presencia física. El 
pasillo del juzgado a las ocho de la 
mañana. La junta que se alarga hasta 
las nueve de la noche. La comida del 
jueves donde en realidad se decide 
el asunto. Nadie escribió nunca que 
esa arquitectura excluía a las mujeres. 
No hacía falta escribirlo. Bastaba con 
sostenerla.

Y entonces llegó la tecnología y, sin 
proponérselo, hizo lo que treinta 
años de discursos no habían logrado: 
movió las paredes.

Lo que la pantalla desmontó
El expediente electrónico, la au-
diencia remota, la firma digital y las

¿Por qué hizo falta? Porque la Ley 
Olimpia castigaba la difusión de ma-
terial manipulado o alterado, y un 
deepfake creado desde cero no alte-
ra nada: lo sintetiza. Por el principio 
de taxatividad penal, esa diferencia 
técnica dejaba a las víctimas sin tipo 
penal aplicable.

Dos verbos de distancia. Y del otro 
lado, mujeres sin protección.

Lo que viene
Seamos honestos sobre el tamaño del 
reto. La brecha digital de género ya 
no se mide en quién tiene teléfono, 
sino en quién accede a herramientas 
de IA, quién sabe usarlas y —sobre 
todo— quién está sentada en la mesa 
donde se diseñan. Los informes in-
ternacionales coinciden en algo in-
cómodo: los empleos administrati-
vos, mayoritariamente ocupados por 
mujeres, son los más expuestos a la 
automatización. La misma tecnología 
que abrió la ventana puede empujar 
por ella.

¿Vamos a esperar a que el algoritmo 
discrimine para litigarlo después, o 
vamos a exigir que se audite antes de 
desplegarlo?

Juzgar con perspectiva de género fue 
la conquista de la década pasada. La 
de ésta será diseñar con perspectiva 
de género: auditorías de sesgo obli-
gatorias, gobernanza de datos, expli-
cabilidad y responsabilidad nominal 
cuando una decisión automatizada 
discrimina. Ver, ordenar y gobernar. 
En ese orden.

Porque la tecnología no es neutral 
—nunca lo fue—, pero tampoco está 
condenada. Es un espejo con me-
moria: devuelve lo que le dimos de 
comer. Si la alimentamos con veinte 
años de exclusión, nos devolverá ex-
clusión con eficiencia industrial. Si la 
auditamos, la corregimos y la gober-
namos, puede hacer visible precisa-
mente aquello que durante décadas 
preferimos no mirar.

La tecnología abrió la ventana. No 
olvidemos que las ventanas también 

se cierran.
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Infinix presentó oficialmente el nuevo NOTE 60 Ultra 5G De-
sign by Pininfarina, su poderoso smartphone insignia que 

representa el nivel más alto de desempeño y excelencia en fa-
bricación que la marca ha alcanzado. Con este enfoque, Infinix 
busca fusionar la elegancia inspirada en el diseño de superde-

portivos con un rendimiento sin concesiones, permitiendo a 
los usuarios redefinir la estética y la fotografía en forma-

to móvil.

Impulsado por una colaboración con la icónica 
casa de diseño italiana Pininfarina, el Infinix 

NOTE 60 Ultra 5G combina estética de lujo 
automotriz, una potencia fotográfica excep-

cional y una batería colosal de silicón-carbono 
que lo hacen una auténtica obra maestra para el 

segmento premium. 

LANZA EN MÉXICO EL
NOTE 60 ULTRA 5G

DESIGN BY PININFARINA
CON LA PRIMERA CÁMARA

UNI-CHASIS DEL MUNDO
Y ZOOM PERISCÓPICO DE 100X

• Primera cámara uni-chasis del mundo y diseño Pi-
ninfarina: Inspirado en el chasis monocasco de los deportivos, 

el dispositivo utiliza un panel de vidrio de una sola pieza que 
integra de forma fluida las cámaras y sensores, ofreciendo una 

estructura monolítica, aerodinámica y con textura de Kevlar negro. 

• Cámara de ultra HD 200 MP: Integra el avanzado sensor Sam-
sung ISOCELL HPE que captura un nivel de detalle excepcional en Ultra 

HDR. 

• Zoom periscópico de 100x: Su cámara telefoto de 50 MP ofrece zoom óptico 
nativo de 3.5x, alcanzando hasta un potente zoom digital de 100x para tomas 
extremas. 

• Batería colosal de 7000mAh, Carga rápida de 100W y Carga inalámbrica de 
50W: El sistema All-Round FastCharge carga el 50% de su energía en solo 18 
minutos, respaldado por el ecosistema MagCharge y carga adaptativa por 
Bypass.  

• Display de Matriz Activa y Luz Flotante: Una innovadora pantalla pixelada 
invisible que se activa para notificaciones, interactuar con mascotas virtuales 
o revisar el clima, sumada a una luz trasera flotante inspirada en la ignición 
de motores de alto rendimiento. 

• Potencia y visualización inmersiva: Impulsado por el procesador MediaTek 
Dimensity 8400 Ultimate de 4 nm, se complementa con una pantalla OLED 
de 6.78 pulgadas con resolución 1.5K y tasa de refresco de 144Hz para un 
desempeño extremadamente fluido. 

https://mx.infinixmobility.com/

Et-Novum 



¿Qué es el pragmatismo jurídico en el sistema 
Judicial Mexicano?

Justino Ángel 
Montes De Oca

Asesor Independiente de diversas
materias en México, en asuntos del 

orden civil, mercantil, arrendamiento, 
familiar, en la Ciudad de México, Colima, 

Tamaulipas, Estado de México, etc.

ambiente y más en círculos guberna-
mentales, de Colegios de abogados, 
o académicos que ven en hacerlo 
todo complicado, el medio idóneo 
para corromperse, en el caso de los 
funcionarios, enredar las cosas, en el 
caso de los litigantes, y dar tributo 
al ego, en lo tocante a los académi-
cos, y esa combinación hace que se 
convierta la aplicación de normas en 
una masa amorfa que sólo beneficia a 
los que tienen el poder, en detrimen-
to de los mexicanos de a pie, de los 
justiciables, que ven impotentes que 
su derecho a que se les administre 
una justicia gratuita, expedita y com-
pleta, es sólo uno de esos mitos que 
enuncia el artículo 17 Constitucional.

La raíz de este problema de visión, 
viene desde la Colonia, en donde el 
indígena sometido, veía que las nor-
mas avanzadas que podían venir de 
España, se topaban con los intereses 
creados por los criollos dominan-
tes, lo que se traducía en decretos 
que muchas veces quedaban en le-
tra muerta, a tal grado, que se decía: 
“promúlguese pero no se cumpla”, 
y esa era la consigna, las leyes sólo 
eran un  montón de dispositivos sin 
aplicación concreta o siquiera enten-
dible, ya que la alfabetización era 
muy deficiente en aquellas épocas.

En el México contemporáneo, nos 
enfrentamos a un  monstruo jurídico 
tanto por su dimensión como por su 
inteligible estructura, ningún aboga-
do, por muy ducho que sea, conoce 
todas les leyes que hay en su munici-
pio, Estado y no se diga en la Nación, 
y si ellos no las conocen, imaginen lo 
que saben los pobres ciudadanos o 
víctimas de legisladores que creen 
que el número de leyes, es inversa-
mente proporcional a lo que huma-
namente pueden conocer, haciendo 
que muchas de ellas sean letra muer-
ta, o que se activan cuando se quiere 
perjudicar a alguien en específico.

En consecuencia, si se quisiera el ca-
mino del pragmatismo jurídico, se 
tendría que disminuir el número de 

De acuerdo a copilot, nos dice 
que es “...una corriente de pen-
samiento que analiza el dere-

cho a partir de sus efectos prácticos y 
de la aplicación concreta de normas, 
priorizando la utilidad y las conse-
cuencias de los actos jurídicos sobre 
teorías abstractas…”, trasladándolo 
a palabras sencillas, es buscar que 
el derecho sea ante todo práctico, no 
teórico, concreto, no difuso, y, sobre 
todo, fáctico y no intelectualoide.

En el mundo del derecho mexicano, 
el ser pragmático es buscar resolver 
los problemas, sin complicaciones, 
sin darle vueltas, sin hacer del dere-
cho un galimatías que sólo sirve a los 
nefastos intereses que pululan en el 

leyes que existen hoy, la panadería 
legislativa lo único que ha traído es 
un sistema incomprensible y caótico 
en cuanto a la aplicación de las nor-
mas; en segundo lugar, se debe de 
cambiar lenguajes técnicos, por pa-
labras sencillas, adaptados al nivel 
de sexto año de primaria que tiene la 
población en general, para que pue-
dan ser comprendidas por todos, y 
ese era el gran secreto de Roma, en 
donde todos, de una u otra forma, 
entendían lo que existía en sus leyes, 
y cuando había dudas, acudían a los 
jurisconsultos de aquella época, que 
daban sus servicios gratuitamente, 
porque lo importante era que todos 
supieran sus derechos; en tercer lu-
gar, aplicar las leyes de manera ge-
neral, no haciendo excepciones, no 
poniendo los nombres o privilegios 
por encima de lo que es la norma, si 
no hacemos un sistema parejo para 
todos, de nada sirve un conjunto de 
leyes que nadie entiende, si no se 
trasladan a la realidad para todos, 
sin tener privilegios o consentidos; y 
por último, y el más importante de 
todos, dar a conocer a todos, sus de-
rechos y obligaciones de manera co-
tidiana, desde las escuelas, haciendo 
de las aulas un centro de difusión de 
lo que se debe y no se debe de hacer, 
y decir claramente, que si no lo ha-
cen, entonces va a haber consecuen-
cias.

El pragmatismo, trasladado al ám-
bito judicial, es acabar con el rezago 
a partir de hacer todo simple, de-
jando de que existan tres o cuatro 
instancias, sino sólo dos, quitando 
trámites innecesarios, y convirtien-
do un juicio, en algo muy sencillo, 
recuerdo cuando tuvo ocasión de ir 
a Hawái, que allí el Juez resolvía los 
casos en una sola audiencia, tenien-
do su collar de flores como corbata, 
y oyendo a las dos partes, sin más 
trámites que presentando sus casos y 
él resolviendo; en otro ejemplo más 
latino, recuerdo a la Tremenda Cor-
te, en donde se podía castigar a un 
Tres Patines, y se resolvía en un solo 
programa. 
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Justino Ángel 
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Asesor Independiente de diversas
materias en México, en asuntos del 

orden civil, mercantil, arrendamiento, 
familiar, en la Ciudad de México, Colima, 

Tamaulipas, Estado de México, etc.

ambiente y más en círculos guberna-
mentales, de Colegios de abogados, 
o académicos que ven en hacerlo 
todo complicado, el medio idóneo 
para corromperse, en el caso de los 
funcionarios, enredar las cosas, en el 
caso de los litigantes, y dar tributo 
al ego, en lo tocante a los académi-
cos, y esa combinación hace que se 
convierta la aplicación de normas en 
una masa amorfa que sólo beneficia a 
los que tienen el poder, en detrimen-
to de los mexicanos de a pie, de los 
justiciables, que ven impotentes que 
su derecho a que se les administre 
una justicia gratuita, expedita y com-
pleta, es sólo uno de esos mitos que 
enuncia el artículo 17 Constitucional.

La raíz de este problema de visión, 
viene desde la Colonia, en donde el 
indígena sometido, veía que las nor-
mas avanzadas que podían venir de 
España, se topaban con los intereses 
creados por los criollos dominan-
tes, lo que se traducía en decretos 
que muchas veces quedaban en le-
tra muerta, a tal grado, que se decía: 
“promúlguese pero no se cumpla”, 
y esa era la consigna, las leyes sólo 
eran un  montón de dispositivos sin 
aplicación concreta o siquiera enten-
dible, ya que la alfabetización era 
muy deficiente en aquellas épocas.

En el México contemporáneo, nos 
enfrentamos a un  monstruo jurídico 
tanto por su dimensión como por su 
inteligible estructura, ningún aboga-
do, por muy ducho que sea, conoce 
todas les leyes que hay en su munici-
pio, Estado y no se diga en la Nación, 
y si ellos no las conocen, imaginen lo 
que saben los pobres ciudadanos o 
víctimas de legisladores que creen 
que el número de leyes, es inversa-
mente proporcional a lo que huma-
namente pueden conocer, haciendo 
que muchas de ellas sean letra muer-
ta, o que se activan cuando se quiere 
perjudicar a alguien en específico.

En consecuencia, si se quisiera el ca-
mino del pragmatismo jurídico, se 
tendría que disminuir el número de 

De acuerdo a copilot, nos dice 
que es “...una corriente de pen-
samiento que analiza el dere-

cho a partir de sus efectos prácticos y 
de la aplicación concreta de normas, 
priorizando la utilidad y las conse-
cuencias de los actos jurídicos sobre 
teorías abstractas…”, trasladándolo 
a palabras sencillas, es buscar que 
el derecho sea ante todo práctico, no 
teórico, concreto, no difuso, y, sobre 
todo, fáctico y no intelectualoide.

En el mundo del derecho mexicano, 
el ser pragmático es buscar resolver 
los problemas, sin complicaciones, 
sin darle vueltas, sin hacer del dere-
cho un galimatías que sólo sirve a los 
nefastos intereses que pululan en el 

leyes que existen hoy, la panadería 
legislativa lo único que ha traído es 
un sistema incomprensible y caótico 
en cuanto a la aplicación de las nor-
mas; en segundo lugar, se debe de 
cambiar lenguajes técnicos, por pa-
labras sencillas, adaptados al nivel 
de sexto año de primaria que tiene la 
población en general, para que pue-
dan ser comprendidas por todos, y 
ese era el gran secreto de Roma, en 
donde todos, de una u otra forma, 
entendían lo que existía en sus leyes, 
y cuando había dudas, acudían a los 
jurisconsultos de aquella época, que 
daban sus servicios gratuitamente, 
porque lo importante era que todos 
supieran sus derechos; en tercer lu-
gar, aplicar las leyes de manera ge-
neral, no haciendo excepciones, no 
poniendo los nombres o privilegios 
por encima de lo que es la norma, si 
no hacemos un sistema parejo para 
todos, de nada sirve un conjunto de 
leyes que nadie entiende, si no se 
trasladan a la realidad para todos, 
sin tener privilegios o consentidos; y 
por último, y el más importante de 
todos, dar a conocer a todos, sus de-
rechos y obligaciones de manera co-
tidiana, desde las escuelas, haciendo 
de las aulas un centro de difusión de 
lo que se debe y no se debe de hacer, 
y decir claramente, que si no lo ha-
cen, entonces va a haber consecuen-
cias.

El pragmatismo, trasladado al ám-
bito judicial, es acabar con el rezago 
a partir de hacer todo simple, de-
jando de que existan tres o cuatro 
instancias, sino sólo dos, quitando 
trámites innecesarios, y convirtien-
do un juicio, en algo muy sencillo, 
recuerdo cuando tuvo ocasión de ir 
a Hawái, que allí el Juez resolvía los 
casos en una sola audiencia, tenien-
do su collar de flores como corbata, 
y oyendo a las dos partes, sin más 
trámites que presentando sus casos y 
él resolviendo; en otro ejemplo más 
latino, recuerdo a la Tremenda Cor-
te, en donde se podía castigar a un 
Tres Patines, y se resolvía en un solo 
programa. 
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Mantén tus Activos Digitales Seguros
Nuestros expertos protegen tu infraestructura 
digital de amenazas potenciales con: Evalua-
ción de Vulnerabilidades: Detectamos y miti-
gamos riesgos de seguridad. Firewalls, Anti-
virus y AI Machine Learning: Configuramos 
firewalls avanzados y software antivirus para 
proteger tu red contra intrusiones no autori-
zadas y malware. Al agregar AI a esta capa 
nos permite garantizar que los usuarios estén 
protegidos. AI nos permite que las máquinas 
vean, detecten, respondan y aprendan de las 
amenazas y automaticen la respuesta.
 
Monitoreo de Seguridad Continuo:
Vigilamos para detectar y resolver amena-
zas rápidamente. Nuestro equipo supervisa 
constantemente tu infraestructura digital en 
busca de actividad sospechosa, asegurándose 
de que cualquier amenaza se identifique y se 
aborde de inmediato.
 
Servicio de Consultoría 
Además de nuestros servicios de seguridad 
gestionada, Ruva IT también ofrece consul-
toría en ciberseguridad para ayudarte a desa-
rrollar una estrategia integral de seguridad di-
gital. Nuestros consultores expertos trabajan 
contigo para evaluar tus necesidades especí-
ficas y diseñar soluciones a medida que pro-
tejan tus activos digitales de manera efectiva.

Ciberseguridad Jurídica.
En el mundo digital actual, la cibersegu-
ridad jurídica es esencial. Ruva IT ofrece 
soluciones especializadas para cumplir con 
las regulaciones de protección de datos y 
privacidad en línea. Desde evaluaciones 
de riesgos hasta implementaciones de se-
guridad, garantizamos el cumplimiento le-
gal y la protección de tus activos digitales. 
Nuestro equipo experto está comprometi-
do a fortalecer tus defensas cibernéticas y 
salvaguardar la reputación de tu empresa 
en línea.

Extiende la Protección a la Nube
Actualmente computación en la nube juega 
un papel cada vez más importante, la segu-
ridad en la nube es una consideración críti-
ca. Ruva IT ofrece servicios especializados 
para proteger tus datos en la nube, desde 
la evaluación de la seguridad de tus aplica-
ciones hasta la implementación de medidas 
de protección avanzadas.

Protege tu Empresa en el Mundo Digital 
con Ruva IT Solutions

En un mundo cada vez más interconectado, la ciberseguridad se ha convertido en una prioridad 
absoluta para empresas de todos los tamaños y sectores. Los ciberataques pueden tener conse-
cuencias devastadoras, desde la pérdida de datos confidenciales hasta el daño a la reputación 
de la empresa. Es por eso que Ruva IT se enorgullece de ofrecer como parte de su portafolio 
de servicios, soluciones integrales de ciberseguridad diseñadas para proteger tu negocio de las 
amenazas digitales más sofisticadas.

Para obtener más información sobre cómo Ruva IT Solutions pueden proteger y fortalecer tu 
empresa en el mundo digital, no dudes en contactarnos.

www.ruvait.com  -  Info@ruvait.com

Temas de conversación
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para sustituirlo por uno basada en 
la dignidad humana el interés su-
perior de la niñez, la justicia restau-
rativa y la reinserción social.
 
El sistema anterior en México era 
un sistema tutelar, operado por los 
Consejos Tutelares dependientes 
del poder Ejecutivo, el cual para 
2005 cambio mediante la reforma 
al artículo 18 Constitucional para 
abarcar un enfoque garantista y de 
Derechos Humanos, los menores 
no eran vistos como sujetos de de-
rechos si no como objetos de pro-
tección bajo la tutela del Estado, un 
mismo organismo que era el Con-
sejo Tutelar se encargaba de inves-
tigar, acusar, y aplicar las medidas 
correspondientes ello sin respetar 
de forma estricta el debido proceso.

De lo anterior se desprende que 
al adoptar un modelo garantis-
ta con la reforma constitucional y 
que México ratificará ante la ONU 
la Convención sobre los Derechos 
del Niño (1990), exigió adecuar las 
leyes internas y cambiar a un en-
foque más humano reconociendo 
a los adolescentes como sujetos de 
derecho, estableciendo que el inter-
namiento es una medida extrema 
limitada por rangos de edad y apli-
cada para conductas primordial-
mente graves.

Sin embargo, ningún modelo jurí-
dico es inmutable, las normas de-
ben evolucionar cuando las condi-
ciones sociales cambian de forma 
significativa, que en el caso parti-
cular México enfrenta una realidad 
distinta a aquella que motivo el di-
seño de la justicia penal juvenil. 

La expansión de la delincuencia or-
ganizada, la violencia extrema, el 
uso y abuso sistemático de utilizar 
a adolescentes para ejecutar delitos

de alto impacto, el incremento de 
homicidios, desapariciones forza-
das, secuestros, delitos sexuales 
cometidos por personas menores 
de edad, edades que inician en un 
desarrollo delictivo temprano, an-
tes de los 12 años, revelan fenóme-
nos criminológicos que exceden el 
supuesto original sobre el cual fue 
planteado y diseñado el sistema 
para adolescentes.
 
Uno de los presupuestos del siste-
ma vigente consiste en asumir que 
la edad determina, por si sola, el 
grado de desarrollo cognitivo del 
adolescente, la evidencia científica 
demuestra que esa premisa resulta 
insuficiente. Ello porque la neu-
rociencia, la psicología evolutiva 
y la psiquiatría forense acreditan 
que adolescentes de la misma 
edad pueden presentar diferencias 
sustanciales, tanto en entornos fa-
miliares, en el desarrollo moral y 
social, aspectos antropológicos di-
ferentes de sus vidas, antecedentes 
acompañados de violencia o sin 
ella en sus entornos familiares, 
diferencias sustanciales en la com-
prensión de normativas y poca va-
loración del entendimiento de sus 
conductas, por ello, la edad  crono-
lógica no debería constituir el úni-
co parámetro para individualizar 
la respuesta del Estado.

Resulta indispensable evaluar que 
si bien es cierto la edad  no determi-
na el grado de desarrollo que tiene 
un adolescente, también cierto es, 
que el medio donde se desenvuelve 
y se desarrolla permea en las con-
ductas y desenvolvimiento social, 
la presencia de los padres motiva 
entornos armónicos y de confianza, 
el acceso a la educación formal, ac-
tividades recreativas que permitan 
desarrollar razonamientos críticos, 
resultan indispensables para un 

La Ley Nacional del Sistema 
Integral de Justicia Penal para 
Adolescentes nació como con-

secuencia de una profunda trans-
formación constitucional que aban-
dono definitivamente el paradigma 
tutelar para reconocer a las personas 
adolescentes como titulares plenos 
de Derechos Humanos. A partir de 
su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación el 16 de julio de 
2016, su objetivo principal fue ga-
rantizar los derechos humanos de 
las personas de 12 años cumplidos 
y menos de 18 años, priorizando un 
enfoque socioeducativo en lugar de 
un castigo tradicional.

Dicha transformación respondió a 
una exigencia constitucional e in-
ternacional, dejando atrás un sis-
tema que criminalizaba la infancia 

La Justicia Penal para Adolescentes frente a la 
criminalidad contemporánea: ¿es necesario una 
evolución del modelo constitucional mexicano?
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crecimiento sano, la tecnología di-
gital, redes sociales, el uso y abuso 
del internet, lamentablemente ha 
cambiado el paradigma social y de 
pensamiento en los adolescentes, 
ya que es la herramienta que inte-
ractúa directamente con el cerebro 
del adolescente que aún se encuen-
tra en desarrollo, implicando en 
algunos casos la falta de un con-
trol parental y la disociación de la 
realidad, que afecta en su desarro-
llo psico-social, lo anterior ha sido 
el detonante que ha generado un 
cambio de pensamiento en los jó-
venes y que contribuye un desafío 
constante en la forma de pensar e 
interactuar con la sociedad.

Esto nos obliga a replantear una 
pregunta constitucional incomoda, 
pero necesaria:  ¿el modelo vigen-
te continua siendo suficiente para 
proteger simultáneamente a los 
adolescentes , a las víctimas y a la 
sociedad?

Considero que la respuesta no con-
siste en abandonar el paradigma 
garantista ni en trasladar automá-
ticamente a los adolescentes al ré-
gimen penal para adultos, resulta 
indispensable incorporar un mode-
lo institucional que permita la rea-
lización de evaluaciones interdisci-
plinarias obligatorias  que incluyan 
análisis neuropsicológicos, psiquiá-
tricos, criminológico, antropología 
forense y sociofamiliares para de-
terminar el verdadero nivel de au-
tonomía, madurez y  comprensión 
del adolescente, esta perspectiva 
no se contrapone con el sistema de 
derechos humanos que tanto se ha 
defendido, lo fortalece, la demanda 
real es una evolución institucio-
nal, ya que el modelo por mucho 
rebaso lo que originalmente se 
pretendió establecer, es  indispen-
sable fortalecer los mecanismos de 
prevención del reclutamiento por 
la delincuencia organizada, crear 
modelos permanentes de evalua-
ción científica de madurez, revisar 
la proporcionalidad de las medidas 
aplicables en casos de violencia ex-
trema y establecer programas obli-
gatorios de seguimiento posterior 
al cumplimiento de las sanciones.

Esta modernización exige de ma-
nera muy concreta al menos varios 
cambios importante : la implemen-
tación de evaluaciones interdisci-
plinarias obligatorias para determi-
nar la madurez, comprensión del 
hecho, y grado real de autonomía; 
fortalecer  la creación de programas 
de prevención de reclutamiento cri-
minal, en escuelas, comunidades, 
entornos de alta vulnerabilidad con 
intervención temprana de trabajo 
social, salud mental y una protec-
ción integral; desarrollar protoco-
los diferenciados para delitos de 
extrema gravedad que permitan 
respuestas más rigurosas sin aban-
donar  el marco constitucional ni el 
estándar interamericano de dere-
chos humanos.

La justicia penal para adolescentes 
no debe ser un espacio de impuni-
dad, pero tampoco puede conver-
tirse en una réplica atenuada de la 
justicia penal para adultos. Su legi-
timidad depende de que sea capaz 
de proteger simultáneamente la 
dignidad de la persona adolescen-
te, Los derechos de las víctimas y la 
seguridad de la sociedad. 

Si el sistema no evoluciona, corre 
el riesgo de volverse funcional a la 
violencia que se pretende contener 
y detener.

La legislación mexicana establece 
categorías etarias a saber:

Grupo Etario I: Integrado por per-
sonas de 12 años cumplidos a me-
nos de 14 años de edad.
Grupo Etario II: Integrado por per-
sonas de 14 años cumplidos a me-
nos de 16 años de edad.
Grupo Etario III: Integrado por 
personas de 16 años cumplidos a 
menos de 18 años de edad .

La edad permite delimitar quien 
puede ser sujeto del sistema espe-
cializado, reconociendo que la ni-
ñez y la adolescencia son etapas di-
ferenciadas del desarrollo humano, 
sin embargo, insisto en que la edad 
desde una perspectiva criminológi-
ca no es un una determinante por 
si sola, la edad debe garantizarse 

como garantía constitucional , la 
madurez debe incorporarse como 
una herramienta interdisciplinaria 
de individualización , y por si sola 
la criminología, debe permitir com-
prender si la persona adolescente 
actuó desde la vulnerabilidad, la 
coacción , el reclutamiento, la in-
fluencia de un tercero o un grado de 
autonomía relevante, este no debe 
ser el único criterio para individua-
lizar el castigo o la respuesta del Es-
tado, comprender intelectualmente 
que una conducta está prohibida 
no significa necesariamente poseer 
la misma capacidad para controlar 
impulsos, resistir presiones o anti-
cipar consecuencias.

En consecuencia, el cambio radi-
ca en establecer mecanismos que 
se acompañan con la contempo-
raneidad del México actual, el es-
tado tiene la obligación de cuidar 
la vulnerabilidad del adolescente, 
esta ya no se agota en su entorno 
familiar o comunitario inmediato; 
hoy se extiende a un espacio digi-
tal transfronterizo que moldea su 
identidad, acelera su maduración 
biológica de forma desequilibrada 
y precariza su salud mental. Asi-
mismo, las dinámicas delictivas 
actuales instrumentalizan estas tec-
nologías para capturar las mentes 
de los jóvenes a través de dinámi-
cas virtuales complejas.

El momento histórico actual exi-
ge evolucionar hacia un enfoque 
de justicia generacional y de de-
rechos digitales. Ya no basta con 
garantizar un juicio justo frente al 
castigo del Estado; ahora el marco 
normativo debe mutar para pro-
teger la integridad cognitiva del 
menor dentro del entorno digital, 
regular el impacto de la tecnología 
en su conducta y blindarlo ante las 
nuevas formas de criminalidad vir-
tual, resulta una necesidad urgente 
para rescatar la escencia de la jus-
ticia especializada, entendiendo 
al adolescente desde su realidad 
presente y garantizar un trato es-
pecializado acorde a su desarrollo 
cognitivo,  sujeto al respeto de sus 
derechos humanos.
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riesgos. Se integran cadena de custo-
dia, principio de mismidad, auditoría, 
control de sesgos cognitivos y defensa 
del dictamen en juicio oral. Se concluye 
que el SIG convierte la ética pericial en 
evidencia objetiva, auditable y técnica-
mente defendible ante la contradicción 
probatoria, y se propone su imple-
mentación escalonada como estrategia 
institucional.
 
Palabras clave: auditoría; cadena de 
custodia; deontología forense; juicio 
oral; sesgos cognitivos; Sistema Inte-
grado de Gestión. 

Introducción 
La consolidación del sistema penal 
acusatorio en México, bajo el Código 
Nacional de Procedimientos Penales 
(CNPP, 2014), transformó la valoración 
de la prueba pericial. La experiencia del 
experto conserva relevancia, pero debe 
acompañarse de procesos documenta-
dos, trazables y controlados. Informes 
internacionales, como los del National 
Research Council (2009) y el President’s 
Council of Advisors on Science and 
Technology (PCAST, 2016), mostraron 
la importancia de fortalecer controles 
técnicos, validación metodológica y re-
visión institucional.
 
La deontología forense debe traducirse 
en prácticas verificables: imparcialidad, 
competencia y diligencia acreditadas 
por registros, procedimientos y audi-
torías técnicas. La tesis de este ensayo 
sostiene que el Sistema Integrado de 
Gestión (SIG) constituye el mecanis-
mo mediante el cual la ética pericial se 
convierte en atributo institucional dem-
ostrable, generando dictámenes audit-
ables y técnicamente defendibles.
 
Enfoque 
Se empleó metodología documental y 
analítica. La revisión incluyó bases de 
datos Scopus, Dialnet y los repositorios 
del NIST-OSAC y el Departamento de 
Justicia de Estados Unidos, con publi-
caciones de 2006 a 2025. Los criterios 
priorizaron fuentes con arbitraje sobre 
confiabilidad probatoria, validación 
metodológica, gestión de calidad y 

Resumen 
Se examina la articulación entre 
deontología forense y Sistema 

Integrado de Gestión (SIG) para for-
talecer la confiabilidad técnico-cientí-
fica de los servicios periciales en el 
contexto del sistema penal acusatorio 
mexicano. Mediante metodología doc-
umental y analítica, con revisión de 
informes científicos internacionales, 
estándares ISO, legislación procesal y 
literatura sobre sesgos cognitivos, se 
analizan ISO 9001:2015, ISO 21043, ISO/
IEC 17020:2026 e ISO/IEC 17025:2017 
en la estandarización, trazabilidad, 
validación metodológica y gestión de 

control de sesgos cognitivos. Se incorpo-
raron normativas ISO, la Guía Nacional 
de Cadena de Custodia de la Conferen-
cia Nacional de Procuración de Justicia 
(CNPJ, 2015) y el CNPP. El alcance es 
conceptual y propositivo: el ensayo no 
presenta medición empírica, sino un 
modelo orientado a fortalecer la defensa 
técnica del dictamen.

Deontología, control del error y prin-
cipio de mismidad 
El perito forense opera bajo el principio 
de mismidad: debe demostrar que el in-
dicio recolectado, preservado, analizado 
y presentado en juicio conserva identi-
dad e integridad a lo largo de la cadena 
de custodia. El artículo 227 del CNPP 
define la cadena de custodia como el 
sistema de control y registro aplicado al 
indicio, evidencia, objeto, instrumento o 
producto del hecho delictivo, desde su 
localización, descubrimiento o aport-
ación, hasta que la autoridad compe-
tente ordene su conclusión. Sin embar-
go, casos como el de Brandon Mayfield 
(U.S. Department of Justice, Office of 
the Inspector General, 2006), la crisis 
del laboratorio de Houston (Bromwich, 
2007) o las irregularidades del laborato-
rio de drogas Hinton en Massachusetts 
(Cunha, 2014) muestran que la eficacia 
probatoria se maximiza cuando los pro-
cedimientos formales se complementan 
con controles de calidad integrados y 
verificables a lo largo del proceso.
 
Dror (2020) identifica que los riesgos 
de error pericial pueden relacionarse 
con sesgos cognitivos activados por 
información contextual no pertinente 
durante el proceso analítico. La litera-
tura distingue desviaciones intrínsecas, 
asociadas al método, y extrínsecas, vin-
culadas con factores humanos u organi-
zacionales. El SIG permite gestionarlas 
mediante validación metodológica, 
trazabilidad de decisiones y separación 
de actividades.
 
El SIG como materialización de la ética 
pericial 
La convergencia entre deontología y 
SIG es funcional: la primera establece el 
marco axiológico del perito; el segundo 

Sostenibilidad biopsicosocial del capital humano 
forense como indicador de calidad pericial

técnica del dictamen es plausible pero 
aún no validada empíricamente. Se 
concluye que la sostenibilidad biop-
sicosocial debe incorporarse como 
variable de gestión auditable, como 
componente integrado de la calidad, 
la continuidad operativa y la respon-
sabilidad institucional
. 
Palabras clave: capital humano foren-
se, burnout, riesgos psicosociales, cali-
dad forense, ISO 45003:2021. 

Introducción  
La validez forense suele determinarse 
por la precisión instrumental y el rigor 
de la cadena de custodia. Esta pers-
pectiva puede fortalecerse al integrar 
el factor humano como componente 
estratégico de confiabilidad técnica. 
En México, la reforma penal de 2008 
incrementó la exposición del perito al 
debate oral, la contradicción procesal 
y el escrutinio judicial, en un entorno 
caracterizado por jornadas extensas, 
contacto frecuente con escenarios de 
alto impacto y exigencia de tiempos 
de respuesta. Informes como los del 
National Research Council (2009) y el 
PCAST (2016) exigen validez científi-
ca, pero no desarrollan un marco de 
protección del capital humano que 
sustente dicha validez en el tiempo. 
La NOM-035-STPS-2018 ordena pre-
venir riesgos psicosociales, y la Orga-
nización Mundial de la Salud (2022) 
recomienda cambios estructurales en 
entornos laborales de alta demanda. 
Este ensayo sostiene que la sostenibili-
dad biopsicosocial del perito constitu-
ye una variable estratégica de gestión 
institucional con potencial impacto 
sobre el rigor probatorio, hipótesis 
que aquí se plantea explícitamente 
como tal y no como hecho establecido. 
En este marco, la pregunta de investi-
gación que orienta el ensayo es: ¿qué 
indicador operativo, alineado con la 
NOM-035-STPS-2018 y los estándares 
ISO 45003:2021 e ISO 21043, permiti-
ría a una unidad pericial monitorear 
la sostenibilidad biopsicosocial de su 
capital humano como variable audita-
ble de gestión? 

Objetivo  
Analizar la sostenibilidad biopsicosocial

del capital humano forense como con-
dición de gestión estratégica para la 
calidad pericial, y proponer un indi-
cador operativo inicial que permita su 
seguimiento dentro de un sistema de 
gestión institucional. 

Enfoque  
El ensayo realiza un análisis concep-
tual integrativo en dos etapas: revisión 
de evidencia sobre riesgo psicosocial 
en personal forense, y propuesta de 
un indicador operativo único, con una 
estructura mínima de variables apta 
para piloteo. 

Capital humano forense y riesgo biop-
sicosocial 
La sostenibilidad del capital humano 
forense implica conservar personal 
competente, saludable y técnicamen-
te confiable, lo cual excede la mera 
permanencia laboral y exige condi-
ciones que posibiliten una actuación 
imparcial y continua. Levin et al. 
(2021) documentaron niveles relevan-
tes de estrés traumático secundario y 
burnout en personal de laboratorios 
criminalísticos y medicina legal en 
Estados Unidos, asociados a la nece-
sidad de fortalecer mecanismos or-
ganizacionales de acompañamiento, 
prevención y seguimiento. Lombardo 
et al. (2024) identificaron, en una re-
visión sistemática, agotamiento emo-
cional y síntomas postraumáticos en 
técnicos de autopsias, agravados en 
casos con menores y atenuados por 
el apoyo entre pares. En el contexto 
regional, Matamoros et al. (2024) ha-
llaron que entre el 18 % y el 34 % de 
204 trabajadores forenses hondureños 
presentaba burnout alto en al menos 
una dimensión, vinculado a estresores 
institucionales, evidencia de que el fe-
nómeno no es exclusivo de contextos 
angloeuropeos. 

Sin embargo, ninguno de estos estu-
dios mide el efecto del burnout o el 
estrés traumático secundario sobre la 
exactitud o validez técnica de un dic-
tamen pericial. La relación entre dete-
rioro biopsicosocial y calidad del pro-
ducto forense sigue siendo, por tanto, 
una hipótesis razonable, consistente 
con literatura sobre fatiga de decisión 

Resumen  
La calidad de la función pericial 
se suele evaluar por la fiabilidad 

de los métodos y dictámenes; con me-
nor frecuencia se analiza la sostenibi-
lidad biopsicosocial del personal que 
los ejecuta. Este ensayo conceptual 
examina la relación entre capital hu-
mano forense, riesgos psicosociales y 
desempeño técnico, integrando litera-
tura sobre burnout y estrés traumático 
secundario, la NOM-035-STPS-2018 
y los estándares ISO 45003:2021 y 
la serie ISO 21043. Se plantea que la 
exposición reiterada a escenarios de 
violencia, exigencias propias del pro-
ceso penal acusatorio y volumen ope-
rativo sostenido constituye un factor 
de riesgo documentado para la salud 
del perito, cuya relación con la calidad 
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en otras profesiones de alta exigen-
cia, pero no demostrada en el campo 
forense. Esta distinción no debilita el 
argumento: la prevalencia documen-
tada de afectaciones biopsicosociales 
justifica medidas preventivas de ges-
tión conforme a la NOM-035, inde-
pendientemente de su efecto sobre la 
calidad técnica
. 
Hacia un indicador operativo: la Tasa 
de Exposición Crítica Acumulada 
(TECA) 

Como aporte operacionalizable de este 
ensayo se propone un indicador único: 
la Tasa de Exposición Crítica Acumu-
lada (TECA), definida como el núme-
ro de casos de alto impacto psicológico 
(homicidios con víctimas menores, es-
cenas con múltiples cuerpos, violencia 
extrema) atendidos por un perito en 90 
días, ponderado por pausas de recupe-
ración, apoyo entre pares y rotación de 
asignaciones. Una TECA elevada per-
mitiría activar una revisión preventiva 
de distribución de carga, recuperación 
operativa y acompañamiento institu-
cional, alineada con ISO 45003:2021 y 
con el deber de identificación de ries-
gos de la NOM-035STPS-2018. El indi-
cador no resuelve la totalidad del fenó-
meno, pero ofrece un punto de partida 
medible y especificado para su prueba 
en campo. La TECA no sustituye a los 
instrumentos validados de evaluación 
individual del estrés ocupacional, 
sino que opera en un nivel distinto y 
complementario. La fórmula exacta de 
ponderación (aditiva, multiplicativa 
o jerárquica) excede el alcance de este 
ensayo y requeriría un estudio piloto; 
aquí se fija la estructura mínima de va-
riables, no el algoritmo final. La inte-
gración con el proceso pericial puede 
anclarse en la serie ISO 21043: la TECA 
podría registrarse en el mismo sistema 
de trazabilidad del caso, vinculando 
la carga psicosocial del perito con el 
expediente técnico, sin exponer datos 
clínicos individuales ni vulnerar la 
confidencialidad del personal. 

Discusión  
Complementar las métricas de dictá-
menes, productividad y tiempos de 
respuesta con indicadores de sostenibi-
lidad del capital humano permite una 
lectura más completa del desempeño 
pericial, incorporando variables de 
continuidad operativa y distribución 
de carga. Sin embargo, convertir el 

bienestar en indicador exige condicio-
nes éticas estrictas: confidencialidad, 
ausencia de estigmatización y partici-
pación activa del personal en el diseño 
de la medición. Por ello, la TECA debe 
diseñarse desde su origen con protec-
ciones éticas que garanticen una finali-
dad estrictamente preventiva, técnica y 
protectora del servicio. Su efectividad 
se potencia cuando las decisiones de 
rotación y descanso se apoyan en da-
tos del indicador como complemento 
del criterio operativo. El liderazgo téc-
nico-pericial, sustentado en formación 
especializada y experiencia de campo, 
constituye un activo institucional clave 
para interpretar correctamente un in-
dicador preventivo y articular la conti-
nuidad del servicio con el cuidado del 
personal mediante decisiones trazables 
y basadas en evidencia. 

Alcances y limitaciones 
Este ensayo no contiene mediciones 
empíricas ni valida la TECA en cam-
po; se trata de una propuesta concep-
tual derivada de la literatura revisa-
da. Investigaciones futuras deberían 
valorar el indicador en una unidad 
pericial, contrastarlo con medidas 
estandarizadas de burnout (como el 
ProQOL usado por Levin et al., 2021) 
y explorar si existe asociación estadís-
tica entre TECA elevada y hallazgos 
técnicos, retrabajos o incidencias do-
cumentadas durante la revisión del 
proceso pericial, lo cual permitiría fi-
nalmente probar o refutar la hipótesis 
causal que aquí se plantea explícita-
mente como pendiente de validación. 

Conclusiones  
El deterioro biopsicosocial del per-
sonal pericial está documentado de 
forma consistente en la literatura 
especializada y, por sí solo, activa 
la obligación normativa de la NOM-
035STPS-2018, con independencia de 
su relación (aún por validar empíri-
camente) con la calidad técnica del 
dictamen. 

La Tasa de Exposición Crítica Acu-
mulada (TECA) ofrece una vía con-
creta para actuar sobre este punto: 
un indicador piloteable y ajustable 
que permite saber, con datos propios 
y no con supuestos, si la carga de ex-
posición crítica del personal pericial 
cuenta con mecanismos preventivos, 
trazables y medibles de seguimiento 
institucional.

Sostener al capital humano pericial 
constituye una inversión estratégica 
que fortalece la continuidad del servi-
cio y respalda la solidez del dictamen 
ante cualquier instancia de revisión. 
El reto institucional consiste en defi-
nir indicadores iniciales que permitan 
medir, pilotear y fortalecer progresi-
vamente el seguimiento preventivo de 
la exposición crítica acumulada. 
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Doctorante en derecho penal.
Escritora, articulista, docente e
investigadora a nivel superior.

Linda Patricia 
Castañón Lee

confundir afirmaciones doctrinales con 
hechos comprobados. El criminólo-
go sin bases jurídicas puede formular 
recomendaciones incompatibles con 
garantías constitucionales. El investi-
gador criminal que domina técnicas 
operativas, pero carece de formación 
epistemológica, puede otorgar valor 
concluyente a indicios ambiguos.

1. Investigación jurídica: de la exége-
sis a la argumentación verificable
La investigación jurídica tiene como ta-
reas centrales identificar normas, inter-
pretar sistemas, analizar jurisprudencia 
y construir argumentos. Sin embargo, 
investigar no equivale a reunir citas ni 
describir artículos legales. Un proyecto 
serio delimita un problema, formula 
preguntas, explica su método, selec-
ciona fuentes pertinentes y distingue 
entre descripción del derecho vigente, 
evaluación crítica y propuesta normati-
va. Fix-Zamudio insistió en la relación 
entre metodología, docencia e investi-
gación, mientras que Courtis mostró 
la diversidad de aproximaciones para 
observar el derecho como práctica ins-
titucional y fenómeno social.2

Esta formación requiere enseñar bús-
queda normativa y jurisprudencial, 
lectura de expedientes, comparación 
jurídica, argumentación y escritura 
académica. También debe incluir cri-
terios para valorar la autoridad de las 
fuentes, detectar citas inexistentes y re-
construir la línea argumentativa de una 
sentencia.

Los diseños sociojurídicos añaden en-
trevistas, encuestas, análisis estadístico, 
estudios de caso y observación institu-
cional. Su incorporación no pretende 
convertir a todo jurista en especialista 
cuantitativo, sino impedir el uso su-
perficial de datos. La inferencia válida 
exige reconocer sesgos de selección, 
límites muestrales, variables alterna-
tivas y diferencias entre correlación y 
causalidad. Una propuesta de reforma 
penal no debería justificarse solamente 

2 Fix-Zamudio, Metodología, docencia e in-
vestigación jurídicas; Courtis, Observar la 
ley.

mediante casos mediáticos o percepcio-
nes de inseguridad.3

2. Formación criminológica e interdis-
ciplinariedad
La criminología estudia la criminali-
zación, las conductas dañinas, las víc-
timas, las instituciones de control y los 
efectos de las políticas públicas. Su en-
señanza debe integrar teoría social, psi-
cología, economía, estadística, derechos 
humanos e historia. Reducirla a perfiles 
de personalidad o clasificaciones de de-
lincuentes produce explicaciones sim-
plistas y favorece estereotipos.

La formación criminológica debe mos-
trar que las categorías de delito y des-
viación se construyen en contextos 
políticos y culturales. También debe 
enseñar a contrastar teorías con datos 
y evaluar políticas por resultados. Gar-
land demostró que las transformaciones 
del castigo se relacionan con cambios 
sociales, políticos y administrativos más 
amplios; esa perspectiva permite com-
prender que la política criminal no pue-
de analizarse aisladamente.4

Un programa sólido incluiría diseño de 
indicadores, análisis de victimización, 
evaluación de programas preventivos y 
manejo responsable de bases de datos. 
Asimismo, debería enseñar a comunicar 
incertidumbre.

3. Investigación criminal y cultura 
científica
La investigación criminal busca es-
clarecer hechos delictivos mediante 
actos autorizados, preservación de 
indicios, entrevistas, peritajes y aná-
lisis de información. La capacitación 
técnica resulta insuficiente sin cultura 
científica. Los informes de la National 
Research Council y del President’s Coun-
cil of Advisors on Science and Technology 
documentaron problemas de validez, 
estandarización y tasas de error en 
diversos métodos forenses. Sus adver-
tencias son relevantes para México: 
ninguna técnica debe aceptarse como 

3 King, Keohane y Verba, Designing Social 
Inquiry.
4 Garland, The Culture of Control.

IIntroducción

La educación superior vinculada con 
el derecho penal enfrenta una tensión. 
Debe transmitir conceptos normativos, 
principios constitucionales y categorías 
dogmáticas, pero también preparar a 
los estudiantes para analizar fenóme-
nos sociales, valorar información in-
cierta, formular hipótesis y trabajar con 
evidencia científica. La Constitución 
mexicana reconoce el derecho a la edu-
cación y vincula la enseñanza superior 
con el desarrollo científico, humanístico 
y profesional; la Ley General de Educa-
ción Superior destaca la investigación, 
la innovación y la responsabilidad so-
cial entre las funciones institucionales.1

El problema consiste en evitar una for-
mación fragmentada. El jurista que 
desconoce métodos empíricos puede 

1 México, Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, artículo 3; Ley Ge-
neral de Educación Superior.

Educación y formación profesional para la
investigación jurídica, criminológica y criminal 

en los contextos del Derecho Penal
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infalible por tradición, prestigio insti-
tucional o impacto visual.5

La enseñanza debe abordar contamina-
ción, transferencia, error de medición, 
sesgo cognitivo, documentación y re-
visión independiente. Los manuales de 
Naciones Unidas y del National Institu-
te of Justice subrayan que la escena debe 
protegerse, registrarse y procesarse me-
diante procedimientos reproducibles. 
Preservar evidencia significa conservar 
su integridad material y documentar 
quién la localizó, recolectó, embaló, tras-
ladó y analizó.6

En México, el Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales regula la cadena de 
custodia como sistema de control y re-
gistro aplicado al indicio o elemento ma-
terial probatorio. Por ello, la formación 
de policías, peritos, fiscales y defensores 
debe incluir simulaciones: delimitación 
de la escena, fijación, recolección, em-
balaje, registros, análisis y explicación 
oral en audiencia. Las prácticas deben 
evaluarse con rúbricas que midan deci-
siones, documentación, respeto de com-
petencias y reconocimiento de errores.7

4. Derecho penal, prueba y derechos 
humanos
Los contextos del derecho penal deman-
dan una educación orientada por límites 
constitucionales. La eficacia investigati-
va no justifica obtener información me-
diante tortura, detenciones arbitrarias, 
discriminación o invasiones ilegales de 
la privacidad. El artículo 20 constitu-
cional estructura el proceso penal acu-
satorio sobre publicidad, contradicción, 
concentración, continuidad e inmedia-
ción, y reconoce derechos de la persona 
imputada y de la víctima.8

La formación debe relacionar teoría del 
delito, procedimiento, prueba y ejecu-
ción penal. La dogmática permite deci-
dir si una conducta es típica, antijurídica 
y culpable; la teoría probatoria exige 
determinar si los hechos fueron demos-
trados con evidencia lícita y suficiente. 
Confundir ambos niveles conduce a 
errores: una narración jurídicamente 
5 National Research Council, Strengthening 
Forensic Science; President’s Council of Ad-
visors on Science and Technology, Forensic 
Science in Criminal Courts.
6 United Nations Office on Drugs and Cri-
me, Crime Scene and Physical Evidence 
Awareness; National Institute of Justice, 
Crime Scene Investigation.
7 México, Código Nacional de Procedimien-
tos Penales, artículos 227 y 228.
8 México, Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, artículo 20.

posible no necesariamente está probada, 
y un hecho acreditado no siempre satis-
face el tipo penal.

También resulta indispensable estudiar 
sesgos institucionales y desigualda-
des. La condición socioeconómica, el 
género, la pertenencia étnica o la dis-
capacidad pueden influir en el acceso 
a defensa, la credibilidad atribuida a 
testimonios y la selección de personas 
investigadas. La educación penal debe 
formar profesionales capaces de iden-
tificar esas distorsiones y justificar sus 
decisiones con razones controlables.

5. Pedagogías profesionales y evalua-
ción de competencias
Las clases expositivas son útiles para 
ordenar conceptos, pero no bastan para 
formar investigadores. Sullivan y sus 
colaboradores identificaron tres dimen-
siones de la educación jurídica profesio-
nal: conocimiento analítico, destrezas 
prácticas e identidad ética. Esta integra-
ción puede lograrse mediante clínicas, 
laboratorios, aprendizaje basado en pro-
blemas, análisis de casos, juicios simula-
dos y proyectos interdisciplinarios.9

Una secuencia formativa pertinente co-
menzaría con problemas delimitados y 
aumentaría su complejidad. Primero, 
los estudiantes aprenderían a formular 
preguntas y localizar fuentes. Después 
construirían marcos teóricos, protocolos 
y matrices de análisis. Finalmente par-
ticiparían en ejercicios integrales donde 
deban entrevistar, examinar documen-
tos, valorar peritajes, redactar decisio-
nes y defenderlas oralmente.

El docente no debe limitarse a calificar 
productos finales. Debe observar el pro-
ceso, ofrecer retroalimentación y exigir 
bitácoras que expliquen las decisiones. 
La práctica reflexiva propuesta por 
Schön es valiosa en profesiones donde 
las reglas generales se aplican a situa-
ciones inciertas. Evaluar competencias 
implica revisar qué sabe el estudiante, 
cómo actúa, por qué adopta una estra-
tegia y si reconoce los límites de su co-
nocimiento.10

6. Ética, tecnología y formación conti-
nua
Las tecnologías digitales amplían capa-
cidades de investigación, pero introdu-
cen riesgos. Bases masivas, reconoci-
miento facial, geolocalización, análisis 
de redes e inteligencia artificial pue-
den apoyar la búsqueda de patrones,
9 Sullivan et al., Educating Lawyers.
10 Schön, The Reflective Practitioner.

aunque sus resultados dependen de los 
datos y del diseño. La formación debe 
incluir protección de datos, explicabili-
dad, auditoría algorítmica y prevención 
de sesgos.

La ética profesional no constituye una 
asignatura decorativa. Debe atravesar la 
selección del problema, la relación con 
participantes, el tratamiento de informa-
ción sensible, la autoría, la presentación 
de resultados y el testimonio experto. 
Fabricar datos, ocultar limitaciones o 
exagerar conclusiones puede provocar 
daños en procesos penales.

La actualización tampoco termina con 
el grado universitario. Reformas legales, 
avances forenses y nuevas modalidades 
delictivas exigen educación continua. 
Universidades, fiscalías, poderes judi-
ciales, defensorías, policías y laborato-
rios deberían compartir programas de 
capacitación y evaluación. La reprodu-
cibilidad y la revisión crítica, principios 
centrales de la ciencia, deben convertirse 
en hábitos institucionales.11

Conclusiones
La educación destinada a la investiga-
ción jurídica, la criminología, la investi-
gación criminal y el derecho penal debe 
abandonar la separación rígida entre 
teoría y práctica. El profesional compe-
tente necesita interpretar normas, for-
mular preguntas investigables, producir 
y valorar evidencia, comprender con-
textos sociales y actuar dentro de límites 
constitucionales.

Un modelo integral combina metodolo-
gía jurídica, ciencias sociales, alfabetiza-
ción estadística, cultura forense, argu-
mentación, ética y práctica supervisada. 
No busca formar especialistas idénticos, 
sino crear un lenguaje común que per-
mita colaborar sin perder claridad sobre 
las competencias de cada disciplina.

La calidad de la justicia penal depende 
de quienes investigan, acusan, defien-
den, peritan y juzgan. Una formación 
basada en fuentes auténticas, métodos 
transparentes y evaluación por des-
empeño reduce decisiones intuitivas 
o científicamente débiles. Educar para 
investigar significa enseñar a dudar res-
ponsablemente, justificar cada conclu-
sión y reconocer que el poder penal sólo 
puede ejercerse mediante conocimiento 
verificable, respeto a los derechos hu-
manos y compromiso con la verdad.
11 National Academies of Sciences, Engi-
neering, and Medicine, Reproducibility and 
Replicability in Science.
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Durante tres jornadas la Ciudad de Cuernavaca, Morelos se convirtió en la 
Capital Mundial del Derecho, al albergar el XXIII Congreso Internacional 
de Derecho 2026, reunión que congregó a juristas, académicos, magistra-
dos, abogados y funcionarios, en la “Cumbre Internacional de la Abogacía 
Mexicana 2026” organizada por la Confederación de Colegios y Asociacio-
nes de Abogados A. C. 

En el emblemático Museo de la Ciudad de Cuernavaca dio inicio uno de 
los encuentros jurídicos más relevantes del País, el pasado 22 de julio de 
2026, comenzamos los trabajos con la tradicional Fiesta “Rompe Hielos”, la 
ceremonia inaugural estuvo encabezada por el Lic. José Luis Urióstegui 
Salgado, Presidente Municipal Constitucional de Cuernavaca, quien tuvo 
el honor de declarar formalmente inaugurados los trabajos de esta impor-
tante Cumbre Internacional, reafirmando el compromiso institucional con 
el fortalecimiento del Estado de Derecho y la vinculación entre autorida-
des y la comunidad jurídica. 

Durante esta jornada inaugural se recibieron a delegados, delegadas, pre-
sidentes de colegios, barras y asociaciones de abogados provenientes de 
diversas entidades federativas, desde Yucatán hasta Baja California, quie-
nes respondieron al llamado de la CONCAAM para compartir experien-
cias, fortalecer la unidad gremial y construir una agenda común en favor 
de la justicia, la ética y la profesionalización de la abogacía mexicana.

Asimismo, se reconoció el impulso del Dr. José Emmanuel Hernández 
Sánchez, Presidente Nacional de la CONCAAM, por fortalecer a la Confe-
deración y consolidar este Congreso como el máximo foro de la abogacía 
organizada en México; la trayectoria y liderazgo del Dr. Carlos Macedo 
Aguilar, Presidente del Consejo Consultivo Nacional y líder moral de la 
institución; así como el arduo trabajo del Dr. Jesús Castañeda Romero de-
legado estatal de la CONCCAM en Morelos y el Lic. Marco Antonio Sal-
gado Gama, Secretario General de la CONCAAM en Morelos, cuya labor 
fue fundamental para la organización de este encuentro. Así mismo,  se 
contó con la distinguida presencia de uno de los directores generales de la 
Revista “Edicta más Estilo de Vida” Lic. Isidro García Barba.

La realización de este Congreso también es resultado del esfuerzo y com-
promiso de la Comisión Organizadora de Morelos, así como de la valio-
sa colaboración de la Universidad Mexicana de Educación a Distancia 
(UMED), instituciones que sumaron capacidades para hacer posible un 
evento de esta magnitud.

Bajo el lema “Ética y cooperación ju-
rídica internacional”, el XXIII Con-
greso Internacional de la Abogacía 
Mexicana 2026 reunió a magistradas 
y magistrados, juezas y jueces, fisca-
les, legisladores, servidores públicos, 
académicos, investigadores, colegios 
y asociaciones de abogados, así como 
especialistas de diversos países, quie-
nes intercambiarán experiencias y 
formularán propuestas orientadas al 
fortalecimiento de la justicia, la lega-
lidad y la cooperación jurídica inter-
nacional. 

Con este acontecimiento, Morelos 
reafirma su vocación como sede de 
encuentros de gran trascendencia 
institucional y se proyecta como un 
referente nacional para el diálogo ju-
rídico, la construcción de acuerdos y 
el fortalecimiento del Estado de De-
recho, consolidándose durante estos 
días como la capital jurídica de Mé-
xico.

En este orden, el jueves 23 de julio de 
2026 fue un honor contar con la dis-
tinguida presencia del Magistrado 
Presidente del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado de Morelos, Mtro. 
Juan Emilio Elizalde Figueroa, quien 
tuvo a bien declarar formalmente 
inaugurados los trabajos de nuestro 
Congreso Internacional, dando inicio 
a un espacio de diálogo, reflexión y 
fortalecimiento de la ciencia jurídica.

Durante esta importante jornada aca-
démica se desarrolló un destacado 
programa de conferencias y paneles 
especializados con la participación 
de reconocidas personalidades del 
ámbito jurídico nacional, quienes 
compartieron conocimientos y expe-
riencias en temas de gran actualidad 
para el ejercicio profesional del De-
recho, consolidando este Congreso 
como uno de los espacios de reflexión 
jurídica más importantes del país.

Al iniciar los trabajos académicos del 
día viernes 24 de julio se otorgó a la 
Lic. Margarita González Saravia Go-
bernadora Constitucional del Estado 
de Morelos, la distinción como “Go-
bernadora del Año 2026”, en recono-
cimiento a su liderazgo, vocación de 
servicio, compromiso con la goberna-
bilidad democrática y fortalecimiento 
institucional de la entidad. La distin-
ción fue recibida, en representación 

CRÓNICA DEL XXIII
CONGRESO INTERNACIONAL
DE LA ABOGACÍA MEXICANA 2026
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de la titular del Poder Ejecutivo Estatal, por la Mtra. Dolores Álvarez Díaz, 
Consejera Jurídica del Gobierno del Estado de Morelos, quien agradeció 
el reconocimiento y refrendó la disposición del Gobierno de Morelos para 
seguir fortaleciendo la legalidad, la justicia y el Estado de Derecho.

La jornada también contó con un destacado presídium y foro femenino, in-
tegrado por mujeres de gran trayectoria en la judicatura, el servicio públi-
co, la academia y la abogacía organizada, entre ellas la Magistrada Elena 
Brito Casales, la Dra. Concepción Galán García, la Mtra. Natalia Bajonero 
Ramírez, la Mtra. María Cristina Ríos Meraza y la Dra. Ma. Reyna Bárce-
nas Hurtado.

La jornada académica fue conducida magistralmente por el Dr. Víctor 
Hugo Rodríguez, académico y catedrático de la Facultad de Estudios Su-
periores Aragón de la Universidad Nacional Autónoma de México, quien 
coordinó el desarrollo de las conferencias y participaciones especializadas 
de este importante encuentro. Asimismo, el programa reunió a reconoci-
dos conferencistas como el Juez de la Capital Federal de Argentina Alejan-
dro Patricio Maraniello,  la Mtra. Angélica Odette Muñoz Espinosa, el Dr. 
Julio César Ponce Quitzaman, el Dr. José Luis Maya Téllez, el Juez Enrique 

Romero Razo, la Mtra. Xareni An-
drade Heredia, el Juez Federal en 
retiro César Hernández Aguilar y 
la Mtra. Elizabeth Rembis Rubio, 
quienes abordaron temas relacio-
nados con la Justicia Constitucio-
nal,  la Prueba Forense en Delitos 
Sexuales, los Retos de la Educa-
ción Jurídica a nivel Posgrado, la 
Inteligencia Financiera, la Elec-
ción Judicial, la Litigación Oral 
Penal, la Extradición y la Educa-
ción para la Paz. Lo anterior fue 
un referente del pensamiento ju-
rídico nacional e internacional, 
un diálogo institucional y cons-
trucción de una justicia más sóli-
da, ética y comprometida con la 
sociedad. 

El XXIII Congreso Internacional 
de Derecho demostró que, a pesar 
de las diferencias jurídicas, cultu-
rales y políticas, existe un amplio 
consenso en que el ordenamiento 
jurídico debe evolucionar para 
responder a las realidades del si-
glo XXI. Más que un espacio para 
exposiciones teóricas, fue un foro 
de diálogo franco, donde se es-
cucharon voces nacionales e in-
ternacionales, incluidas aquellas 
que suelen quedar fuera de los 
debates dominantes.

Quedó claro que el mayor reto no 
consiste en aprobar más normas, 
sino en hacer que las existentes 
se cumplan de manera efectiva, 
en igualdad de condiciones y con 
justicia. El derecho, se dijo, es 
ante todo una construcción colec-
tiva: su fuerza no reside solo en 
las leyes, sino en la voluntad de 
hacerlas valer.

Con la firma de la declaración y 
el acuerdo de celebrar el próximo 
congreso en la Ciudad de Tijua-
na, Baja California el próximo 
2027, se cerró este encuentro en la 
Asamblea General del día sábado 
25 de julio, en donde quedo una 
huella profunda en la comunidad 
jurídica de todos los presentes.

¡Nos vemos muy pronto, el 2027 
en Tijuana, Baja California!
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los conflictos ni son percibidas como 
materialmente justas.

El problema no consiste en afirmar 
que las garantías obstaculizan la jus-
ticia o que los jueces deban sustituir 
el Derecho por convicciones morales 
personales. La cuestión es más pre-
cisa: determinar si los instrumentos 
creados para realizar la justicia han 
adquirido una lógica autorreferen-
cial. La hipótesis sostiene que, en 
una parte del razonamiento jurídico 
contemporáneo, la justicia ha dejado 
de operar como finalidad explícita y 
ha sido sustituida por la corrección 
del procedimiento argumentativo. A 
este fenómeno se le denomina des-
plazamiento axiológico del Derecho.

1. La justicia como finalidad jurídica
La tradición clásica concibió la jus-
ticia como fundamento y finalidad 
de la vida jurídica. Aristóteles dis-
tinguió la justicia distributiva de la 
correctiva y explicó que lo justo exi-
ge proporción, igualdad y atención 
a la naturaleza de las relaciones so-
ciales.1 El pensamiento romano con-
densó esa orientación en la fórmula 
de Ulpiano: justicia es la voluntad 
constante y perpetua de dar a cada 
uno lo suyo.2 Tomás de Aquino, por 
su parte, sostuvo que la ley humana 
obliga en conciencia cuando se or-
dena al bien común y conserva una 
medida de justicia; cuando se aparta 
de ella, se convierte en una forma de 
violencia antes que en ley en sentido 
pleno.3

El aforismo fiat iustitia, pereat mundus 
—hágase justicia, aunque el mundo 
perezca— expresa de manera extre-
ma la independencia de la justicia 
frente al cálculo utilitario. Kant lo 

1 Aristóteles, Aristóteles III: Ética nicomá-
quea. Política, trad. Julio Pallí Bonet (Ma-
drid: Gredos/RBA Coleccionables, 2014), 
Ética nicomáquea, libro V.
2 El Digesto de Justiniano, 3 vols. (Pamplo-
na: Aranzadi, 1968-1975), D. 1.1.10 pr.
3 Santo Tomás de Aquino, Suma de teología, 
vol. II, Parte I-II (Madrid: Biblioteca de Au-
tores Cristianos, 2025), I-II, q. 96, a. 4.

Introducción

El constitucionalismo posterior a la 
Segunda Guerra Mundial transfor-
mó profundamente el Derecho. La 
rigidez constitucional, la expansión 
de los derechos fundamentales, el 
control jurisdiccional y el desarrollo 
de técnicas argumentativas reduje-
ron los márgenes de arbitrariedad 
del poder. Sin embargo, ese progre-
so institucional convive con una pa-
radoja: un sistema puede satisfacer 
las exigencias de legalidad, compe-
tencia, debido proceso y motivación 
y, al mismo tiempo, producir deci-
siones que no resuelven la raíz de 

empleó para rechazar que la conve-
niencia política pueda justificar la 
vulneración del derecho.4 Su sentido 
no es promover decisiones destruc-
tivas o indiferentes a sus consecuen-
cias, sino recordar que la estabilidad 
institucional carece de legitimidad si 
se obtiene mediante el sacrificio de 
aquello que el orden jurídico debe 
proteger.

La modernidad jurídica introdu-
jo una cautela indispensable. Para 
evitar que la apelación a la justicia 
encubriera arbitrariedades, el posi-
tivismo separó la existencia del De-
recho de su valoración moral. Kel-
sen construyó una ciencia jurídica 
centrada en la estructura normativa 
y en los criterios de validez del or-
denamiento; Hart explicó el sistema 
como unión de reglas primarias y 
secundarias, cuya identificación de-
pende de prácticas sociales de reco-
nocimiento.5 Esta formalización per-
mitió controlar el poder y distinguir 
la argumentación jurídica de la mera 
preferencia ética. No obstante, tam-
bién hizo posible que la validez se 
analizara con relativa independen-
cia del resultado material.

2. Constitucionalismo y prudencia 
procedimental
El constitucionalismo contemporá-
neo intentó superar los límites del 
formalismo mediante la fuerza nor-
mativa de los derechos. Dworkin 
sostuvo que el Derecho no se integra 
únicamente por reglas, sino tam-
bién por principios que orientan la 
interpretación y exigen coherencia 
moral en la práctica institucional.6 
Alexy conceptualizó los principios 
como mandatos de optimización y
4 Immanuel Kant, La paz perpetua, trad. 
Joaquín Abellán (Madrid: Alianza Editorial, 
2016), apéndice I.
5 Hans Kelsen, Teoría pura del derecho, 
trad. Roberto J. Vernengo, 16.ª ed. (México: 
Porrúa, 2009); H. L. A. Hart, El concepto de 
Derecho, trad. Genaro R. Carrió, 3.ª ed. (Bue-
nos Aires: Abeledo Perrot, 2011).
6 Ronald Dworkin, Los derechos en serio, 
trad. Marta Guastavino (Barcelona: Ariel, 
2012).
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desarrolló la ponderación para re-
solver colisiones entre derechos se-
gún las posibilidades jurídicas y fác-
ticas.7 Ferrajoli, desde el garantismo, 
explicó que la validez de las normas 
depende también de su conformi-
dad sustancial con los derechos fun-
damentales y de los límites impues-
tos al poder.8

Estas aportaciones fortalecieron la 
protección de las personas. El pro-
blema aparece cuando la técnica 
deja de ser medio y se convierte en 
finalidad. Una sentencia puede re-
correr correctamente las etapas del 
test de proporcionalidad, identificar 
fines legítimos, examinar idoneidad, 
necesidad y ponderación, y aun así 
ofrecer una respuesta insuficiente 
frente a desigualdades estructurales, 
daños irreparables o barreras reales 
de acceso a la justicia. La motivación 
impecable no elimina por sí misma 
la distancia entre el lenguaje insti-
tucional y la experiencia de quienes 
soportan el conflicto.

El desplazamiento axiológico no im-
plica que los tribunales abandonen 
deliberadamente la justicia. Se pro-
duce de manera gradual cuando la 
evaluación de las decisiones se con-
centra en la regularidad del itinera-
rio argumentativo. En ese contexto, 
la pregunta “¿se aplicó correctamen-
te el método?” desplaza a “¿la deci-
sión realiza efectivamente lo justo?”. 
La prudencia constitucional, nece-
saria para contener el voluntarismo, 
corre entonces el riesgo de conver-
tirse en prudencia defensiva: prote-
ge al sistema frente a la acusación 
de arbitrariedad, pero no siempre 
lo obliga a responder por la calidad 
material de sus resultados.

3. Legitimidad procedimental y dé-
ficit de justicia
Luhmann mostró que los procedi-
mientos pueden generar aceptación 
incluso cuando las personas no ob-
tienen el resultado esperado, porque 
canalizan el conflicto y estabilizan 

7 Robert Alexy, Teoría de los derechos fun-
damentales, 3.ª ed., trad. y estudio intro-
ductorio de Carlos Bernal Pulido (Madrid: 
Centro de Estudios Políticos y Constitucio-
nales, 2022).
8 Luigi Ferrajoli, Derechos y garantías: La 
ley del más débil, trad. Perfecto Andrés Ibá-
ñez y Andrea Greppi (Madrid: Trotta, 2019).

expectativas.9 Esta función es esen-
cial en sociedades complejas; ningún 
sistema podría subsistir si cada deci-
sión dependiera de unanimidad sus-
tantiva. Sin embargo, la legitimación 
procedimental tiene límites. Cuando 
los procedimientos son lentos, inac-
cesibles, excesivamente técnicos o 
incapaces de reparar el daño, la re-
gularidad formal deja de producir 
confianza y comienza a percibirse 
como mecanismo de autopreserva-
ción institucional.

Habermas vinculó la legitimidad 
del Derecho con procedimientos de-
mocráticos y discursivos capaces de 
articular autonomía privada y pú-
blica.10 Su propuesta permite adver-
tir que la forma no es un simple ri-
tual: debe garantizar participación, 
imparcialidad y uso público de la 
razón. Aun así, un procedimiento 
discursivamente correcto puede 
fracasar si las condiciones sociales 
impiden que las personas interven-
gan en igualdad o si el resultado no 
transforma las circunstancias que 
originaron la vulneración. La jus-
ticia requiere, además de buenas 
razones, efectos institucionales ve-
rificables.

El déficit de justicia material no debe 
confundirse con la inconformidad 
subjetiva de quien pierde un litigio. 
Designa una divergencia persistente 
entre la validez técnico-jurídica y la 
capacidad del Derecho para ofrecer 
tutela efectiva, distribución razo-
nable de cargas, reparación y trato 
digno. La categoría resulta útil por-
que explica cómo un ordenamiento 
puede conservar su arquitectura 
constitucional y, sin embargo, ero-
sionar su autoridad moral. El siste-
ma continúa funcionando, pero deja 
de convencer de que funciona para 
las personas.

4. Reorientar la racionalidad jurídica
Superar el desplazamiento axioló-
gico no exige abandonar el debido 
proceso, la ponderación o el garan-
tismo. Exige restituir su carácter ins-
trumental. La decisión jurídicamente 
9 Niklas Luhmann, Legitimation durch Ver-
fahren (Neuwied: Luchterhand, 1969).
10 Jürgen Habermas, Facticidad y validez: 
Sobre el derecho y el Estado democrático de 
derecho en términos de teoría del discurso, 
6.ª ed., trad. Manuel Jiménez Redondo (Ma-
drid: Trotta, 2010).

correcta debe demostrar no sólo 
que siguió un método válido, sino 
también que comprendió el conflic-
to, valoró sus consecuencias y pro-
curó una respuesta compatible con 
la dignidad, la igualdad y la tutela 
efectiva.

Esta reorientación demanda una 
argumentación de doble nivel. En 
el primero, la autoridad debe justi-
ficar competencia, procedimiento, 
interpretación y coherencia consti-
tucional. En el segundo, debe expli-
car por qué el resultado contribuye 
materialmente a la realización de los 
derechos. El segundo nivel no auto-
riza decisiones intuitivas: obliga a 
incorporar contexto, evidencia, im-
pactos diferenciados y posibilidades 
reales de cumplimiento. La justicia 
material no sustituye la legalidad; la 
completa, fortalece la rendición de 
cuentas y le devuelve, en cada caso, 
su razón de ser.

Conclusiones
El Estado constitucional representa 
una conquista frente a la arbitrarie-
dad, pero su legitimidad no pue-
de descansar exclusivamente en la 
perfección de sus procedimientos. 
La corrección formal es condición 
necesaria de la justicia jurídica, no 
su equivalente. Cuando los meca-
nismos de garantía, control y argu-
mentación se autonomizan respecto 
de los fines que los justifican, surge 
un desplazamiento axiológico: el 
Derecho se legitima por el modo en 
que decide y deja en segundo plano 
aquello que efectivamente produce.

Recuperar la centralidad de la justi-
cia no significa volver a un iusnatu-
ralismo indeterminado ni debilitar 
las garantías. Significa exigir que 
la racionalidad constitucional con-
serve una orientación sustantiva. El 
Estado no pierde legitimidad por 
reconocer que puede equivocarse o 
que no siempre alcanza plenamente 
lo justo; comienza a perderla cuando 
deja de preguntarse si sus decisiones 
todavía persiguen ese fin. Esa pre-
gunta debe acompañar permanente-
mente toda decisión pública jurídi-
camente vinculante.
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El régimen jurídico que regula 
a los integrantes de las insti-
tuciones de seguridad pública 

plantea una tensión entre la nece-
sidad estatal de preservar cuerpos 
profesionalizados y sometidos a 
controles de permanencia, y el de-
ber de garantizar legalidad, segu-
ridad jurídica, debido proceso y 
tutela judicial efectiva. Esa tensión 
aparece cuando la autoridad inicia 
un procedimiento administrativo 
para separar del cargo a un agente 
del Ministerio Público o a un ele-
mento policial. 

La jurisprudencia PC.II.A. J/24 
A (10a.), registro digital 2022725, 
emitida por el Pleno en Materia 
Administrativa del Segundo Cir-
cuito, resolvió una cuestión decisi-
va: contra el acuerdo de inicio del 
procedimiento administrativo de 
separación del cargo de un agente 
del Ministerio Público o de un ele-
mento de la Policía de Investigación 
de la Fiscalía General de Justicia del 
Estado de México procede el juicio 
de amparo indirecto, porque dicho 
acuerdo constituye un acto de im-
posible reparación y no exige ago-
tar previamente el principio de de-
finitividad.1 El criterio reconoce que 
la configuración constitucional del 
vínculo de estos servidores públicos 
exige una tutela preventiva antes de 
que la eventual separación produz-
ca consecuencias irreversibles.

El régimen constitucional especial
El punto de partida se encuentra en 
el artículo 123, apartado B, fracción 
XIII, de la Constitución federal. Los 

1 Pleno en Materia Administrativa del Se-
gundo Circuito, tesis PC.II.A. J/24 A (10a.), 
“Juicio de amparo indirecto. Procede contra 
el acuerdo de inicio del procedimiento ad-
ministrativo de separación del cargo de un 
agente del Ministerio Público o de un ele-
mento de la Policía de Investigación de la 
Fiscalía General de Justicia del Estado de 
México (FGJEM), por ser un acto de imposi-
ble reparación, sin tener que agotar el princi-
pio de definitividad”, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Li-
bro 83, febrero de 2021, t. III, 2652, registro 
digital 2022725.

agentes del Ministerio Público, pe-
ritos y miembros de las institucio-
nes policiales se rigen por sus pro-
pias leyes y pueden ser separados 
cuando incumplan los requisitos 
de permanencia o removidos por 
responsabilidad en el desempeño 
de sus funciones. La particularidad 
constitucional consiste en que, si 
una autoridad jurisdiccional deter-
mina posteriormente que la sepa-
ración, remoción, baja, cese o cual-
quier otra forma de terminación del 
servicio fue injustificada, no proce-
de la reincorporación al cargo; el 
Estado queda obligado al pago de 
la indemnización y demás presta-
ciones correspondientes.2

Esta prohibición de reinstalación 
modifica la lógica ordinaria de re-
paración. Si fuera jurídicamente 
posible restituir plenamente al ser-
vidor público en el puesto que ocu-
paba, determinadas irregularidades 
procedimentales podrían exami-
narse al finalizar el procedimiento. 
Cuando la Constitución impide la 
reincorporación aun si después se 
demuestra la ilegalidad de la sepa-
ración, esperar hasta la resolución 
definitiva puede hacer imposible 
restablecer íntegramente el derecho 
afectado. De allí surge la relación 
entre la prohibición de reinstala-
ción y la categoría procesal del acto 
de imposible reparación.

Amparo indirecto y acto de impo-
sible reparación
La Ley de Amparo admite la pro-
cedencia del juicio indirecto contra 
actos dictados dentro de procedi-
mientos seguidos en forma de juicio 
cuando sus efectos sean de imposi-
ble reparación. La jurisprudencia 
2a./J. 49/2016 (10a.), registro digital 
2011659, precisó este supuesto res-
pecto de servidores sujetos a los sis-
temas de carrera ministerial, policial 
2 Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, art. 123, apartado B, fracc. 
XIII. Véase también Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
tesis 2a./J. 49/2016 (10a.), registro digital 
2011659.
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y pericial. La Segunda Sala sostuvo 
que el acuerdo de inicio del proce-
dimiento administrativo de separa-
ción puede impugnarse en amparo 
indirecto porque las violaciones co-
metidas en esa etapa pueden tras-
cender irremediablemente al dere-
cho sustantivo de prestar el servicio 
público y de no ser separado injus-
tificadamente.3 No se afirma, por 
tanto, que cualquier irregularidad 
intraprocedimental sea irreparable. 
Lo determinante es la conexión entre 
la violación inicial y la consecuencia 
constitucional que impediría la re-
instalación si el procedimiento con-
cluyera con la separación. La pro-
cedencia del amparo deriva de una 
afectación cualificada: el riesgo de 
que una ilegalidad cometida desde 
el inicio participe en una decisión 
cuyo efecto sobre la continuidad en 
el cargo no podrá revertirse median-
te restitución plena.

Definitividad y tutela judicial 
efectiva
El principio de definitividad res-
ponde a la naturaleza extraordi-
naria del juicio de amparo. Como 
regla, quien considera lesionados 
sus derechos debe utilizar prime-
ro los medios ordinarios de defen-
sa capaces de modificar, revocar o 
nulificar el acto reclamado. Como 
explica José Ovalle-Favela, la defi-
nitividad forma parte de los princi-
pios constitucionales que estructu-
ran y delimitan la procedencia del 
amparo mexicano.4 Sin embargo, 
no puede aplicarse mecánicamente 
cuando su exigencia vuelve inefi-
caz la protección constitucional. La 
jurisprudencia 2022725 afirma que 
el servidor público no está obliga-
do a agotar ese principio antes de 
promover amparo contra el acuerdo 

3 Segunda Sala de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, tesis 2a./J. 49/2016 (10a.), 
“Procedimiento administrativo de separa-
ción del cargo de los servidores públicos 
sujetos al sistema de carrera ministerial, po-
licial y pericial. Contra el acuerdo de inicio 
procede el juicio de amparo indirecto, con-
forme al artículo 107, fracción III, inciso b), 
de la Ley de Amparo”, Gaceta del Semana-
rio Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 30, mayo de 2016, t. II, 1329, registro 
digital 2011659.
4 José Ovalle-Favela, “Los principios cons-
titucionales del amparo”, Boletín Mexica-
no de Derecho Comparado 58, núm. 172 
(2025): e19897, https://doi.org/10.22201/
iij.24484873e.2025.172.19897.

de inicio.5 La excepción se justifica 
porque esperar la terminación del 
procedimiento puede impedir una 
reparación en especie: decretada la 
separación, incluso una sentencia 
posterior favorable no permitiría la 
reinstalación.

La solución corresponde a una 
concepción material de la tutela 
judicial efectiva. Un recurso no es 
eficaz sólo porque exista formal-
mente; debe ser capaz de prevenir 
o reparar la lesión cuando la pro-
tección todavía resulta útil. En este 
contexto, el amparo indirecto cum-
ple una función preventiva: permi-
te controlar la constitucionalidad 
de actos procedimentales antes de 
que produzcan una consecuencia 
no reversible mediante reinstala-
ción. Esta concepción coincide con 
la evolución del amparo hacia un 
instrumento de protección efectiva 
de los derechos fundamentales y no 
únicamente hacia un mecanismo de 
revisión formal de la legalidad.6

Evolución jurisprudencial
La importancia de la tesis 2022725 
también radica en que sustituyó un 
criterio anterior del propio Pleno 
en Materia Administrativa del Se-
gundo Circuito. La jurisprudencia 
PC.II.A. J/14 A (10a.), registro digi-
tal 2020726, había considerado que 
la irreparabilidad no constituía, por 
sí misma, una excepción al principio 
de definitividad aun cuando estu-
viera involucrado un agente minis-
terial o un policía de investigación.7

La modificación se produjo para 
ajustar el criterio de circuito a la 
línea de la Segunda Sala de la Su-
prema Corte. La tesis base identifi-
ca como antecedentes las jurispru-
dencias 2a./J. 72/2013 (10a.), 2a./J. 
49/2016 (10a.) y 2a./J. 31/2018 
5 Pleno en Materia Administrativa del Se-
gundo Circuito, tesis PC.II.A. J/24 A (10a.), 
registro digital 2022725.
6 Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Hacia una 
nueva Ley de Amparo (México: Universidad 
Nacional Autónoma de México, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, 2002).
7 Pleno en Materia Administrativa del Se-
gundo Circuito, tesis PC.II.A. J/14 A (10a.), 
“Definitividad en el juicio de amparo. La 
irreparabilidad, como característica de los 
actos reclamados (intraprocedimentales 
o resoluciones definitivas), no constituye, 
por sí misma, una excepción a dicho prin-
cipio…”, registro digital 2020726, criterio 
posteriormente sustituido.

(10a.). La primera reconoció la pro-
cedencia del amparo indirecto con-
tra el inicio del procedimiento de 
separación de integrantes del servi-
cio profesional ministerial, policial 
y pericial; la segunda sistematizó la 
regla; y la tercera determinó que las 
violaciones producidas durante la 
evaluación que arroja un resultado 
de “no aprobado” deben hacerse va-
ler al impugnar el acuerdo de inicio 
del procedimiento de separación.8

Este desarrollo evidencia una evo-
lución desde una lectura formal 
del acto intraprocedimental hacia 
el examen de sus efectos materia-
les sobre derechos sustantivos. Lo 
decisivo no es únicamente la ubi-
cación cronológica del acto dentro 
del procedimiento, sino la eventual 
irreversibilidad de la afectación que 
puede producir.

Conclusiones
La jurisprudencia con registro di-
gital 2022725 consolida una línea 
garantista en materia de amparo y 
seguridad pública. Su tesis central 
es que el acuerdo de inicio del pro-
cedimiento administrativo de se-
paración de un agente ministerial 
o de un elemento de la Policía de 
Investigación puede impugnarse en 
amparo indirecto, sin agotar previa-
mente el principio de definitividad, 
porque constituye un acto de impo-
sible reparación.
El fundamento profundo del cri-
terio se encuentra en la estructura 
constitucional de la reparación. Si 
la separación llega a consumarse, la 
prohibición de reinstalación impi-
de restablecer plenamente la situa-
ción jurídica anterior aun cuando 
posteriormente se declare ilegal el 
procedimiento. De ahí que la tutela 
constitucional deba abrirse en una 
etapa temprana. El criterio fortalece 
el debido proceso y la tutela judicial 
efectiva sin desconocer las exigen-
cias de profesionalización, disci-
plina y permanencia propias de las 
instituciones de seguridad pública.

8 Segunda Sala de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, tesis 2a./J. 72/2013 (10a.), 
registro digital 2003893; tesis 2a./J. 49/2016 
(10a.), registro digital 2011659; y tesis 2a./J. 
31/2018 (10a.), registro digital 2016522.
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El nuevo calzado
NOVABLAST™ 6 está aquí:

Más energía para el cuerpo y mente 

ASICS presentó el modelo 
NOVABLAST™ 6, la si-

guiente evolución de su acla-
mada franquicia para correr, 

célebre por su construcción 
ligera, amortiguación reacti-

va y carrera energizada. 

El nuevo modelo introduce 
mejoras clave para potenciar 
el rebote, la comodidad y la 
eficiencia general en la pisa-
da, consolidando el éxito de 

la serie NOVABLAST™ como 
el par de entrenamiento diario 

preferido por los corredores.  

La evolución más reciente de la 
serie NOVABLAST™ continúa 

desarrollando la combinación 
insignia de la línea: energía, amor-
tiguación y una estética dinámica. 
Por primera vez, el trampoline pod 

(cápsula de trampolín) en el antepié 
cuenta con la tecnología FF TURBO™ 

SQUARED. Anteriormente presente 
en las series MEGABLAST™ y SO-

NICBLAST™, esta tecnología hace su 
debut en el calzado NOVABLAST™, 

ofreciendo un mayor retorno de energía 
y una sensación más reactiva, similar a un 
resorte. En conjunto, la amortiguación FF 
BLAST™ MAX añade suavidad y confort 

bajo los pies, creando una pisada más equili-
brada y disfrutable. Unas con otras, estas tec-

nologías brindan una experiencia reactiva, di-
vertida y altamente energizada para una amplia 

gama de corredores.  

Liderando el ritmo en su categoría, el calzado 
NOVABLAST™ 6 introduce actualizaciones adi-

cionales en la parte superior y en la suela exterior 
alineadas con la Filosofía de Diseño de ASICS, 

concebidas para mejorar aún más la comodidad 
y el rendimiento. La suela ASICSGRIP™ en el 

antepié brinda una tracción mejorada y un des-
pegue más eficiente, trabajando en armonía con 
la estructura de la entresuela para amplificar el 

rebote inspirado en un trampolín. La malla supe-
rior también se ha refinado para mejorar la trans-
pirabilidad y proporcionar un ajuste más adapta-

ble y cómodo para el entrenamiento diario.  

Et-Novum 
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www.asics.com.mx

Anima Sana In Corpore 
Sano, que significa “Una 
mente sana en un cuerpo 

sano”, es una antigua frase 
latina de la cual derivan las 
siglas ASICS y la platafor-
ma fundamental en la que 

se sigue apoyando la marca. 
La empresa fue fundada en 

1949 por Kihachiro Onit-
suka y en la actualidad es 

uno de los principales dise-
ñadores, desarrolladores y 

fabricantes de zapatillas de 
running, así como de diver-
sos tipos de calzado, ropa y 

accesorios deportivos. 

ASICS es una marca de-
portiva japonesa fundada 

en 1949 en Kobe, Japón, 
con una filosofía basada 

en la conexión entre el mo-
vimiento, el desempeño 

físico y el bienestar mental. 
Su nombre proviene de la 

expresión latina “Anima 
Sana In Corpore Sano”, que 
significa “Mente sana en un 

cuerpo sano”.

ASICS desarrolla calzado, 
apparel y accesorios deporti-
vos, con especial expertise en 
running, además de produc-
tos para tenis, voleibol, trai-

ning, track & field y SportStyle.

El ASICS Institute of Sport 
Science, en Kobe, integra 

investigación científica, 
biomecánica, materiales y 

tecnología para desarrollar 
productos orientados al mo-

vimiento y al desempeño de-
portivo running. El running 

es uno de los principales 
territorios de especialización 
de ASICS, con un ecosistema 
que integra producto, inves-

tigación, comunidad, expe-
riencias y servicios digitales.
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José Antonio Acevedo Castro 

¿PRUEBA EN EL PROCEDIMIENTO 
DE EXTRADICIÓN?

MAZDA CXḋ70
PASIÓN POR EL  DETALLE

El siguiente nivel del diseño Kodo

T. 5580008500

FB. Mazda Coacalco

IG. MazdaRavisaCoacalco
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José Antonio Acevedo Castro

www.cloe.com 

CLOE
presenta su nueva
colección junto a
Rosita Fresita

La moda también tiene el poder de 
hacernos volver a esos momentos 
que marcaron nuestra personalidad, 
nuestros gustos y nuestra manera de 
imaginar el mundo. Hoy, Cloe pre-
senta una colección especial inspirada 
en Rosita Fresita, una propuesta que 
transforma la nostalgia en un statement 
de estilo lleno de feminidad, dulzura y ex-
presión personal. 

Inspirada en uno de los personajes más en-
trañables de la cultura pop de los años 80s, 
esta edición especial reinterpreta el universo 
de Rosita Fresita desde una visión contemporá-
nea y fashion, llevando sus códigos más icónicos 
al diseño de accesorios pensados para acompañar 
el día a día con un toque de encanto y persona-
lidad. 

La colección incluye bolsos, billeteras y cos-
metiqueras que mezclan detalles románti-
cos, tonos suaves y elementos inspirados 
en el universo de las fresas, destacando un 
bolso con silueta de fresa que se convierte 
en la pieza protagonista de la temporada: 
divertida, inesperada y absolutamente 
memorable. 

Más que una colaboración, esta colec-
ción representa una manera de traer 
al presente aquello que alguna vez 
nos hizo sonreír. Un recordatorio 
de que el estilo personal también 
se construye desde la emoción, 
los recuerdos y los símbolos 
que nos acompañan a través 
del tiempo. Con esta propues-
ta, Cloe apuesta por una 
estética que abraza la ter-
nura sin dejar de lado la 
sofisticación, conectando 
con una generación que 
encuentra en la moda 
una forma de expresar 
autenticidad, nostal-
gia y sensibilidad 
contemporánea. 

 

Ad-Hoc   
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LA POSIBILIDAD DE TENERLO TODO

T. 5580008500
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San Francisco Coacalco, Méx.

FRANCISCO AUREO 
ACEVEDO CASTRO
NI PRIVILEGIADOS
NI DESPROTEGIDOS:
LA REALIDAD LEGAL DEL
HOMBRE EN MÉXICO
(Y EL LÍMITE DE LAS
PRUEBAS ILÍCITAS)
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